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14-09-2010 
Cámara de Senadores. 
INICIATIVA con proyecto de decreto por el que se crea la Ley General de la Economía Social y Solidaria, 
Reglamentaria del Séptimo párrafo del artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos en lo Referente al Sector Social de la Economía. 
Presentada por el Senador René Arce (PRD). 
Se turnó a las Comisiones Unidas de Fomento Económico; y de Estudios Legislativos, Segunda, con opinión 
de las Comisiones de Comercio y Fomento Industrial; y de Desarrollo Social. 
Diario de los Debates, 14 de septiembre de 2010. 
 
 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE CREA LA LEY GENERAL DE LA 
ECONOMÍA SOCIAL Y SOLIDARIA, REGLAMENTARIA DEL SÉPTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 25 DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS EN LO REFERENTE AL 
SECTOR SOCIAL DE LA ECONOMÍA  

(Presentada por el C. Senador René Arce, del grupo parlamentario del PRD) 

- El C. Senador René Arce: Gracias, señor Presidente; compañeras y compañeros legisladores: 

Hace ya muchos siglos, unos años antes de que este país fuera conquistado por los españoles, hubo un 
sacerdote, un pensador católico que escribió un bello libro que se llamó “Utopía”. En ese libro Tomás Moro 
empezaba a emplear las palabras de fraternidad, de solidaridad y de posibilidad de que los seres humanos 
pudiesen conducirse de una manera diferente a la que hoy conocemos.  

Unos siglos después unos pensadores sociales retomaron parte de lo que en ese libro se decía y empezaron 
a crear una nueva forma de hacer las cosas, sobre todo entre la gente que más lo necesitaba, los más 
humildes.  

Esos pensadores fueron Robert Owen, Joseph Proudhon, Charles Fourier, y se les denominó socialistas 
utópicos porque retomaban parte de lo que el libro Utopía planteaba, pero le daban un sentido 
fundamentalmente social.  

Después vinieron una serie de teorías en las que se pensó que ya sea el libre mercado con su mecanismo tan 
cruel en donde amplía las diferencias entre los pobres y los ricos, o la figura del Estado se hicieran cargo de 
todo y de esta manera, ya sea desde el Estado omnipotente o desde el libre mercado, cruel y devastador 
pudiesen resolverse los problemas sociales.  

El Estado llegó a lo máximo en algunas sociedades donde lo controló todo, y el libre mercado también llegó a 
lo máximo en las sociedades, en donde prácticamente desaparecieron al Estado y eran los monopolios, los 
oligarcas, los que decidían los destinos de las sociedades.  

Hoy ambos han fracasado, hoy el libre mercado nos ha mostrado que no es libre y que los monopolios y 
oligopolios, y el capital financiero, fundamentalmente han generado grandes crisis que han llevado a miles de 
millones a la más cruel de las pobrezas.  

México es un ejemplo, aquí en este país hay un hombre que gana 17 millones de dólares diarios y hay 
millones que ganan al día el equivalente a dos dólares diarios. Morelos, hoy diría, dónde está la disminución 
de la opulencia y la indigencia, cuando tenemos ese ejemplo desgarrados entre millones y un solo hombre.  

Sin embargo, hoy que ya el Estado no lo es todo, y que tampoco el libre mercado puede presumir de que 
resuelve los problemas de la humanidad surge nuevamente en todo el mundo la posibilidad de generar una 
tercera vía que puede ser la economía social y solidaria; recuperar lo social y recuperar la solidaridad.  

El pensamiento cristiano, hoy, en el mundo, impulsa la economía social y solidaria. Pero el pensamiento 
socialista democrático también lo impulsa.  
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Y hoy se empiezan a recobrar los valores de la fraternidad, de la solidaridad, de la necesidad de no ver en la 
ganancia la única alternativa, sino que puede haber otro tipo de posibilidades para los seres humanos.  
 
Y en Europa, millones y millones de personas se organizan en la economía social y solidaria a través de 
cooperativas, de fundaciones, a través de proyectos productivos.  

Y en América Latina, países, que hace poco estaban muy debajo de México en relación a su productividad y a 
su desarrollo social, hoy empiezan a recuperar el trabajo, el empleo, la dignidad a partir de impulsar políticas 
sobre la economía social y solidaria. 

Brasil es un ejemplo de cómo los sectores más pobres empiezan a disminuir la diferencia entre la pobreza y la 
riqueza. Pero lo está haciendo Uruguay, lo está haciendo Colombia, lo están haciendo muchos países de 
América Latina. 

En nuestro país -desafortunadamente- hemos chocado en dos grandes concepciones: las de aquellos que 
dicen: “Dejar hacer, dejar pasar, y que el mercado resuelva todo”. O aquellos que piensan que todavía hay 
que regresar al viejo esquema del Estado protector paternalista, subsidiario o asistencialista, que no permite 
que la sociedad se organice por sí misma y enfrente a los monopolios y oligopolios en este país, en donde 30 
familias deciden en este país lo que hay que hacer.  

Por eso me parece que, hoy más que nunca, en el marco del Bicentenario y del Centenario, y honrando a 
Morelos en los sentimientos de la nación, pero también honrando a Ponciano Arriaga, de la época de los 
liberales; pero también honrando a muchos de los que en la Revolución tenían ideas de hacer de esto un 
problema social y resolver las graves contradicciones, me parece que estamos en el momento de brindar, 
como legisladores, al pueblo de México una oportunidad, y esa es reglamentar el artículo 25 que dice:  

“Que no tan solo existe la economía privada, o la economía pública, sino que también está la economía 
social”.  

Pero los que estudian derecho saben de sociedades mercantiles o saben de derecho público, pero 
difícilmente saben del derecho social porque no hemos reglamentado esa parte constitucional.  

Por eso el día de hoy estoy planteando una iniciativa para generar la Ley sobre la Economía Social y Solidaria 
que reglamenta el artículo 25, para que los campesinos en sus ejidos, para que los trabajadores a los cuales 
se les despide, porque el patrón ya no tiene ganancias y prefiere cerrar, para que aquellos que se organizan 
en sociedades de ahorro y crédito, para aquellos que se organizan en sociedades cooperativas, tengan la 
posibilidad que desde el Estado se les pueda apoyar, no para subsidiarlos o hacer una política asistencialista 
y clientelista, sino para darle los recursos que les permita tomar en sus manos la posibilidad de producir, de 
crear, de hacer gente que en este país tenga una oportunidad de vivir más dignamente.  

Creo que es el marco adecuado para que avancemos en el derecho social constitucional de este país. Por eso 
estamos planteando esta iniciativa.  

Y a nombre de todos los Senadores del PRD que han firmado esta iniciativa, a los cuales les agradezco su 
apoyo, les pediría a mis compañeros Senadores que apoyemos en comisiones la posibilidad de que le 
entreguemos al pueblo de México la oportunidad de tener ahora una ley reglamentaria que les permita 
organizarse, que les permita producir, que les permita enfrentar a los monopolios y oligopolios, que les 
permita ser dignos, y que finalmente en este país construyamos una nueva manera, una alternativa para que 
la gente pueda salir adelante.  

Muchas gracias a todos. 

(Aplausos) 

Iniciativa 

“SENADOR MANLIO FABIO BELTRONES RIVERA 
PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA  
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CAMARA DE SENADORES 
H. CONGRESO DE LA UNION 
PRESENTE. 

René Arce Círigo, Senador de la República ante la LXI Legislatura del Congreso de la Unión, integrante del 
grupo parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 
71 fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como por el artículo 55 fracción 
II del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, someto a 
la consideración de esta Soberanía, la siguiente Iniciativa con Proyecto de Decreto por el cual se crea la 
Ley General de la EconomIa Social y Solidaria, reglamentaria del séptimo párrafo del artículo 25 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en lo referente al sector social de la economía, 
al tenor de la siguiente: 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

Ante el sombrío panorama que viven los mexicanos, iniciado desde hace más de cuarenta años, cuando la 
producción de la riqueza, el empleo y el salario comenzaron a declinar a nivel nacional y mundial, se vuelve 
fundamental buscar nuevas alternativas para reajustar el modelo económico predominante, buscando con ello 
generar condiciones de desarrollo sostenido, justo y equitativo. 

Hasta ahora el modelo económico de crecimiento y desarrollo ha descansado en el sector público o en el 
sector privado, ya sea por separado, o en economía mixta; sin embargo, desde la década de los setentas del 
siglo pasado, los indicadores económicos y sociales nacionales muestran grandes problemas para mantener 
niveles positivos de desempeño, razón por la cual diversos especialistas mencionan insistentemente, la 
necesidad de cambiar o reorientar el modelo. 

Por ello, con este proyecto de Ley buscamos rescatar el papel histórico del sector social de la economía, 
consagrado en el Artículo 25 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, debido a que en la 
actualidad, de acuerdo a la experiencia internacional y nacional, constituye un motor esencial para retomar el 
camino del crecimiento y desarrollo, entendiendo como tal no sólo el mantenimiento de los indicadores 
macroeconómicos, sino también el mejoramiento de la calidad de vida de las personas y comunidades como 
fin último de la economía.  

Este nuevo papel del sector social no es sólo una exigencia nacional, es una tendencia que se puede 
observar a nivel mundial desde el siglo pasado, a la cual México no puede permanecer ajeno. Las razones de 
este protagonismo se encuentran en el debilitamiento mundial de la economía a cargo de los sectores 
tradicionales, el privado y el público. Según la OCDE, la declinación del crecimiento de la producción media 
anual acumulada en porcentaje del PIB, es patente desde los setentas del siglo pasado, lo que incluye a EU. 

Crecimiento medio anual acumulado en % del PIB en los países OCDE 1950-2009 

Años % medio anual 
1950-1973  4.9  
1974-1979  3.4  
1980-1990  2.9  
1990-2000  2.6  
2000-2005  2.0  
2007  2.8  
2008  0.6  
2009  -4.1  

Fuente: OCDE. Citado por Nacho Álvarez, Luis Buendía y otros, en Ajuste y salario. Las consecuencias del 
neoliberalismo en América Latina y Estados Unidos, FCE, Madrid, 2008, p. 32 

Crecimiento en EU del PIB real 1950-2009 
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Años % medio anual 
1950-1959  4.1  
1960-1969  4.4  
1970-1979  3.3  
1980-1989  3.1  
1990-1999  3.1  
2000-2007  2.6  
2009  -2.9  

Fuente: Oficina de análisis económico, Cuentas de producción y renta nacional. “Cambio porcentual del 
Producto Interno Bruto real respecto al periodo anterior”, Tabla 1.1.1 Citado por John Bellamy Foster y Fred 
Magdoff en La gran crisis financiera, FCE, Madrid, 2009, p. 185. 

La caída en el crecimiento de la producción también se observa en la evolución media mundial de la inversión 
con respecto al PIB. Así, mientras la tasa media anual de crecimiento de la inversión bruta fue entre 1990 y 
1996 de 2.7%, según datos del Banco Mundial, la tasa media entre 1966 y 1973 fue de un 7% anual. Esta 
caída de la inversión contrasta con los niveles de la ganancia obtenida en el mismo periodo. Los datos 
muestran el espectacular divorcio entre las ganancias y las inversiones netas en porcentaje del PIB durante 
los últimos años, donde la inversión fija privada no residencial en porcentaje de la renta nacional cae 
significativamente durante el mismo periodo. 

De estas tendencias, lo más importante es que los capitales, para recuperar los márgenes de ganancia 
atractivos a que están acostumbrados, han dejado de invertir en la economía real de bienes y servicios, y se 
han concentrado en los llamados capitales monopolistas financieros. Así, mientras en los años sesenta los 
beneficios de ese sector representaban alrededor del 15% de todos los ingresos nacionales de EU, en 2005 
representaban ya cerca del 40%. Al mismo tiempo, la industria, que en su mejor momento representó el 50% 
de los beneficios nacionales, representa en este momento menos del 15%.La separación entre la ganancia 
productiva y la ganancia de los capitales monopolistas financieros es un fenómeno mundial. 

Sin embargo, el problema no es solo que los capitales hayan buscado recuperar sus márgenes de ganancia 
mediante la explotación de sus capitales monopolistas financieros; la otra esfera en la que se han concentrado 
es en el trabajo asalariado. Desde que empezó a declinar la ganancia en los setentas, el salario directo e 
indirecto se ha reducido drásticamente año con año. La reducción del salario es acompañada por altas tasas 
de desempleo y subempleo a nivel mundial. 

México no es ajeno a estas tendencias de la producción, el empleo, la productividad, la precarización del 
ingreso, la ganancia, etc., lo cual está generando altos niveles de tensión y violencia social.  

 
Fuente: Elaborada por el Mtro. José G. Sandoval Manzano, La acumulación de capital en México, 1960-2009, 
Segundo Avance de Investigación, Doctorado en Economía, División de estudios de Posgrado, Facultad de 
Economía, UNAM, 2009. 
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Ritmos de crecimiento del empleo y productividad 1940-2008 
(Periodo y tasa media de crecimiento) 

Años  Empleo  Productividad  
1940-1954  1.83  3.91  
1970-1982  4.37  1.99  
1982-1989  2.05  -1.36  
1989-2008  1.75  1.29  

Fuente: Elaborada por el Mtro. José G. Sandoval Manzano, La acumulación de capital en México, 1960-2009, 
Segundo Avance de Investigación, Doctorado en Economía, División de estudios de Posgrado, Facultad de 
Economía, UNAM, 2009. 

 

Fuente: Elaborada por el Mtro. José G. Sandoval Manzano, La acumulación de capital en México, 1960-2009, 
Segundo Avance de Investigación, Doctorado en Economía, División de estudios de Posgrado, Facultad de 
Economía, UNAM, 2009. 

Esta tendencia decreciente de la producción está generando a su vez una baja en la inversión, situación que 
tiende a agravarse. El desaliento es tan alto, que tan solo en los cuatro años de la actual administración han 
salido del país más de cincuenta mil millones de dólares. Podemos concluir de esto, que el problema en 
México no solo es de capitales para invertir, sino de que sea atractiva la ganancia, de ahí su tendencia 
decreciente, observada desde los sesentas del siglo pasado, lo que impacta de manera directa en el empleo, 
la productividad y el ingreso. 
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Fuente: Elaborada por el Mtro. José G. Sandoval Manzano, La acumulación de capital en México, 1960-2009, 
Segundo Avance de Investigación, Doctorado en Economía, División de estudios de Posgrado, Facultad de 
Economía, UNAM, 2009. 

Para contrarrestar la caída de la ganancia, en México los capitales han recurrido a las prácticas antes 
enumeradas, así como a la constitución de grandes grupos económicos que dominan de manera monopólica 
ramas fundamentales de la producción, al amparo del Estado. Esta situación está provocando desde hace 
tiempo una ofensiva polarización de la riqueza: por un lado, aproximadamente treinta familias concentran la 
mayor parte de la riqueza, y por el otro, el país se ha convertido en una enorme fábrica de pobres, arrojados al 
desempleo, la informalidad, la migración, el narcotráfico, etc. 

Importancia internacional del sector social de la economía 

Ante las tendencias económicas que se observan en la economía mundial y nacional desde finales de los 
sesentas y principios de los setentas, donde se muestran las dificultades del sector privado y el sector público 
para revertirlas, surge desde entonces el sector social, con un nuevo protagonismo, como motor ciudadano de 
la sociedad, para darle una reorientación al modelo económico seguido hasta ahora por el capitalismo 
mundial. 

Ya antes, a principios del siglo XX, el sector social de la economía había adquirido un fuerte impulso en 
Europa; sin embargo, durante el periodo 1945 -1975 es eclipsado por el papel que juegan el sector privado 
tradicional y el sector público, de cuya combinación surge el Estado de economía mixta y de Bienestar 
keynesiano. En los países de Europa Central y Oriental, la situación es peor, porque la exclusión del sector 
social es total, ante un Estado que es el único protagonista de la actividad económica. 

El resurgimiento del sector social en los diversos países europeos a partir de los setentas se basa sobre todo 
en las cooperativas y las mutuas, así como en las entidades no de mercado, mayoritariamente constituidas 
por asociaciones y fundaciones. Este sector inicia su despliegue en Francia, en los setentas del siglo pasado, 
cuando las organizaciones representativas de las cooperativas, mutuas y asociaciones crean el Comité 
national de liaison des activités coopératives, mutuelles et associatives (CNLAMCA). En 1977 y 1979 se 
celebran dos conferencias europeas de las cooperativas, mutuas y asociaciones.  

El CNLAMCA publica en junio de 1980, la Charte de l’économie sociale, donde define a la Economía Social 
como el conjunto de entidades no pertenecientes al sector público que, con funcionamiento y gestión 
democráticos e igualdad de derechos y deberes de los socios, practican un régimen especial de propiedad y 
distribución de los excedentes, empleándolos para el crecimiento de las organizaciones y la mejora de los 
servicios a los socios y a la sociedad. 

Francia fue el primer país donde el moderno concepto de Economía Social tuvo su reconocimiento político y 
jurídico, en diciembre de 1981, mediante la Délégation interministérielle à l´Économie Sociale (DIES).  

La Comisión Europea publicó en 1989 “Las empresas de la Economía Social y la construcción de un mercado 
único sin fronteras”. Ese mismo año la Comisión patrocinó la 1ª Conferencia Europea de la Economía Social 
(París) y creó una Unidad de “Economía Social” en el seno de la Dirección General XXIII de “Política de 
empresa, comercio, turismo y Economía Social”.  

En 1990, 1992, 1993 y 1995 la Comisión promovió Conferencias Europeas de la Economía Social en Roma, 
Lisboa, Bruselas y Sevilla. En 1997 la cumbre europea extraordinaria de Luxemburgo reconoció el papel de 
las empresas de la Economía Social en el desarrollo local y la creación de empleo. 

En el Parlamento Europeo también funciona desde 1990 el intergrupo parlamentario “Economía Social”. En 
2006 el Parlamento Europeo ha invitado a la Comisión a «reconocer el pilar de la Economía Social», en el 
Rapport sur un modèle social européen pour l´avenir (2005/2248 (INI). 

El fuerte impulso a la economía social en la Unión Europea ha logrado que en los 25 países que la constituían 
en el 2005, existieran más de 240, 000 cooperativas activas, que proporcionaban empleo directo a 4,7 
millones de trabajadores y agrupaban a 143 millones de socios, abarcando todos los sectores y actividades 
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económicas, especialmente la agricultura, la intermediación financiera, la distribución comercial, la vivienda y 
el trabajo asociado en la industria, la construcción y los servicios. 

Las mutualidades de salud y protección social ofrecen asistencia y cobertura a más de 120 millones de 
personas. Las mutuas de seguros representan una cuota de mercado del 23,7%. Las asociaciones, por su 
parte, representaban en 2005, más del 4% del PIB y agrupan al 50% de la ciudadanía de la Unión Europea.  

En Canadá 1 de cada tres personas es miembro de una Cooperativa; en la India más de 239 millones son 
miembros de cooperativas; en Alemania hay 20 millones de personas que son miembros de cooperativas, una 
de cada cuatro personas. En Japón una de cada tres familias son miembros de cooperativas; en Estados 
Unidos cuatro de cada 10 personas son cooperativistas 

En el caso de Hispano América es evidente la importancia del Sector Social, claro ejemplo de ello es que en el 
Uruguay existen más de 1200 cooperativas activas en todo el país que aglutinan a más de 840,000 socios, 
producen el 90% del total de leche y el 34% de la miel; en Honduras el Sector de la economía social participa 
en un 20% del PIB nacional, con un 11% en la generación del empleo y con el 25% de empleos en el sector 
agrícola; en Argentina hay más de 17,900 sociedades cooperativas con 9.1 millones de miembros; en Brasil 
las cooperativas son responsables del 72% de la producción de trigo, el 43% de la soya, el 38% del algodón, 
21% del café; en España los datos de 2007, reflejan que la economía social representa los intereses de más 
de 48,000 empresas, cuya facturación constituye el 10 por ciento del PIB con sus más de 2 millones 350 mil 
empleos.  

Esto solo es posible con la existencia de una reglamentación que impulsa y fomenta el desarrollo de este 
motor de crecimiento, ejemplo de ello son las leyes existentes que norman el funcionamiento del sector en 
esos países. En Honduras, desde 1984 se dictó la primera ley del Sector Social de la Economía; en 1996, 
Colombia sancionó la Ley 454 por el cual se regula la Economía Solidaria; En España, la expresión 
“Economía Social” también forma parte de su normatividad. En México desde 1998 se viene discutiendo la 
normatividad sobre la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del artículo 25 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, razón y responsabilidad que impulsa esta iniciativa. 

La experiencia muestra que el potencial del sector social de la economía alcanza su máximo despliegue al 
introducir en su desarrollo la revolución del conocimiento científico y tecnológico, con el de las nuevas formas 
de organización del trabajo (estructuras de gestión horizontales, en redes autogestionarias, equipos de 
trabajo, cogestión y autogestión, etc.), de ahí su búsqueda por mantener estrechas relaciones con las 
instituciones encargadas de la educación, la investigación, la ciencia y la innovación tecnológica, la filosofía y 
la axiología, así como con la cultura en general. 

Cabe mencionar que en las recientes elecciones nacionales en Japón, el partido demócrata, que logró vencer 
al liberal que tenía el poder desde hace más de 60 años, tuvo en su campaña la promesa de que las 
actividades en materia de alimentación, salud, educación, vivienda y ecología quedaran fuera del mercado 
capitalista y se orientaran por una “economía de la fraternidad”. Por otro lado, el premio nobel 2009 fue 
otorgado a Elinor Ostrom, la cual demostró en su producción científica que el manejo de bienes comunes por 
organizaciones en que prevalece la cooperación, logran mayor productividad y beneficios que las que lo 
hacen bajo el principio de la competencia y el beneficio individual. 

De acuerdo a los datos que proporciona la Alianza Cooperativa Internacional, en el mundo existen alrededor 
de 800 millones de cooperativistas, de los cuales dependen más de 3 mil millones de personas. Es tal su 
importancia, que el 18 de diciembre de 2009, por consenso, fue propuesto por 55 Estados miembros de la 
ONU, la resolución "Las cooperativas y el desarrollo social", que proclama 2012 Año Internacional de las 
Cooperativas. En esta resolución se reconoce el modelo empresarial cooperativo como un factor fundamental 
en la realización del desarrollo económico y social, e instan a los gobiernos, instituciones internacionales, 
cooperativas y otras partes interesadas a apoyar el desarrollo y el crecimiento de las cooperativas en el 
mundo.  

Importancia de la economía social en México 

En México el sector social de la economía tiene hondas raíces históricas, que es necesario rescatar, para 
enriquecerlas con las experiencias internacionales, y facilitarle los medios que le permitan tomar en sus 
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manos la construcción de su propio destino, de manera autónoma y/o en coparticipación con el sector privado 
o el sector público. 

La Revolución de Independencia, que nace con la declaración contra la esclavitud, que era la forma más 
aguda del derecho romano implantado por la fuerza, culmina con los Sentimientos de la Nación que fijan para 
siempre la búsqueda por reducir la opulencia y la miseria. Ello sienta de origen, que tanto el derecho privado 
como el derecho social coexistan. 

Este sentido de lo social es asumido por Ignacio Ramírez, durante la Reforma; sostiene que el derecho social 
plantea las relaciones económicas negociadas, la promoción del desarrollo económico, la regulación del 
mercado y la solidaridad, así como la modulación de la pobreza y la garantía estatal de la satisfacción de las 
necesidades básicas. Ese es un rasgo distintivo, a partir de entonces, en todos los programas y reformas que 
fueron moldeando la conciencia y la historia nacionales. 

Al promulgarse la Constitución de 1856, Castillo Velasco y Ponciano Arriaga sentaron los derechos a la tierra, 
al trabajo, a la democratización de la propiedad, y a la responsabilidad del Estado. Ellos aspiraban a que la 
propiedad tuviera una amplitud tal que sirviera de fundamento a la democracia liberal. 

La Revolución que este año cumple cien años, y que bien fue caracterizada por Octavio Paz como un cambio 
para volver a los orígenes, no restituyó la realidad anterior, sino que puso una vez más en el primer plano el 
bien común, con su derecho social y con la responsabilidad del Estado por la justicia y el bienestar. 

Los dos documentos fundamentales de la Historia Mexicana del Siglo XX, el Programa del Partido Liberal de 
Flores Magón, y el Plan de Ayala de Emiliano Zapata, dejaron en la Constitución una actualización de los 
principios sociales de los mexicanos. A saber: una regulación y reglamentación necesaria al derecho legítimo 
de propiedad, evitando su concentración y favoreciendo el reparto agrario.  

Una práctica legislativa que responda al interés de los más necesitados para abrirles camino a la libertad y a 
las mejoras. Una política educativa vinculada a finalidades prácticas que mejoren las condiciones de vida de la 
población. Una defensa legal de los derechos y prerrogativas de los desvalidos. El objetivo de la justicia de los 
jornaleros en su relación con su fuente de trabajo, a través de la participación en las utilidades. La lucha por el 
establecimiento de un salario suficiente para la subsistencia y que además eleve el nivel de vida al incluir una 
participación en la ganancia. La promoción de asociaciones voluntarias, que separadas del Estado, no se 
confundan con él, y se diferencien de la administración. El principio que condena al capital improductivo, 
trátese éste de terrenos no cultivados, de atesoramiento o de los que transportan caudales al extranjero. La 
obligación moral, ética y económica que tiene la sociedad de ofrecer a sus miembros la igualdad en los 
medios y en los derechos para la adquisición de todo aquello que constituye el bienestar y la riqueza, y que 
suprime toda clase de privilegios. 

Finalmente, en las últimas dos décadas del siglo pasado se dio remate a la conceptuación de esta estrategia, 
al adicionar al Artículo 25 Constitucional con los célebres párrafos que enuncian que nuestra economía está 
integrada por tres sectores, el privado, el público y el social. 

Ahora, de lo que se trata al expedir esta ley reglamentaria del artículo 25 constitucional en lo referente al 
sector social de la economía, es retomar el curso de la historia para reconstruir nuestra economía, confiriendo 
derechos diferenciados a cada uno de los sectores. Se trata de una estrategia de fortalecimiento de las 
instituciones, actualizándolas al contexto actual de globalización, y según las condiciones y potencialidades 
que tiene nuestra sociedad. 

No partimos de cero. Si bien en nuestra legislación se ha enfatizado solamente la aplicación de las leyes y 
reglamentos que definen el papel y las funciones del sector privado y del sector público, y sólo parcialmente 
se han producido elementos normativos para el sector social, tenemos una larga historia de derecho social. 
Una historia que comienza con las reglas del Calpulli y el Calmecac. Una historia que suma las proclamas de 
diversos luchadores en distintos periodos, y un gran momento con la promulgación de la vieja Ley de la 
Reforma Agraria, que contiene importantes aspectos que definen el uso o aprovechamiento de la tierra, que 
precisan el carácter de la propiedad, y que sancionan formas de organización. 

Esa tarea ha quedado ciertamente inconclusa. Está todavía por retomarse la precisión del sector social de la 
economía como realidad que agrupa, además de a los ejidatarios que no hayan decidido transitar a la 
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titulación y venta, a los cooperativistas, y a los socios o miembros de las muchas figuras asociativas en las 
que existe propiedad colectiva sobre los bienes, los capitales, los servicios y los beneficios. 

Con esta Ley, los ejidos podrán contar con los elementos para recuperar la función que habían cumplido 
durante los años del crecimiento agrícola del país. La legislación propuesta otorga prioridad a las formas 
cooperativas, pues en el mundo esta figura ha demostrado ser la más perdurable y efectiva, que puede 
contribuir a fortalecer la identidad ejidal autónoma y autogestionaria, aprovechando su propio potencial y su 
capital social, así como el acompañamiento de las cooperativas agroindustriales e industriales, las 
comunidades, las organizaciones mutuales, las sociedades rurales, las sociedades de ahorro y préstamo, las 
cajas populares, las cajas de solidaridad, las empresas de propiedad colectiva, los fondos de auto 
aseguramiento, y los nuevos organismos que juntos vayan forjando. 

Este Sector Social, que agrupa hoy en día a millones de mexicanos, en todo género de empresas, fondos, 
cooperativas, ejidos, comunidades, uniones, cajas de ahorro, asociaciones de usuarios, y tenedores paritarios 
de acciones, espera por nuestra acción legislativa un nuevo redimensionamiento y actualización. 

Incluye, asimismo, a los grupos, empresas y núcleos autogestionarios, que practican la ayuda mutua o 
solidaridad, que ejercen la democracia directa, que levantan una concepción humana de la economía, 
persiguiendo el desarrollo del ser humano antes que el de las cosas, y que por lo mismo ponen como centro 
de la actividad económica a la persona, impulsando actividades de producción, distribución, consumo y 
prestación de servicios socialmente necesarios, tanto en la ciudad como en el campo. 

El Senado tiene una responsabilidad pendiente para dotar a este Sector Social de una ley general que 
sancione sus derechos, que haga explícito el marco legal en el que este Sector debe desarrollarse, y que le 
permita transitar en la economía globalizada, complementando a los sectores público y privado. 

Al expedir esta nueva legislación trazamos una estrategia de desarrollo del sector social, proporcionándole su 
marco legal para abrirle perspectivas, armándolo con un conjunto de tareas claras y coherentes, que hagan de 
este sector un actor fundamental en las políticas de crecimiento, desarrollo y empleo en este país. 

Se trata de aprovechar la vocación económica del sector social, el cual históricamente ha estado más 
vinculado al mercado interno. En el caso del sector social del campo, su especialidad son los granos básicos, 
así como el desarrollo de las economías locales y regionales, que siguen sin impulsarse hasta ahora. Esto 
implica reorientar el desarrollo tecnológico, priorizando las llamadas tecnologías apropiadas, que permitan 
mantener en operación la planta productiva con sus empleos correspondientes. 

Esto también implica reorientar la inversión y el gasto público, otorgando mayor importancia a la producción 
de alimentos y a los renglones en los que la generación de empleo y la producción de bienes de consumo 
básicos sean lo central. Esto requiere asumirse con la misma prioridad con que hoy se cuidan las variables 
macroeconómicas.  

El desarrollo de nuestra economía social requiere el diseño o las fórmulas que nos lleven a una mejor 
distribución de la riqueza, a una disminución de las desigualdades sociales, a los mecanismos que aseguren 
el crecimiento del empleo, al fortalecimiento de la capacidad de organización y la autogestión de los grupos 
sociales, hacia una consolidación del sector social, complementando el esfuerzo con los sectores privado y 
público. 

La necesidad de fortalecer el sector social es fundamental, porque el mercado, como ya lo han explicado 
muchos especialistas, no asegura por sí sólo la paz, la justicia, el empleo, la solidaridad y el respeto por la 
dignidad del ser humano. Por ello, se trata de impulsar al sector social como palanca y motor del desarrollo 
para generar más empleo, ahorro, inversión, y actividades generadoras de riqueza material que amplíen el 
mercado interno y participen en el mercado internacional aumentando la competitividad económica del país. 

El sector social de la economía también abarca a todos aquellos trabajadores que actualmente laboran en 
empresas del Estado y que por diversas razones éste ya no está en condiciones de seguir al frente de ellas; 
en este caso, esta Ley le da prioridad a los trabajadores para que sean ellos, quienes asuman de manera 
directa su propiedad, aprovechando para ello sus liquidaciones y el financiamiento de un Fondo económico 
que al respecto se constituye con esta Ley; por supuesto, para acceder a este Fondo han de cubrirse diversos 
requisitos, que hagan viable a la respectiva empresa que se constituya. Se trata de que las empresas 
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transferidas por el Estado no caigan en las tradicionales prácticas populistas y de fondo perdido, por ello, su 
transferencia ha de ser el resultado de una efectiva participación, de un proceso autogestionario, y de una 
conciencia creciente de los ciudadanos que están efectivamente dispuestos a relevar al estado en tareas y 
funciones que antes venía cumpliendo en forma tutelar. 

El sector social de la economía también incluye a todos aquellos trabajadores que laboran en el sector 
privado, ya sea en la micro, pequeña, mediana y gran empresa, que están a punto de quebrar, o ya están en 
quiebra, para que los patrones negocien con los trabajadores la copropiedad o la propiedad total de la 
empresa, recurriendo a sus liquidaciones, al valor de sus contratos colectivos, y al fondo económico que 
respalda al sector social, de acuerdo a esta Ley.  

Por lo tanto, con esta Ley se ha sentado el camino para que los organismos del sector social puedan verse 
ampliados y enriquecidos con empresas de los otros sectores que puedan serle transferidas o en las que sus 
trabajadores decidan esa conversión. 

El sector social tiene sin duda un potencial importante y puede realizar contribuciones decisivas en el 
desarrollo inmediato del país, aunque hasta ahora no ha contado con el marco legal para hacerlo. Por ello, el 
espíritu de la Ley que se presenta, se funda en el mismo artículo 25 de la Constitución, el cual dicta que se 
establecerán los mecanismos que faciliten la organización y expansión de la actividad económica del sector 
social. 

Hasta la fecha, dentro de la esfera de lo social, sólo el derecho agrario cuenta con una reglamentación. Y se 
sigue aplicando en el resto de los temas o funciones que cumple, como legislación supletoria, el derecho 
mercantil concebido a partir del sector privado. Mientras ese criterio persista nuestras organizaciones seguirán 
siendo mal reguladas, y tendrán un escaso desarrollo. Porque no es posible aplicar el derecho mercantil 
inspirado en el negocio y el lucro a organismos cuyo fin y naturaleza priorizan la solidaridad y el bienestar.  

La presente ley llena un hueco fundamental en la Legislación Constitucional, toda vez que establece el marco 
general que instituye las diferencias que han de normar al sector social y solidario de la economía respecto 
del sector público y el sector privado, pero además, porque no deja pie para que se continúen aplicando leyes 
del derecho privado a organismos del sector, ni permite que ningún organismo estatal o del poder judicial 
aplique normas, reglamentos o leyes particulares que se enfrenten a la naturaleza específica, solidaria del 
sector.  

Esta ley, al establecer este marco general, termina con las controversias interminables que han enfrentado al 
sector con diversas dependencias y ordenamientos gubernamentales, forzando a la actualización de las leyes 
particulares para establecer un conjunto congruente de reglamentación, y sienta las bases para el desarrollo 
sostenido y autónomo, conservando para el Estado la rectoría del proceso, tanto en su constitución, como en 
su vigilancia, sentando además las bases para la participación de los organismos en los procesos de 
planeación del desarrollo. 

Al definir cuáles son las características que cumplen los organismos, y más aun, al enumerar a todos y cada 
uno de los que forman parte del mismo, no solo acota el universo en el que se deberá aplicar, sino que 
también define las líneas generales que deberán cumplir todos y cada uno de los organismos o entidades que 
lo componen. 

Con la creación del Instituto Nacional del Sector de la Economía Social y Solidaria, como máxima instancia de 
gobierno y rectoría, en la figura de un órgano descentralizado del poder público, sienta las bases para un 
funcionamiento responsable, con registros, procedimientos contables, vigilancia y estructura de gobierno. 

El largo proceso de su formulación, recoge las iniciativas presentadas en el congreso de la Unión desde el 
año de 1997 y que ha continuado con amplias consultas tanto dentro del sector, como en un cuidadoso 
proceso de revisión de las legislaciones de otros países, y de la experiencia misma de los organismos que 
han venido operando en el territorio nacional, ha permitido llegar a un decantado texto en el que se conjuran y 
superan vicios, omisiones y limitaciones. 

Es de destacar que a partir de la promulgación y publicación del texto no habrá ya más cooperativas que 
vuelvan permanente la contratación asalariada de personal, pues éste tendrá siempre el derecho de 
integrarse a los organismos respectivos, termina con la falta de información a los socios y a los órganos 
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gubernamentales normativos, y garantiza el seguimiento y los procesos de vigilancia y supervisión prudencial 
indispensables para el sano funcionamiento de los mismos.  

El texto contempla la diversidad del universo cooperativo, ejidal y solidario, y sienta las bases para que 
funcione de manera colegiada, complementaria y empresarial. Punto este último que resulta fundamental hoy 
en día en que todo organismo económico tiene que contemplar su integración a la actividad productiva y a la 
generación de empleos, siempre bajo criterios de rendimiento, dejando atrás los periodos de paternalismo, 
clientelismo y corporativismo que distinguieron al sector durante muchos años. 

La ley sienta las bases para una eficiente aplicación de recursos financieros del Estado en el desarrollo que 
impulsan estos organismos, pero al mismo tiempo los obliga a constituir las reservas financieras necesarias y 
a distribuir sus excedentes, además de hacerse cargo de sus propios regímenes de pensiones, seguros y 
financiamientos. 

El texto da pauta a la constitución de una organización que parte de lo local, se prolonga en lo regional y 
culmina en un organismo nacional que ha de ser el interlocutor y representante ante todas las instancias del 
Estado. 

Finalmente, al establecer, según lo dicta la experiencia nacional e internacional, la posibilidad de asociación 
entre los organismos solidarios y organismos públicos y privados, deja sentadas las bases para la 
complementariedad que contemplaron los constituyentes. Y al dejar clara la posibilidad para inversiones 
adicionales a las que se hayan realizado originalmente en cada organismo, incentiva la participación del 
capital de los socios que de otra manera estarían ausentes en el proceso del desarrollo. 

Dada la naturaleza solidaria que el sector ha de tener, y considerando que tiene una misión fundamental para 
reinvertir parte de sus excedentes en la búsqueda de más fuentes de trabajo, la Ley otorga condiciones para 
un tratamiento fiscal preferente, lo cual es también un cumplimiento de las recomendaciones que han hecho 
tanto el Organismo de las Naciones Unidas, como de su Organización Internacional del Trabajo. 

Quienes discutimos y consensamos esta iniciativa le hemos confiado a la Secretaría de Economía la 
conducción del proceso, seguros y convencidos de que se trata de una iniciativa de trascendencia histórica 
que supera lo estrictamente social y está destinada a fortalecer la estrategia de crecimiento, empleo y 
desarrollo, en la que el Estado mexicano habrá de realizar singulares esfuerzos de coordinación, concertación 
y fomento. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración de la Honorable Cámara de Senadores la siguiente: 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO que crea la Ley General de la Economía Social y Solidaria. 

ARTICULO UNICO.- Se crea la LEY GENERAL DE LA ECONOMIA SOCIAL Y SOLIDARIA, para quedar 
como sigue: 

LEY GENERAL DE LA ECONOMIA SOCIAL Y SOLIDARIA REGLAMENTARIA DEL SEPTIMO PARRAFO 
DEL ARTICULO 25 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS EN LO 
REFERENTE AL SECTOR SOCIAL DE LA ECONOMIA 

TITULO I  
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. La presente ley es reglamentaria del párrafo séptimo del artículo 25 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos en lo concerniente al sector social de la economía, y se aplicará sin perjuicio 
de otras disposiciones que dicten los poderes ejecutivo y legislativo federal y de las entidades federativas, así 
como municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias. 

Artículo 2. La presente ley tiene por objeto: 
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I.- Establecer mecanismos para facilitar la organización y la expansión de la actividad económica del sector 
social y la responsabilidad del fomento e impulso por parte del Estado.  

II.- Definir las reglas de organización, promoción, fomento y fortalecimiento del sector social de la economía, 
como un sistema eficaz que contribuya al desarrollo social y económico del país, a la generación de fuentes 
de trabajo digno, al fortalecimiento de la democracia, a la equitativa distribución del ingreso y a la mayor 
generación de patrimonio social. 

Artículo 3. El Sector Social de la Economía o Sector de la Economía Social y Solidaria es el sector de la 
economía, constituido por el conjunto de organismos sociales organizados, en los términos que establece la 
presente ley. 

Artículo 4. El Sector Social estará integrado por los siguientes organismos: 

I. Ejidos; 

II. Comunidades agrarias; 

III. Organizaciones de trabajadores, incluyendo sindicatos; 

IV. Sociedades Cooperativas; 

V. Empresas que pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores; y  

VI. En general, de todas las formas de organización social para la producción, distribución y consumo de 
bienes y servicios socialmente necesarios. 

Artículo 5. Los organismos del sector de la economía social y solidaria tomarán en cuenta en su organización 
interna, los siguientes principios: 

I.- Régimen democrático participativo; 

II.- Forma autogestionaria de trabajo; 

III.- Solidaridad; 

IV.- Ayuda mutua;  

V.- Bien común; e  

VI.- Identificación de las personas como principio y fin del desarrollo. 

Artículo 6. El estado apoyará e impulsará a los organismos del Sector Social de la Económica bajo criterios 
de equidad social y productividad, sujetándolas a las modalidades que dicte el interés público, y conforme al 
uso, en beneficio general, de los recursos productivos que tendrán la obligación de proteger y conservar, 
preservando el medio ambiente.  

Artículo 7.- En lo no previsto por la presente Ley se aplicará supletoriamente el Código Civil Federal, la Ley 
General de Sociedades Cooperativas y Ley para Regular las Actividades de las Sociedades Cooperativas de 
Ahorro y Préstamo. 

Artículo 8. Para los efectos de esta ley, se entiende por:  

I. Sector Social de la Economía, al Sector de la Economía Social y Solidaria; 
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II. Entidades del Sector, a las organizaciones, empresas y sociedades del sector de la Economía Social y 
Solidaria;  

III. Instituto, al Instituto Nacional de la Economía Social y Solidaria; 

IV. Congreso Nacional, al Congreso Nacional de los organismos del Sector de la Economía Social y Solidaria;  

V. Consejo, al Consejo Nacional de los organismos del Sector de la Economía Social y Solidaria; 

V. Fondo, al Fondo de Fomento a la Economía Social y Solidaria; 

VI. Registro Nacional, al Registro Nacional de las entidades del Sector de la Economía Social y Solidaria.  

Artículo 9. La organización y funcionamiento de los distintos subsectores que conforman el Sector de la 
Economía Social y Solidaria se regirán por las leyes y reglamentos dictados al efecto, conforme a su 
naturaleza eminentemente social y en concordancia con las disposiciones de esta ley.  

Artículo 10. Son fines del Sector de la Economía Social y Solidaria: 

I. Promover el desarrollo integral del ser humano;  

II. Contribuir al desarrollo socioeconómico del país, participando en la producción, distribución y consumo de 
bienes y servicios socialmente necesarios; 

III. Fomentar la Educación y formación impulsando prácticas que consoliden una cultura solidaria, creativa y 
emprendedora;  

IV. Contribuir al ejercicio y perfeccionamiento de la democracia participativa;  

V. Participar en el diseño de planes, programas y proyectos de desarrollo económico y social;  

VI. Garantizar a sus miembros la participación y acceso a la formación, el trabajo, la propiedad, la información, 
la gestión y distribución equitativa de beneficios sin discriminación alguna. 

Artículo 11. Los organismos del sector se regirán por los siguientes principios y prácticas:  

I. Preeminencia del ser humano y su trabajo sobre el capital;  

II. Afiliación y retiro voluntario;  

III. Administración democrática, participativa, autogestionaria y emprendedora;  

IV. Trabajo en beneficio mutuo y de la comunidad;  

V. Propiedad social o paritaria de los medios de producción; 

VI. Participación económica de los asociados en justicia y equidad; 

VII. Reconocimiento del carácter de socios a la mayoría de las personas que presten servicios personales en 
las organizaciones que se dediquen a la producción de bienes o servicios; y derecho de los que no sean 
socios pero trabajen en el organismo para conseguir su afiliación, sobre la base de su capacitación en los 
principios cooperativos y el cumplimiento de los requisitos de todo organismo del mismo carácter; 
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VIII. Destino de excedentes a la prestación de servicios de carácter social, al crecimiento de sus reservas y 
fondos, y a reintegrar a sus asociados parte de los mismos en proporción al uso de los servicios o a la 
participación en el trabajo de la empresa;  

IX. Educación, formación y capacitación técnico administrativa permanente y continua para los asociados;  

X. Promoción de la cultura solidaria y de la protección del medio ambiente entre sus miembros y hacia la 
comunidad;  

XI. Información periódica de sus estados financieros y de resultados a todos y cada uno de sus socios, a 
través de los informes a la Asamblea General y a los Consejos de Representantes, así como libre acceso a la 
información respectiva para los mismos. 

XII. Integración y colaboración con otras organizaciones del mismo sector. 

XIII. Compromiso primordial con la comunidad en que se hallen localizadas. 

Artículo 12. Los organismos e instituciones del Sector de la Economía Social y Solidaria orientarán su 
actuación en los siguientes valores: la solidaridad, la equidad, la justicia, la democracia, la honestidad, la 
pluralidad, la ayuda mutua, la responsabilidad compartida, la igualdad, la transparencia y la subsidiariedad.  

TITULO II  
DE LA ESTRUCTURA DEL SECTOR  

CAPITULO I  
DEL INSTITUTO NACIONAL 

Artículo 13. El Instituto Nacional de la Economía Social y Solidaria es un organismo público, autónomo con 
personalidad jurídica, patrimonio propio y domicilio en la ciudad de México, Distrito Federal. 

Artículo 14. El Instituto tendrá como facultades: 

I. Definir e instrumentar una política nacional de fomento y desarrollo del Sector de la Economía Social; 

II. Propiciar condiciones favorables para el crecimiento y consolidación del sector, mediante la constitución del 
Fondo de Fomento a la Economía Social con los recursos presupuestales asignados por el Poder Legislativo 
Federal, así como por convenio con aquellas entidades federativas y municipios que lo dispongan; 

III. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley; 

IV. Formular y ejecutar programas y proyectos de apoyo público a la promoción, fomento y desarrollo del 
sector; 

V. Participar en la elaboración, consecución y verificación del Plan Nacional de Desarrollo, en términos de lo 
dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a las actividades que desarrollen los 
organismos del sector; 

VI. Ser órgano consultivo del Gobierno Federal en la formulación de políticas relativas a la economía social, 
en términos de lo dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a las actividades que 
desarrollen los organismos del sector, así como de los gobiernos estatales o municipios que lo soliciten; 

VII. Establecer en colaboración con el Consejo un modelo de supervisión a las entidades del sector, tomando 
en cuenta su propio balance social; 

VIII. Constituir una comisión de conciliación y arbitraje propio del sector de la economía social y solidaria, a fin 
de promover y procurar la conciliación de intereses al interior y entre los organismos del sector como vía 
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preferente para la solución de conflictos, actuando como árbitro en los casos en que las partes así lo 
convengan;  

IX. Llevar a cabo estudios e investigaciones y elaborar estadísticas que permitan el conocimiento de la 
realidad de las organizaciones y empresas del sector y de su entorno, para el mejor cumplimiento de sus 
objetivos; 

X. Promover la consolidación empresarial y el desarrollo organizacional de las diversas figuras asociativas que 
forman parte del sector de la economía social y solidaria, para lo cual establecerá un sistema nacional de 
capacitación y asistencia técnica especializada; 

XI. Brindar en coordinación con las dependencias correspondientes del Poder Ejecutivo, de los tres órdenes 
de gobierno, capacitación y asesoría a las empresas y organizaciones del Sector de la Economía Social y 
Solidaria en actividades agrícolas, ganaderas, silvícolas, pecuarias, pesqueras y las demás de explotación y 
aprovechamiento de recursos naturales, así como para la transformación y comercialización de productos;  

XII. Promover en el ámbito nacional e internacional los bienes y servicios producidos por los organismos del 
sector social;  

XIII. Promover la creación de órganos de integración y representación de las empresas del sector social 
considerando los lineamientos que señalen las leyes respectivas; 

XIV. Promover y apoyar la creación de instituciones financieras de primero y segundo piso que requiera el 
sector social de acuerdo a sus características, debiendo ser administradas por integrantes del mismo; 

XV. Divulgar los valores, principios y doctrina por los cuales se guían las organizaciones que forman parte del 
sector, difundiendo al mismo tiempo sus principales logros empresariales y asociativos; 

XVI. Elaborar y mantener actualizado el catálogo de los diferentes tipos de organismos integrantes de la 
economía social, teniendo en cuenta los principios establecidos en la presente ley; 

XVII. Establecer y mantener actualizado el Registro Nacional de Organismos de la Economía Social y 
Solidaria; 

XVIII. Coadyuvar junto con los organismos de grado registrados a la realización trianual del Congreso 
Nacional del Sector social de la Economía; 

XIV. Establecer un observatorio de la Economía social, que sirva como herramienta para la sistematización de 
las experiencias nacionales del sector social de la economía. 

XX. Elaborar su propio reglamento interno. 

Artículo 15. El patrimonio del Instituto se integrará con: 

I. Los recursos que se le asignen en el Presupuesto de Egresos de la Federación; 

II. Los bienes muebles, inmuebles y demás recursos que adquiera con base en cualquier título legal; y 

III. Los subsidios, donaciones y legados que reciba de personas físicas o morales, públicas o privadas, 
nacionales o extranjeras, los cuales de ninguna manera podrán implicar condiciones contrarias a su objeto 
conforme lo establece la ley. 

Artículo 16. El Instituto contará con los siguientes órganos de administración: 

I. Junta Directiva; 



16 
 

II. Dirección General; y 

III. Las estructuras administrativas que se establezcan en su reglamento interno. 

Artículo 17. La Junta Directiva se integrará por trece miembros, de los cuales seis serán representantes del 
gobierno federal y siete representantes de los organismos del sector. 

I. Por el gobierno federal serán miembros de la Junta Directiva los siguiente Titulares de las Secretarías de 
Estado: 

a. El Secretario de Economía, 
b. El Secretario de Hacienda y Crédito Público, 
c. El Secretario de Desarrollo Social, 
d. El Secretario de Agricultura, Ganadería Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, 
e. El Secretario del Trabajo y Previsión Social, y 
f. El Secretario de Educación Pública. 

Los titulares de las Secretarias podrán nombrar a un Delegado titular y suplente, que en podrá representarlo 
en sus actividades relacionadas con la integración de este Consejo, y contaran con facultades plenas en la 
toma de decisiones de la Junta Directiva, conforme lo disponga el reglamento respectivo. 

II. Por los organismos del sector participarán siete miembros electos libremente en el Congreso Nacional del 
Sector de la Economía Social y Solidaria. 

Cada miembro propietario representante del Sector ante la Junta Directiva del Instituto podrá nombrar a un 
suplente. No se permitirá la participación de ningún otro representante salvo los que fueron designados con el 
carácter de propietario o suplente. 

La Junta Directiva contará con un Presidente y un Secretario, electos mediante elección mayoritaria por un 
periodo de dos años, de entre los miembros y estando presentes todos los integrantes de la misma. 

Artículo 18. La Junta Directiva celebrará sesiones ordinarias, por lo menos cuatro veces por año, y las 
extraordinarias que convoque su Presidente o la mayoría simple de sus integrantes. 

Sesionará válidamente con la asistencia de más de la mitad de sus miembros, y las resoluciones se tomarán 
por mayoría de votos de los miembros presentes. El Presidente tendrá voto de calidad en caso de empate.  

El Director General del Instituto podrá asistir también a las sesiones de la Junta Directiva contando con voz 
pero sin voto. 

Artículo 19. El Director General del Instituto será electo por la Junta Directiva de entre sus miembros, durará 
en su cargo dos años. Los miembros de la Junta Directiva que representan al gobierno federal durarán en su 
cargo mientras estén en funciones como titulares de sus dependencias. Los representantes de los organismos 
del sector se elegirán por un periodo de tres cuatro años, pero podrán ser removidos en cualquier momento 
por sus representados, de conformidad de los procedimientos establecidos en el reglamento del Congreso 
Nacional. 

Artículo 20. El Órgano de vigilancia del Instituto estará integrado por un Comisario Público Propietario y un 
suplente, quienes serán designados por la Secretaría de la Función Pública. 

Artículo 21. El Instituto podrá establecer delegaciones regionales, las que en su caso atenderán las zonas: 
noroeste, noreste, centrobajío, sur y sureste, y cuyos funcionarios serán nombrados por los miembros de la 
Junta Directiva en votación y por mayoría simple. 

CAPITULO II  
DEL CONGRESO Y CONSEJO NACIONAL 
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Artículo 22. El Congreso Nacional de la Economía Social y Solidaria es el máximo órgano de representación 
del Sector, será conformado de acuerdo a los siguientes criterios y su propio reglamento interno: 

I. Dos congresistas de cada uno de los organismos de primero, segundo, tercer y cuarto grado, que estén 
dentro del registro nacional. 

II. Cien congresistas electos en asambleas regionales noroeste, noreste, centrobajío, sur y sureste, 
convocadas y desarrolladas por el Instituto y los respectivos organismos de grado registrados. 

Artículo 23. Son funciones del Congreso: 

I. Fomentar y difundir los principios, valores y fines del Sector Social de la Economía;  

II. Promover la integración de los componentes del sector;  

III. Emitir posicionamientos con respecto a las problemáticas que afecten al Sector;  

IV. Aprobar sus propios estatutos y reglamentos internos;  

V. Participar en la elaboración, consecución y verificación del Plan Nacional de Desarrollo, en términos de lo 
dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a las actividades que desarrollen los 
organismos de sector; 

VI. Elegir a través de su pleno y en apego a su reglamento interno, a los representantes al Instituto Nacional 
del Sector de la Economía Social y Solidaria; 

VII. Las demás que establezca su reglamento interno, que no contravengan las disposiciones de esta ley. 

Artículo 24. El Congreso Nacional se convocará cada tres años de manera ordinaria, pudiendo realizarse 
convocatoria extraordinaria cuando exista consenso entre los Consejeros miembros de la Junta Directiva del 
Consejo Nacional. 

Artículo 25. El Consejo Nacional de organismos de la Economía Social y Solidaria es un órgano de carácter 
operativo y de coordinación entre las reuniones del Congreso Nacional y desarrollará actividades de apoyo del 
Sector.  

Artículo 26. Son funciones del Consejo:  

I. Convocar las sesiones del Congreso Nacional; 

II. Servir como organismo de coordinación, discusión y exposición de todos los asuntos de interés para el 
sector; 

III. Apoyar en la gestoría a favor de las empresas del sector en trámites ante cualquier instancia pública o 
privada;  

IV. Brindar en coordinación con el Instituto Nacional del Sector de la Economía Social y Solidaria y las 
dependencias correspondientes del Poder Ejecutivo, de los tres órdenes de gobierno, capacitación y asesoría 
a las empresas y organizaciones del Sector de la Economía Social y Solidaria en actividades agrícolas, 
ganaderas, silvícolas, pecuarias, pesqueras y las demás de explotación y aprovechamiento de recursos 
naturales, así como para la transformación y comercialización de productos; 

V. Promover la creación de órganos de integración y representación de las empresas del sector social 
considerando los lineamientos que señalen las leyes respectivas; 
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VI. Promover y apoyar la creación de instituciones financieras de primero y segundo piso que requiera el 
sector social de acuerdo a sus características, debiendo ser administradas por integrantes del mismo; y 

VII. Las demás que establezca su reglamento interno, que no contravengan las disposiciones de esta ley. 

Artículo 27. El Consejo Nacional será conformado por 15 Consejeros electos por un periodo de tres años por 
el pleno del Congreso Nacional del Sector Social de la Economía, no reelegibles de manera consecutiva y 
estando impedidos para ser representantes ante el Instituto al mismo tiempo de su encargo en el Consejo. 

Artículo 28. El Consejo tendrá la estructura organizativa más conveniente para el cumplimiento de sus 
objetivos, pero deberá contemplar como mínimo una Junta Directiva, un Órgano de Vigilancia, y un área 
especializada en Educación y Capacitación Solidaria de acuerdo a lo que establezca su reglamento interno.  

Artículo 29. La Junta Directiva será el órgano encargado de la dirección y coordinación las actividades del 
Consejo y su representante legal. La Junta Directiva se conformará como lo establezca el reglamento interno 
del Consejo; Entre sus atribuciones estarán:  

I. Designar al Secretario Ejecutivo; 

II. Nombrar a sus representantes ante el Registro Nacional y ante el Instituto  

III. Ejecutar sus acuerdos y decisiones; 

IV. Elaborar el presupuesto y los programas de trabajo; y 

V. Presentar al Congreso Nacional los estados financieros y los informes de su actuación para su aprobación. 

Artículo 30. El Órgano de Vigilancia tendrá las atribuciones de fiscalizar la adecuada administración de los 
recursos patrimoniales del Consejo. 

Artículo 31. El Congreso Nacional y el Consejo Nacional se financiarán con las aportaciones que conforme a 
programas específicos otorguen los tres órdenes de gobierno, con las aportaciones económicas de las 
organizaciones que la integren y de las cuotas por los servicios otorgados a las organizaciones. 

CAPITULO III  
DE LOS ORGANISMOS DE GRADO  

Artículo 32. Los organismos del sector podrán asociarse entre sí para el mejor cumplimiento de sus fines, en 
organismos de segundo, tercer o cuarto grado, de carácter regional, estatal y nacional. Aquellos de índole 
económica no necesariamente serán especializados en determinado ramo o actividad.  

Los requisitos y procedimientos para constituir organismos de cualquier grado serán los establecidos por la ley 
específica que corresponda y en las leyes de materia civil aplicables. 

Artículo 33. Los organismos de segundo grado podrán crear organismos de tercer grado y cuarto grado, de 
índole nacional o sectorial, con el propósito de orientar procesos de desarrollo del movimiento y unificar 
acciones de defensa y representación nacional o internacional. Los requisitos y procedimientos para constituir 
organismos de tercer y cuarto grado serán los establecidos por la ley específica que corresponda.  
Artículo 34. Los organismos de tercer grado y cuarto grado deberán precisar claramente en sus estatutos su 
jurisdicción, así como los sectores económicos o las formas asociativas o solidarias que representan. 

Artículo 35. Los organismos de integración ejercerán de pleno derecho la representación y defensa de los 
derechos e intereses de sus afiliadas y de la rama de actividad en que actúan, así como de los beneficios y 
preferencias que concede esta y demás leyes a las entidades del sector social de la economía.  
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Podrán prestar u obtener en común servicios profesionales y técnicos de asesoría, apoyo financiero, 
asistencia técnica, educación, capacitación e investigación científica y tecnológica.  

Artículo 36. Los organismos de segundo, tercer y cuarto grado deberán registrarse ante el Instituto del sector, 
a fin de que le sea reconocida su representatividad. 

CAPITULO IV  
DEL REGISTRO NACIONAL  

Artículo 37. El Registro Nacional de Organismos del, es el instrumento público encargado de la 
sistematización de la información y registro de los organismos del Sector de la Economía Social y Solidaria. 

Artículo 38. Los organismos y entidades del sector, si desean acogerse a los beneficios y prerrogativas de la 
presente Ley, además de realizar su registro conforme lo establezcan las Leyes que las rijan según su 
naturaleza, deberán solicitar su inscripción ante el Registro Nacional, conforme a las disposiciones marcadas 
en su reglamento. 

Artículo 39. El Registro Nacional dependerá del Instituto Nacional del Sector de la Economía Social y 
Solidaria de conformidad con su reglamento y será el encargado de llevar las inscripciones de los organismos 
del sector legalmente constituidas. 

Artículo 40. El Registro Nacional será público, por lo que cualquier ciudadano podrá solicitar información, en 
cumplimiento con lo establecido en la Ley de transparencia y acceso a la información pública. 

Artículo 41. El Instituto publicará anualmente un compendio de información básica sobre los organismos del 
sector registrados, así como su capacidad y cobertura de servicios. 

TITULO III  
DE LOS ORGANISMOS DEL SECTOR  

CAPITULO I  
DEL FUNCIONAMIENTO DE LOS ORGANISMOS DEL SECTOR 

Artículo 42. Se reconocerá el carácter de organismos del sector social de la Economía a todas aquellas que 
hayan cumplido con los ordenamientos de la ley respectiva según su naturaleza y además reúnan los 
siguientes requisitos:  

I. Contemplar en sus Estatutos, la aceptación y respeto de los principios, fines y prácticas enunciados en los 
artículos 8 y 9 de la presente ley;  

II. Estar dentro de una de las categorías del catalogo de organismos del sector, elaborado por el Instituto; y 

III. Registrarse en los términos de la presente ley y de los reglamentos respectivos. 

Artículo 43. Los organismos del sector podrán desarrollar las siguientes actividades:  

I. Producción, prestación y comercialización de bienes y servicios;  

II. Explotación de bienes propiedad de la nación, así como prestación de servicios públicos, siempre y cuando 
obtengan los permisos o concesiones respectivos;  

III. De educación, salud, gremiales, deportivas, recreacionales, culturales y sociales en beneficio de los socios 
y la comunidad;  

IV. Financieras, de seguros, crédito, ahorro, préstamo, administración de fondos de pensiones; y  
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V. Todas las Actividades económicas relacionadas con la producción, distribución y consumo de bienes 
servicios socialmente necesarios. 

Artículo 44. Los organismos del sector adoptarán la estructura interna que marquen sus propios estatutos y 
que más se adecúe a sus necesidades, incluyendo en todo caso un órgano de decisión en el que participen 
todos sus miembros, por sí mismos o por representación de un mandatario designado en los términos de su 
reglamentación interna y que será la autoridad máxima en dicha persona moral, la asamblea general.  

Artículo 45. Los organismos del sector deberán considerar en sus estatutos internos, la existencia de los 
órganos responsables de la ejecución de las resoluciones del órgano u órganos de decisión. Podrán delegar 
sus funciones administrativas en gerentes o coordinadores, quienes las ejercerán de acuerdo a las directrices 
de aquellos, los anteriores tendrá derecho a un voto en los acuerdos que tome el órgano deliberante 

Artículo 46. Los organismos del sector deberán considerar al constituirse y suscribir o adecuar sus estatutos 
internos, la existencia de los órganos responsables de la vigilancia y control interno de las operaciones 
sociales, administrativas y económicas de dicho organismo 

Artículo 47. Los integrantes de los órganos directivos serán designados por la voluntad de la mayoría del 
órgano de decisión, pudiendo ser revocados sus mandatos por decisión mayoritaria de sus miembros y en 
concordancia con sus propios estatutos. 

CAPITULO II 
De los derechos y obligaciones de los organismos  
del Sector de la Economía Social y Solidaria 

Artículo 48. Sin perjuicio de los derechos y prerrogativas que establecen las leyes relativas a las distintas 
figuras asociativas, se reconocen a los organismos del sector los siguientes derechos: 

I. Ser sujetos de fomento y apoyo a sus actividades socio-económicas por parte del estado; 

II. Gozar de autonomía en cuanto a su régimen interno; 

III. Constituir sus órganos representativos; 

IV. Participar en el análisis del Plan Nacional de Desarrollo en los términos de la Ley de Planeación; 

V. Realizar observaciones y propuestas al Instituto en relación con las políticas, programas y acciones de 
fomento y apoyo de sus actividades; 

VI. Solicitar y recibir información sobre el estado que guarden las gestiones que hubieren realizado ante las 
dependencias del gobierno; 

VII. Recibir asesoría, asistencia técnica y capacitación por parte de las autoridades competentes de acuerdo a 
la presente ley; y 

VIII. Celebrar contratos, actos, operaciones y acuerdos entre sí o con empresas del sector privado y con el 
sector público, siempre que fueren necesarios o convenientes a sus fines y objeto social. 

Artículo 49. Los organismos del sector tendrán las siguientes obligaciones: 

I. Cumplir y hacer cumplir los principios y valores consagrados en la presente ley; 

II. Constituir fondos y reservas colectivos e irrepartibles destinados a cubrir pérdidas eventuales y a financiar 
servicios sociales en beneficio de sus miembros y de la comunidad, con porcentajes de los excedentes o 
beneficios percibidos en sus actividades económicas. En todo caso los fondos mínimos obligatorios serán de 
reserva, de previsión social y de educación cooperativa y solidaria. Los reglamentos internos definirán los 
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porcentajes, reglas de operación y montos requeridos, estando exentas las organizaciones que en su ley 
correspondiente estén obligadas a establecer un fondo de protección o uno afín; 

III. Utilizar los beneficios que consagra la presente ley para los fines con que fueron autorizados;  

IV. Conservar la documentación que demuestre el otorgamiento y uso de los beneficios;  

V. Informar al Instituto, si le fuera requerido, sobre el ejercicio de los financiamientos y los apoyos monetarios, 
en su caso, informar los motivos por los que no fueron aplicados; 

VI. Cumplir en tiempo y forma con las normas de las recuperaciones financieras establecidas por las 
autoridades de la Junta Directiva del Fondo; 

VII. Acatar las disposiciones, recomendaciones y sanciones administrativas que emita o disponga el Instituto 
Nacional de Fomento del Sector de la Economía Social y Solidaria; 

VIII. Cumplir en tiempo y forma con los reportes socioeconómicos que le requiera el Instituto Nacional de 
Fomento del Sector de la Economía Social y Solidaria y proporcionar cualquier tipo de información que dicha 
instancia les solicite; 

IX. Los organismos del sector deberán fomentar y difundir los principios, valores y fines de la economía 
solidaria, formular y promover la implementación, en coordinación con las autoridades competentes, de 
estrategias, planes y programas que impulsen el desarrollo del sector, así como ejercer cualquier actividad 
lícita en beneficio de sus miembros y la sociedad;  

X. Los organismos del sector realizarán programas de planeación estratégica para su desarrollo progresivo, 
elaborarán informes sobre servicios y beneficios económicos, educativos y sociales prestados en su ejercicio 
a sus miembros y a la comunidad y presentarán los estados financieros que les exijan tanto sus miembros 
como las autoridades del Instituto.  

CAPITULO III  
DEL FOMENTO Y FINANCIAMIENTO DE LOS ORGANISMOS DEL SECTOR 

Artículo 50. De conformidad con los requerimientos de desarrollo del sector, y con base en el dictamen 
técnico que al respecto presente el Instituto, deberá crearse un Fondo de Fomento de la Economía Social y 
Solidaria, con el objeto de dar seguridad, otorgar, administrar y fomentar créditos para los proyectos de 
fortalecimiento y expansión de los organismos de dicho sector; así como para financiar los servicios y 
actividades del Consejo Nacional incluidas en el presente ordenamiento legal.  
El capital del Fondo se constituirá con aportaciones privadas por parte de sus miembros, así como con 
asignaciones de recursos públicos en proporción o razón de dos unidades de valor por parte del gobierno 
federal por cada unidad aportada por los organismos del sector. El monto de los recursos públicos asignados 
al Fondo de Fomento de la Economía Social y Solidaria será irreductible en términos reales de un año a otro. 

La naturaleza del Fondo, su organización y funcionamiento se regirán por el reglamento que al efecto se dicte. 

Artículo 51. Los organismos del sector gestionarán financiamiento para el desarrollo de sus actividades 
preferentemente con las instituciones financieras de dicho sector, asimismo, podrán invertir su capital, previo 
acuerdo de sus miembros, en cualquier instrumento previsto por las normas e instituciones de la materia 
siempre y cuando no implique riesgos para el patrimonio de sus socios.  

Artículo 52. Las organizaciones y empresas del sector tributarán de acuerdo a los regímenes especiales que 
para el efecto señale la legislación fiscal. En caso de que no existan disposiciones especiales, tributarán en 
base a un régimen simplificado en el que sólo se grabarán los beneficios o excedentes distribuidos entre los 
socios.  
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Artículo 53. Las empresas públicas en proceso de privatización en cesación de actividades o en proceso de 
cierre por cualquier causa, serán preferentemente traspasadas a sus trabajadores a través de organizaciones 
o empresas del sector existentes o las que se constituyan al efecto.  

Artículo 54. En los casos en los que empresas privadas atraviesen por conflictos obrero/patronales 
irreconciliables los trabajadores podrán optar por el pago de sus liquidaciones y/o salarios caídos mediante el 
traspaso de los bienes de la empresa en cuestión, previa constitución de cualesquiera figura asociativa del 
sector de la economía social y solidaria que la continuaría operando con eficiencia y rentabilidad. 

Artículo 55. Para el buen desarrollo de lo establecido en los dos artículos precedentes, el Instituto brindará 
asesoría, capacitación y financiamiento según sus posibilidades presupuestales. 

CAPITULO IV  
DE LA EVALUACION DE LA POLITICA DE ECONOMIA SOCIAL Y SOLIDARIA Y DEL DESEMPEÑO DE 
SUS ORGANISMOS 

Artículo 56. La evaluación del cumplimiento de las políticas públicas de fomento del sector de la Economía 
Social y Solidaria estará a cargo de organismos independientes, ya sean Organizaciones de la Sociedad Civil, 
Universidades Públicas o Privadas, designados por concurso público y abierto o por el consejo Nacional. 

Artículo 57. Para la evaluación se deberán incluir los indicadores de resultados, de gestión y servicios para 
medir su cobertura e impacto. 

Artículo 58. El proceso de evaluación de la política de Economía Social y Solidaria, se realizará cada tres 
años 

Artículo 59. Los resultados de las evaluaciones, serán entregados al Instituto, al Consejo Nacional, a la 
Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social de la Cámara de Diputados, a la Comisión de Fomento 
económico de la Cámara de Senadores y puestos a la disposición del público en general a través de las 
páginas Web de esas instancias y de la Secretaría de Economía. 

Artículo 60. De acuerdo a los resultados de las evaluaciones, el Instituto podrá emitir las sugerencias y 
recomendaciones que considere pertinentes al Ejecutivo Federal y hacerlas del conocimiento público. En caso 
de que las evaluaciones detecten anomalías en el manejo de los recursos del Instituto, del Fondo o del 
Consejo, se procederá a efectuar las investigaciones correspondientes, aplicándose, en su caso, las 
sanciones previstas en la Ley de Responsabilidades de la Funcionarios Públicos. 

CAPITULO V  
SANCIONES 

Artículo 61. Las entidades del sector social perderán sus beneficios cuando incumplan reiteradamente sus 
principios y prácticas generales y violen sistemáticamente las disposiciones de la presente ley. 

Artículo 62. Serán sancionados en los términos previstos por el reglamento de esta ley, los promotores, 
directivos y administradores de empresas de cualquier tipo, que sin estar legalmente constituidas como 
entidades del Sector de la Economía Social y Solidaria según las normas que rigen su organización y 
funcionamiento, gocen o pretendan gozar de los beneficios, prerrogativas y exenciones concedidas por esta y 
otras leyes, o exploten el trabajo asalariado bajo la apariencia de ser socios.  

TRANSITORIOS 

Primero. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial. 

Segundo. La convocatoria y asuntos relativos a la celebración de las asambleas regionales de los organismos 
del Sector de la economía Social y Solidaria, será efectuada por la Secretaría de Economía a través de sus 
delegaciones estatales en un plazo no mayor de tres meses después de la publicación de la presente ley en el 
Diario Oficial. Una vez realizadas las asambleas regionales, la Secretaría de Economía deberá convocar a la 
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Instalación del Congreso Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía. Este Congreso 
deberá elegir, tan pronto como se instituya, tanto a los Representantes ante el Instituto del Sector, como a los 
15 Consejeros del Consejo Nacional de la Economía Social.  

Tercero. Todas las instituciones públicas a que se refiere la presente ley, deberán instalarse e iniciar sus 
funciones en un plazo que no exceda de un año contado a partir de la promulgación de la Ley. 

Cuarto. Todas aquellas empresas u organizaciones sociales que tengan personalidad jurídica como 
asociaciones o sociedades civiles y que deseen acogerse a los beneficios y prerrogativas de la presente ley, 
deberán constituirse legalmente en cualquiera de las figuras asociativas a que se refiere el artículo cuarto de 
la presente ley.  

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores, a 14 de septiembre de 2010”. 

- El C. Presidente Núñez Jiménez: Gracias, Senador René Arce. Con fundamento en lo dispuesto por el 
artículo 67, párrafo 1, inciso b) de la Ley Orgánica; y del artículo 176 del Reglamento, se turna la iniciativa a 
las Comisiones Unidas de Fomento Económico; y de Estudios Legislativos, Segunda.  

- El C. Senador Eloy Cantú Segovia: (Desde su escaño) Señor Presidente.  

- El C. Presidente Núñez Jiménez: Senador Cantú.  

- El C. Senador Eloy Cantú Segovia: (Desde su escaño) Le quiero pedir, atentamente, si se puede turnar 
para opinión, no para dictamen, a la Comisión de Comercio y Fomento Industrial, por favor.  

- El C. Presidente Núñez Jiménez: Con mucho gusto, Senador Cantú. Se obsequia su solicitud para que 
también sea turnado con opinión de la Comisión de Comercio y Fomento Industrial.  

- La C. Senadora María Beatriz Zavala Peniche: (Desde su escaño) ¿Me permite, señor Presidente? 

- El C. Presidente Núñez Jiménez: Tiene la palabra la Senadora Zavala.  

- La C. Senadora María Beatriz Zavala Peniche: (Desde su escaño) Para pedir, para opinión, el turno a la 
Comisión de Desarrollo Social.  

- El C. Presidente Núñez Jiménez: También se le obsequia la solicitud, con opinión de la Comisión de 
Desarrollo Social. 
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HONO RABLE AS AM BLEA:  

 

A las Comisiones Unidas de Fomento Económico; y de Estudios Legislativos, Segunda, 

para su estudio y dictamen; y con opinión de las Comisiones de Comercio y Fomento 

Industrial; y de Desarrollo Social, les fue turnada Iniciativa con Proyecto de Decreto por 

el cual se crea la Ley General de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del 

Séptimo Párrafo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos en lo referente al Sector Social de la Economía, presentada por el 

Senador René Arce, el 14 de septiembre de 2010. 

 

De conformidad por lo dispuesto en los artículos 72 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 86 y 94 de la Ley Orgánica del Congreso General de los 

Estados Unidos Mexicanos 113, 117, 135, 150, 177, 178, 179, 180 y del 182 al 192 del 

Reglamento del Senado de la República, las Comisiones dictaminadoras someten a la 

consideración de esta Honorable Asamblea, el siguiente Dictamen por el que se expide 

la Ley General de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo 

Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en lo referente al Sector Social de la Economía, a partir de lo siguiente: 

 

PRO CEDIMI ENTO DE TR AB AJO  

 

Las comisiones encargadas del análisis y dictamen de la iniciativa en cuestión, 

desarrollaron su trabajo conforme al procedimiento que a continuación se describe: 

 

1. En el apartado de "Antecedentes", se deja constancia de las acciones realizadas por 

los proponentes para la elaboración de la iniciativa, el trámite de inicio del proceso 

legislativo, el recibo y turno para el dictamen de la referida iniciativa, así como las 

acciones realizadas por las comisiones dictaminadoras. 

 

2. En el apartado “Contenido y motivación de la iniciativa” se reproducen en términos 

generales, los motivos y alcances de la propuesta en estudio y se hace una breve 

referencia de los temas que la componen. 
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3. En el apartado de “Consideraciones”, los integrantes de las Comisiones Unidas 

expresan los argumentos de valoración de la iniciativa y los motivos que sustentan 

el sentido de su resolución. 

 

4. En el apartado de “Modificaciones de la Comisiones dictaminadoras”, las 

Comisiones Unidas expresan las razones fundamentadas en el orden jurídico 

vigente y de técnica legislativa que originan diversas modificaciones al proyecto de 

Decreto propuesto en la Iniciativa en comento. 

 

5. Finalmente, se presenta el cuerpo del Decreto por el que se expide la Ley General 

de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Séptimo del Artículo 

25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al 

Sector Social de la Economía. 

 

AN TECEDENTES  

 

1. Con fecha 14 de septiembre de 2010, el Senador René Arce del Grupo 

Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática presentó la Iniciativa con 

Proyecto de Decreto por el cual se crea la Ley General de la Economía Social y 

Solidaria, Reglamentaria del Séptimo Párrafo del Artículo 25 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al Sector Social de la 

Economía. 

 

2. Con esa misma fecha, la Mesa Directiva del H. Senado de la República turnó la 

Iniciativa en comento, a las Comisiones Unidas de Fomento Económico; y de 

Estudios Legislativos, Segunda, para su estudio y dictamen; y con opinión de las 

Comisiones de Comercio y Fomento Industrial; y de Desarrollo Social. 

 

3. Reunidos los integrantes de las Comisiones Unidas de Fomento Económico; y de 

Estudios Legislativos, Segunda, discutieron y aprobaron el presente dictamen. 

 

CONTENI DO Y MOTI V ACIÓ N DE L A IN ICI ATI V A  

 

El autor de la iniciativa expresa en la exposición de motivos de la iniciativa que “ante el 

sombrío panorama que viven los mexicanos, iniciado desde hace más de cuarenta años, 
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cuando la producción de la riqueza, el empleo y el salario comenzaron a declinar a nivel 

nacional y mundial, se vuelve fundamental buscar nuevas alternativas para reajustar el 

modelo económico predominante, buscando con ello generar condiciones de desarrollo 

sostenido, justo y equitativo”. 

 

Sostiene que “hasta ahora el modelo económico de crecimiento y desarrollo ha 

descansado en el sector público o en el sector privado, ya sea por separado, o en 

economía mixta; sin embargo, desde la década de los setentas del siglo pasado, los 

indicadores económicos y sociales nacionales muestran grandes problemas para 

mantener niveles positivos de desempeño, razón por la cual diversos especialistas 

mencionan insistentemente, la necesidad de cambiar o reorientar el modelo”. 

 

Menciona que con este proyecto de Ley se pretende “rescatar el papel histórico del Sector 

Social de la Economía, consagrado en el Artículo 25 de la Constitución Política de los 

Estado Unidos Mexicanos, debido a que en la actualidad, de acuerdo a la experiencia 

internacional y nacional, constituye un motor esencial para retomar el camino del 

crecimiento y desarrollo, entendiendo como tal no sólo el mantenimiento de los 

indicadores macroeconómicos, sino también el mejoramiento de la calidad de vida de las 

personas y comunidades como fin último de la economía”. 

 

Señala que la economía social y solidaria surge como consecuencia de “las tendencias 

económicas observadas en la economía mundial (…) desde finales de los sesentas y 

principios de los setentas”, donde precisamente han sido evidentes “las dificultades del 

sector privado y el sector público para revertirlas”, y se añade que es la razón por la cual 

“surge desde entonces el Sector Social, con un nuevo protagonismo, como motor 

ciudadano de la sociedad, para darle una reorientación al modelo económico seguido 

hasta ahora por el capitalismo mundial”. 

 

En México, sostiene el promovente, “el Sector Social de la Economía tiene hondas raíces 

históricas, que es necesario rescatar, para enriquecerlas con las experiencias 

internacionales, y facilitarle los medios que le permitan tomar en sus manos la 

construcción de su propio destino, de manera autónoma y/o en coparticipación con el 

sector privado o el sector público”. 
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Finalmente, se hace referencia a la adición al Artículo 25 Constitucional en el año de 1983 

donde se estableció que nuestra economía está integrada por tres sectores: el privado, el 

público y el social. 

 

De esta manera, a decir del autor de la iniciativa, al expedir esta nueva legislación se 

trazará “una estrategia de desarrollo del sector social, proporcionándole su marco legal 

para abrirle perspectivas, armándolo con un conjunto de tareas claras y coherentes, que 

hagan de este sector un actor fundamental en las políticas de crecimiento, desarrollo y 

empleo en este país”. 

 

CONSI DER ACIO NES  

 

1. El proyecto de Ley, objeto del presente dictamen, refleja la voluntad de legisladores 

de distintos grupos parlamentarios que comparten la convicción de que nuestro país 

cuente con un marco jurídico que reconozca, fomente e impulse al Sector Social de 

la Economía como un motor de desarrollo y crecimiento económico. 

 

El presente proyecto de Ley constituye un avance significativo en el impulso al 

desarrollo del país y busca establecer las condiciones para que los propios 

ciudadanos se organicen en las distintas formas asociativas del Sector Social de la 

Economía a fin de que contribuyan en el mejoramiento de sus condiciones de 

bienestar y calidad de vida, así como para satisfacción en conjunto de sus 

necesidades económicas. 

 

2. Desde 1983, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su 

artículo 25, establece la rectoría del Estado en el desarrollo nacional y el carácter 

mixto de la economía, integrada por tres sectores: público, privado y social, dejando 

explícitamente señalado en su párrafo tercero que al “desarrollo económico nacional 

concurrirán, con responsabilidad social, el sector público, el sector social y el sector 

privado, sin menoscabo de otras formas de actividad económica que contribuyan al 

desarrollo de la Nación”. 

 

El mismo artículo constitucional en su párrafo séptimo establece la responsabilidad 

del Estado para impulsar al Sector Social de la Economía al señalar: “La ley 
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establecerá los mecanismos que faciliten la organización y la expansión de la 

actividad económica del sector social…” 

 

Así mismo, la Constitución en su artículo 123 le asigna al Estado la responsabilidad 

de promover la creación de empresas sociales sustentadas en la asociación de 

trabajadores: “Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y 

socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la organización 

social de trabajo…” 

 

3. Cabe hacer mención que este sector, como lo señala el mismo artículo 25 de la 

Constitución, se encuentra conformado por una diversidad de formas asociativas: 

“ejidos, organizaciones de trabajadores, cooperativas, comunidades, empresas que 

pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores y, en general, de todas 

las formas de organización social para la producción, distribución y consumo de 

bienes y servicios socialmente necesarios”. 

 

Cada una de estas formas asociativas cuenta con su respectivo estatuto jurídico y 

con sus propias organizaciones representativas, no obstante se advierte una 

necesidad que es común para todas ellas, la de un marco legal que facilite la 

organización y expansión del sector. 

 

Así mismo, en las legislaciones locales de cada entidad se han establecido leyes de 

fomento a las diversas formas asociativas del Sector Social de la Economía, sin 

reconocer explícitamente el término y pertenencia de las organizaciones al mismo 

sector, generando con ello poca o nula claridad de los objetivos de este sector de la 

economía y restándole eficacia a las distintas normas. 

 

En virtud de lo anterior, los integrantes de las Comisiones unidas revisoras de la 

Iniciativa en estudio, coinciden en la necesidad de establecer una Ley marco de la 

economía social y solidaria que estructure en forma coherente y oriente las políticas 

públicas de fomento al Sector Social de la Economía al que se refiere el artículo 25 

de la Constitución, así como buscar los medios para mejorar la armonización de la 

legislación federal y estatal que regula las distintas formas asociativas que integran 

el sector. 
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4. En los últimos años se han generado propuestas legislativas en aras de construir un 

marco legal del Sector Social de la Economía de nuestro país, las cuales 

concluyeron su proceso legislativo sin llegar a convertirse en Ley. Sin embargo, 

tanto el autor de la iniciativa como los integrantes de las Comisiones 

dictaminadoras, las han retomado como un antecedente y base de la presente 

propuesta. 

 

La primera, fue propuesta por el Diputado Gustavo Arturo Vicencio Acevedo 

integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional durante la LVII 

legislatura, cuyo proyecto consistía en crear la Ley Reglamentaria del Artículo 25 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en lo referente al Sector 

Social de la Economía y que en palabras del legislador pretendía “lograr un marco 

de organización, fomento y desarrollo para la economía social y solidaria”. 

 

La segunda, fue del Diputado Antonio Sánchez Díaz de Rivera integrante del Grupo 

Parlamentario del Partido Acción Nacional durante la LX Legislatura, en la cual 

propuso un proyecto de Ley General de la Economía Social y Solidaria 

Reglamentaria del Artículo 25 Constitucional, planteando la “necesidad de 

incorporar en nuestro sistema normativo una Ley Reglamentaria del Sector Social 

de la Economía”. 

 

5. El Sector Social de la Economía, prescrito en el artículo 25 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, responde a las necesidades de los 

grupos sociales de organizarse para satisfacer sus necesidades materiales 

comunes, sin que con ello se reste responsabilidad al Estado para que implemente 

acciones, programas y estrategias a fin de lograr que las personas gocen de las 

garantías constitucionales de manera efectiva o que el sector privado deje de 

cumplir su función de inversor y generador de empleo. 

 

MODI F I CACI ONES DE L AS COMISIO NES DI CTAM IN ADO R AS  

 

No obstante las consideraciones vertidas con antelación, estas Comisiones 

dictaminadoras consideran conveniente realizar, a la Iniciativa con Proyecto de Decreto 

por el cual se crea la Ley General de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del 
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Séptimo Párrafo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos en lo referente al Sector Social de la Economía, las modificaciones siguientes. 

 

1. Se modifica el artículo 3º del proyecto de Ley, para establecer expresamente que el 

Sector Social de la Economía, que para efectos de esta Ley se denominará 

únicamente como “Sector” o “Sector Social de la Economía”, conforme a lo que 

establece el artículo 5º, y que corresponde al sector a que hace mención el párrafo 

séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

2. El séptimo párrafo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos hace referencia a las “Comunidades” incluyéndolas como una de las 

formas de organizaciones sociales que integran el sector social de la economía. Así 

mismo, en los artículos 98 a 107 de la Ley Agraria, éstas se definen como el núcleo 

de población y su propiedad sobre la tierra, reconociendo su personalidad jurídica. 

Por ende, en el artículo 4, fracción II, del proyecto de Ley, se sustituye el término de 

“Comunidades Agrarias” por el de “Comunidades”. 

 

3. El artículo 8º del proyecto de Ley pasa a ser artículo 5º del Decreto. 

 

Se sustituye el término de “Entidades del Sector” por el de “Organismos del Sector”, 

toda vez que el término de “entidad” se entiende como corporación, compañía e 

institución, en cambio “Organismo” como una forma de organización social. 

 

Asimismo, en razón de que en el cuerpo del proyecto de Ley en varias ocasiones se 

hace referencia a los términos de: “Secretaría”; “Asociados”; “Organismos de 

Integración”; “Actividad Económica”; por técnica legislativa y economía del texto se 

incluyen para quedar definidos de la siguiente manera: 

 

 “Secretaría”, a la Secretaría de Economía; 

 

 “Asociados”, en singular o plural, a las personas que participan en el capital 

social de los Organismos del Sector; 
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 “Organismos de Integración”, en singular o plural, a Organismos de 

representación de segundo o grados superiores del Sector Social de la 

Economía; 

 

 “Actividad Económica del Sector”, la actividad económica del Sector Social de 

la Economía realizada por los Organismos del Sector que lo integran; a 

cualquier proceso mediante el cual se obtienen productos, bienes o servicios 

socialmente necesarios, en cualquiera de sus fases de producción, 

distribución o consumo, y en cualquier de los sectores primario, secundario o 

terciario. 

 

4. El artículo 9º del proyecto de Ley pasa a ser artículo 7º del Decreto y a éste se 

adiciona un segundo párrafo para establecer que sin detrimento de la legislación 

específica para los distintas figuras jurídicas que integran el Sector Social de la 

Economía, podrán acogerse y disfrutar de los apoyos y estímulos que establece 

esta Ley, en estricta observancia de los valores, principios y prácticas señalados en 

la misma. 

 

5. El artículo 10º del proyecto de Ley pasa a ser artículo 8º del Decreto y en la fracción 

VI de este artículo se modifica el término de “Garantizar” por el de “Facilitar”, ya que 

si se garantizan actos como la gestión o la propiedad se deberá asegurar y dar 

certeza a un acto privado que es susceptible al incumplimiento. 

 

6. El artículo 7º del proyecto de Ley pasa a ser artículo 12 del Decreto y se establece 

que serán supletorias de esta Ley, además del Código Civil Federal, la legislación 

específica de las distintas figuras jurídicas en que se constituyan los Organismos del 

Sector. Además se establece, que corresponderá a la Secretaría de Economía la 

interpretación para efectos administrativos los preceptos de esta Ley. 

 

7. En la Iniciativa de proyecto de Ley, se señala que el Instituto Nacional de Economía 

Social será “un organismo público autónomo…”. Sin embargo, el carácter de 

“órgano autónomo” en la Administración Pública Federal, le corresponde a los 

órganos que la Constitución Política de los Estados Unidos establece como tales. 

Los órganos autónomos referidos en el Texto Constitucional hasta ahora son: el 

Banco de México, el Instituto Federal Electoral, la Comisión Nacional de los Derecho 



 

 

DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE FOMENTO 

ECONÓMICO Y DE ESTUDIOS LEGISLATIVOS, SEGUNDA, CON 

PROYECTO DE LEY GENERAL DE LA ECONOMÍA SOCIAL Y 

SOLIDARIA, REGLAMENTARIA DEL SÉPTIMO PÁRRAFO DEL 

ARTÍCULO 25 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS EN LO REFERENTE AL SECTOR SOCIAL DE 

LA ECONOMÍA CON OPINIÓN DE LAS COMISIONES DE COMERCIO 

Y FOMENTO INDUSTRIAL; Y DE DESARROLLO SOCIAL 

 
 

9 

Humanos y, recientemente, el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e 

Informática. No obstante, si se constituyera al Instituto como un organismo 

desconcentrado de la Secretaria de Económica dependería presupuestalmente y 

estaría subordinada directamente a la misma, contando con autonomía técnica, 

operativa y de gestión en los términos que establezca esta Ley. 

 

Por tanto, se modifica la naturaleza jurídica del Instituto para establecerlo como un 

Organismo desconcentrado, ya que para constituirse como la iniciativa lo indica se 

requeriría modificar la Constitución, así como de un presupuesto mayor. 

 

8. En el artículo 14 fracción II de la iniciativa, se hace una corrección de redacción para 

señalar con claridad que el Fondo de Fomento a la Economía Social se constituirá 

con los recursos presupuestales asignados en el Presupuesto de Egresos de la 

Federación -y no por el Poder Legislativo Federal-, así como los recursos derivados 

de los convenios que se establezcan con las entidades federativas y municipios. 

 

Se unifican las fracciones X y XI, las cuales se refieren al Sistema Nacional de 

Capacitación y Asistencia Técnica Especializada, mismo que se conformará 

mediante la firma de convenios de coordinación con las dependencias de la 

Administración Pública Federal, así como con dependencias de las Entidades 

Federativas y Municipios. Las fracciones subsiguientes se recorren. 

 

En la fracción XII, se establece que para la creación de Organismos de Integración 

del Sector se deberá respetar lo dispuesto en las leyes específicas para cada una 

de las formas asociativas que integran el Sector Social de la Economía. 

 

Y en la fracción XIII, toda vez que no resulta conveniente establecer por mandato de 

Ley la creación de entidades financieras del sector, se modifica la redacción para 

quedar como sigue: “Promover y apoyar la creación de Organismos del Sector que 

se constituyan y operen conforme a las Leyes que regulan sus sectores específicos, 

para la prestación de servicios financieros al mismo Sector”. 

 

9. El artículo 17 del proyecto de Ley, se adiciona estableciendo cuáles serán las 

atribuciones de la Junta Directiva del Instituto, pues no se tenían contempladas en la 

iniciativa. 
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10. El artículo 19 del proyecto de Ley, se arregla de conformidad con lo que establece el 

artículo 17 Bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, con el fin de 

establecer que el Instituto, como toda dependencia y entidad de la Administración 

Pública Federal, podrá contar con delegaciones en las Entidades Federativas o, en 

su caso, en regiones geográficas que abarquen más de una Entidad Federativa. 

 

11. Se elimina del artículo 21 del proyecto de Ley la fracción V, toda vez que sería 

inviable para el Congreso Nacional participar en la formulación del Plan Nacional de 

Desarrollo, en todo caso ésta puede ser una atribución del Consejo Nacional. 

 

12. En el artículo 23 del proyecto de Ley se establece una condición para que la Junta 

Directiva pueda Convocar al Congreso Nacional extraordinario, toda vez que debe 

preverse la posibilidad de que sea necesaria una reunión de carácter extraordinario 

cuando así lo consideren las dos terceras partes de los miembros de la junta 

directiva. Por lo anterior, se propone que cuando dos terceras partes así lo acuerden 

se emitirá la referida convocatoria. 

 

13. En el artículo 25 del proyecto de Ley se adiciona una fracción V, recorriéndose la 

numeración sucesiva de las fracciones, para establecer como una de las 

atribuciones del Consejo Nacional la de participar en la formulación del Plan 

Nacional de Desarrollo en términos de lo dispuesto por la Ley de Planeación y 

demás disposiciones aplicables a las actividades que desarrollen los Organismos de 

Sector. 

 

Se modifica del mismo artículo la fracción VI, eliminándose lo señalado respecto a 

que el Consejo Nacional promoverá la “creación de instituciones financieras de 

primero y segundo piso que requiera el sector social”, toda vez que esta disposición 

se contrapone con otras leyes que regulan a las instituciones financieras, quedando 

como sigue: “Promover y apoyar la creación de Organismos del Sector que se 

constituyan y operen conforme a las Leyes que regulan sus materias especificas, 

para la prestación de servicios financieros al mismo Sector”. Cabe mencionar que ya 

existen algunos tipos de Organismos del sector reconocidos y regulados en la 

legislación, como son los casos de las sociedades cooperativas de ahorro y 

préstamo y las sociedades financieras comunitarias. 
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14. Se modifica el artículo 30 del Proyecto de Ley, en virtud de la inviabilidad de 

destinar una partida del Presupuesto de Egresos de la Federación para el 

funcionamiento de Organismos de carácter privado. El Congreso Nacional y el 

Consejo Nacional deberán de fondearse de las aportaciones de los Organismos de 

Integración asociados. 

 

No obstante, se adiciona que dichos órganos del sector podrán recibir donaciones, 

subsidios, herencias, legados y recursos análogos que reciban de personas físicas y 

morales, públicas o privadas, nacionales o internacionales destinados a incrementar 

su patrimonio. 

 

15. Con el fin de evitar discrepancias con otras leyes que regulan a Organismos del 

sector en el artículo 31 del proyecto de Ley, se especifica que la constitución de los 

Organismos de integración se ajustará por lo dispuesto en la legislación específica 

de cada una de las formas asociativas de los Organismos del sector. 

 

16. Se modifica el artículo 35 del proyecto de Ley para establecer con claridad que los 

Organismos de Integración deberán inscribirse ante el Registro al que se refiere el 

Capítulo IV del Título II de esta Ley, a fin de que sea reconocida su 

representatividad. 

 

17. Se modifica el primer párrafo del artículo 42 del proyecto de Ley, para establecer 

que los Organismos del sector podrán realizar las actividades señaladas en este 

artículo -entre las que se encuentran las de tipo financieras de seguros, crédito, 

ahorro y préstamo-, siempre que la legislación específica para cada uno de los 

Organismos les faculte de acuerdo a su objeto social y naturaleza legal. Además, se 

adiciona un último párrafo para indicar que las actividades de proselitismo político 

electoral y partidista nos les estarán permitidas. 

 

18. Se unifican los artículos 44, 45, 46 y 47 del proyecto de Ley, estableciendo en un 

solo artículo (artículo 43) que las distintas formas asociativas integrantes del Sector 

Social de la Economía, adoptarán la estructura interna que señale su legislación 

específica y sus propios estatutos, que más se adecúe a sus necesidades, debiendo 

contar al menos con un órgano de dirección, asamblea general, u otra figura similar; 
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un órgano de administración, comisariado, gerente, director general, o figura similar, 

y un órgano o consejo de vigilancia y control interno. Y se adiciona que los 

miembros de estos órganos serán designados y podrán ser removidos por decisión 

de la mayoría del órgano de dirección o asamblea general, de conformidad con sus 

propios estatutos 

 

19. El artículo 48 del proyecto de Ley pasa a ser artículo 44 del Decreto. Además, se 

elimina la fracción IV, -recorriéndose la numeración de las siguientes fracciones-, 

toda vez que resulta poco viable la participación directa de los Organismos 

integrantes del sector en el análisis del Plan Nacional de Desarrollo en los términos 

de la Ley de Planeación. 

 

20. El artículo 49 del proyecto de Ley pasa a ser artículo 45 del Decreto. Si bien en la 

fracción II de este artículo, se establece que todos los Organismos del Sector deben 

contar con tres tipos de fondos: de reserva, de previsión social y de educación, debe 

señalarse que éstos se constituirán sin detrimento de otros fondos que establezcan 

las leyes específicas. 

 

En sus fracciones IV, V, VI y VII, se modifican para señalara con claridad que el 

financiamiento público otorgado a los Organismos del sector tendrá como único fin 

el fomento de sus actividades, para lo cual se establecen lineamentos que deberán 

cumplir en la elaboración de los informes anuales sobre el ejercicio de dicho 

financiamiento, así como la clase de información que estarán obligados a presentar 

al Instituto o en su caso a otras autoridades competentes. 

 

Asimismo, se adicionan las fracciones XII a XVIII, estableciéndose como 

obligaciones de los Organismos del sector las siguientes: 

 

 Promover la profesionalización y capacitación de sus asociados; 

 

 Actuar con criterios de imparcialidad y no discriminación en la determinación 

de beneficiarios; 

 

 Cumplir con las obligaciones derivadas de los convenios suscritos con el 

instituto; 
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 Informar a sus asociados a través de su asamblea general u órgano de 

dirección sobre los servicios y beneficios económicos, educativos y sociales 

prestados en el respectivo ejercicio, así como de sus estados financieros; 

 

 Notificar al registro de las modificaciones a su acta constitutiva, así como los 

cambios en sus órganos de dirección, administración y vigilancia en un plazo 

no mayor a cuarenta y cinco días hábiles contados a partir de la modificación 

respectiva; 

 

 En caso de disolución, transmitir los bienes que haya adquirido con apoyos y 

estímulos públicos, a otra u otros Organismos del sector que realicen 

actividades objeto de fomento y que estén inscritas en el Registro. El 

Organismo del Sector que se disuelva tendrá la facultad de elegir quién 

transmitirá dichos bienes, y 

 

 Contribuir al desarrollo socioeconómico nacional; 

 

 Las demás que señale la presente Ley y leyes aplicables. 

 

21. El artículo 50 del proyecto de Ley pasa a ser artículo 46 del Decreto y se modifica 

este artículo redefiniendo los fines del Fondo de Fomento de la Economía Social, 

para quedar de la siguiente manera:”…cuyo objeto será atender iniciativas 

productivas del Sector mediante el apoyo a proyectos productivos, la constitución, 

desarrollo, consolidación y expansión de Organismos del Sector y la participación en 

esquemas de financiamiento social”. Este fondo por tratarse de recursos públicos no 

podrá destinarse para el funcionamiento del Consejo Nacional, el cual es un 

Organismo del Sector. 

 

22. Se adiciona el artículo 47, para establecer restricciones a los Organismos del sector 

para obtener apoyos o estímulos públicos cuando existan relaciones de parentesco 

ya sea por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado o relaciones de interés 

entre sus administradores o representantes con los servidores públicos encargados 

de otorgar o autorizar dichos apoyos. 

 



 

 

DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE FOMENTO 

ECONÓMICO Y DE ESTUDIOS LEGISLATIVOS, SEGUNDA, CON 

PROYECTO DE LEY GENERAL DE LA ECONOMÍA SOCIAL Y 

SOLIDARIA, REGLAMENTARIA DEL SÉPTIMO PÁRRAFO DEL 

ARTÍCULO 25 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS EN LO REFERENTE AL SECTOR SOCIAL DE 

LA ECONOMÍA CON OPINIÓN DE LAS COMISIONES DE COMERCIO 

Y FOMENTO INDUSTRIAL; Y DE DESARROLLO SOCIAL 

 
 

14 

23. Se adiciona el artículo 50 para establecer que los Organismos del sector que con 

fines de fomento reciban apoyos y estímulos públicos, deberán sujetarse a las 

disposiciones jurídicas y administrativas aplicables en la materia. Además, deberán 

llevar a cabo sus operaciones conforme a las disposiciones fiscales vigentes en el 

territorio nacional. 

 

24. El artículo 56 del proyecto de Ley pasa a ser artículo 52 del Decreto, el cual se 

modifica en razón de darle un orden lógico-jurídico en cuanto cuestiones de forma y 

técnica legislativa al Capítulo IV del Decreto, es decir, se pretende primeramente 

definir al Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social 

conforme lo prevé la Ley General de Desarrollo Social, estableciendo que dicho 

Consejo será el órgano responsable de la evaluación periódica del cumplimiento de 

las políticas públicas de fomento y apoyo a los Organismos del sector social de la 

economía, para posteriormente señalar en el Capitulo V del Decreto, el cual alude a 

las sanciones, la facultad de imponer sanciones de carácter administrativo con la 

que contara dicho Consejo. 

 

25. Se elimina el artículo 51 del proyecto de Ley, toda vez que no es jurídicamente 

procedente establecer que los Organismos del sector solicitarán financiamiento 

preferentemente a otros Organismos de mismo sector, pues sería una norma 

imperfecta que al no obligar pierde carácter de disposición legal, pues los 

Organismos tendrían en cualquier tiempo la oportunidad de obtener financiamiento 

en las condiciones que más les convengan ya sea en la banca comercial o en la 

banca de desarrollo. 

 

26. Se elimina el artículo 52 del proyecto de ley, toda vez que no pueden establecerse 

exenciones fiscales en esta Ley. 

 

27. El artículo 60 del proyecto de Ley pasa a ser artículo 56 del Decreto y se modifica, 

ya que las auditorias sobre el ejercicio de recursos públicos son facultad exclusiva 

de la Auditoria Superior de la Federación, misma que es la encargada de establecer 

las sanciones correspondientes, por lo que se elimina la segunda parte del párrafo, 

donde se establecía en la Iniciativa que en caso de que las evaluaciones detecten 

anomalías en el manejo de los recursos del Instituto, del Fondo o del Consejo, se 
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procederá a efectuar las investigaciones correspondientes, aplicándose, en su caso, 

las sanciones previstas en la Ley de Responsabilidades de la Funcionarios Públicos. 

 

28. El artículo 62 del proyecto de Ley pasa a ser artículo 58 del Decreto y se establece 

que el Instituto podrá establecer sanciones administrativas en los casos en que los 

Organismos o sus administradores simulen estar constituidos como Organismos del 

sector, y gocen o pretendan gozar de los beneficios y prerrogativas de esta Ley. 

 

Por las consideraciones anteriormente expuestas, los integrantes de las Comisiones 

dictaminadoras que suscriben el presente Dictamen someten a la consideración de esta 

Honorable Asamblea, el siguiente: 
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DECRETO por el que se expide la Ley General de la Economía Social y Solidaria, 

Reglamentaria del Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, en lo referente al Sector Social de la Economía. 

 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se expide la siguiente: 

 

“LEY GENERAL DE LA ECONOMÍA SOCIAL Y SOLIDARIA, REGLAMENTARIA DEL 

PÁRRAFO SÉPTIMO DEL ARTÍCULO 25 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS, EN LO REFERENTE AL SECTOR SOCIAL DE LA ECONOMÍA 

 

TITULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

Artículo 1º. La presente Ley es reglamentaria del párrafo séptimo del artículo 25 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos en lo concerniente al Sector Social de la Economía. 

 

La presente Ley es de orden público, interés social y de observancia general en todo el territorio 

nacional y se aplicará sin perjuicio de otras disposiciones que dicten los Poderes Ejecutivo y 

Legislativo Federal y de las Entidades Federativas, así como municipales, en el ámbito de sus 

respectivas competencias. 

 

Artículo 2º. La presente Ley tiene por objeto: 

 

I. Establecer mecanismos para facilitar la organización y la expansión de la Actividad 

Económica del Sector Social de la Economía y la responsabilidad del fomento e impulso 

por parte del Estado. 

 

II. Definir las reglas de organización, promoción, fomento y fortalecimiento del Sector Social 

de la Economía, como un sistema eficaz que contribuya al desarrollo social y económico 

del país, a la generación de fuentes de trabajo digno, al fortalecimiento de la democracia, 

a la equitativa distribución del ingreso y a la mayor generación de patrimonio social. 

 

Artículo 3º. El Sector Social de la Economía es el sector de la economía a que hace mención el 

párrafo séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual 

se integra por el conjunto de organizaciones sociales en los términos que establece la presente 

Ley. 

 

Artículo 4º. El Sector Social de la Economía estará integrado por los siguientes formas de 

organización social: 
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I. Ejidos; 

 

II. Comunidades; 

 

III. Organizaciones de trabajadores; 

 

IV. Sociedades Cooperativas; 

 

V. Empresas que pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores; y 

 

VI. En general, de todas las formas de organización social para la producción, distribución y 

consumo de bienes y servicios socialmente necesarios. 

 

Artículo 5º. Para los efectos de esta Ley, se entiende por: 

 

I. Sector, al Sector Social de la Economía a que hace mención el párrafo séptimo del 

Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

 

II. Organismos del Sector, a las organizaciones, empresas y sociedades del Sector Social 

de la Economía; 

 

III. Secretaría, a la Secretaría de Economía; 

 

IV. Instituto, al Instituto Nacional de la Economía Social; 

 

V. Congreso Nacional, al Congreso Nacional de los Organismos del Sector Social de la 

Economía; 

 

VI. Consejo Nacional, al Consejo Nacional de los Organismos del Sector Social de la 

Economía; 

 

VII. Asociados, en singular o plural, a las personas que participan en el capital social de los 

Organismos del Sector; 

 

VIII. Organismos de Integración, en singular o plural, a organismos de representación de 

segundo o grados superiores del Sector; 

 

IX. Fondo, al Fondo de Fomento a la Economía Social; 
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X. Registro, al Registro Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía, y 

 

XI. Actividad Económica, la actividad económica del Sector Social de la Economía realizada 

por los Organismos del Sector; a cualquier proceso mediante el cual se obtienen 

productos, bienes o servicios socialmente necesarios, en cualquiera de sus fases de 

producción, distribución o consumo, y en cualquier de los sectores primario, secundario o 

terciario. 

 

Artículo 6º. El Estado apoyará e impulsará a los Organismos del Sector bajo criterios de equidad 

social y productividad, sujetándolas a las modalidades que dicte el interés público, y conforme al 

uso, en beneficio general, de los recursos productivos que tendrán la obligación de proteger y 

conservar, preservando el medio ambiente. 

 

Artículo 7º. La organización y funcionamiento de los distintos subsectores que conforman el Sector 

Social de la Economía se regirán por las leyes y reglamentos dictados al efecto, de conformidad 

con su naturaleza eminentemente social y disposiciones de la presente Ley. 

 

Los Organismos del Sector legalmente constituidos podrán acogerse y disfrutar de los apoyos y 

estímulos que establece esta Ley, en estricta observancia de los valores, principios y prácticas 

señalados en los artículos 9, 10 y 11 de la misma. 

 

Artículo 8º. Son fines del Sector Social de la Economía: 

 

I. Promover el desarrollo integral del ser humano; 

 

II. Contribuir al desarrollo socioeconómico del país, participando en la producción, 

distribución y consumo de bienes y servicios socialmente necesarios; 

 

III. Fomentar la educación y formación impulsando prácticas que consoliden una cultura 

solidaria, creativa y emprendedora; 

 

IV. Contribuir al ejercicio y perfeccionamiento de la democracia participativa; 

 

V. Participar en el diseño de planes, programas y proyectos de desarrollo económico y 

social; 
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VI. Facilitar a los Asociados de los Organismos del Sector la participación y acceso a la 

formación, el trabajo, la propiedad, la información, la gestión y distribución equitativa de 

beneficios sin discriminación alguna. 

 

Artículo 9º. Los Organismos del Sector tomarán en cuenta en su organización interna, los 

siguientes principios: 

 

I. Autonomía e independencia del ámbito político y religioso; 

 

II. Régimen democrático participativo; 

 

III. Forma autogestionaria de trabajo; 

 

IV Interés por la comunidad; 

 

Artículo 10. Los Organismos del Sector orientarán su actuación en los siguientes valores: 

 

I. Ayuda mutua; 

 

II. Democracia; 

 

III. Equidad; 

 

IV. Honestidad; 

 

V. Igualdad; 

 

VI. Justicia; 

 

VII. Pluralidad; 

 

VIII. Responsabilidad compartida; 

 

IX. Solidaridad; 

 

X. Subsidiariedad, y 

 

XI. Transparencia 
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Artículo 11. Los Organismos del Sector realizarán sus actividades conforme a las leyes que 

regulen su naturaleza jurídica especifica, sus estatutos sociales y de acuerdo con las siguientes 

prácticas: 

 

I. Preeminencia del ser humano y su trabajo sobre el capital; 

 

II. Afiliación y retiro voluntario; 

 

III. Administración democrática, participativa, autogestionaria y emprendedora; 

 

IV. Trabajo en beneficio mutuo y de la comunidad; 

 

V. Propiedad social o paritaria de los medios de producción; 

 

VI. Participación económica de los Asociados en justicia y equidad; 

 

VII. Reconocimiento del derecho a afiliarse como Asociado a las personas que presten 

servicios personales en los Organismos del Sector, sobre la base de su capacitación en 

los principios y valores del Sector, y el cumplimiento de los requisitos que establezcan 

sus bases constitutivas; 

 

VIII. Destino de excedentes a la prestación de servicios de carácter social, al crecimiento de 

sus reservas y fondos, y a reintegrar a sus Asociados parte de los mismos en proporción 

al uso de los servicios o a la participación en el trabajo del Organismo del Sector; 

 

IX. Educación, formación y capacitación técnico administrativa permanente y continua para 

los Asociados; 

 

X. Promoción de la cultura solidaria y de la protección del medio ambiente entre sus 

Asociados y la comunidad; 

 

XI. Información periódica de sus estados financieros y de resultados a todos y cada uno de 

sus Asociados, a través de los informes a sus órganos de dirección, administración y 

vigilancia, así como libre acceso a la información respectiva para los mismos; 

 

XII. Integración y colaboración con otros Organismos del Sector, y 

 

XIII. Compromiso solidario con las comunidades donde desarrollan su actividad. 
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Artículo 12. En lo no previsto por la presente Ley se aplicará supletoriamente: 

 

I. La legislación civil federal; 

 

II. La legislación específica de las distintas figuras en que se constituyan los Organismos del 

Sector, y 

 

III. Los usos y prácticas imperantes entre los Organismos del Sector. 

 

El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Economía, interpretará para efectos 

administrativos los preceptos de la presente Ley. 

 

TÍTULO II 

DE LA ESTRUCTURA DE SECTOR SOCIAL DE LA ECONOMÍA 

 

CAPÍTULO I 

DEL INSTITUTO 

 

Artículo 13. Se crea el Instituto Nacional de la Economía Social como un organismo administrativo 

desconcentrado adscrito a la Secretaría de Economía, el cual contará con autonomía técnica, 

operativa y de gestión en los términos establecidos en esta Ley. 

 

El Instituto tiene como objeto definir e instrumentar políticas públicas de fomento al sector social de 

la economía, con el fin de fortalecer y consolidar al sector como uno de los pilares de desarrollo 

económico del país, a través de la participación, capacitación, investigación, difusión y apoyo a 

proyectos productivos del sector. 

 

Artículo 14. El Instituto tendrá como funciones las siguientes: 

 

I. Definir e instrumentar la Política Nacional de Fomento y Desarrollo del Sector Social de la 

Economía; 

 

II. Propiciar condiciones favorables para el crecimiento y consolidación del Sector, mediante 

la constitución del Fondo de Fomento a la Economía Social con los recursos 

presupuestales asignados en el Presupuesto de Egresos de la Federación, así como los 

recursos derivados de los convenios que se establezcan con las Entidades Federativas y 

Municipios; 

 

III. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones de la presente Ley; 
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IV. Formular y ejecutar programas y proyectos de apoyo público a la promoción, fomento y 

desarrollo del Sector; 

 

V. Participar en la elaboración, consecución y verificación del Plan Nacional de Desarrollo, 

en términos de lo dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a 

las actividades económicas que desarrollen los Organismos del Sector; 

 

VI. Ser órgano consultivo del Estado en la formulación de políticas relativas al Sector, en 

términos de lo dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a las 

actividades económicas que desarrollen los Organismos del Sector; 

 

VII. Establecer en colaboración con el Consejo Nacional un modelo de supervisión a los 

Organismos del Sector, salvo aquellos casos en los que las Leyes en sectores 

específicos dispongan algún tipo de supervisión especial a los Organismos del Sector, 

tomando en cuenta su propio balance social; 

 

VIII. Constituir la Comisión de Conciliación y Arbitraje propia del Sector, a fin de promover y 

procurar la conciliación de intereses al interior y entre los Organismos del Sector como 

vía preferente para la solución de conflictos derivados de la aplicación de esta Ley, 

actuando como árbitro en los casos en que las partes así lo convengan; 

 

IX. Llevar a cabo estudios e investigaciones y elaborar estadísticas que permitan el 

conocimiento de la realidad de los Organismos del Sector y de su entorno, para el mejor 

cumplimiento de su objeto; 

 

X. Promover la consolidación empresarial y el desarrollo organizacional de las diversas 

formas asociativas que integran el Sector, para lo cual establecerá un Sistema Nacional 

de Capacitación y Asistencia Técnica Especializada, mediante la firma de convenios de 

coordinación con las dependencias de la Administración Pública Federal, así como con 

dependencias de las Entidades Federativas y Municipios; 

 

XI. Promover en el ámbito nacional e internacional los bienes y servicios producidos por los 

Organismos del Sector, siempre la legislación específica en la materia de cada 

Organismo del Sector se los permita; 

 

XII. Promover la creación de Organismos de Integración del Sector de conformidad por lo 

dispuesto en las leyes específicas para cada una de las formas asociativas que los 

integran; 
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XIII. Promover y apoyar la creación de Organismos del Sector que se constituyan y operen 

conforme a las Leyes que regulan sus materias especificas, para la prestación de 

servicios financieros al mismo Sector; 

 

XIV. Difundir los valores, principios y fines del Sector, así como sus principales logros 

empresariales y asociativos; 

 

XV. Elaborar y mantener actualizado el catálogo de los diferentes tipos de Organismos del 

Sector, teniendo en cuenta los principios, valores y fines establecidos en la presente Ley; 

 

XVI. Establecer y mantener actualizado el Registro Nacional de los Organismos del Sector 

Social de la Economía; 

 

XVII. Coadyuvar con los Organismos de Integración en la realización, cada tres años, del 

Congreso Nacional del Sector Social de la Economía; 

 

XVIII. Establecer un Observatorio del Sector Social de la Economía, que sirva como 

herramienta para la sistematización de las experiencias nacionales del Sector, y 

 

XIX. Definir las distintas regiones geoeconómicas necesarias para el cumplimento de las 

disposiciones contenidas en la presente Ley. 

 

Artículo 15. El Instituto contará con los siguientes recursos para el cumplimiento de su objeto: 

 

I. Los recursos que se le asignen a través de la Secretaria en el Presupuesto de Egresos 

de la Federación; 

 

II. Los bienes muebles, inmuebles y demás recursos que adquiera con base en cualquier 

título legal; y 

 

III. Los subsidios, donaciones y legados que reciba de personas físicas o morales, públicas o 

privadas, nacionales o extranjeras, los cuales de ninguna manera podrán implicar 

condiciones contrarias a su objeto conforme lo establece la Ley. 

 

Artículo 16. Para la consecución de su objeto y para el ejercicio de sus atribuciones el Instituto se 

integrará de los órganos siguientes: 
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I. Una Junta Directiva, integrada por el Director General, seis consejeros electos con 

carácter honorifico por el Congreso Nacional y seis consejeros designados por el 

Secretario de Economía; 

 

II. Un Director General, designado y removido libremente por el Titular del Ejecutivo Federal 

a propuesta del Secretario de Economía, y 

 

III. Las instancias, unidades administrativas y servidores públicos necesarios para la 

consecución de su objeto. 

 

Artículo 17. La Junta Directiva sesionara por lo menos cada tres meses y tomará sus acuerdos, 

recomendaciones y resoluciones por voto de mayoría. Podrá sesionar de manera extraordinaria 

cuando la situación así lo amerite según lo establezca el Reglamento del Instituto. La Junta 

Directiva sesionará válidamente con la asistencia de la mayoría de sus miembros.  

 

Son atribuciones indelegables de la Junta Directiva: 

 

I. Vigilar la correcta administración del Fondo; 

 

II. Aprobar el programa anual de actividades del Instituto; 

 

III. Aprobar el Informe de Labores Anual que presente el Director General del Instituto; 

 

IV. Aprobar el Anteproyecto de Presupuesto que emitirá el Instituto a través de la Secretaria; 

 

V. Aprobar los programas y acciones de fomento a la actividad económica del Sector que 

realizará el Instituto, y 

 

VI. Las demás que señale el Reglamento del Instituto. 

 

Artículo 18. El Director General, de acuerdo con lo que se establezca en el Reglamento del 

Instituto, podrá ejercer su representación legal, y además tendrá las siguientes facultades: 

 

I. Elaborar el programa anual de actividades del Instituto; 

 

II. Elaborar, proponer y someter a consideración de la Junta Directiva, para su aprobación, 

los programas y acciones de fomento a la actividad económica del Sector; 
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III. Designar a los servidores públicos en las dos jerarquías inferiores a sí mismo, 

considerando para tales funciones a quienes tengan amplia experiencia y conocimiento 

en temas relacionados con los Organismos del Sector; 

 

IV. Presentar a la Junta Directiva el anteproyecto de presupuesto del Instituto para el 

ejercicio fiscal correspondiente; 

 

V. Presentar un informe anual de actividades, y 

 

VI. Las demás que señale el Reglamento del Instituto. 

 

Artículo 19. El Instituto podrá establecer delegaciones regionales, las que en su caso atenderán a 

los Organismos del Sector de las distintas regiones geoeconómicas. 

  

Los titulares de las delegaciones serán designados por el Director General del Instituto y tendrán 

las atribuciones que determine el Estatuto Orgánico del mismo. 

 

Artículo 20. Las relaciones laborales entre el Instituto y sus trabajadores, se regirán por la Ley 

Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, reglamentaria del apartado “B” del artículo 123 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

CAPITULO II 

DEL CONGRESO Y CONSEJO NACIONAL 

 

Artículo 21. El Congreso Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía es el 

máximo órgano de representación del Sector, y estará conformado de acuerdo a los siguientes 

criterios y su propio reglamento interno: 

 

I. Dos congresistas de cada uno de los Organismos del Sector de segundo, tercer y cuarto 

grado, que estén dentro del Registro nacional. 

 

II. Cien congresistas electos en asambleas regionales, convocadas y desarrolladas por el 

Instituto, con base a las distintas regiones geoeconómicas que establezca el Instituto con 

base a sus atribuciones; así como los respectivos Organismos de Integración 

registrados.. 

 

Artículo 22. Son funciones del Congreso Nacional: 

 

I. Fomentar y difundir los principios, valores y fines del Sector; 
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II. Promover la integración de los componentes del Sector; 

 

III. Emitir de manera conjunta y/o con la anuencia de los Organismos de Integración que, 

conforme al asunto, deban conocer del tema, posicionamientos con respecto a las 

problemáticas que afecten al Sector; 

 

IV. Aprobar sus propios estatutos y reglamentos internos; 

 

V. Elegir a través de su pleno y en apego a su reglamento interno, a los representantes 

propietarios y suplentes, ante el Instituto, así como a los consejeros del Consejo 

Nacional, y 

 

VI. Las demás que establezca su reglamento interno, que no contravengan las disposiciones 

de esta Ley. 

 

Artículo 23. El Congreso Nacional se convocará cada tres años de manera ordinaria, pudiendo 

realizarse convocatoria extraordinaria cuando exista acuerdo de dos terceras partes de los 

miembros de la Junta Directiva del Consejo Nacional. 

 

Artículo 24. El Consejo Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía es un 

órgano operativo y de coordinación del Congreso Nacional y desarrollará las actividades de apoyo 

al Sector. 

 

Artículo 25. Son funciones y atribuciones del Consejo Nacional: 

 

I. Convocar las sesiones del Congreso Nacional; 

 

II. Servir como Organismo de coordinación, discusión y exposición de todos los asuntos de 

interés para el Sector, debiendo para ello tomar en cuenta la opinión de aquellos 

Organismos de Integración que, conforme a su actividad, les corresponda conocer de 

dichos asuntos; 

 

III. Apoyar en la gestoría a favor de los Organismos del Sector en trámites ante cualquier 

instancia pública o privada; 

 

IV. Brindar en coordinación con el Instituto y las dependencias correspondientes de la 

Administración Pública Federal, de los tres órdenes de gobierno, capacitación y asesoría 

a los Organismos del Sector en actividades agrícolas, ganaderas, silvícola, pecuarias, 
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pesqueras y las demás de explotación y aprovechamiento de recursos naturales, así 

como para la transformación y comercialización de productos; 

 

V. Participar en la elaboración, consecución y verificación del Plan Nacional de Desarrollo, 

en términos de lo dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a 

las actividades económicas que desarrollen los Organismos de Sector; 

 

VI. Promover la creación de Organismos de integración, considerando los lineamientos que 

señalen las leyes respectivas; 

 

VII. Promover y apoyar la creación de Organismos del Sector que se constituyan y operen 

conforme a las Leyes que regulan sus materias especificas, para la prestación de 

servicios financieros al mismo Sector; y 

 

VIII. Las demás que establezca su reglamento interno, que no contravengan las disposiciones 

de esta Ley. 

 

Artículo 26. El Consejo Nacional será conformado por 15 Consejeros electos por un periodo de 

tres años por el pleno del Congreso Nacional, los cuales no podrán ser reelectos para el periodo 

inmediato y estando impedidos para ser representantes ante el Instituto al mismo tiempo de su 

encargo en el Consejo Nacional. 

 

Artículo 27. El Consejo Nacional tendrá la estructura organizativa más conveniente para el 

cumplimiento de sus objetivos, pero deberá contar, al menos, con los siguientes órganos: 

 

I. Junta Directiva; 

 

II. Órgano de Vigilancia, y 

 

III. Área especializada en educación y capacitación en economía social de acuerdo a lo que 

establezca su reglamento interno. 

 

Artículo 28. La Junta Directiva será el órgano responsable de la dirección y coordinación de las 

actividades del Consejo Nacional, así como de su representante legal. 

 

Se conformará como lo establezca el reglamento interno del Consejo Nacional y entre sus 

atribuciones estarán: 

 

I. Designar al Secretario Ejecutivo; 
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II. Nombrar a sus representantes ante el Registro Nacional; 

 

III. Ejecutar sus acuerdos y decisiones; 

 

IV. Elaborar el presupuesto y los programas de trabajo; y 

 

V. Presentar al Congreso Nacional los estados financieros y los informes de su actuación 

para su aprobación. 

 

Artículo 29. El Órgano de Vigilancia tendrá las atribuciones de fiscalizar la adecuada 

administración de los recursos patrimoniales del Consejo. 

 

Artículo 30. El Congreso Nacional y el Consejo Nacional se financiarán con las aportaciones 

económicas de los Organismos de Integración y de las cuotas por los servicios otorgados a los 

Organismos del Sector. 

 

Además, estos órganos podrán recibir donaciones, subsidios, herencias, legados y recursos 

análogos que reciban de personas físicas y morales, públicas o privadas, nacionales o 

internacionales destinados a incrementar su patrimonio. 

 

CAPÍTULO III 

DE LOS ORGANISMOS DE INTEGRACIÓN 

 

Artículo 31. Los Organismos del Sector podrán asociarse entre sí para el mejor cumplimiento de 

sus fines, en Organismos de Integración de segundo, tercer o cuarto grado. 

 

Aquellos de índole económico no necesariamente serán especializados en determinado ramo o 

actividad económica. 

 

Los requisitos y procedimientos para constituir Organismos de Integración de cualquier grado 

serán los establecidos por las leyes específicas que corresponda a cada una de las formas 

asociativas de los Organismos del Sector y en las leyes de materia civil aplicables. 

 

Artículo 32. Los Organismos de Integración de segundo grado podrán agruparse en Organismos 

de tercer grado y cuarto grado, de índole nacional o sectorial, con el propósito de orientar procesos 

de desarrollo del movimiento y unificar acciones de defensa y representación nacional o 

internacional. 
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Artículo 33. Los Organismos de Integración de tercer grado y cuarto grado deberán precisar 

claramente en sus estatutos su jurisdicción, así como los sectores económicos o las formas 

asociativas o solidarias que representan. 

 

Artículo 34. Los Organismos de Integración ejercerán de pleno derecho la representación y 

defensa de los derechos e intereses de sus Asociados y de la rama de la actividad económica en 

que actúan, así como de los beneficios y preferencias que concede esta y demás leyes específicas 

a los Organismos del Sector. 

 

Podrán prestar u obtener en común servicios profesionales y técnicos de asesoría, apoyo 

financiero, asistencia técnica, educación, capacitación e investigación científica y tecnológica 

 

Artículo 35. Los Organismos de Integración de segundo, tercer y cuarto grado deberán inscribirse 

en el Registro, a fin de que le sea reconocida su representatividad. 

 

CAPÍTULO IV 

DEL REGISTRO 

 

Artículo 36. El Registro Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía, es el 

instrumento público encargado de la sistematización de la información y registro de los Organismos 

del Sector. 

 

Artículo 37. Los Organismos del Sector si desean acogerse a los beneficios y prerrogativas de la 

presente Ley, además de constituirse y realizar su registro conforme lo establezcan las leyes 

especificas que los regulan según su naturaleza, podrán solicitar su inscripción ante el Registro, 

conforme a las disposiciones marcadas en el Reglamento del mismo. 

 

Artículo 38. El Registro dependerá del Instituto de conformidad con su reglamento y será el 

encargado de llevar las inscripciones de los Organismos del Sector legalmente constituidos. 

 

La Secretaría de Economía, a través del Instituto constituirá el Registro Nacional de los 

Organismos del Sector Social de la Economía, conformado por los asientos registrales siguientes: 

 

I. La denominación social; 

 

II. El domicilio social, y 

 

III. Los Estatutos Sociales. 
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La información del Registro se integrara de manera económica, electrónica y simplificada; siendo el 

Instituto responsable de su elaboración, resguardado y actualización; pudiendo complementarse 

para reducir costos, con la información que la Secretaría de Relaciones Exteriores; el Instituto 

Nacional de Estadística, Geografía e Informática, el Registro Público del Comercio, así como las 

demás dependencias públicas que cuenten con información relativa a los organismos del sector, 

en estricto apego a sus atribuciones conferidas por su legislación específica le proporcione, para la 

integración del mismo. 

 

Artículo 39. El Registro será público, por lo que cualquier ciudadano podrá solicitar información, en 

cumplimiento con lo establecido en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

 

Artículo 40. El Instituto publicará anualmente un compendio de información básica sobre los 

Organismos del Sector registrados, así como su capacidad y cobertura de servicios. 

 

TÍTULO III 

DE LOS ORGANISMOS DEL SECTOR 

 

CAPÍTULO I 

DEL FUNCIONAMIENTO DE LOS ORGANISMOS DEL SECTOR 

 

Artículo 41. Se reconocerá el carácter de Organismo del Sector a todas aquellas organizaciones 

que hayan cumplido con los ordenamientos de la ley respectiva según su naturaleza para su 

constitución y registro, y además reúnan los siguientes requisitos: 

 

I. Contemplar en sus Estatutos, la aceptación y respeto de los principios, valores y 

prácticas enunciados en los artículos 9, 10 y 11 de la presente Ley; 

 

II. Estar considerado en alguna de las categorías del catalogo de Organismos del Sector, 

elaborado por el Instituto; y 

 

III. Estar inscrito en el Registro en los términos de la presente Ley y del reglamento 

respectivo. 

 

Artículo 42. Los Organismos del Sector; siempre que la legislación específica en la materia de la 

actividad económica que desarrollen, su objeto social y su naturaleza legal se los permita, podrán 

desarrollar las siguientes actividades económicas: 

 

I. Producción, prestación y comercialización de bienes y servicios; 
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II. Explotación de bienes propiedad de la nación, así como prestación de servicios públicos, 

siempre y cuando obtengan los permisos o concesiones respectivos; 

 

III. De educación, salud, gremiales, deportivas, recreacionales, culturales y sociales en 

beneficio de los socios y la comunidad; 

 

IV. De servicios financieros de seguros, crédito, ahorro y préstamo; y 

 

V. Todas las actividades económicas relacionadas con la producción, distribución y 

consumo de bienes y servicios socialmente necesarios. 

 

En el caso de las actividades de ahorro y préstamo a que se refiriere la fracción IV de este artículo, 

deberá observarse y dar estricto cumplimento a lo establecido en el artículo 103 de la Ley de 

Instituciones de Crédito. En cuanto a los servicios de seguro deberá obtenerse las autorizaciones o 

registros previstos en la ley de la materia. 

 

Los Organismos del Sector les estará prohibido realizar actividades de proselitismo partidista y 

político-electoral. 

 

Artículo 43. Los Organismos del Sector adoptarán la estructura interna que señale la legislación 

específica de cada una de las formas asociativas y sus propios estatutos, y que más se adecue a 

sus necesidades, debiendo contar al menos con los siguientes: 

 

I. Un Órgano de Dirección, Asamblea General, u otra figura similar; 

 

II. Un Órgano o Consejo de Administración, Comisario, Gerente, Director General, o figura 

similar, y 

 

III. Un Órgano o Consejo de Vigilancia y Control Interno; 

 

Los miembros de los Órganos encargados de la administración, la vigilancia y el control interno 

serán designados y podrán ser removidos por decisión de la mayoría del Órgano de Dirección o 

Asamblea General, de conformidad con sus propios estatutos 

 

CAPÍTULO II 

DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS ORGANISMOS DEL SECTOR 

 

Artículo 44. Sin perjuicio de los derechos y prerrogativas que establecen las leyes relativas a las 

distintas formas asociativas, se reconocen a los Organismos del Sector los siguientes derechos: 
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I. Ser sujetos de fomento y apoyo a sus actividades económicas por parte del Estado; 

 

II. Gozar de autonomía en cuanto a su régimen interno; 

 

III. Constituir sus órganos representativos; 

 

IV. Realizar observaciones y propuestas al Instituto en relación con las políticas, programas y 

acciones de fomento y apoyo de sus actividades; 

 

V. Solicitar y recibir información sobre el estado que guarden las gestiones que hubieren 

realizado ante las dependencias del gobierno; 

 

VI. Recibir asesoría, asistencia técnica y capacitación por parte de las autoridades 

competentes de acuerdo a la presente Ley; 

 

VII. Celebrar contratos, actos, operaciones y acuerdos entre sí o con empresas del sector 

privado y con el sector público, siempre que fueren necesarios o convenientes a sus fines 

y objeto social, y 

 

VIII. Los organismos del sector de segundo, tercer y cuarto grado podrán elegir a los 

congresistas que participaran en el Congreso Nacional. 

 

Artículo 45. Los Organismos del Sector tendrán las siguientes obligaciones: 

 

I. Cumplir y hacer cumplir los principios, valores y prácticas consagrados en la presente 

Ley; 

 

II. Constituir Fondos y reservas colectivos e irrepartibles destinados a cubrir pérdidas 

eventuales y a financiar servicios sociales en beneficio de sus Asociados y de la 

comunidad, con porcentajes de los excedentes o beneficios percibidos en sus actividades 

económicas. 

 

En todo caso los Fondos mínimos obligatorios serán de reserva, de previsión social y de 

educación en economía social. Los reglamentos internos definirán los porcentajes, reglas 

de operación y montos requeridos, y sin detrimento de otros fondos que establezcan las 

leyes específicas; 
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III. Utilizar los beneficios que consagra la presente Ley para los fines con que fueron 

autorizados; 

 

IV. Conservar la documentación que demuestre el otorgamiento y uso de apoyos y estímulos 

públicos otorgados con fines de fomento; 

 

V. Informar al Instituto anualmente o en los casos que les sea requerido, sobre el ejercicio 

de los apoyos y estímulos públicos otorgados con fines de fomento; 

 

VI. Proporcionar la información que les sea requerida por el Instituto y demás autoridades 

competentes sobre sus fines, estatutos, programas, actividades, beneficiarios, patrimonio, 

operación administrativa y financiera, estados financieros y uso de los apoyos y estímulos 

públicos que reciban; 

 

VII. Cumplir en tiempo y forma con las normas de las recuperaciones financieras establecidas 

por el Instituto; 

 

VIII. Acatar las disposiciones, recomendaciones y sanciones administrativas que emita o 

disponga el Instituto y demás autoridades competentes; 

 

IX. Los Organismos del Sector deberán fomentar y difundir los principios, valores y prácticas 

de la economía social, formular y promover la implementación, en coordinación con las 

autoridades competentes, de estrategias, planes y programas que impulsen el desarrollo 

del Sector, así como ejercer cualquier actividad lícita en beneficio de sus Asociados y la 

comunidad; 

 

X. Los Organismos del Sector realizarán programas de planeación estratégica para su 

desarrollo progresivo, elaborarán informes sobre servicios y beneficios económicos, 

educativos y sociales prestados en su ejercicio a sus Asociados y a la comunidad. 

 

XI. Promover la profesionalización y capacitación de sus Asociados; 

 

XII. Actuar con criterios de imparcialidad y no discriminación en la determinación de 

beneficiarios; 

 

XIII. Cumplir con las obligaciones derivadas de los convenios suscritos con el Instituto; 
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XIV. Informar a sus Asociados a través de su Asamblea General u Órgano de Dirección sobre 

los servicios y beneficios económicos, educativos y sociales prestados en el respectivo 

ejercicio, así como de sus estados financieros; 

 

XV. Inscribirse al Registro, así como notificar al mismo de las modificaciones a su acta 

constitutiva, así como los cambios en sus órganos de dirección, administración y 

vigilancia en un plazo no mayor a cuarenta y cinco días hábiles contados a partir de la 

modificación respectiva; 

 

XVI. En caso de disolución, transmitir los bienes que haya adquirido con apoyos y estímulos 

públicos, a otra u otros Organismos del Sector que realicen actividades objeto de fomento 

y que estén inscritas en el Registro. El Organismo del Sector que se disuelva tendrá la 

facultad de elegir a quién transmitirá dichos bienes; 

 

XVII. Contribuir al desarrollo socioeconómico nacional; 

 

XVIII. Las demás que señale la presente Ley y leyes aplicables. 

 

CAPÍTULO III 

DEL FOMENTO Y FINANCIAMIENTO DE LOS ORGANISMOS DEL SECTOR 

 

Artículo 46. La Secretaría creará el Fondo de Fomento a la Economía Social, cuyo objeto será 

atender iniciativas productivas del Sector mediante el apoyo a proyectos productivos, la 

constitución, desarrollo, consolidación y expansión de Organismos del Sector y la participación en 

esquemas de financiamiento social. 

 

El capital del Fondo se constituirá con recursos públicos asignados en el Presupuesto de Egresos 

de la Federación. 

 

La naturaleza del Fondo, su organización y funcionamiento se regirá por el Reglamento de la 

presente Ley y las Reglas de Operación del Fondo que al efecto dicte la Secretaría. 

 

Artículo 47. Los Organismos del Sector no podrán recibir los apoyos y estímulos públicos previstos 

en esta Ley cuando incurran en alguno de los siguientes supuestos: 

 

I. Exista entre sus administradores o representantes y los servidores públicos encargados 

de otorgar o autorizar los apoyos y estímulos públicos; relaciones de interés o parentesco 

por consanguinidad o afinidad hasta en cuarto grado, o sean cónyuges, y 
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II. Contraten con recursos públicos a personas con nexos de parentesco con los directivos 

de la organización, ya sea por consanguineidad o afinidad hasta en cuarto grado. 

 

Artículo 48. Los Organismos del Sector que con fines de fomento reciban apoyos y estímulos 

públicos, deberán sujetarse a las disposiciones jurídicas y administrativas aplicables en la materia. 

Además, deberán llevar a cabo sus operaciones conforme a las disposiciones fiscales vigentes en 

el territorio nacional. 

 

Artículo 49. Cuando las empresas de participación estatal se encuentren en proceso de 

desincorporación, las autoridades competentes deberán tomar en cuenta a los trabajadores, a 

través de las organizaciones o empresas del sector ya existentes o las que sean constituidas para 

tal efecto, para ser considerados en la transferencia de los bienes de estas. 

 

Tratándose de empresas de participación estatal, se estará a lo dispuesto por la Ley Federal de 

Entidades Paraestatales, la Ley General de Enajenación de Bienes del Sector Público y a las 

demás disposiciones legales que le resulten aplicables. 

 

Artículo 50. En los casos en los cuales las empresas de carácter privado presenten conflictos 

obrero-patronales calificados como irreconciliables, las autoridades competentes deberán tomar en 

cuenta a los trabajadores, a través de las organizaciones o empresas del sector ya existentes o las 

que sean constituidas para tal efecto, para ser considerados en la transferencia de los bienes de la 

empresa en cuestión, a fin de que dichas empresas continúen operando con eficiencia y 

rentabilidad. 

 

Lo anterior, de conformidad y con absoluto respeto a lo que dispongan las leyes laborales y 

mercantiles en la materia. 

 

Artículo 51. A fin de dar cumplimento a las disposiciones previstas por los artículos 49 y 50, el 

Instituto, conforme a sus facultades, brindará asesoría, capacitación y financiamiento de acuerdo 

sus posibilidades presupuestarias. 

 

CAPÍTULO IV 

DE LA EVALUACIÓN DE LA POLÍTICA DE ECONOMÍA SOCIAL Y DEL DESEMPEÑO DE SUS 

ORGANISMOS DEL SECTOR 

 

Artículo 52. La evaluación periódica del cumplimiento de las políticas públicas de fomento y apoyo 

a los Organismos del Sector estará a cargo del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de 

Desarrollo Social, conforme la Ley General de Desarrollo Social. 

 



 

 

DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE FOMENTO 

ECONÓMICO Y DE ESTUDIOS LEGISLATIVOS, SEGUNDA, CON 

PROYECTO DE LEY GENERAL DE LA ECONOMÍA SOCIAL Y 

SOLIDARIA, REGLAMENTARIA DEL SÉPTIMO PÁRRAFO DEL 

ARTÍCULO 25 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS EN LO REFERENTE AL SECTOR SOCIAL DE 

LA ECONOMÍA CON OPINIÓN DE LAS COMISIONES DE COMERCIO 

Y FOMENTO INDUSTRIAL; Y DE DESARROLLO SOCIAL 

 
 

36 

Artículo 53. Para la evaluación se deberán incluir los indicadores de resultados, de gestión y 

servicios para medir su cobertura e impacto. 

 

Artículo 54. El proceso de evaluación de la Política de Economía Social, se realizará cada tres 

años. 

 

Artículo 55. Los resultados de las evaluaciones, serán entregados a la Secretaría de Economía, al 

Instituto, al Consejo Nacional, a la Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social de la 

Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, a la Comisión de Fomento Económico de la 

Cámara de Senadores y puestos a la disposición del público en general a través de las páginas 

Web de esas instancias. 

 

Artículo 56. De acuerdo con los resultados de las evaluaciones, el Instituto podrá emitir las 

sugerencias y recomendaciones que considere pertinentes al Ejecutivo Federal y hacerlas del 

conocimiento público. 

 

CAPÍTULO V 

SANCIONES 

 

Artículo 57. Los Organismos del Sector perderán sus beneficios cuando incumplan reiteradamente 

sus principios y prácticas generales y violen sistemáticamente las disposiciones de la presente Ley. 

 

Artículo 58. El Instituto podrá acordar sanciones administrativas, en los términos previstos por el 

Reglamento que al efecto expida la Secretaria, a los Organismos y sus administradores que 

simulando estar constituidos como Organismos del Sector gocen o pretendan gozar de los 

beneficios y prerrogativas por esta Ley. 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación. 

 

SEGUNDO. La convocatoria y asuntos relativos a la celebración de las asambleas regionales de 

los Organismos del Sector, será efectuada por la Secretaría a través de sus delegaciones estatales 

en un plazo no mayor de seis meses después de la publicación de la presente Ley en el Diario 

Oficial de la Federación. Una vez realizadas las asambleas regionales, la Secretaría deberá 

convocar a la Instalación del Congreso Nacional. 
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El Congreso Nacional Constituyente deberá elegir tan pronto como se instituya, a sus 

Representantes permanentes ante la Junta Directiva del Instituto, así como elaborar su plan de 

trabajo y su reglamento interno en un plazo no mayor a seis meses después de haber quedado 

legalmente constituido. 

 

El Congreso Nacional Constituyente tendrá treinta y seis meses a partir del momento de su 

constitución para convocar a la constitución y la elección democrática del Consejo Nacional. 

 

TERCERO. El Instituto deberá quedar constituido, instalado y reglamentado en un plazo no mayor 

a ciento ochenta días naturales posteriores a la entrada en vigor de la presente Ley, asumiendo las 

funciones e integrándose con los recursos financieros, materiales y humanos que actualmente 

están asignados a la Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de 

Solidaridad. 

 

El personal que, en virtud de esta Ley pase de la Coordinación General del Programa Nacional de 

Apoyo para las Empresas de Solidaridad al Instituto, de ninguna forma resultará afectado en las 

prerrogativas y derechos laborales que hayan adquirido conforme a la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y la Ley en la materia aplicable. 

 

Los asuntos que a la entrada en vigor de la presente Ley se encuentren pendientes de trámite por 

parte de la Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de 

Solidaridad seguirán a cargo del Instituto hasta su total conclusión. 

 

En tanto se modifique el Reglamento Interior de la Secretaria de Economía para la reglamentación 

del Instituto, se continuará aplicando el Reglamento vigente y Acuerdo que regula la organización y 

funcionamiento interno de la Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para las 

Empresas de Solidaridad, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de marzo de 2008, en 

lo que no se oponga a esta Ley; y, en lo no previsto, se estará a lo que resuelva la Junta Directiva. 

 

Las facultades, funciones y atribuciones que desempeña actualmente la Coordinación General del 

Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de Solidaridad, deberán ser concedidas 

íntegramente al Instituto y reconocidas por el Reglamento Interior de la Secretaria de Economía, 

así como en todas las disposiciones legales que al efecto se emitan o modifiquen. 

 

CUARTO. Las normas que regulen al Registro y al Fondo, respectivamente, deberán ser 

expedidas por la Secretaria en un plazo no mayor a ciento ochenta días naturales, posteriores a la 

fecha de su instalación. 
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QUINTO. En tanto no se expidan las disposiciones correspondientes, continuarán aplicándose, en 

lo que no se opongan a esta Ley, las disposiciones reglamentarias y administrativas vigentes a la 

fecha de entrada en vigor de la presente Ley.” 

 

Dado en la Sala de Comisiones del Senado de la República en México, Distrito Federal, al 6 de 

abril del año dos mil once 
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DISCUSIÓN DEL DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE FOMENTO ECONÓMICO; Y DE 
ESTUDIOS LEGISLATIVOS, SEGUNDA, CON OPINIÓN DE LAS COMISIONES DE COMERCIO Y 
FOMENTO INDUSTRIAL; Y DE DESARROLLO SOCIAL, CON PROYECTO DE LEY GENERAL DE LA 
ECONOMÍA SOCIAL Y SOLIDARIA, REGLAMENTARIA DEL SÉPTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 25 DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS EN LO REFERENTE AL 
SECTOR SOCIAL DE LA ECONOMÍA  

(Dictamen de segunda lectura) 

(La primera lectura se encuentra en el Diario No. 24, de fecha 14 de abril de 2011) 

Este dictamen se encuentra publicado en la Gaceta del Senado de este día, y ruego a la Secretaría consulte a 
la Asamblea, en votación económica, si se dispensa su lectura.  

- La C. Secretaria Sosa Govea: Consulto a la Asamblea, en votación económica, si se omite la lectura del 
dictamen. Quienes estén porque se omita, favor de levantar la mano. 

(La Asamblea asiente) 

Quienes estén porque no se omita, favor de levantar la mano. 

(La Asamblea no asiente) 

Sí se omite la lectura, señor Presidente.  

- El C. Presidente García Cervantes: Está a discusión el dictamen.  

Informo a la Asamblea que para la discusión en lo general de este dictamen se han inscrito los siguientes 
oradores: el Senador Jorge Ocejo Moreno, por las comisiones, para presentar el dictamen; el Senador Ricardo 
Monreal Avila, del grupo parlamentario del PT, para razonar su voto; el Senador Dante Delgado, del Partido 
de Convergencia, para razonar su voto; el Senador René Arce, en pro, del grupo parlamentario del PRD; y el 
Senador Alfonso Elías Serrano, del grupo parlamentario del PRI.  

Agotada esta lista de oradores se preguntará a la Asamblea si considera suficientemente discutido y se 
pasará a su votación nominal en lo general.  

Tiene el uso de la palabra el Senador Jorge Ocejo Moreno.  

- El C. Senador Jorge Andrés Ocejo Moreno: Con su venia, señor Presidente; estimadas y estimados 
legisladores: 

Lo social tiene hoy sin duda muy diversas interpretaciones, intento hacer una referencia a las implicaciones 
que tiene definido conceptuar derechos sociales en nuestro país, en nuestro parlamento, en nuestra 
legislación y en nuestra situación económica y política.  
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La forma de abordar este tema que ha concluido después de una larga reflexión es considerando dos cosas: 
en primer lugar lo que es la identidad de los mexicanos y en segundo lugar, lo que la economía parece 
estarnos enseñando.  

Por cuanto a lo primero les diré con toda apreciación globalista o teñida de modernidad de la sociedad de 
consumo, México con todo y esto se distingue por valores de clara orientación social, amplia ciudadanía, es 
decir, ellos, los que son la amplia ciudadanía, aunque a veces no lo asuman conscientemente se conducen 
con responsabilidad social o algún principio de solidaridad, de reciprocidad y de ayuda mutua.  

El verdadero espíritu y sus valores es el que mantiene optimista y empeñosa a la gran mayoría que todos los 
días se levanta para conseguir el pan y llevar el sustento a los suyos.  

El capital invertido permite adquirir máquinas, instrumentos, instalaciones, pero ese capital que se ha reunido, 
desde luego antes por el trabajo hecho, los fierros y la maquinaria son algo inerte que solamente adquiere 
sentido al ser puestos en operación por las destrezas y capacidades de los operarios.  

No nos quede la menor duda de que la parte más importante de una empresa no es la unidad económica, es 
el capital humano, esto es la gente, las personas, con sus conocimientos, con sus oficios, con sus 
especialidades, pero más importante aún resultó descubrir que cada uno tomado en cuenta por separado, 
cada uno, era incapaz de conseguir los prodigios que de todas maneras complementarían si podían producir, 
obtener y fabricar aún en líneas automatizadas en su conjunto.  

México es rico en capital social, es decir, en la capacidad que tenemos de emprender de manera colectiva la 
transformación de la realidad y la producción de los bienes necesarios.  

La empresa privada confiere al capital denominado dinero la rectoría o dirección del proceso, lo cual es según 
nuestra Constitución, y más importante aún, según la experiencia histórica, necesario y positivo para 
mantener la economía y generar prosperidad; pero nuestra Constitución expresa, como viene al caso a 
propósito de la iniciativa que se discute hoy, en este país existen tres sectores: el público, el privado y el 
social.  

No voy a discutir la empresa pública que es tema que hemos abordado mucho en estas últimas dos 
legislaturas a propósito del petróleo, a esas empresas les corresponde el derecho público y su ley está en la 
ley de la administración del mismo nombre.  

Pero las empresas sociales, esas que están formadas o integradas por un conjunto de personas que son 
propietarias colectivas del bien o de la empresa, no son ni empresas privadas ni empresas públicas.  

Cuando leemos atentamente el artículo 25 de la Constitución, después de reflexionar estas cuestiones, nos 
queda entonces la idea de que existe un conjunto de textos que representan el derecho privado y un conjunto 
de normas que representan el derecho público.  

La economía social basa su actuación en varias leyes, tanto federales como locales y toma de ellas sólo los 
recursos jurídicos que permiten su constitución y funcionamiento. Sin embargo, en ninguna de esas leyes se 
distinguen los valores y principios comunes del sector, como son estos valores: el desarrollo armónico de 
todas las facultades del ser humano, la independencia, la justicia, la responsabilidad social, el interés público 
por el bienestar general, la conservación del medio ambiente, el uso razonable de los recursos, la equidad de 
igualdad de todos los individuos frente a la ley, así como la promoción del desarrollo económico para procurar 
el progreso social compartido y la distribución equitativa de la riqueza como premisa para garantizar la justicia 
social.  

Y sin embargo, hemos creado a lo largo del último siglo una serie de empresas que no son públicas ni 
privadas, hemos creado las sociedades de solidaridad social, las cooperativas, las asociaciones rurales de 
interés colectivo, los fondos de aseguramiento y muchas otras.  

Tenemos entonces que dejar claro cuál es la naturaleza o sentido que distingue a cada uno de los sectores. Y 
en este caso está claro el papel de la empresa pública y está claro el papel y la lógica de la empresa privada.  
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Compañeros legisladores, esto no es solamente un asunto doctrinario, es un tema que implica el papel del 
conjunto de las empresas de la economía social y solidaria en la situación actual.  

La Constitución menciona que al mercado podrán concurrir los tres sectores. Esto no es un lapsus de los 
legisladores, no es un error, es una expresión sabia que requiere su complemento.  

Si al mercado concurren tres sectores, es porque el mercado tiene una naturaleza que no se asimila a 
ninguno de los tres, sino que conserva su propia dimensión. Y me preguntarán de qué manera puede 
compensarse a esas empresas con tales desventajas en un mercado al que concurren por igual todas las 
empresas.  

Pues precisamente de eso se trata, de establecer un trato diferenciado. Esto es, con disposiciones a través de 
las cuales se ayude a los que tienen desventajas con regímenes fiscales diferenciados, como también lo 
recomienda la OIT y con políticas específicas de fomento y financiamiento.  

¿Cómo podríamos diseñar políticas públicas para un sector que existe de manera dispersa, inconexa y poco 
clara? 

Precisamente por donde hay que empezar es por definir bien cuáles son las empresas sociales, en qué se 
distinguen de las privadas y públicas y cuál es su papel en la economía y en la sociedad mexicana. Ese es el 
primer punto que cubre esta ley, define qué es el sector social y quiénes lo componen.  

Lo aclaro, que no se trata ni de instrumentar políticas proteccionistas ni de sentar las bases que puedan 
fundamentar a un nuevo populismo.  

El mundo está cambiando en la dirección que el espíritu de esta ley que proponemos señala.  

En toda Europa a nivel legislativo se ha reconocido que mientras las empresas más rentables expulsan mano 
de obra, son las empresas productoras de productores asociados, trabajadores y cooperativas las que otorgan 
prioridad al empleo y siguen empleando cada vez más personas. Y la razón es simple, mientras la empresa 
privada se privilegia de la ganancia, en las empresas sociales se otorga prioridad al empleo y la satisfacción 
de las necesidades.  

Cuando una empresa privada puede aumentar sus utilidades intensificando la productividad a través del 
maquinismo, no titubea en despedir parte de su nómina. Pero cuando una empresa social necesita ser más 
competitiva, desarrolla entonces más su llamado capital humano y perfecciona su capital social y no despide a 
nadie. Los ejemplos que hemos analizado en Europa, pero particularmente España, nos hemos encontrado 
que las empresas sociales se modernizan e incluso incorporan también nueva maquinaria, pero siempre 
continúa al mismo tiempo un proceso de diversificación que les permita seguir aprovechando su capital 
humano e incluso incrementarlo.  

Que sigan produciendo utilidad las grandes empresas privadas, que para eso tenemos la Constitución que 
consagra su derecho.  

Que sigan sirviendo al público las empresas públicas, que para eso tenemos la respectiva ley de su 
administración. Pero inauguremos, compañeros legisladores, el derecho social de las empresas.  

Que se abra una ancha puerta para el desarrollo de las empresas de producción industrial y agropecuaria y de 
cooperativas que son propiedad de los trabajadores, y que sienten las bases para un derecho fiscal 
diferenciado y un tratamiento distinto en las políticas públicas.  

La Comisión de Fomento Económico como responsable del diseño o ajuste de las políticas de fomento desde 
el Senado, ha tenido que realizar un largo rodeo porque creemos en la necesidad de aumentar la riqueza al 
mismo tiempo que buscamos cómo distribuirla mejor.  

Conviene hacer explícito el hecho de que los legisladores que hemos discutido y dictaminado esta ley, porque 
más allá de los integrantes de la Comisión de Fomento Económico que presido hemos turnado o expuesto su 
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contenido a los representantes interesados de otros institutos políticos, nos hemos apegado totalmente al 
texto del artículo 25 de la Constitución General.  

Su interpretación y su proyección son la que ha regido la creatividad y la redacción del texto de esta ley 
promovida por el Senador René Arce y que hoy presentamos como dictamen.  

En los documentos básicos de casi todos los partidos, existen elementos que recogen este espíritu. Todos 
compartimos el compromiso por lo que unos llaman bienestar social, otros valores de liberalismo, otros le 
llamamos bien común y otros pueden llamar compromiso social y justicia social.  

No nos casemos en los términos, no basemos nuestro entendimiento a las formas y vayamos al fondo. El 
fondo de esta iniciativa es volver a la identidad nacional y otorgar a la economía social y solidaria un gran 
papel en esta etapa de nuestra historia que requiere que se otorgue prioridad al empleo, a la satisfacción de 
necesidades básicas y a la autonomía de los grupos sociales que se autorregulen por sí mismos, que se 
gobiernen por sí mismos, que construyan la democracia económica que han perseguido siempre los 
mexicanos.  

Pido a ustedes un voto unánime porque una iniciativa sí merece la unidad de todos los legisladores, le demos 
una lección de compromiso y de sabiduría en estos momentos difíciles que vivimos los mexicanos.  

Vamos a renovar y a fortalecer la confianza de los ciudadanos en un Congreso que les deje una ley que 
ponga en un mismo plano a las empresas sociales en donde ya se encuentran las públicas y privadas, su voto 
podrá redondear tan importante compromiso.  

Es cuanto, señor Presidente. 

(Aplausos) 

- El C. Presidente García Cervantes: Gracias, Senador Jorge Ocejo. Y en lo personal, felicidades.  

Tiene el uso de la palabra el Senador Ricardo Monreal Avila, del grupo parlamentario del PT, para razonar su 
voto, por cinco minutos.  

- El C. Senador Ricardo Monreal Avila: Gracias, señor Presidente. 

Decía, que el ubicarme en el último lugar de la fila tiene sus ventajas por el ejercicio físico al que me somete a 
propósito de la ley que acabamos de aprobar en materia de salud. Yo cumplo a cabalidad con fácil 30 minutos 
de caminar, porque me ubicaron hasta el último lugar de la fila, es el último curul. Entonces, la frecuencia con 
la que subo me hace terminar como a las 15:00 de la tarde con un cansancio difícil de describir, porque antes 
era acotar el camino por los pasillos centrales. Pero tiene sus ventajas, como soy enemigo del ejercicio, aquí 
me veo obligado a tener que hacerlo.  

Señor Presidente, yo voy a votar a favor de esta ley, el grupo parlamentario del PT ha decidido respaldarlo, 
porque al crear esta Ley General de la Economía Social y Solidaria, se facilita la organización y expansión de 
la actividad económica del sector social, el cual contempla a los ejidos, a las comunidades, a la organización 
de trabajadores, incluyendo sociedades cooperativas o empresas que pertenezcan mayoritariamente o 
exclusivamente a los trabajadores o a los campesinos. Y en general a todas las organizaciones sociales para 
la producción, distribución y consumo de bienes y servicios socialmente necesarios.  

El ordenamiento jurídico en comento consta de 3 títulos, 58 artículos y 5 transitorios. Y creo que es oportuno 
destacar que el Congreso, en este caso la Cámara de Senadores, está cumpliendo con un viejo reclamo, 
porque nadie debe poner en duda de que el sistema económico al que obcecadamente se le da prioridad y 
privilegio está agotado, nosotros lo hemos venido sosteniendo de manera razonada, proyecto económico 
neoliberal y caduco que estoy seguro está próximo a sucumbir.  

Pero detrás del discurso y las promesas de mayor apertura de mercado, de más competitividad, de promoción 
de exportaciones, de atracción de inversiones y flujos de capital, y de una derrama de bienestar social a 
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través de la mano invisible del mercado en realidad se impulsaron la desaparición de las instituciones del 
Estado, y las reformas radicales en distintos ámbitos generaron el abandono del sector social y el privilegiar al 
sector privado con las distintas privatizaciones y la desincorporación de los bienes propiedad del Estado para 
convertirse en bienes propiedad privada.  

¿Qué han dejado a nuestro país los acumulados programas de ajuste estructural que desde los años 80’s a la 
fecha han venido aplicando los gobiernos federales en turno y la oligarquía depredadora que acompaña al 
gobierno co-gobernante?  

Han simplemente logrado expulsar 500 mil compatriotas anualmente al vecino país del norte, una población 
sometida a un impecable empobrecimiento, desempleo, un salario mínimo que actualmente es menor en 
términos de poder adquisitivo que desde hace más de 20 años, inseguridad social y pública, carestía, 
inflación, pérdida de competitividad, una dependencia múltiple del exterior en materia financiera, comercial y 
alimentaria, un crecimiento enorme de la deuda pública externa e interna, prácticamente con todas las 
empresas públicas civiles nacionales privatizadas y con la entrega de empresas privadas nacionales que 
lamentablemente se continúa profundizando.  

Todo esto, señor Presidente, ha venido a, en este momento, un poco de observar la luz en el fondo del túnel. 
Esta ley que contiene el proyecto a discusión trata de fomentar y fortalecer el sector social de la economía, el 
cual surge en el último tercio del siglo pasado como una alternativa a las dificultades del sector público y 
privado para propiciar condiciones de desarrollo sostenido, justo y equitativo. 

Nosotros votaremos a favor, señor Presidente, no quisiera abusar del tiempo, aunque ahora que está de 
Presidente usted, me permito reiterarle que es irracional la forma de discutir estos dictámenes, 65 dictámenes 
el día de hoy, 6 ó 7 mil hojas que leer, muchas iniciativas importantes que discutir pasan de noche, pasan sin 
saber qué se vota ni qué se aprueba. Y eso a mí de verdad no puedo si no mostrar mi inconformidad, y creo 
que ya después de las 15:30 el agotamiento empieza a hacer estragos, a pesar de que yo estoy en la última 
fila y que hago más ejercicio que muchos, me aguanto en mi fracción completa, en el PT.  

Muchas gracias, señor Presidente. Le pediría insertar íntegro el documento que preparé sobre la importancia 
de esta ley que, repito, votaremos a favor.  
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- El C. Presidente García Cervantes: Si lo deposita en la Secretaría, con mucho gusto se instruye que se 
inserte íntegro en el Diario de los Debates el documento que entrega el Senador Ricardo Monreal Avila.  

Se le ofrece el uso de la palabra y tengo mucho gusto en hacerlo, al promovente de esta iniciativa, al Senador 
René Arce, quien hablará en pro, por supuesto, y a nombre del grupo parlamentario del PRD, hasta por cinco 
minutos.  

- El C. Senador René Arce: Gracias, señor Presidente; compañeras y compañeros Senadores: 

Decía el poeta Octavio Paz que el mercado era uno de los grandes descubrimientos del ser humano, y decía 
que el mercado era un gran descubrimiento porque el mercado impulsaba la creatividad, la competencia, el 
desarrollo, la inteligencia. 

Pero también decía que el mercado tenía un grave problema, que también era un mecanismo ciego, que si no 
se regulaba podía llevar a grandes disparidades entre la sociedad.  

Y esto que decía Octavio Paz, también fue combatido por otros que creyeron que el mercado era algo que 
había que desaparecer, y que en todo caso había que hacer que el Estado se hiciera cargo de la economía. 

Con el paso del tiempo se ha demostrado que ni el estatismo ni el mercado a ultranza son la respuesta a los 
problemas de la humanidad, que ambos o suprimen libertades o suprimen posibilidades de desarrollo humano 
para quienes componen las diferentes sociedades. Y por eso, hoy más que nunca tenemos que plantearnos 
alternativas frente a un mercado que cuando se monopoliza impide esa creatividad, esa inteligencia y ese 
desarrollo. En nuestro país por eso la educación y el mercado no están a la mano, porque a los monopolios no 
les importa la inteligencia y la creatividad, les importa la ganancia y el lucro, por eso la calidad, el precio y todo 
lo que implicaría beneficios para la sociedad es lo que menos les interesa, porque para ellos lo importante son 
los precios, más no los valores.  

Y, para los que quisieran que el Estado controlara todo, hoy solamente deberían de verse en el espejo de las 
sociedades que se fueron al estatismo para que vean cómo se suprimieron las libertades y tampoco se 
alcanzaron las posibilidades de desarrollo humano y de beneficio para quienes componen esas sociedades, y 
van de regreso hacia el mercado. 

Por eso necesitamos un mercado democratizado, un mercado regulado, un mercado al que concurran los 
diferentes esfuerzos privados, públicos, pero también sociales, y por desgracia, hasta ahora, solamente 
conocemos la regulación de lo privado y la regulación de lo público, pero hemos olvidado el esfuerzo de 
millones de seres humanos que se han organizado para poder intervenir en la economía y sin ver el lucro y la 
ganancia como el principal objetivo, sino sobre todo los valores de la solidaridad, del esfuerzo, del empeño y 
de la creatividad han sido olvidados, porque algunos nos hemos dedicado o más apoyar al estatismo o más 
apoyar a la iniciativa privada, y con ambas cosas le hemos hecho un gran daño a la sociedad. 

Por eso hoy es importante esta ley, en el marco en el cual la ONU ha declarado que el 2012 será el Año 
Internacional de las Cooperativas, porque la ONU al igual que la Unión Europea se han dado cuenta de la 
importancia que tiene la economía social, que no persigue lucro, sino persigue fundamentalmente que la 
gente tenga un empleo, una posibilidad de sobrevivencia sin estar atados necesariamente a las decisiones 
que desde el gobierno se tomen para proyectos estatales o las decisiones de los privados que solamente 
buscan elevar sus tasas de ganancia. 

Y, en nuestro país hay una gran cultura cooperativista. Habría que remontarnos incluso a la historia para 
saber cómo en este país desde la época prehispánica había formas cooperativas de producción. Habría que 
plantearnos cómo en este país todavía en los ejidos y muchos pueblos existen formas cooperativas de 
desarrollo, y habría que conocer la historia de México para saber que existen valores que pueden hacer de la 
economía social un gran pivote de la economía, pero requieren un marco jurídico, requieren el fomento y el 
apoyo no dentro de las estrategias asistencialistas o paternalistas, sino de aquellas que impulsan el desarrollo 
productivo, pero que también prohíben que ese esfuerzo termine siendo para las ganancias de unos cuantos. 

Por eso hoy es importante lo que vamos a aprobar; es reconocer el esfuerzo de millones de mexicanos que 
allá en sus comunidades están trabajando de manera solidaria y cooperativa. Por eso, Senadoras y 
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Senadores, lo que hoy vamos a aprobar no es cualquier cosa; lo que hoy vamos a aprobar es un marco 
jurídico que le permita al mercado mexicano democratizarse, que le permita al esfuerzo de millones tener su 
marco que los impulse y que nos permita, sobre todo a nosotros como legisladores, decir que estamos 
cumpliendo con uno de los mandatos que la Constitución da en el artículo 25 de que en este país no tan sólo 
hay economía privada y pública, sino también social y a la cual hoy le estamos dando este reconocimiento.  

Muchas gracias. 

(Aplausos) 

- El C. Presidente García Cervantes: Gracias a usted, Senador René Arce. 

Se ofrece el uso de la palabra al Senador Alfonso Elías Serrano para presentar la posición del grupo 
parlamentario del PRI, hasta por cinco minutos. 

- El C. Senador Alfonso Elías Serrano: Gracias, señor Presidente. 

Quiero manifestar nuestro voto a favor del grupo parlamentario del PRI, y solicitar a las compañeras y 
compañeros Senadores su voto en sentido positivo a este dictamen de las Comisiones de Fomento 
Económico; y de Estudios Legislativos, Segunda, por el cual se crea una nueva ley de economía social y 
solidaria.  

Lo primero que hay que resaltar de esta nueva ley, es que da cumplimiento a un viejo requerimiento 
constitucional, pues desde el año de 1983 el artículo 25 de nuestra Carta Magna ordenó reglamentar la 
participación del sector social, de la economía con el objeto de facilitar su organización y su expansión, pero 
además en esta nueva ley, que estoy seguro que aprobaremos en forma unánime el día de hoy, responde a 
una tradición histórica del Estado mexicano de darle a las organizaciones del sector social de la economía la 
más amplia protección y reconocimiento de sus derechos y prerrogativas así como otorgar instrumentos para 
una mejor organización de estas empresas sociales.  

Desde la Constitución de 1917, se reconocieron por vez primera garantías especiales a favor de la clase 
trabajadora y campesina de nuestro país; así fue como nacieron y evolucionaron los ejidos, las comunidades 
rurales, las organizaciones de trabajadores, las cooperativas y otro tipo de empresas propiedad de los 
trabajadores, hasta llegar al punto de su reconocimiento en la Constitución en el año de 1983, como uno de 
los tres sectores motores de la economía nacional junto con el sector público y el sector privado.  

Sin embargo, el sector social actualmente no tiene una regulación de fomento aplicable para todo el sector en 
su conjunto, y en atención a ello es que la nueva Ley General de la Economía Social y Solidaria otorga 
claridad, orden a las tareas, las disposiciones, derechos, obligaciones, apoyos y prerrogativas que 
corresponden a este sector y a las organizaciones que la integran. 

De los puntos a destacar de esta ley, resalta la creación de un Instituto Nacional de Economía Social como 
órgano desconcentrado de la Secretaría de Economía encargado de definir, de instrumentar las políticas 
públicas de fomento al sector social de la economía. Sobresale también la conformación de dos órganos en 
los que estarán plenamente representadas todas las organizaciones del sector social de nuestro país, como 
son el Congreso Nacional que se constituye como el órgano máximo de representación de todo este sector, y 
también el Consejo Nacional que tendrá entre otras responsabilidades la de dar seguimiento a los programas 
y actividades tanto del instituto nacional como de las demás dependencias o entidades de gobierno en lo que 
se refiere a temas del interés del sector social. 

También es de destacarse la inclusión, por primera vez, en un ordenamiento legal de un catálogo de 
principios, de valores, de buenas prácticas que distinguen a las organizaciones modelo de este sector, y a las 
cuales deben de ajustarse las organizaciones que deseen obtener y mantener los beneficios que otorga esta 
ley. 

Por todo lo anterior, en el grupo parlamentario del PRI no tenemos ninguna duda de que esta nueva ley 
vendrá a promover el desarrollo integral de los ejidos, de las comunidades, de las organizaciones de 
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trabajadores, de las cooperativas, contribuyendo al desarrollo socioeconómico del país, a la generación de 
empleos, de empleos dignos y a una mejor distribución de la riqueza y al florecimiento de empresas sociales.  

Con esta ley, amigas y amigos Senadores, México vuelve a ponerse a la vanguardia en materia de legislación 
al fomento al sector social de la economía. 

Es cuanto, señor Presidente.  

- El C. Presidente García Cervantes: Muchas gracias, y felicidades, Senador Alfonso Elías Serrano.  

Ruego a la Secretaría consulte a la Asamblea, en votación económica, si se considera suficientemente 
discutido. 

- La Secretaria Sosa Govea: Consulto a la Asamblea, en votación económica, si el asunto se considera 
suficientemente discutido. Quienes estén por la afirmativa, favor de levantar la mano. 

(La Asamblea asiente) 

Quienes estén por la negativa, favor de levantar la mano. 

(La Asamblea no asiente) 

Sí se considera suficientemente discutido, señor Presidente.  

- El C. Presidente García Cervantes: Está suficientemente discutido en lo general. No habiendo quien haga 
reserva de artículo alguno, ábrase el sistema electrónico de votación para recoger la votación nominal en lo 
general y en lo particular de la Ley General de la Economía Social y Solidaria, reglamentaria del párrafo 
séptimo del artículo 25 constitucional, hasta por tres minutos. 

“VOTACION REGISTRADA CONFORME AL SISTEMA ELECTRONICO 

CONVERGENCIA 

A FAVOR 

ERICEL GOMEZ NUCAMENDI 

EUGENIO G. GOVEA ARCOS 

PAN 

A FAVOR 

SERGIO ALVAREZ MATA 

CARLOS OSUNA DAVILA 

HUMBERTO ANDRADE QUEZADA 

JUAN BUENO TORIO 

SEBASTIAN CALDERON CENTENO 

RUBEN CAMARILLO ORTEGA 
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ALBERTO CARDENAS JIMENEZ 

JAVIER CASTELO PARADA 

LUIS A. COPPOLA JOFFROY 

MARKO CORTES MENDOZA 

JAIME RAFAEL DIAZ OCHOA 

J. JESUS DUEÑAS LLERENAS 

FERNANDO ELIZONDO BARRAGAN 

RAMON GALINDO NORIEGA 

ANDRES GALVAN RIVAS 

RICARDO GARCIA CERVANTES 

NELLY GONZALEZ AGUILAR 

FELIPE GONZALEZ GONZALEZ 

JOSE GONZALEZ MORFIN 

MINERVA HERNANDEZ RAMOS 

EMMA LUCIA LARIOS GAXIOLA 

JOSE A. BADIA SAN MARTIN 

RAMON MUÑOZ GUTIERREZ 

EDUARDO NAVA BOLAÑOS 

JORGE A. OCEJO MORENO 

MA. TERESA ORTUÑO GURZA 

HECTOR PEREZ PLAZOLA 

ADRIAN RIVERA PEREZ 

ALFREDO RODRIGUEZ Y PACHECO 

JOSE JULIAN SACRAMENTO GARZA 

ERNESTO SARO BOARDMAN 

MARIA SERRANO SERRANO 

MARTHA L. SOSA GOVEA 
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GUILLERMO TAMBORREL SUAREZ 

RICARDO TORRES ORIGEL 

JOSE I. TREJO REYES 

ALEJANDRO ZAPATA PEROGORDO 

MARIA BEATRIZ ZAVALA PENICHE 

PRD 

A FAVOR 

RENE ARCE 

SILVANO AUREOLES CONEJO 

FCO. JAVIER CASTELLON FONSECA 

CLAUDIA CORICHI GARCIA 

JOSE LUIS GARCIA ZALVIDEA 

JESUS GARIBAY GARCIA 

PABLO GOMEZ ALVAREZ 

JOSE GUADARRAMA MARQUEZ 

ARTURO HERVIZ REYES 

ARMANDO CONTRERAS CASTILLO 

ROSALINDA LOPEZ HERNANDEZ 

ANTONIO MEJIA HARO 

MAURILIO HERNANDEZ GONZALEZ 

CARLOS SOTELO GARCIA 

TOMAS TORRES MERCADO 

RUBEN VELAZQUEZ LOPEZ 

PRI 

A FAVOR 

CARLOS ACEVES DEL OLMO 

ANTELMO ALVARADO GARCIA 



18 
 

FERNANDO BAEZA MELENDEZ 

ELOY CANTU SEGOVIA 

ALFONSO ELIAS SERRANO 

NORMA ESPARZA HERRERA 

CARMEN G. FONZ SAENZ 

MA. DEL SOCORRO GARCIA QUIROZ 

RAMIRO HERNANDEZ GARCIA 

FRANCISCO HERRERA LEON 

CARLOS JIMENEZ MACIAS 

ROSALINDA E. MONDRAGON SANTOYO 

MAGALY RAMIREZ HERMOSILLO 

MELQUIADES MORALES FLORES 

MA. ELENA ORANTES LOPEZ 

RICARDO PACHECO RODRIGUEZ 

ADOLFO TOLEDO INFANZON 

CLEOMINIO ZOREDA NOVELO 

PT 

A FAVOR 

ALEJANDRO GONZALEZ YAÑEZ 

PVEM 

A FAVOR 

FRANCISCO AGUNDIS ARIAS 

ARTURO ESCOBAR Y VEGA 

JORGE LEGORRETA ORDORICA 

JAVIER OROZCO GOMEZ 

A FAVOR 

LETICIA JASSO VALENCIA 
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ROSALIA PEREDO AGUILAR 

VOTACION REGISTRADA FUERA DEL SISTEMA ELECTRONICO 

A FAVOR 

PRI 

AMIRA GOMEZ TUEME 

PVEM 

LUDIVINA MENCHACA CASTELLANOS” 

- La C. Secretaria Sosa Govea: Informo a la Presidencia que se emitieron 83 votos por el pro, cero en contra 
y cero abstenciones.  

- El C. Presidente García Cervantes: Por unanimidad de los presentes, en consecuencia, queda aprobado 
en lo general y en lo particular el proyecto de Decreto por el que se expide la Ley General de la Economía 
Social y Solidaria, reglamentaria del párrafo séptimo del artículo 25 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en lo referente al Sector Social de la Economía. Se remite a la Cámara de Diputados para 
los efectos del artículo 72 constitucional 
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27-04-2011 
Cámara de Diputados. 
MINUTA con proyecto de decreto por el que se expide la Ley General de la Economía Social y Solidaria, 
reglamentaria del párrafo séptimo del artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en lo referente al sector social de la economía. 
Se turnó a las Comisiones Unidas de Economía, y de Fomento Cooperativo y Economía Social, con opinión 
de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública. 
Diario de los Debates, 27 de abril de 2011. 
 
 
 
MINUTA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY GENERAL DE LA 
ECONOMÍA SOCIAL Y SOLIDARIA, REGLAMENTARIA DEL PÁRRAFO SÉPTIMO DEL ARTÍCULO 25 DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN LO REFERENTE AL 
SECTOR SOCIAL DE LA ECONOMÍA 
 
 
La Secretaria diputada María de Jesús Aguirre Maldonado:«Escudo Nacional de los Estados Unidos 
Mexicanos.— Cámara de Senadores.— México, DF. 

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes. 

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a ustedes expediente que contiene proyecto de decreto 
por el que se expide la Ley General de la Economía Social y Solidaria, reglamentaria del párrafo séptimo del 
artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector social de la 
economía. 

Atentamente 

México, DF, a 26 de abril de 2011.— Senador Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica), vicepresidente.» 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara de Senadores.— México, DF. 

Proyecto de Decreto 

Por el que se expide la Ley General de la Economía Social y Solidaria, reglamentaria del párrafo 
séptimo del artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al 
sector social de la economía.  

Artículo Único. Se expide la Ley General de la Economía Social y Solidaria, reglamentaria del párrafo 
séptimo del artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al 
sector social de la economía.  

Título I  

Disposiciones Generales 

Artículo 1o. La presente ley reglamentaria del párrafo séptimo del artículo 25 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos en lo concerniente al sector social de la economía. 

La presente Leyes de orden público, interés social y de observancia general en todo el territorio nacional y se 
aplicará sin perjuicio de otras disposiciones que dicten los Poderes Ejecutivo y Legislativo Federal y de las 
Entidades Federativas, así como municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias. 

Artículo 2o. La presente Ley tiene por objeto: 
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I. Establecer mecanismos para facilitar la organización y la expansión de la actividad económica del sector 
social de la economía y la responsabilidad del fomento e impulso por parte del Estado. 

II. Definir las reglas de organización, promoción, fomento y fortalecimiento del sector social de la economía, 
como un sistema eficaz que contribuya al desarrollo social y económico del país, a la generación de fuentes 
de trabajo digno, al fortalecimiento de la democracia, a la equitativa distribución del ingreso y a la mayor 
generación de patrimonio social. 

Artículo 3o. El sector social de la economía es el sector de la economía a que hace mención el párrafo 
séptimo del artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual se integra por el 
conjunto de organizaciones sociales en los términos que establece la presente ley. 

Artículo 4o. El sector social de la economía estará integrado por las siguientes formas de organización social: 

I. Ejidos; 

II. Comunidades; 

III. Organizaciones de trabajadores; 

IV. Sociedades cooperativas; 

V. Empresa que pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores; y 

VI. En general, de todas las formas de organización social para la producción, distribución y consumo de 
bienes y servicios socialmente necesarios. 

Artículo 5o. Para los efectos de esta ley, se entiende por: 

I. Sector, al sector social de la economía a que hace mención el párrafo séptimo del artículo 25 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

II. Organismos del Sector, a las organizaciones, empresas y sociedades del sector social de la economía; 

III. Secretaría, a la Secretaría de Economía; 

IV. Instituto, al Instituto Nacional de la Economía Social; 

V. Congreso Nacional, al Congreso Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía; 

VI. Consejo Nacional, al Consejo Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía; 

VII. Asociados, en singular o plural, a las personas que participan en el capital social de los Organismos del 
Sector; 

VIII. Organismos de Integración, en singular o plural, a organismos de representación de segundo o grados 
superiores del Sector; 

IX. Fondo, al Fondo de Fomento a la Economía Social; 

X. Registro, al Registro Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía; y 

XI. Actividad Económica, la actividad económica del Sector Social de la Economía realizada por los 
Organismos del Sector; a cualquier proceso mediante el cual se obtienen productos, bienes o servicios 
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socialmente necesarios, en cualquiera de sus fases de producción, distribución o consumo, y en cualquier de 
los sectores primario, secundario o terciario. 

Artículo 6o. El Estado apoyará e impulsará a los Organismos del Sector bajo criterios de equidad social y 
productividad, sujetándolas a las modalidades que dicte el interés público, y conforme al uso, en beneficio 
general, de los recursos productivos que tendrán la obligación de proteger y conservar, preservando el medio 
ambiente. 

Artículo 7o. La organización y funcionamiento de los distintos subsectores que conforman el Sector Social de 
la Economía se regirán por las leyes y reglamentos dictados al efecto, de conformidad con su naturaleza 
eminentemente social y disposiciones de la presente ley. 

Los Organismos del Sector legalmente constituidos podrán acogerse y disfrutar de los apoyos y estímulos que 
establece esta ley, en estricta observancia de los valores, principios y prácticas señalados en los artículos 9o, 
10 y 11 de la misma. 

Artículo 8o. Son fines del sector social I de la economía: 

I. Promover el desarrollo integral del ser humano; 

II. Contribuir al desarrollo socioeconómico del país, participando en la producción, distribución y consumo de 
bienes y servicios socialmente necesarios; 

III. Fomentar la educación y formación impulsando prácticas que consoliden una cultura solidaria, creativa y 
emprendedora; 

IV. Contribuir al ejercicio y perfeccionamiento de la democracia participativa; 

V. Participar en el diseño de planes, programas y proyectos de desarrollo económico y social; 

VI. Facilitar a los asociados de los Organismos del Sector la participación y acceso a la formación, el trabajo, 
la propiedad, la información, la gestión y distribución equitativa de beneficios sin discriminación alguna. 

Artículo 9o. Los Organismos del Sector tomarán en cuenta en su organización interna, los siguientes 
principios: 

I. Autonomía e independencia del ámbito político y religioso; 

II. Régimen democrático participativo; 

III. Forma autogestionaria de trabajo; 

IV. Interés por la comunidad. 

Artículo 10. Los Organismos del Sector orientarán su actuación en los siguientes valores: 

I. Ayuda mutua; 

II. Democracia; 

III. Equidad; 

IV. Honestidad; 

V. Igualdad; 
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VI. Justicia; 

VII. Pluralidad; 

VIII. Responsabilidad compartida; 

IX. Solidaridad; 

X. Subsidiariedad, y 

XI. Transparencia. 

Artículo 11. Los Organismos del Sector realizarán sus actividades Conforme a las leyes que regulen su 
naturaleza jurídica específica, sus estatutos sociales y de acuerdo con las siguientes prácticas: 

I. Preeminencia del ser humano y su trabajo sobre el capital; 

II. Afiliación y retiro voluntario; 

III. Administración democrática, participativa, autogestionaria y emprendedora; 

IV. Trabajo en beneficio mutuo y de la comunidad; 

V. Propiedad social o paritaria de los medios de producción; 

VI. Participación económica de los Asociados en justicia y equidad; 

VII. Reconocimiento del derecho a afiliarse como Asociado a las personas que presten servicios personales 
en los Organismos del Sector, sobre la base de su capacitación en los principios y valores del Sector, y el 
cumplimiento de los requisitos que establezcan sus bases constitutivas; 

VIII. Destino de excedentes a la prestación de servicios de carácter social, al crecimiento de sus reservas y 
fondos, y a reintegrar a sus Asociados parte de los mismos en proporción al uso de los servicios o a la 
participación en el trabajo del Organismo del Sector; 

IX. Educación, formación y capacitación técnico administrativa permanente y continua para los asociados; 

X. Promoción de la cultura solidaria y de la protección del medio ambiente entre sus asociados y la 
comunidad; 

XI. Información periódica de sus estados financieros y de resultados a todos y cada uno de sus Asociados, a 
través de los informes a sus órganos de dirección, administración y vigilancia, así como libre acceso a la 
información respectiva para los mismos; 

XII. Integración y colaboración con otros Organismos del Sector; y 

XIII. Compromiso solidario con las comunidades donde desarrollan su actividad. 

Artículo 12. En lo no previsto por la presente ley se aplicará supletoriamente: 

I. La legislación civil federal; 

II. La legislación específica de las distintas figuras en que se constituyan los Organismos del Sector, y 
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III. Los usos y prácticas imperantes entre los Organismos del Sector. 

El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Economía, interpretará para efectos administrativos los 
preceptos de la presente ley. 

Título II  

De la Estructura del Sector Social de la Economía 

Capítulo I  

Del Instituto 

Artículo 13. Se crea el Instituto Nacional de la Economía Social como un organismo administrativo 
desconcentrado adscrito a la Secretaría de Economía, el cual contará con autonomía técnica, operativa y de 
gestión en los términos establecidos en esta ley. 

El Instituto tiene como objeto definir e instrumentar políticas públicas de fomento al sector social de la 
economía, con el fin de fortalecer y consolidar al sector como uno de los pilares de desarrollo económico del 
país, a través de la participación, capacitación, investigación, difusión y apoyo a proyectos productivos del 
sector. 

Artículo 14. El Instituto tendrá como funciones las siguientes: 

I. Definir e instrumentar la política nacional de fomento y desarrollo del sector social de la economía; 

II. Propiciar condiciones favorables para el crecimiento y consolidación del sector, mediante la constitución del 
Fondo de Fomento a la Economía Social con los recursos presupuéstales asignados en el Presupuesto de 
Egresos de la Federación, así como los recursos derivados de los convenios que se establezcan con las 
entidades federativas y municipios; 

III. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley; 

IV. Formular y ejecutar programas y proyectos de apoyo público a la promoción, fomento y desarrollo del 
sector; 

V. Participar en la elaboración, consecución y verificación del Plan Nacional de Desarrollo, en términos de lo 
dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a las actividades económicas que 
desarrollen los Organismos del Sector; 

VI. Ser órgano consultivo del Estado en la formulación de políticas relativas al Sector, en términos de lo 
dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a las actividades económicas que 
desarrollen los Organismos del Sector; 

VII. Establecer en colaboración con el Consejo Nacional un modelo de supervisión a los Organismos del 
Sector, salvo aquellos casos en los que las Leyes en sectores específicos dispongan algún tipo de supervisión 
especial a los Organismos del Sector, tomando en cuenta su propio balance social; 

VIII. Constituir la Comisión de Conciliación y Arbitraje propia del Sector, a fin de promover y procurar la 
conciliación de intereses al interior y entre los Organismos del Sector como vía preferente para la solución de 
conflictos derivados de la aplicación de esta Ley, actuando como árbitro en los casos en que las partes así lo 
convengan; 

IX. Llevar a cabo estudios e investigaciones y elaborar estadísticas que permitan el conocimiento de la 
realidad de los Organismos del Sector y de su entorno, para el mejor cumplimiento de su objeto; 
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X. Promover la consolidación empresarial y el desarrollo organizacional de las diversas formas asociativas 
que integran el Sector, para lo cual establecerá un Sistema Nacional de Capacitación y Asistencia Técnica 
Especializada, mediante la firma de convenios de coordinación con las dependencias de la administración 
pública federal, así como con dependencias de las entidades federativas y municipios; 

XI. Promover en el ámbito nacional e internacional los bienes y servicios producidos por los Organismos del 
Sector, siempre que la legislación específica en la materia de cada Organismo del Sector se los permita; 

XII. Promover la creación de Organismos de Integración del Sector de conformidad por lo dispuesto en las 
leyes específicas para cada una de las formas asociativas que los integran; 

XIII. Promover y apoyar la creación de Organismos del Sector que se constituyan y operen conforme a las 
Leyes que regulan sus materias específicas, para la prestación de servicios financieros al mismo Sector; 

XIV. Difundir los valores, principios y fines del Sector, así como sus principales logros empresariales y 
asociativos; 

XV. Elaborar y mantener actualizado el catálogo de los diferentes tipos de Organismos del Sector, teniendo en 
cuenta los principios, valores y fines establecidos en la presente ley; 

XVI. Establecer y mantener actualizado el Registro Nacional de los Organismos del Sector Social de la 
Economía; 

XVII. Coadyuvar con los Organismos de Integración en la realización, cada tres años, del Congreso Nacional 
del Sector Social de la Economía; 

XVIII. Establecer un Observatorio del Sector Social de la Economía, que sirva como herramienta para la 
sistematización de las experiencias nacionales del Sector, y 

XIX. Definir las distintas regiones geoeconómicas necesarias para el cumplimento de las disposiciones 
contenidas en la presente Ley. 

Artículo 15. El Instituto contará con los siguientes recursos para el cumplimiento de su objeto: 

I. Los recursos que se le asignen a través de la Secretaría en el Presupuesto de Egresos de la Federación; 

II. Los bienes muebles, inmuebles y demás recursos que adquiera con base en cualquier título legal; y 

III. Los subsidios, donaciones y legados que reciba de personas físicas o morales, públicas o privadas, 
nacionales o extranjeras, los cuales de ninguna manera podrán implicar condiciones contrarias a su objeto 
conforme lo establece la ley. 

Artículo 16. Para la consecución de su objeto y para el ejercicio de sus atribuciones el Instituto se integrará 
de los órganos siguientes: 

I. Una Junta Directiva, integrada por el director general, seis consejeros electos con carácter honorífico por el 
Congreso Nacional y seis consejeros designados por el secretario de Economía; 

II. Un director general, designado y removido libremente por el titular del Ejecutivo Federal a propuesta del 
secretario de Economía; y 

III. Las instancias, unidades administrativas y servidores públicos necesarios para la consecución de su 
objeto. 

Artículo 17. La Junta Directiva sesionará por lo menos cada tres meses y tomará sus acuerdos, 
recomendaciones y resoluciones por voto de mayoría. 
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Podrá sesionar de manera extraordinaria cuando la situación así lo amerite según lo establezca el 
Reglamento del Instituto. La Junta Directiva sesionará válidamente con la asistencia de la mayoría de sus 
miembros. 

Son atribuciones indelegables de la Junta Directiva: 

I. Vigilar la correcta administración del Fondo; 

II. Aprobar el programa anual de actividades del Instituto; 

III. Aprobar el informe de labores anual que presente el director general del Instituto; 

IV. Aprobar el anteproyecto de presupuesto que emitirá el Instituto a través de la Secretaría; 

V. Aprobar los programas y acciones de fomento a la actividad económica del sector que realizará el Instituto; 
y 

VI. Las demás que señale el Reglamento del Instituto. 

Artículo 18. El director general, de acuerdo con lo que se establezca en el Reglamento del Instituto, podrá 
ejercer su representación legal, y además tendrá las siguientes facultades: 

I. Elaborar el programa anual de actividades del Instituto; 

II. Elaborar, proponer y someter a consideración de la Junta Directiva, para su aprobación, los programas y 
acciones de fomento a la actividad económica del sector; 

III. Designar a los servidores públicos en las dos jerarquías inferiores a sí mismo, considerando para tales 
funciones a quienes tengan amplia experiencia y conocimiento en temas relacionados con los Organismos del 
Sector; 

IV. Presentar a la Junta Directiva el anteproyecto de presupuesto del Instituto para el ejercicio fiscal 
correspondiente; 

V. Presentar un informe anual de actividades; y 

VI. Las demás que señale el Reglamento del Instituto. 

Artículo 19. El Instituto podrá establecer delegaciones regionales, las que en su caso atenderán a los 
Organismos del Sector de las distintas regiones geoeconómicas. 

Los titulares de las delegaciones serán designados por el director general del Instituto y tendrán las 
atribuciones que determine el Estatuto Orgánico del mismo. 

Artículo 20. Las relaciones laborales entre el Instituto y sus trabajadores, se regirán por la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado, reglamentaria del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 

Capítulo II  

Del Congreso y Consejo Nacional 

Artículo 21. El Congreso Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía es el máximo órgano 
de representación del sector, y estará conformado de acuerdo a los siguientes criterios y su propio reglamento 
interno: 
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I. Dos congresistas de cada uno de los Organismos del Sector de segundo, tercer y cuarto grado, que estén 
dentro del Registro Nacional. 

II. Cien congresistas electos en asambleas regionales, convocadas y desarrolladas por el Instituto, con base a 
las distintas regiones geoeconómicas que establezca el Instituto con base a sus atribuciones; así como los 
respectivos Organismos de Integración registrados. 

Artículo 22. Son funciones del Congreso Nacional: 

I. Fomentar y difundir los principios, valores y fines del sector; 

II. Promover la integración de los componentes del sector; 

III. Emitir de manera conjunta y/o con la anuencia de los Organismos de Integración que, conforme al asunto, 
deban conocer del tema, posicionamientos con respecto a las problemáticas que afecten al sector; 

IV. Aprobar sus propios estatutos y reglamentos internos; 

V. Elegir a través de su pleno y en apego a su reglamento interno, a los representantes propietarios y 
suplentes, ante el Instituto, así como a los consejeros del Consejo Nacional; y 

VI. Las demás que establezca su reglamento interno, que no contravengan las disposiciones de esta ley. 

Artículo 23. El Congreso Nacional se convocará cada tres años de manera ordinaria, pudiendo realizarse 
convocatoria extraordinaria cuando exista acuerdo de dos terceras partes de los miembros de la Junta 
Directiva del Consejo Nacional. 

Artículo 24. El Consejo Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía es un órgano operativo 
y de coordinación del Congreso Nacional y desarrollará las actividades de apoyo al Sector. 

Artículo 25. Son funciones y atribuciones del Consejo Nacional: 

I. Convocar las sesiones del Congreso Nacional; 

II. Servir como Organismo de coordinación, discusión y exposición de todos los asuntos de interés para el 
Sector, debiendo para ello tomar en cuenta la opinión de aquellos Organismos de Integración que, conforme a 
su actividad, les corresponda conocer de dichos asuntos; 

III. Apoyar en la gestoría a favor de los Organismos del Sector en trámites ante cualquier instancia pública o 
privada; 

IV. Brindar en coordinación con el Instituto y las dependencias correspondientes de la administración pública 
federal, de los tres órdenes de gobierno, capacitación y asesoría a los Organismos del Sector en actividades 
agrícolas, ganaderas, silvícola, pecuarias, pesqueras y las demás de explotación y aprovechamiento de 
recursos naturales, así como para la transformación y comercialización de productos; 

V. Participar en la elaboración, consecución y verificación del Plan Nacional de Desarrollo, en términos de lo 
dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a las actividades económicas que 
desarrollen los Organismos del Sector; 

VI. Promover la creación de Organismos de Integración, considerando los lineamientos que señalen las leyes 
respectivas; 

VII. Promover y apoyar la creación de Organismos del Sector que se constituyan y operen conforme a las 
leyes que regulan sus materias especificas, para la prestación de servicios financieros al mismo sector; y 
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VIII. Las demás que establezca su reglamento interno, que no contravengan las disposiciones de esta ley. 

Artículo 26. El Consejo Nacional será conformado por 15 consejeros electos por un periodo de tres años por 
el pleno del Congreso Nacional, los cuales no podrán ser reelectos para el periodo inmediato y estando 
impedidos para ser representantes ante el Instituto al mismo tiempo de su encargo en el Consejo Nacional. 

Artículo 27. El Consejo Nacional tendrá la estructura organizativa más conveniente para el cumplimiento de 
sus objetivos, pero deberá contar, al menos, con los siguientes órganos: 

I. Junta Directiva; 

II. Órgano de Vigilancia; y 

III. Área especializada en educación y capacitación en economía social de acuerdo a lo que establezca su 
reglamento interno. 

Artículo 28. La Junta Directiva será el órgano responsable de la dirección y coordinación de las actividades 
del Consejo Nacional, así como de su representante legal. 

Se conformará como lo establezca el reglamento interno del Consejo Nacional y entre sus atribuciones 
estarán: 

I. Designar al Secretario Ejecutivo; 

II. Nombrar a sus representantes ante el Registro Nacional; 

III. Ejecutar sus acuerdos y decisiones; 

IV. Elaborar el presupuesto y los programas de trabajo; y 

V. Presentar al Congreso Nacional los estados financieros y los informes de su actuación para su aprobación. 

Artículo 29. El Órgano de Vigilancia tendrá las atribuciones de fiscalizar la adecuada administración de los 
recursos patrimoniales del Consejo. 

Artículo 30. El Congreso Nacional y el Consejo Nacional se financiarán con las aportaciones económicas de 
los Organismos de Integración y de las cuotas por los servicios otorgados a los Organismos del Sector. 

Además, estos órganos podrán recibir donaciones, subsidios, herencias, legados y recursos análogos que 
reciban de personas físicas y morales, públicas o privadas, nacionales o internacionales destinados a 
incrementar su patrimonio. 

Capítulo III  

De los Organismos de Integración 

Artículo 31. Los organismos del sector podrán asociarse entre sí para el mejor cumplimiento de sus fines, en 
Organismos de Integración de segundo, tercer o cuarto grado. 

Aquellos de índole económico no necesariamente serán especializados en determinado ramo o actividad 
económica. 

Los requisitos y procedimientos para constituir Organismos de Integración de cualquier grado serán los 
establecidos por las leyes específicas que corresponda a cada una de las formas asociativas de los 
Organismos del Sector y en las leyes de materia civil aplicables. 
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Artículo 32. Los Organismos de Integración de segundo grado podrán agruparse en Organismos de tercer 
grado y cuarto grado, de índole nacional o sectorial, con el propósito de orientar procesos de desarrollo del 
movimiento y unificar acciones de defensa y representación nacional o internacional. 

Artículo 33. Los Organismos de Integración de tercer grado y cuarto grado deberán precisar claramente en 
sus estatutos su jurisdicción, así como los sectores económicos o las formas asociativas o solidarias que 
representan. 

Artículo 34. Los Organismos de Integración ejercerán de pleno derecho la representación y defensa de los 
derechos e intereses de sus Asociados y de la rama de la actividad económica en que actúan, así como de 
los beneficios y preferencias que concede esta y demás leyes específicas a los Organismos del Sector. 

Podrán prestar u obtener en común servicios profesionales y técnicos de asesoría, apoyo financiero, 
asistencia técnica, educación, capacitación e investigación científica y tecnológica. 

Artículo 35. Los Organismos de Integración de segundo, tercer y cuarto grado deberán inscribirse en el 
Registro, a fin de que le sea reconocida su representatividad. 

Capítulo IV  

Del Registro 

Artículo 36. El Registro Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía, es el instrumento 
público encargado de la sistematización de la información y registro de los Organismos del Sector. 

Artículo 37. Los Organismos del Sector si desean acogerse a los beneficios y prerrogativas de la presente 
Ley, además de constituirse y realizar su registro conforme lo establezcan las leyes especificas que los 
regulan según su naturaleza, podrán solicitar su inscripción ante el Registro, conforme a las disposiciones 
marcadas en el Reglamento del mismo. 

Artículo 38. El Registro dependerá del Instituto de conformidad con su reglamento y será el encargado de 
llevar las inscripciones de los Organismos del Sector legalmente constituidos. 

La Secretaría de Economía, a través del Instituto constituirá el Registro Nacional de los Organismos del 
Sector Social de la Economía, conformado por los asientos regístrales siguientes: 

I. La denominación social; 

II. El domicilio social; y 

III. Los estatutos sociales. 

La información del Registro se integrará de manera económica, electrónica y simplificada; siendo el Instituto 
responsable de su elaboración, resguardo y actualización; pudiendo complementarse para reducir costos, con 
la información que la Secretaría de Relaciones Exteriores; el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, el 
Registro Público del Comercio, así como las demás dependencias públicas que cuenten con información 
relativa a los organismos del sector, en estricto apego a sus atribuciones conferidas por su legislación 
específica le proporcione, para la integración del mismo. 

Artículo 39. El Registro será público, por lo que cualquier ciudadano podrá solicitar información, en 
cumplimiento con lo establecido en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental. 

Artículo 40. El Instituto publicará anualmente un compendio de información básica sobre los Organismos del 
Sector registrados, así como su capacidad y cobertura de servicios. 
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Título III  

De los Organismos del Sector 

Capítulo I  

Del Funcionamiento de los Organismos Del Sector 

Artículo 41. Se reconocerá el carácter de Organismo del Sector a todas aquellas organizaciones que hayan 
cumplido con los ordenamientos de la ley respectiva según su naturaleza para su constitución y registro, y 
además reúnan los siguientes requisitos: 

I. Contemplar en sus Estatutos, la aceptación y respeto de los principios, valores y prácticas enunciados en 
los artículos 9°, 10 y 11 de la presente ley; 

II. Estar considerado en alguna de las categorías del catálogo de Organismos del Sector, elaborado por el 
Instituto, y 

III. Estar inscrito en el Registro en los términos de la presente Ley y del reglamento respectivo. 

Artículo 42. Los Organismos del Sector, siempre que la legislación específica en la materia de la actividad 
económica que desarrollen, su objeto social y su naturaleza legal se los permita, podrán desarrollar las 
siguientes actividades económicas: 

I. Producción, prestación y comercialización de bienes y servicios; 

II. Explotación de bienes propiedad de la nación, así como prestación de servicios públicos, siempre y cuando 
obtengan los permisos o concesiones respectivos; 

III. De educación, salud, gremiales, deportivas, recreacionales, culturales y sociales en beneficio de los socios 
y la comunidad; 

IV. De servicios financieros de seguros, crédito, ahorro y préstamo; y 

V. Todas las actividades económicas relacionadas con la producción, distribución y consumo de bienes y 
servicios socialmente necesarios. 

VI. En el caso de las actividades de ahorro y préstamo a que se refiriere la fracción IV de este artículo, deberá 
observarse y dar estricto cumplimento a lo establecido en el artículo 103 de la Ley de Instituciones de Crédito. 
En cuanto a los servicios de seguro deberá obtenerse las autorizaciones o registros previstos en la ley de la 
materia. 

VII. Los Organismos del Sector les estará prohibido rea-lizar actividades de proselitismo partidista y político-
electoral. 

Artículo 43. Los Organismos del Sector adoptarán la estructura interna que señale la legislación específica de 
cada una de las formas asociativas y sus propios estatutos, y que más se adecué a sus necesidades, 
debiendo contar al menos con los siguientes: 

I. Un órgano de Dirección, Asamblea General, u otra figura similar; 

II. Un órgano o Consejo de Administración, comisario, gerente, director general, o figura similar; y 

III. Un órgano o Consejo de Vigilancia y Control Interno. 
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Los miembros de los órganos encargados de la administración, la vigilancia y el control interno serán 
designados y podrán ser removidos por decisión de la mayoría del Órgano de Dirección o Asamblea General, 
de conformidad con sus propios estatutos. 

Capítulo II  

De los Derechos y Obligaciones de los Organismos del Sector 

Artículo 44. Sin perjuicio de los derechos y prerrogativas que establecen las leyes relativas a las distintas 
formas asociativas, se reconocen a los Organismos del Sector los siguientes derechos: 

I. Ser sujetos de fomento y apoyo a sus actividades económicas por parte del Estado; 

II. Gozar de autonomía en cuanto a su régimen interno; 

III. Constituir sus órganos representativos; 

IV. Realizar observaciones y propuestas al Instituto en relación con las políticas, programas y acciones de 
fomento y apoyo de sus actividades; 

V. Solicitar y recibir información sobre el estado que guarden las gestiones que hubieren realizado ante las 
dependencias del gobierno; 

VI. Recibir asesoría, asistencia técnica y capacitación por parte de las autoridades competentes de acuerdo a 
la presente ley; 

VII. Celebrar contratos, actos, operaciones y acuerdos entre sí o con empresas del sector privado y con el 
sector público, siempre que fueren necesarios o convenientes a sus fines y objeto social; y 

VIII. Los organismos del sector de segundo, tercer y cuarto grado podrán elegir a los congresistas que 
participarán en el Congreso Nacional. 

Artículo 45.Los Organismos del Sector tendrán las siguientes obligaciones: 

I. Cumplir y hacer cumplir los principios, valores y prácticas consagrados en la presente ley; 

II. Constituir Fondos y reservas colectivos e irrepartibles destinados a cubrir pérdidas eventuales y a financiar 
servicios sociales en beneficio de sus asociados y de la comunidad, con porcentajes de los excedentes o 
beneficios percibidos en sus actividades económicas. 

En todo caso los fondos mínimos obligatorios serán de reserva, de previsión social y de educación en 
economía social. Los reglamentos internos definirán los porcentajes, reglas de operación y montos requeridos, 
y sin detrimento de otros fondos que establezcan las leyes específicas; 

III. Utilizar los beneficios que consagra la presente ley para los fines con que fueron autorizados; 

IV. Conservar la documentación que demuestre el otorgamiento y uso de apoyos y estímulos públicos 
otorgados con fines de fomento; 

V. Informar al Instituto anualmente o en los casos que les sea requerido, sobre el ejercicio de los apoyos y 
estímulos públicos otorgados con fines de fomento; 

VI. Proporcionar la información que les sea requerida por el Instituto y demás autoridades competentes sobre 
sus fines, estatutos, programas, actividades, beneficiarios, patrimonio, operación administrativa y financiera, 
estados financieros y uso de los apoyos y estímulos públicos que reciban; 
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VII. Cumplir en tiempo y forma con las normas de las recuperaciones financieras establecidas por el Instituto; 

VIII. Acatar las disposiciones, recomendaciones y sanciones administrativas que emita o disponga el Instituto 
y demás autoridades competentes; 

IX. Los Organismos del Sector deberán fomentar y difundir los principios, valores y prácticas de la economía 
social, formular y promover la implementación, en coordinación con las autoridades competentes, de 
estrategias, planes y programas que impulsen el desarrollo del Sector, así como ejercer cualquier actividad 
lícita en beneficio de sus Asociados y la comunidad; 

X. Los Organismos del Sector realizarán programas de planeación estratégica para su desarrollo progresivo, 
elaborarán informes sobre servicios y beneficios económicos, educativos y sociales prestados en su ejercicio 
a sus Asociados y a la comunidad; 

XI. Promover la profesionalización y capacitación de sus asociados; 

XII. Actuar con criterios de imparcialidad y no discriminación en la determinación de beneficiarios; 

XIII. Cumplir con las obligaciones derivadas de los convenios suscritos con el Instituto; 

XIV. Informar a sus asociados a través de su Asamblea General u Órgano de Dirección sobre los servicios y 
beneficios económicos, educativos y sociales prestados en el respectivo ejercicio, así como de sus estados 
financieros; 

XV. Inscribirse al Registro, así como notificar al mismo de las modificaciones a su acta constitutiva, así como 
los cambios en sus órganos de dirección, administración y vigilancia en un plazo no mayor a cuarenta y cinco 
días hábiles contados a partir de la modificación respectiva; 

XVI. En caso de disolución, transmitir los bienes que haya adquirido con apoyos y estímulos públicos, a otra u 
otros Organismos del Sector que realicen actividades objeto de fomento y que estén inscritas en el Registro. 
El Organismo del Sector que se disuelva tendrá la facultad de elegir a quién transmitirá dichos bienes; 

XVII. Contribuir al desarrollo socioeconómico nacional, y 

XVIII. Las demás que señale la presente ley y leyes aplicables. 

Capítulo III  

Del Fomento y Financiamiento de los Organismos del Sector 

Artículo 46. La Secretaría creará el Fondo de Fomento a la Economía Social, cuyo objeto será atender 
iniciativas productivas del Sector mediante el apoyo a proyectos productivos, la constitución, desarrollo, 
consolidación y expansión de Organismos del Sector y la participación en esquemas de financiamiento social. 

El capital del Fondo se constituirá con recursos públicos asignados en el Presupuesto de Egresos de la 
Federación. 

La naturaleza del Fondo, su organización y funcionamiento se regirá por el Reglamento de la presente Ley y 
las Reglas de Operación del Fondo que al efecto dicte la Secretaría. 

Artículo 47. Los Organismos del Sector no podrán recibir los apoyos y estímulos públicos previstos en esta 
Ley cuando incurran en alguno de los siguientes supuestos: 

I. Exista entre sus administradores o representantes y los servidores públicos encargados de otorgar o 
autorizar los apoyos y estímulos públicos; relaciones de interés o parentesco por consanguinidad o afinidad 
hasta en cuarto grado, o sean cónyuges, y 
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II. Contraten con recursos públicos a personas con nexos de parentesco con los directivos de la organización, 
ya sea por consanguineidad o afinidad hasta en cuarto grado. 

Artículo 48. Los Organismos del Sector que con fines de fomento reciban apoyos y estímulos públicos, 
deberán sujetarse a las disposiciones jurídicas y administrativas aplicables en la materia. Además, deberán 
llevar a cabo sus operaciones conforme a las disposiciones fiscales vigentes en el territorio nacional. 

Artículo 49. Cuando las empresas de participación estatal se encuentren en proceso de desincorporación, las 
autoridades competentes deberán tomar en cuenta a los trabajadores, a través de las organizaciones o 
empresas del sector ya existentes o las que sean constituidas para tal efecto, para ser considerados en la 
transferencia de los bienes de estas. 

Tratándose de empresas de participación estatal, se estará a lo dispuesto por la Ley Federal de Entidades 
Paraestatales, la Ley General de Enajenación de Bienes del Sector Público y a las demás disposiciones 
legales que le resulten aplicables. 

Artículo 50. En los casos en los cuales las empresas de carácter privado presenten conflictos obrero-
patronales calificados como irreconciliables, las autoridades competentes deberán tomar en cuenta a los 
trabajadores, a través de las organizaciones o empresas del sector ya existentes o las que sean constituidas 
para tal efecto, para ser considerados en la transferencia de los bienes de la empresa en cuestión, a fin de 
que dichas empresas continúen operando con eficiencia y rentabilidad. 

Lo anterior, de conformidad y con absoluto respeto a lo que dispongan las leyes laborales y mercantiles en la 
materia. 

Artículo 51. A fin de dar cumplimento a las disposiciones previstas por los artículos 49 y 50, el Instituto, 
conforme a sus facultades, brindará asesoría, capacitación y financiamiento de acuerdo a sus posibilidades 
presupuestarias. 

Capítulo IV  

De la Evaluación de la Política de Economía Social y del Desempeño de sus Organismos del Sector 

Artículo 52. La evaluación periódica del cumplimiento de las políticas públicas de fomento y apoyo a los 
Organismos del Sector estará a cargo del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, 
conforme a la Ley General de Desarrollo Social. 

Artículo 53. Para la evaluación se deberán incluir los indicadores de resultados, de gestión y servicios para 
medir su cobertura e impacto. 

Artículo 54. El proceso de evaluación de la Política de Economía Social, se realizará cada tres años. 

Artículo 55. Los resultados de las evaluaciones, serán entregados a la Secretaría de Economía, al Instituto, al 
Consejo Nacional, a la Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social de la Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión, a la Comisión de Fomento Económico de la Cámara de Senadores y puestos a la 
disposición del público en general a través de las páginas Web de esas instancias. 

Artículo 56. De acuerdo con los resultados de las evaluaciones, el Instituto podrá emitir las sugerencias y 
recomendaciones que considere pertinentes al Ejecutivo Federal y hacerlas del conocimiento público. 

Capítulo V Sanciones 

Artículo 57. Los Organismos del Sector perderán sus beneficios cuando incumplan reiteradamente sus 
principios y prácticas generales y violen sistemáticamente las disposiciones de la presente Ley. 
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Artículo 58. El Instituto podrá acordar sanciones administrativas, en los términos previstos por el Reglamento 
que al efecto expida la Secretaría, a los Organismos y sus administradores que simulando estar constituidos 
como Organismos del Sector gocen o pretendan gozar de los beneficios y prerrogativas de esta Ley. 

Transitorios 

Primero. La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo. La convocatoria y asuntos relativos a la celebración de las asambleas regionales de los 
Organismos del Sector, será efectuada por la Secretaría a través de sus delegaciones estatales en un plazo 
no mayor de seis meses después de la publicación de la presente Ley en el Diario Oficial de la Federación. 
Una vez realizadas las asambleas regionales, la Secretaría deberá convocar a la Instalación del Congreso 
Nacional. 

El Congreso Nacional Constituyente deberá elegir, tan pronto como se instituya, a sus representantes 
permanentes ante la Junta Directiva del Instituto, así como elaborar su plan de trabajo y su reglamento interno 
en un plazo no mayor a seis meses después de haber quedado legalmente constituido. 

El Congreso Nacional Constituyente tendrá treinta y seis meses a partir del momento de su constitución para 
convocar a la constitución y la elección democrática del Consejo Nacional. 

Tercero. El Instituto deberá quedar constituido, instalado y reglamentado en un plazo no mayor a ciento 
ochenta días naturales posteriores a la entrada en vigor de la presente Ley, asumiendo las funciones e 
integrándose con los recursos financieros, materiales y humanos que actualmente están asignados a la 
Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de Solidaridad. 

El personal que, en virtud de esta ley pase de la Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para 
las Empresas de Solidaridad al Instituto, de ninguna forma resultará afectado en las prerrogativas y derechos 
laborales que hayan adquirido conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley 
en la materia aplicable. 

Los asuntos que a la entrada en vigor de la presente ley se encuentren pendientes de trámite por parte de la 
Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de Solidaridad seguirán a cargo 
del Instituto hasta su total conclusión. 

En tanto se modifique el Reglamento Interior de la Secretaría de Economía para la reglamentación del 
Instituto, se continuará aplicando el Reglamento vigente y Acuerdo que regula la organización y 
funcionamiento interno de la Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de 
Solidaridad, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de marzo de 2008, en lo que no se oponga a 
esta Ley; y, en lo no previsto, se estará a lo que resuelva la Junta Directiva. 

Las facultades, funciones y atribuciones que desempeña actualmente la Coordinación General del Programa 
Nacional de Apoyo para las Empresas de Solidaridad, deberán ser concedidas íntegramente al Instituto y 
reconocidas por el Reglamento Interior de la Secretaría de Economía, así como en todas las disposiciones 
legales que al efecto se emitan o modifiquen. 

Cuarto. Las normas que regulen al Registro y al Fondo, respectivamente, deberán ser expedidas por la 
Secretaría en un plazo no mayor a ciento ochenta días naturales, posteriores a la fecha de su instalación. 

Quinto. En tanto no se expidan las disposiciones correspondientes, continuarán aplicándose, en lo que no se 
opongan a esta ley, las disposiciones reglamentarias y administrativas vigentes a la fecha de entrada en vigor 
de la presente ley. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF, a 26 de abril de 2011.— Senador 
Francisco Arroyo Vieyra (rúbrica), vicepresidente; senadora Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), secretaria.» 
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El Presidente diputado Jorge Carlos Ramírez Marín: Se turna a las Comisiones Unidas de Economía y 
de Fomento Cooperativo y Economía Social para dictamen; y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta 
Pública para opinión.  
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10 y 23-11-2011 
Cámara de Diputados. 
DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Economía, y de Fomento Cooperativo y Economía Social, con 
proyecto de decreto que expide la Ley General de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo 
Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector 
social de la economía. 
Aprobado en lo general y en lo particular de los artículos no reservados, por 238 votos en pro, 22 en contra y 
10 abstenciones. 
Se turnó al Ejecutivo Federal para sus efectos constitucionales. 
Diario de los Debates, 10 de noviembre de 2011. 
Discusión y votación, 10 y 23 de noviembre de 2011. 
 
 
 
DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE ECONOMÍA, Y DE FOMENTO COOPERATIVO Y 
ECONOMÍA SOCIAL, CON PROYECTO DE DECRETO QUE EXPIDE LA LEY GENERAL DE LA 
ECONOMÍA SOCIAL Y SOLIDARIA, REGLAMENTARIA DEL PÁRRAFO SÉPTIMO DEL ARTÍCULO 25 DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN LO REFERENTE AL 
SECTOR SOCIAL DE LA ECONOMÍA 

Honorable Asamblea:  

A las Comisiones Unidas de Economía y de Fomento Cooperativo y Economía Social, con opinión de la 
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, 
correspondiente a la LXI Legislatura, con fundamento en los artículos 66 y 68 de su Reglamento, le fue 
turnada para su estudio y dictamen la siguiente: 

“Minuta proyecto de decreto por el cual se crea la Ley General de la Economía Social y Solidaria, 
Reglamentaria del Séptimo Párrafo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos en lo referente al sector social de la economía”, recibida por esta Cámara de Diputados de la 
cámara colegisladora, en fecha 27 de abril de 2011. 

Las Comisiones Unidas de Economía y de Fomento Cooperativo y Economía Social, con fundamento en los 
artículos 39 y 45 numeral 6 incisos e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos, así como en los artículos 66, 68, 95, 157 y 158 inciso 1 fracción IV del Reglamento de la Cámara 
de Diputados del H. Congreso de la Unión, se abocó al estudio y análisis de la minuta mencionada al tenor de 
los siguientes antecedentes: 

Antecedentes 

Primero. En sesión celebrada en esta Cámara de Diputados el día 27 de abril de 2011, los CC. Secretarios de 
la misma dieron cuenta al pleno de esta soberanía de la minuta que se mencionó en el exordio del presente 
dictamen. 

Segundo. El C. Presidente de la Mesa Directiva acordó dar el siguiente trámite: “Túrnese a las Comisiones 
Unidas de Economía y de Fomento Cooperativo y Economía Social, para su dictamen y a la Comisión de 
Presupuesto y Cuenta Pública para opinión”. 

Tercero. El antecedente histórico de la minuta en referencia es el siguiente: 

1. En fecha 14 de septiembre de 2010, el senador René Arce del Grupo Parlamentario del Partido de la 
Revolución Democrática, presentó una iniciativa con proyecto de decreto por el cual se crea la Ley General de 
la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Séptimo Párrafo del Artículo 25 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al Sector Social de la Economía, la que fue turnada a las 
Comisiones Unidas de Fomento Económico, y de Estudios Legislativos, Segunda, con opinión de las 
Comisiones de Comercio y Fomento Industrial, y de Desarrollo Social. 

2. Seguido su trámite legislativo, en fecha 26 de abril de 2011, la iniciativa en referencia fue aprobada por 83 
votos en el Pleno de la Cámara de Senadores y enviada la minuta a la Cámara de Diputados. 
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3. En fecha 27 de abril de 2011, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados resolvió enviar la minuta que 
nos ocupa a las Comisiones Unidas de Economía y de Fomento Cooperativo y Economía Social, para su 
dictamen y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública para opinión. 

Consideraciones 

Primera. Que de conformidad con el numeral 3 del artículo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de 
los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el 34 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 
las Comisiones Unidas de Economía y de Fomento Cooperativo y Economía Social, son competentes para 
conocer sobre la minuta referida en el exordio del presente escrito. 

Segunda. Que la materia de la minuta de referencia trata de lo siguiente: 

• Expide una Ley que tiene por objeto establecer mecanismos para facilitar la organización y la expansión de 
la Actividad Económica del Sector Social de la Economía y la responsabilidad del fomento e impulso por parte 
del Estado; así como definir las reglas de organización, promoción, fomento y fortalecimiento del Sector Social 
de la Economía, como un sistema eficaz que contribuya al desarrollo social y económico del país, a la 
generación de fuentes de trabajo digno, al fortalecimiento de la democracia, a la equitativa distribución del 
ingreso y a la mayor generación de patrimonio social. 

• Asimismo, establece las formas de organización social que integrarán al Sector Social de la Economía, como 
serán ejidos; comunidades; organizaciones de trabajadores; sociedades cooperativas; empresas que 
pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores; y en general, de todas las formas de 
organización social para la producción, distribución y consumo de bienes y servicios socialmente necesarios. 

• Además, se crea el Instituto Nacional de la Economía Social como un organismo desconcentrado de la 
Secretaría de Economía, que tendrá como objeto definir e instrumentar políticas públicas de fomento al sector 
social de la economía, con el fin de fortalecer y consolidar al sector como uno de los pilares de desarrollo 
económico del país, a través de la participación, capacitación, investigación, difusión y apoyo a proyectos 
productivos del sector. 

• Y se establecen cuales serán los fines del Sector Social de la Economía, los principios y valores que dichas 
organizaciones deberán tomar en cuenta y observar, así como la aceptación de dichas cuestiones en sus 
estatutos. 

Tercera. Que el dictamen favorable a la Iniciativa referida realizado por las Comisiones Unidas de Fomento 
Económico, y de Estudios Legislativos, Segunda, de la Cámara de Senadores, establece como fundamento 
de su posición lo siguiente: 

“Consideraciones 

1. El proyecto de Ley, objeto del presente dictamen, refleja la voluntad de legisladores de distintos grupos 
parlamentarios que comparten la convicción de que nuestro país cuente con un marco jurídico que reconozca, 
fomente e impulse al Sector Social de la Economía como un motor de desarrollo y crecimiento económico. 

El presente proyecto de Ley constituye un avance significativo en el impulso al desarrollo del país y busca 
establecer las condiciones para que los propios ciudadanos se organicen en las distintas formas asociativas 
del Sector Social de la Economía a fin de que contribuyan en el mejoramiento de sus condiciones de bienestar 
y calidad de vida, así como para satisfacción en conjunto de sus necesidades económicas. 

2. Desde 1983, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 25, establece la 
rectoría del Estado en el desarrollo nacional y el carácter mixto de la economía, integrada por tres sectores: 
público, privado y social, dejando explícitamente señalado en su párrafo tercero que al “desarrollo económico 
nacional concurrirán, con responsabilidad social, el sector público, el sector social y el sector privado, sin 
menoscabo de otras formas de actividad económica que contribuyan al desarrollo de la Nación”. 
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El mismo artículo constitucional en su párrafo séptimo establece la responsabilidad del Estado para impulsar 
al Sector Social de la Economía al señalar: “La ley establecerá los mecanismos que faciliten la organización y 
la expansión de la actividad económica del sector social...” 

Así mismo, la Constitución en su artículo 123 le asigna al Estado la responsabilidad de promover la creación 
de empresas sociales sustentadas en la asociación de trabajadores: “Artículo 123. Toda persona tiene 
derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la organización 
social de trabajo...” 

3. Cabe hacer mención que este sector, como lo señala el mismo artículo 25 de la Constitución, se encuentra 
conformado por una diversidad de formas asociativas: “ejidos, organizaciones de trabajadores, cooperativas, 
comunidades, empresas que pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores y, en general, de 
todas las formas de organización social para la producción, distribución y consumo de bienes y servicios 
socialmente necesarios”. 

Cada una de estas formas asociativas cuenta con su respectivo estatuto jurídico y con sus propias 
organizaciones representativas, no obstante se advierte una necesidad que es común para todas ellas, la de 
un marco legal que facilite la organización y expansión del sector. 

Así mismo, en las legislaciones locales de cada entidad se han establecido leyes de fomento a las diversas 
formas asociativas del Sector Social de la Economía, sin reconocer explícitamente el término y pertenencia de 
las organizaciones al mismo sector, generando con ello poca o nula claridad de los objetivos de este sector de 
la economía y restándole eficacia a las distintas normas. 

En virtud de lo anterior, los integrantes de las Comisiones unidas revisoras de la Iniciativa en estudio, 
coinciden en la necesidad de establecer una Ley marco de la economía social y solidaria que estructure en 
forma coherente y oriente las políticas públicas de fomento al Sector Social de la Economía al que se refiere el 
artículo 25 de la Constitución, así como buscar los medios para mejorar la armonización de la legislación 
federal y estatal que regula las distintas formas asociativas que integran el sector. 

4. En los últimos años se han generado propuestas legislativas en aras de construir un marco legal del Sector 
Social de la Economía de nuestro país, las cuales concluyeron su proceso legislativo sin llegar a convertirse 
en Ley. Sin embargo, tanto el autor de la iniciativa como los integrantes de las Comisiones dictaminadoras, las 
han retomado como un antecedente y base de la presente propuesta. 

La primera, fue propuesta por el diputado Gustavo Arturo Vicencio Acevedo integrante del Grupo 
Parlamentario del Partido Acción Nacional durante la LVII legislatura, cuyo proyecto consistía en crear la Ley 
Reglamentaria del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en lo referente al 
Sector Social de la Economía y que en palabras del legislador pretendía “lograr un marco de organización, 
fomento y desarrollo para la economía social y solidaria”. 

La segunda, fue del diputado Antonio Sánchez Díaz de Rivera integrante del Grupo Parlamentario del Partido 
Acción Nacional durante la LX Legislatura, en la cual propuso un proyecto de Ley General de la Economía 
Social y Solidaria Reglamentaria del Artículo 25 Constitucional, planteando la “necesidad de incorporar en 
nuestro sistema normativo una Ley Reglamentaria del Sector Social de la Economía”. 

5. El Sector Social de la Economía, prescrito en el artículo 25 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, responde a las necesidades de los grupos sociales de organizarse para satisfacer sus 
necesidades materiales comunes, sin que con ello se reste responsabilidad al Estado para que implemente 
acciones, programas y estrategias a fin de lograr que las personas gocen de las garantías constitucionales de 
manera efectiva o que el sector privado deje de cumplir su función de inversor y generador de empleo. 

Modificaciones de las comisiones dictaminadoras 

No obstante las consideraciones vertidas con antelación, estas Comisiones dictaminadoras consideran 
conveniente realizar, a la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el cual se crea la Ley General de la Economía 
Social y Solidaria, Reglamentaria del Séptimo Párrafo del Artículo 25 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos en lo referente al sector social de la economía, las modificaciones siguientes. 
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1. Se modifica el artículo 3º del proyecto de Ley, para establecer expresamente que el Sector Social de la 
Economía, que para efectos de esta Ley se denominará únicamente como “Sector” o “Sector Social de la 
Economía”, conforme a lo que establece el artículo 5º, y que corresponde al sector a que hace mención el 
párrafo séptimo del artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

2. El séptimo párrafo del artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos hace 
referencia a las “Comunidades” incluyéndolas como una de las formas de organizaciones sociales que 
integran el sector social de la economía. Así mismo, en los artículos 98 a 107 de la Ley Agraria, éstas se 
definen como el núcleo de población y su propiedad sobre la tierra, reconociendo su personalidad jurídica. Por 
ende, en el artículo 4, fracción II, del proyecto de Ley, se sustituye el término de “Comunidades Agrarias” por 
el de “Comunidades”. 

3. El artículo 8º del proyecto de Ley pasa a ser artículo 5º del Decreto. Se sustituye el término de “Entidades 
del Sector” por el de “Organismos del Sector”, toda vez que el término de “entidad” se entiende como 
corporación, compañía e institución, en cambio “Organismo” como una forma de organización social. 

Asimismo, en razón de que en el cuerpo del proyecto de Ley en varias ocasiones se hace referencia a los 
términos de: “Secretaría”; “Asociados”; “Organismos de Integración”; “Actividad Económica”; por técnica 
legislativa y economía del texto se incluyen para quedar definidos de la siguiente manera: 

• “Secretaría”, a la Secretaría de Economía; 

• “Asociados”, en singular o plural, a las personas que participan en el capital social de los Organismos del 
Sector; 

• “Organismos de Integración”, en singular o plural, a Organismos de representación de segundo o grados 
superiores del Sector Social de la Economía; 

• “Actividad Económica del Sector”, la actividad económica del Sector Social de la Economía realizada por los 
Organismos del Sector que lo integran; a cualquier proceso mediante el cual se obtienen productos, bienes o 
servicios socialmente necesarios, en cualquiera de sus fases de producción, distribución o consumo, y en 
cualquier de los sectores primario, secundario o terciario. 

4. El artículo 9º del proyecto de Ley pasa a ser artículo 7º del Decreto y a éste se adiciona un segundo párrafo 
para establecer que sin detrimento de la legislación específica para los distintas figuras jurídicas que integran 
el Sector Social de la Economía, podrán acogerse y disfrutar de los apoyos y estímulos que establece esta 
Ley, en estricta observancia de los valores, principios y prácticas señalados en la misma. 

5. El artículo 10º del proyecto de Ley pasa a ser artículo 8º del Decreto y en la fracción VI de este artículo se 
modifica el término de “Garantizar” por el de “Facilitar”, ya que si se garantizan actos como la gestión o la 
propiedad se deberá asegurar y dar certeza a un acto privado que es susceptible al incumplimiento. 

6. El artículo 7º del proyecto de Ley pasa a ser artículo 12 del Decreto y se establece que serán supletorias de 
esta Ley, además del Código Civil Federal, la legislación específica de las distintas figuras jurídicas en que se 
constituyan los Organismos del Sector. Además se establece, que corresponderá a la Secretaría de Economía 
la interpretación para efectos administrativos los preceptos de esta Ley. 

7. En la Iniciativa de proyecto de Ley, se señala que el Instituto Nacional de Economía Social será “un 
organismo público autónomo...”. Sin embargo, el carácter de “órgano autónomo” en la Administración Pública 
Federal, le corresponde a los órganos que la Constitución Política de los Estados Unidos establece como 
tales. Los órganos autónomos referidos en el Texto Constitucional hasta ahora son: el Banco de México, el 
Instituto Federal Electoral, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y, recientemente, el Instituto 
Nacional de Estadística, Geografía e Informática. No obstante, si se constituyera al Instituto como un 
organismo desconcentrado de la Secretaria de Económica dependería presupuestalmente y estaría 
subordinada directamente a la misma, contando con autonomía técnica, operativa y de gestión en los términos 
que establezca esta Ley. 
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Por tanto, se modifica la naturaleza jurídica del Instituto para establecerlo como un Organismo 
desconcentrado, ya que para constituirse como la iniciativa lo indica se requeriría modificar la Constitución, así 
como de un presupuesto mayor. 

8. En el artículo 14 fracción II de la iniciativa, se hace una corrección de redacción para señalar con claridad 
que el Fondo de Fomento a la Economía Social se constituirá con los recursos presupuestales asignados en 
el Presupuesto de Egresos de la Federación -y no por el Poder Legislativo Federal-, así como los recursos 
derivados de los convenios que se establezcan con las entidades federativas y municipios. 

Se unifican las fracciones X y XI, las cuales se refieren al Sistema Nacional de Capacitación y Asistencia 
Técnica Especializada, mismo que se conformará mediante la firma de convenios de coordinación con las 
dependencias de la Administración Pública Federal, así como con dependencias de las Entidades Federativas 
y Municipios. Las fracciones subsiguientes se recorren. 

En la fracción XII, se establece que para la creación de Organismos de Integración del Sector se deberá 
respetar lo dispuesto en las leyes específicas para cada una de las formas asociativas que integran el Sector 
Social de la Economía. 

Y en la fracción XIII, toda vez que no resulta conveniente establecer por mandato de Ley la creación de 
entidades financieras del sector, se modifica la redacción para quedar como sigue: “Promover y apoyar la 
creación de Organismos del Sector que se constituyan y operen conforme a las Leyes que regulan sus 
sectores específicos, para la prestación de servicios financieros al mismo Sector”. 

9. El artículo 17 del proyecto de Ley, se adiciona estableciendo cuáles serán las atribuciones de la Junta 
Directiva del Instituto, pues no se tenían contempladas en la iniciativa. 

10. El artículo 19 del proyecto de Ley, se arregla de conformidad con lo que establece el artículo 17 Bis de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, con el fin de establecer que el Instituto, como toda 
dependencia y entidad de la Administración Pública Federal, podrá contar con delegaciones en las Entidades 
Federativas o, en su caso, en regiones geográficas que abarquen más de una Entidad Federativa. 

11. Se elimina del artículo 21 del proyecto de Ley la fracción V, toda vez que sería inviable para el Congreso 
Nacional participar en la formulación del Plan Nacional de Desarrollo, en todo caso ésta puede ser una 
atribución del Consejo Nacional. 

12. En el artículo 23 del proyecto de Ley se establece una condición para que la Junta Directiva pueda 
Convocar al Congreso Nacional extraordinario, toda vez que debe preverse la posibilidad de que sea 
necesaria una reunión de carácter extraordinario cuando así lo consideren las dos terceras partes de los 
miembros de la junta directiva. Por lo anterior, se propone que cuando dos terceras partes así lo acuerden se 
emitirá la referida convocatoria. 

13. En el artículo 25 del proyecto de Ley se adiciona una fracción V, recorriéndose la numeración sucesiva de 
las fracciones, para establecer como una de las atribuciones del Consejo Nacional la de participar en la 
formulación del Plan Nacional de Desarrollo en términos de lo dispuesto por la Ley de Planeación y demás 
disposiciones aplicables a las actividades que desarrollen los Organismos de Sector. 

Se modifica del mismo artículo la fracción VI, eliminándose lo señalado respecto a que el Consejo Nacional 
promoverá la “creación de instituciones financieras de primero y segundo piso que requiera el sector social”, 
toda vez que esta disposición se contrapone con otras leyes que regulan a las instituciones financieras, 
quedando como sigue: “Promover y apoyar la creación de Organismos del Sector que se constituyan y operen 
conforme a las Leyes que regulan sus materias especificas, para la prestación de servicios financieros al 
mismo Sector”. Cabe mencionar que ya existen algunos tipos de Organismos del sector reconocidos y 
regulados en la legislación, como son los casos de las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo y las 
sociedades financieras comunitarias. 

14. Se modifica el artículo 30 del Proyecto de Ley, en virtud de la inviabilidad de destinar una partida del 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el funcionamiento de Organismos de carácter privado. El 
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Congreso Nacional y el Consejo Nacional deberán de fondearse de las aportaciones de los Organismos de 
Integración asociados. 

No obstante, se adiciona que dichos órganos del sector podrán recibir donaciones, subsidios, herencias, 
legados y recursos análogos que reciban de personas físicas y morales, públicas o privadas, nacionales o 
internacionales destinados a incrementar su patrimonio. 

15. Con el fin de evitar discrepancias con otras leyes que regulan a Organismos del sector en el artículo 31 del 
proyecto de Ley, se especifica que la constitución de los Organismos de integración se ajustará por lo 
dispuesto en la legislación específica de cada una de las formas asociativas de los Organismos del sector. 

16. Se modifica el artículo 35 del proyecto de Ley para establecer con claridad que los Organismos de 
Integración deberán inscribirse ante el Registro al que se refiere el Capítulo IV del Título II de esta Ley, a fin 
de que sea reconocida su representatividad. 

17. Se modifica el primer párrafo del artículo 42 del proyecto de Ley, para establecer que los Organismos del 
sector podrán realizar las actividades señaladas en este artículo -entre las que se encuentran las de tipo 
financieras de seguros, crédito, ahorro y préstamo-, siempre que la legislación específica para cada uno de los 
Organismos les faculte de acuerdo a su objeto social y naturaleza legal. Además, se adiciona un último 
párrafo para indicar que las actividades de proselitismo político electoral y partidista nos les estarán 
permitidas. 

18. Se unifican los artículos 44, 45, 46 y 47 del proyecto de Ley, estableciendo en un solo artículo (artículo 43) 
que las distintas formas asociativas integrantes del Sector Social de la Economía, adoptarán la estructura 
interna que señale su legislación específica y sus propios estatutos, que más se adecúe a sus necesidades, 
debiendo contar al menos con un órgano de dirección, asamblea general, u otra figura similar; un órgano de 
administración, comisariado, gerente, director general, o figura similar, y un órgano o consejo de vigilancia y 
control interno. Y se adiciona que los miembros de estos órganos serán designados y podrán ser removidos 
por decisión de la mayoría del órgano de dirección o asamblea general, de conformidad con sus propios 
estatutos. 

19. El artículo 48 del proyecto de Ley pasa a ser artículo 44 del Decreto. Además, se elimina la fracción IV, -
recorriéndose la numeración de las siguientes fracciones-, toda vez que resulta poco viable la participación 
directa de los Organismos integrantes del sector en el análisis del Plan Nacional de Desarrollo en los términos 
de la Ley de Planeación. 

20. El artículo 49 del proyecto de Ley pasa a ser artículo 45 del Decreto. Si bien en la fracción II de este 
artículo, se establece que todos los Organismos del Sector deben contar con tres tipos de fondos: de reserva, 
de previsión social y de educación, debe señalarse que éstos se constituirán sin detrimento de otros fondos 
que establezcan las leyes específicas. 

En sus fracciones IV, V, VI y VII, se modifican para señalara con claridad que el financiamiento público 
otorgado a los Organismos del sector tendrá como único fin el fomento de sus actividades, para lo cual se 
establecen lineamentos que deberán cumplir en la elaboración de los informes anuales sobre el ejercicio de 
dicho financiamiento, así como la clase de información que estarán obligados a presentar al Instituto o en su 
caso a otras autoridades competentes. 

Asimismo, se adicionan las fracciones XII a XVIII, estableciéndose como obligaciones de los Organismos del 
sector las siguientes: 

• Promover la profesionalización y capacitación de sus asociados; 

• Actuar con criterios de imparcialidad y no discriminación en la determinación de beneficiarios; 

• Cumplir con las obligaciones derivadas de los convenios suscritos con el instituto; 
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• Informar a sus asociados a través de su asamblea general u órgano de dirección sobre los servicios y 
beneficios económicos, educativos y sociales prestados en el respectivo ejercicio, así como de sus estados 
financieros; 

• Notificar al registro de las modificaciones a su acta constitutiva, así como los cambios en sus órganos de 
dirección, administración y vigilancia en un plazo no mayor a cuarenta y cinco días hábiles contados a partir 
de la modificación respectiva; 

• En caso de disolución, transmitir los bienes que haya adquirido con apoyos y estímulos públicos, a otra u 
otros Organismos del sector que realicen actividades objeto de fomento y que estén inscritas en el Registro. El 
Organismo del Sector que se disuelva tendrá la facultad de elegir quién transmitirá dichos bienes, y 

• Contribuir al desarrollo socioeconómico nacional; 

• Las demás que señale la presente Ley y leyes aplicables. 

21. El artículo 50 del proyecto de Ley pasa a ser artículo 46 del Decreto y se modifica este artículo 
redefiniendo los fines del Fondo de Fomento de la Economía Social, para quedar de la siguiente 
manera:”...cuyo objeto será atender iniciativas productivas del Sector mediante el apoyo a proyectos 
productivos, la constitución, desarrollo, consolidación y expansión de Organismos del Sector y la participación 
en esquemas de financiamiento social”. Este fondo por tratarse de recursos públicos no podrá destinarse para 
el funcionamiento del Consejo Nacional, el cual es un Organismo del Sector. 

22. Se adiciona el artículo 47, para establecer restricciones a los Organismos del sector para obtener apoyos 
o estímulos públicos cuando existan relaciones de parentesco ya sea por consanguinidad o afinidad hasta el 
cuarto grado o relaciones de interés entre sus administradores o representantes con los servidores públicos 
encargados de otorgar o autorizar dichos apoyos. 

23. Se adiciona el artículo 50 para establecer que los Organismos del sector que con fines de fomento reciban 
apoyos y estímulos públicos, deberán sujetarse a las disposiciones jurídicas y administrativas aplicables en la 
materia. Además, deberán llevar a cabo sus operaciones conforme a las disposiciones fiscales vigentes en el 
territorio nacional. 

24. El artículo 56 del proyecto de Ley pasa a ser artículo 52 del Decreto, el cual se modifica en razón de darle 
un orden lógico-jurídico en cuanto cuestiones de forma y técnica legislativa al Capítulo IV del Decreto, es 
decir, se pretende primeramente definir al Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social 
conforme lo prevé la Ley General de Desarrollo Social, estableciendo que dicho Consejo será el órgano 
responsable de la evaluación periódica del cumplimiento de las políticas públicas de fomento y apoyo a los 
Organismos del sector social de la economía, para posteriormente señalar en el Capitulo V del Decreto, el 
cual alude a las sanciones, la facultad de imponer sanciones de carácter administrativo con la que contara 
dicho Consejo.25. Se elimina el artículo 51 del proyecto de Ley, toda vez que no es jurídicamente procedente 
establecer que los Organismos del sector solicitarán financiamiento preferentemente a otros Organismos de 
mismo sector, pues sería una norma imperfecta que al no obligar pierde carácter de disposición legal, pues los 
Organismos tendrían en cualquier tiempo la oportunidad de obtener financiamiento en las condiciones que 
más les convengan ya sea en la banca comercial o en la banca de desarrollo. 

26. Se elimina el artículo 52 del proyecto de ley, toda vez que no pueden establecerse exenciones fiscales en 
esta Ley. 

27. El artículo 60 del proyecto de Ley pasa a ser artículo 56 del Decreto y se modifica, ya que las auditorias 
sobre el ejercicio de recursos públicos son facultad exclusiva de la Auditoria Superior de la Federación, misma 
que es la encargada de establecer las sanciones correspondientes, por lo que se elimina la segunda parte del 
párrafo, donde se establecía en la Iniciativa que en caso de que las evaluaciones detecten anomalías en el 
manejo de los recursos del Instituto, del Fondo o del Consejo, se procederá a efectuar las investigaciones 
correspondientes, aplicándose, en su caso, las sanciones previstas en la Ley de Responsabilidades de la 
Funcionarios Públicos. 
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28. El artículo 62 del proyecto de Ley pasa a ser artículo 58 del Decreto y se establece que el Instituto podrá 
establecer sanciones administrativas en los casos en que los Organismos o sus administradores simulen estar 
constituidos como Organismos del sector, y gocen o pretendan gozar de los beneficios y prerrogativas de esta 
Ley. 

Por las consideraciones anteriormente expuestas, los integrantes de las Comisiones dictaminadoras que 
suscriben el presente Dictamen someten a la consideración de esta Honorable Asamblea, el siguiente: 

DECRETO por el que se expide la Ley General de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo 
Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al Sector 
Social de la Economía. 

Cuarta. Que los diputados que integran las Comisiones de Economía y de Fomento Cooperativo y Economía 
Social, estiman legítimo el espíritu de la iniciativa y correctas las modificaciones que realizó a la misma la 
Cámara de Senadores, así como los argumentos que se esgrimieron para tal efecto; por lo que los hace suyos 
para los efectos del presente dictamen. 

Quinta. No obstante, aunado a las consideraciones realizadas por los senadores, los integrantes de las 
Comisiones de Economía y Fomento Cooperativo y Economía Social, estiman importante señalar que el 
decreto que se aprueba no ha sido la única propuesta para reglamentar el sector social de la economía y 
fomentar su desarrollo, pues desde la LVII Legislatura existen iniciativas que han perseguido los mismos 
objetivos y que el impulso que sus proponentes han dado al tema ha sido determinante para el avance del 
trámite parlamentario de la minuta que se dictamina: 

• La del diputado Gustavo Arturo Vicencio Acevedo, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción 
Nacional durante la LVII legislatura, cuyo proyecto consistía en crear la Ley Reglamentaria del Artículo 25 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en lo referente al Sector Social de la Economía. 

• La del diputado Antonio Sánchez Díaz de Rivera, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción 
Nacional durante la LX Legislatura, en la cual propuso un proyecto de Ley General de la Economía Social y 
Solidaria Reglamentaria del Artículo 25 Constitucional. 

• La del diputado José Manuel Agüero Tovar, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario 
Institucional el pasado 30 de noviembre de 2010, cuyo proyecto consistía en crear la Ley General de la 
Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

• La del diputado Luis Felipe Eguía Pérez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución 
Democrática el pasado 24 de marzo del presente, cuyo proyecto consistía en crear la Ley Federal de la 
Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, por lo que se refiere al Sector Social de la Economía y asimismo, reformaba el artículo 34 de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

• La del diputado Víctor Hugo Círigo Vásquez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de 
Convergencia el pasado 7 de abril del presente, cuyo proyecto consistía en crear la Ley General de la 
Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en lo relativo al sector social de la economía. 

Sexta. En virtud de lo anterior, las Comisiones Unidas de Economía y de Fomento Cooperativo y Economía 
Social se manifiestan por aprobar la minuta que nos ocupa en los términos precisados en el presente 
dictamen, y remitir en su momento al Ejecutivo, para los efectos del apartado A del artículo 72 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el siguiente: 

Decreto por el que se expide la Ley General de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del 
Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo 
referente al sector social de la economía  
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Artículo Único. Se expide Ley General de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Séptimo 
del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector social de 
la economía. 

TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1o. La presente Ley es reglamentaria del párrafo séptimo del artículo 25 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos en lo concerniente al Sector Social de la Economía. 

La presente Ley es de orden público, interés social y de observancia general en todo el territorio nacional y se 
aplicará sin perjuicio de otras disposiciones que dicten los Poderes Ejecutivo y Legislativo Federal y de las 
Entidades Federativas, así como municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias. 

Artículo 2o. La presente Ley tiene por objeto: 

I. Establecer mecanismos para facilitar la organización y la expansión de la Actividad Económica del Sector 
Social de la Economía y la responsabilidad del fomento e impulso por parte del Estado. 

II. Definir las reglas de organización, promoción, fomento y fortalecimiento del Sector Social de la Economía, 
como un sistema eficaz que contribuya al desarrollo social y económico del país, a la generación de fuentes 
de trabajo digno, al fortalecimiento de la democracia, a la equitativa distribución del ingreso y a la mayor 
generación de patrimonio social. 

Artículo 3o. El Sector Social de la Economía es el sector de la economía a que hace mención el párrafo 
séptimo del artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual se integra por el 
conjunto de organizaciones sociales en los términos que establece la presente Ley. 

Artículo 4o. El Sector Social de la Economía estará integrado por los siguientes formas de organización 
social: 

I. Ejidos; 

II. Comunidades; 

III. Organizaciones de trabajadores; 

IV. Sociedades Cooperativas; 

V. Empresas que pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores; y 

VI. En general, de todas las formas de organización social para la producción, distribución y consumo de 
bienes y servicios socialmente necesarios. 

Artículo 5o. Para los efectos de esta Ley, se entiende por: 

I. Sector, al Sector Social de la Economía a que hace mención el párrafo séptimo del Artículo 25 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

II. Organismos del Sector, a las organizaciones, empresas y sociedades del Sector Social de la Economía; 

III. Secretaría, a la Secretaría de Economía; 

IV. Instituto, al Instituto Nacional de la Economía Social; 
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V. Congreso Nacional, al Congreso Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía; 

VI. Consejo Nacional, al Consejo Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía; 

VII. Asociados, en singular o plural, a las personas que participan en el capital social de los Organismos del 
Sector; 

VIII. Organismos de Integración, en singular o plural, a organismos de representación de segundo o grados 
superiores del Sector; 

IX. Fondo, al Fondo de Fomento a la Economía Social; 

X. Registro, al Registro Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía, y 

XI. Actividad Económica, la actividad económica del Sector Social de la Economía realizada por los 
Organismos del Sector; a cualquier proceso mediante el cual se obtienen productos, bienes o servicios 
socialmente necesarios, en cualquiera de sus fases de producción, distribución o consumo, y en cualquier de 
los sectores primario, secundario o terciario. 

Artículo 6o. El Estado apoyará e impulsará a los Organismos del Sector bajo criterios de equidad social y 
productividad, sujetándolas a las modalidades que dicte el interés público, y conforme al uso, en beneficio 
general, de los recursos productivos que tendrán la obligación de proteger y conservar, preservando el medio 
ambiente. 

Artículo 7o. La organización y funcionamiento de los distintos subsectores que conforman el Sector Social de 
la Economía se regirán por las leyes y reglamentos dictados al efecto, de conformidad con su naturaleza 
eminentemente social y disposiciones de la presente Ley. 

Los Organismos del Sector legalmente constituidos podrán acogerse y disfrutar de los apoyos y estímulos que 
establece esta Ley, en estricta observancia de los valores, principios y prácticas señalados en los artículos 
9o., 10 y 11 de la misma. 

Artículo 8o. Son fines del Sector Social de la Economía: 

I. Promover el desarrollo integral del ser humano; 

II. Contribuir al desarrollo socioeconómico del país, participando en la producción, distribución y consumo de 
bienes y servicios socialmente necesarios; 

III. Fomentar la educación y formación impulsando prácticas que consoliden una cultura solidaria, creativa y 
emprendedora; 

IV. Contribuir al ejercicio y perfeccionamiento de la democracia participativa; 

V. Participar en el diseño de planes, programas y proyectos de desarrollo económico y social; 

VI. Facilitar a los Asociados de los Organismos del Sector la participación y acceso a la formación, el trabajo, 
la propiedad, la información, la gestión y distribución equitativa de beneficios sin discriminación alguna. 

Artículo 9o. Los Organismos del Sector tomarán en cuenta en su organización interna, los siguientes 
principios: 

I. Autonomía e independencia del ámbito político y religioso; 

II. Régimen democrático participativo; 
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III. Forma autogestionaria de trabajo; 

IV. Interés por la comunidad. 

Artículo 10. Los Organismos del Sector orientarán su actuación en los siguientes valores: 

I. Ayuda mutua; 

II. Democracia; 

III. Equidad; 

IV. Honestidad; 

V. Igualdad; 

VI. Justicia; 

VII. Pluralidad; 

VIII. Responsabilidad compartida; 

IX. Solidaridad; 

X. Subsidiariedad, y 

XI. Transparencia. 

Artículo 11. Los Organismos del Sector realizarán sus actividades conforme a las leyes que regulen su 
naturaleza jurídica específica, sus estatutos sociales y de acuerdo con las siguientes prácticas: 

I. Preeminencia del ser humano y su trabajo sobre el capital; 

II. Afiliación y retiro voluntario; 

III. Administración democrática, participativa, autogestionaria y emprendedora; 

IV. Trabajo en beneficio mutuo y de la comunidad; 

V. Propiedad social o paritaria de los medios de producción; 

VI. Participación económica de los Asociados en justicia y equidad; 

VII. Reconocimiento del derecho a afiliarse como Asociado a las personas que presten servicios personales 
en los Organismos del Sector, sobre la base de su capacitación en los principios y valores del Sector, y el 
cumplimiento de los requisitos que establezcan sus bases constitutivas; 

VIII. Destino de excedentes a la prestación de servicios de carácter social, al crecimiento de sus reservas y 
fondos, y a reintegrar a sus Asociados parte de los mismos en proporción al uso de los servicios o a la 
participación en el trabajo del Organismo del Sector; 

IX. Educación, formación y capacitación técnico administrativa permanente y continua para los Asociados; 
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X. Promoción de la cultura solidaria y de la protección del medio ambiente entre sus Asociados y la 
comunidad; 

XI. Información periódica de sus estados financieros y de resultados a todos y cada uno de sus Asociados, a 
través de los informes a sus órganos de dirección, administración y vigilancia, así como libre acceso a la 
información respectiva para los mismos; 

XII. Integración y colaboración con otros Organismos del Sector, y 

XIII. Compromiso solidario con las comunidades donde desarrollan su actividad. 

Artículo 12.En lo no previsto por la presente Ley se aplicará supletoriamente: 

I. La legislación civil federal; 

II. La legislación específica de las distintas figuras en que se constituyan los Organismos del Sector, y 

III. Los usos y prácticas imperantes entre los Organismos del Sector. 

El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Economía, interpretará para efectos administrativos los 
preceptos de la presente Ley. 

TÍTULO II 

DE LA ESTRUCTURA DEL SECTOR SOCIAL DE LA ECONOMÍA 

CAPÍTULO I 

DEL INSTITUTO 

Artículo 13. Se crea el Instituto Nacional de la Economía Social como un organismo administrativo 
desconcentrado adscrito a la Secretaría de Economía, el cual contará con autonomía técnica, operativa y de 
gestión en los términos establecidos en esta Ley. 

El Instituto tiene como objeto definir e instrumentar políticas públicas de fomento al sector social de la 
economía, con el fin de fortalecer y consolidar al sector como uno de los pilares de desarrollo económico del 
país, a través de la participación, capacitación, investigación, difusión y apoyo a proyectos productivos del 
sector. 

Artículo 14. El Instituto tendrá como funciones las siguientes: 

I. Definir e instrumentar la Política Nacional de Fomento y Desarrollo del Sector Social de la Economía; 

II. Propiciar condiciones favorables para el crecimiento y consolidación del Sector, mediante la constitución del 
Fondo de Fomento a la Economía Social con los recursos presupuestales asignados en el Presupuesto de 
Egresos de la Federación, así como los recursos derivados de los convenios que se establezcan con las 
Entidades Federativas y Municipios; 

III. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones de la presente Ley; 

IV. Formular y ejecutar programas y proyectos de apoyo público a la promoción, fomento y desarrollo del 
Sector; 
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V. Participar en la elaboración, consecución y verificación del Plan Nacional de Desarrollo, en términos de lo 
dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a las actividades económicas que 
desarrollen los Organismos del Sector; 

VI. Ser órgano consultivo del Estado en la formulación de políticas relativas al Sector, en términos de lo 
dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a las actividades económicas que 
desarrollen los Organismos del Sector; 

VII. Establecer en colaboración con el Consejo Nacional un modelo de supervisión a los Organismos del 
Sector, salvo aquellos casos en los que las Leyes en sectores específicos dispongan algún tipo de supervisión 
especial a los Organismos del Sector, tomando en cuenta su propio balance social; 

VIII. Constituir la Comisión de Conciliación y Arbitraje propia del Sector, a fin de promover y procurar la 
conciliación de intereses al interior y entre los Organismos del Sector como vía preferente para la solución de 
conflictos derivados de la aplicación de esta Ley, actuando como árbitro en los casos en que las partes así lo 
convengan; 

IX. Llevar a cabo estudios e investigaciones y elaborar estadísticas que permitan el conocimiento de la 
realidad de los Organismos del Sector y de su entorno, para el mejor cumplimiento de su objeto; 

X. Promover la consolidación empresarial y el desarrollo organizacional de las diversas formas asociativas 
que integran el Sector, para lo cual establecerá un Sistema Nacional de Capacitación y Asistencia Técnica 
Especializada, mediante la firma de convenios de coordinación con las dependencias de la Administración 
Pública Federal, así como con dependencias de las Entidades Federativas y Municipios; 

XI. Promover en el ámbito nacional e internacional los bienes y servicios producidos por los Organismos del 
Sector, siempre que la legislación específica en la materia de cada Organismo del Sector se los permita; 

XII. Promover la creación de Organismos de Integración del Sector de conformidad por lo dispuesto en las 
leyes específicas para cada una de las formas asociativas que los integran; 

XIII. Promover y apoyar la creación de Organismos del Sector que se constituyan y operen conforme a las 
Leyes que regulan sus materias especificas, para la prestación de servicios financieros al mismo Sector; 

XIV. Difundir los valores, principios y fines del Sector, así como sus principales logros empresariales y 
asociativos; 

XV. Elaborar y mantener actualizado el catálogo de los diferentes tipos de Organismos del Sector, teniendo en 
cuenta los principios, valores y fines establecidos en la presente Ley; 

XVI. Establecer y mantener actualizado el Registro Nacional de los Organismos del Sector Social de la 
Economía; 

XVII. Coadyuvar con los Organismos de Integración en la realización, cada tres años, del Congreso Nacional 
del Sector Social de la Economía; 

XVIII. Establecer un Observatorio del Sector Social de la Economía, que sirva como herramienta para la 
sistematización de las experiencias nacionales del Sector, y 

XIX. Definir las distintas regiones geoeconómicas necesarias para el cumplimento de las disposiciones 
contenidas en la presente Ley. 

Artículo 15.El Instituto contará con los siguientes recursos para el cumplimiento de su objeto: 

I. Los recursos que se le asignen a través de la Secretaria en el Presupuesto de Egresos de la Federación; 
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II. Los bienes muebles, inmuebles y demás recursos que adquiera con base en cualquier título legal; y 

III. Los subsidios, donaciones y legados que reciba de personas físicas o morales, públicas o privadas, 
nacionales o extranjeras, los cuales de ninguna manera podrán implicar condiciones contrarias a su objeto 
conforme lo establece la Ley. 

Artículo 16. Para la consecución de su objeto y para el ejercicio de sus atribuciones el Instituto se integrará 
de los órganos siguientes: 

I. Una Junta Directiva, integrada por el Director General, seis consejeros electos con carácter honorifico por el 
Congreso Nacional y seis consejeros designados por el Secretario de Economía; 

II. Un Director General, designado y removido libremente por el Titular del Ejecutivo Federal a propuesta del 
Secretario de Economía, y 

III. Las instancias, unidades administrativas y servidores públicos necesarios para la consecución de su 
objeto. 

Artículo 17. La Junta Directiva sesionara por lo menos cada tres meses y tomará sus acuerdos, 
recomendaciones y resoluciones por voto de mayoría. Podrá sesionar de manera extraordinaria cuando la 
situación así lo amerite según lo establezca el Reglamento del Instituto. La Junta Directiva sesionará 
válidamente con la asistencia de la mayoría de sus miembros. 

Son atribuciones indelegables de la Junta Directiva: 

I. Vigilar la correcta administración del Fondo; 

II. Aprobar el programa anual de actividades del Instituto; 

III. Aprobar el Informe de Labores Anual que presente el Director General del Instituto; 

IV. Aprobar el Anteproyecto de Presupuesto que emitirá el Instituto a través de la Secretaria; 

V. Aprobar los programas y acciones de fomento a la actividad económica del Sector que realizará el Instituto, 
y 

VI. Las demás que señale el Reglamento del Instituto. 

Artículo 18. El Director General, de acuerdo con lo que se establezca en el Reglamento del Instituto, podrá 
ejercer su representación legal, y además tendrá las siguientes facultades: 

I. Elaborar el programa anual de actividades del Instituto; 

II. Elaborar, proponer y someter a consideración de la Junta Directiva, para su aprobación, los programas y 
acciones de fomento a la actividad económica del Sector; 

III. Designar a los servidores públicos en las dos jerarquías inferiores a sí mismo, considerando para tales 
funciones a quienes tengan amplia experiencia y conocimiento en temas relacionados con los Organismos del 
Sector; 

IV. Presentar a la Junta Directiva el anteproyecto de presupuesto del Instituto para el ejercicio fiscal 
correspondiente; 

V. Presentar un informe anual de actividades, y 
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VI. Las demás que señale el Reglamento del Instituto. 

Artículo 19.El Instituto podrá establecer delegaciones regionales, las que en su caso atenderán a los 
Organismos del Sector de las distintas regiones geoeconómicas. 

Los titulares de las delegaciones serán designados por el Director General del Instituto y tendrán las 
atribuciones que determine el Estatuto Orgánico del mismo. 

Artículo 20. Las relaciones laborales entre el Instituto y sus trabajadores, se regirán por la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado, reglamentaria del apartado “B” del artículo 123 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 

CAPÍTULO II 

DEL CONGRESO Y CONSEJO NACIONAL 

Artículo 21.El Congreso Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía es el máximo órgano 
de representación del Sector, y estará conformado de acuerdo a los siguientes criterios y su propio 
reglamento interno: 

I. Dos congresistas de cada uno de los Organismos del Sector de segundo, tercer y cuarto grado, que estén 
dentro del Registro Nacional. 

II. Cien congresistas electos en asambleas regionales, convocadas y desarrolladas por el Instituto, con base a 
las distintas regiones geoeconómicas que establezca el Instituto con base a sus atribuciones; así como los 
respectivos Organismos de Integración registrados. 

Artículo 22. Son funciones del Congreso Nacional: 

I. Fomentar y difundir los principios, valores y fines del Sector; 

II. Promover la integración de los componentes del Sector; 

III. Emitir de manera conjunta y/o con la anuencia de los Organismos de Integración que, conforme al asunto, 
deban conocer del tema, posicionamientos con respecto a las problemáticas que afecten al Sector; 

IV. Aprobar sus propios estatutos y reglamentos internos; 

V. Elegir a través de su pleno y en apego a su reglamento interno, a los representantes propietarios y 
suplentes, ante el Instituto, así como a los consejeros del Consejo Nacional, y 

VI. Las demás que establezca su reglamento interno, que no contravengan las disposiciones de esta Ley. 

Artículo 23. El Congreso Nacional se convocará cada tres años de manera ordinaria, pudiendo realizarse 
convocatoria extraordinaria cuando exista acuerdo de dos terceras partes de los miembros de la Junta 
Directiva del Consejo Nacional. 

Artículo 24. El Consejo Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía es un órgano operativo 
y de coordinación del Congreso Nacional y desarrollará las actividades de apoyo al Sector. 

Artículo 25. Son funciones y atribuciones del Consejo Nacional: 

I. Convocar las sesiones del Congreso Nacional; 



16 
 

II. Servir como Organismo de coordinación, discusión y exposición de todos los asuntos de interés para el 
Sector, debiendo para ello tomar en cuenta la opinión de aquellos Organismos de Integración que, conforme a 
su actividad, les corresponda conocer de dichos asuntos; 

III. Apoyar en la gestoría a favor de los Organismos del Sector en trámites ante cualquier instancia pública o 
privada; 

IV. Brindar en coordinación con el Instituto y las dependencias correspondientes de la Administración Pública 
Federal, de los tres órdenes de gobierno, capacitación y asesoría a los Organismos del Sector en actividades 
agrícolas, ganaderas, silvícola, pecuarias, pesqueras y las demás de explotación y aprovechamiento de 
recursos naturales, así como para la transformación y comercialización de productos; 

V. Participar en la elaboración, consecución y verificación del Plan Nacional de Desarrollo, en términos de lo 
dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a las actividades económicas que 
desarrollen los Organismos de Sector; 

VI. Promover la creación de Organismos de integración, considerando los lineamientos que señalen las leyes 
respectivas; 

VII. Promover y apoyar la creación de Organismos del Sector que se constituyan y operen conforme a las 
Leyes que regulan sus materias especificas, para la prestación de servicios financieros al mismo Sector; y 

VIII. Las demás que establezca su reglamento interno, que no contravengan las disposiciones de esta Ley. 

Artículo 26.El Consejo Nacional será conformado por 15 Consejeros electos por un periodo de tres años por 
el pleno del Congreso Nacional, los cuales no podrán ser reelectos para el periodo inmediato y estando 
impedidos para ser representantes ante el Instituto al mismo tiempo de su encargo en el Consejo Nacional. 

Artículo 27. El Consejo Nacional tendrá la estructura organizativa más conveniente para el cumplimiento de 
sus objetivos, pero deberá contar, al menos, con los siguientes órganos: 

I. Junta Directiva; 

II. Órgano de Vigilancia, y 

III. Área especializada en educación y capacitación en economía social de acuerdo a lo que establezca su 
reglamento interno. 

Artículo 28.La Junta Directiva será el órgano responsable de la dirección y coordinación de las actividades 
del Consejo Nacional, así como de su representante legal. 

Se conformará como lo establezca el reglamento interno del Consejo Nacional y entre sus atribuciones 
estarán: 

I. Designar al Secretario Ejecutivo; 

II. Nombrar a sus representantes ante el Registro Nacional; 

III. Ejecutar sus acuerdos y decisiones; 

IV. Elaborar el presupuesto y los programas de trabajo; y 

V. Presentar al Congreso Nacional los estados financieros y los informes de su actuación para su aprobación. 

Artículo 29.El Órgano de Vigilancia tendrá las atribuciones de fiscalizar la adecuada administración de los 
recursos patrimoniales del Consejo. 
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Artículo 30.El Congreso Nacional y el Consejo Nacional se financiarán con las aportaciones económicas de 
los Organismos de Integración y de las cuotas por los servicios otorgados a los Organismos del Sector. 

Además, estos órganos podrán recibir donaciones, subsidios, herencias, legados y recursos análogos que 
reciban de personas físicas y morales, públicas o privadas, nacionales o internacionales destinados a 
incrementar su patrimonio. 

CAPÍTULO III 

DE LOS ORGANISMOS DE INTEGRACIÓN 

Artículo 31. Los Organismos del Sector podrán asociarse entre sí para el mejor cumplimiento de sus fines, en 
Organismos de Integración de segundo, tercer o cuarto grado. 

Aquellos de índole económico no necesariamente serán especializados en determinado ramo o actividad 
económica. 

Los requisitos y procedimientos para constituir Organismos de Integración de cualquier grado serán los 
establecidos por las leyes específicas que corresponda a cada una de las formas asociativas de los 
Organismos del Sector y en las leyes de materia civil aplicables. 

Artículo 32. Los Organismos de Integración de segundo grado podrán agruparse en Organismos de tercer 
grado y cuarto grado, de índole nacional o sectorial, con el propósito de orientar procesos de desarrollo del 
movimiento y unificar acciones de defensa y representación nacional o internacional. 

Artículo 33. Los Organismos de Integración de tercer grado y cuarto grado deberán precisar claramente en 
sus estatutos su jurisdicción, así como los sectores económicos o las formas asociativas o solidarias que 
representan. 

Artículo 34.Los Organismos de Integración ejercerán de pleno derecho la representación y defensa de los 
derechos e intereses de sus Asociados y de la rama de la actividad económica en que actúan, así como de 
los beneficios y preferencias que concede esta y demás leyes específicas a los Organismos del Sector. 

Podrán prestar u obtener en común servicios profesionales y técnicos de asesoría, apoyo financiero, 
asistencia técnica, educación, capacitación e investigación científica y tecnológica. 

Artículo 35. Los Organismos de Integración de segundo, tercer y cuarto grado deberán inscribirse en el 
Registro, a fin de que le sea reconocida su representatividad. 

CAPÍTULO IV 

DEL REGISTRO 

Artículo 36. El Registro Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía, es el instrumento 
público encargado de la sistematización de la información y registro de los Organismos del Sector. 

Artículo 37. Los Organismos del Sector si desean acogerse a los beneficios y prerrogativas de la presente 
Ley, además de constituirse y realizar su registro conforme lo establezcan las leyes especificas que los 
regulan según su naturaleza, podrán solicitar su inscripción ante el Registro, conforme a las disposiciones 
marcadas en el Reglamento del mismo. 

Artículo 38. El Registro dependerá del Instituto de conformidad con su reglamento y será el encargado de 
llevar las inscripciones de los Organismos del Sector legalmente constituidos. 

La Secretaría de Economía, a través del Instituto constituirá el Registro Nacional de los Organismos del 
Sector Social de la Economía, conformado por los asientos registrales siguientes: 
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I. La denominación social; 

II. El domicilio social, y 

III. Los Estatutos Sociales. 

La información del Registro se integrara de manera económica, electrónica y simplificada; siendo el Instituto 
responsable de su elaboración, resguardo y actualización; pudiendo complementarse para reducir costos, con 
la información que la Secretaría de Relaciones Exteriores; el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, el 
Registro Público del Comercio, así como las demás dependencias públicas que cuenten con información 
relativa a los organismos del sector, en estricto apego a sus atribuciones conferidas por su legislación 
específica le proporcione, para la integración del mismo. 

Artículo 39. El Registro será público, por lo que cualquier ciudadano podrá solicitar información, en 
cumplimiento con lo establecido en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental. 

Artículo 40. El Instituto publicará anualmente un compendio de información básica sobre los Organismos del 
Sector registrados, así como su capacidad y cobertura de servicios. 

TÍTULO III 

DE LOS ORGANISMOS DEL SECTOR 

CAPÍTULO I 

DEL FUNCIONAMIENTO DE LOS ORGANISMOS DEL SECTOR 

Artículo 41. Se reconocerá el carácter de Organismo del Sector a todas aquellas organizaciones que hayan 
cumplido con los ordenamientos de la ley respectiva según su naturaleza para su constitución y registro, y 
además reúnan los siguientes requisitos: 

I. Contemplar en sus Estatutos, la aceptación y respeto de los principios, valores y prácticas enunciados en 
los artículos 9o., 10 y 11 de la presente Ley; 

II. Estar considerado en alguna de las categorías del catalogo de Organismos del Sector, elaborado por el 
Instituto; y 

III. Estar inscrito en el Registro en los términos de la presente Ley y del reglamento respectivo. 

Artículo 42.Los Organismos del Sector; siempre que la legislación específica en la materia de la actividad 
económica que desarrollen, su objeto social y su naturaleza legal se los permita, podrán desarrollar las 
siguientes actividades económicas: 

I. Producción, prestación y comercialización de bienes y servicios; 

II. Explotación de bienes propiedad de la nación, así como prestación de servicios públicos, siempre y cuando 
obtengan los permisos o concesiones respectivos; 

III. De educación, salud, gremiales, deportivas, recreacionales, culturales y sociales en beneficio de los socios 
y la comunidad; 

IV. De servicios financieros de seguros, crédito, ahorro y préstamo; y 

V. Todas las actividades económicas relacionadas con la producción, distribución y consumo de bienes y 
servicios socialmente necesarios. 
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VI. En el caso de las actividades de ahorro y préstamo a que se refiriere la fracción IV de este artículo, deberá 
observarse y dar estricto cumplimento a lo establecido en el artículo 103 de la Ley de Instituciones de Crédito. 
En cuanto a los servicios de seguro deberá obtenerse las autorizaciones o registros previstos en la ley de la 
materia. 

VII. Los Organismos del Sector les estará prohibido realizar actividades de proselitismo partidista y político-
electoral. 

Artículo 43. Los Organismos del Sector adoptarán la estructura interna que señale la legislación específica de 
cada una de las formas asociativas y sus propios estatutos, y que más se adecue a sus necesidades, 
debiendo contar al menos con los siguientes: 

I. Un Órgano de Dirección, Asamblea General, u otra figura similar; 

II. Un Órgano o Consejo de Administración, Comisario, Gerente, Director General, o figura similar, y 

III. Un Órgano o Consejo de Vigilancia y Control Interno; 

Los miembros de los Órganos encargados de la administración, la vigilancia y el control interno serán 
designados y podrán ser removidos por decisión de la mayoría del Órgano de Dirección o Asamblea General, 
de conformidad con sus propios estatutos. 

CAPÍTULO II 

DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS ORGANISMOS DEL SECTOR 

Artículo 44.Sin perjuicio de los derechos y prerrogativas que establecen las leyes relativas a las distintas 
formas asociativas, se reconocen a los Organismos del Sector los siguientes derechos: 

I. Ser sujetos de fomento y apoyo a sus actividades económicas por parte del Estado; 

II. Gozar de autonomía en cuanto a su régimen interno; 

III. Constituir sus órganos representativos; 

IV. Realizar observaciones y propuestas al Instituto en relación con las políticas, programas y acciones de 
fomento y apoyo de sus actividades; 

V. Solicitar y recibir información sobre el estado que guarden las gestiones que hubieren realizado ante las 
dependencias del gobierno; 

VI. Recibir asesoría, asistencia técnica y capacitación por parte de las autoridades competentes de acuerdo a 
la presente Ley; 

VII. Celebrar contratos, actos, operaciones y acuerdos entre sí o con empresas del sector privado y con el 
sector público, siempre que fueren necesarios o convenientes a sus fines y objeto social, y 

VIII. Los organismos del sector de segundo, tercer y cuarto grado podrán elegir a los congresistas que 
participaran en el Congreso Nacional. 

Artículo 45. Los Organismos del Sector tendrán las siguientes obligaciones: 

I. Cumplir y hacer cumplir los principios, valores y prácticas consagrados en la presente Ley; 
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II. Constituir Fondos y reservas colectivos e irrepartibles destinados a cubrir pérdidas eventuales y a financiar 
servicios sociales en beneficio de sus Asociados y de la comunidad, con porcentajes de los excedentes o 
beneficios percibidos en sus actividades económicas. 

En todo caso los Fondos mínimos obligatorios serán de reserva, de previsión social y de educación en 
economía social. Los reglamentos internos definirán los porcentajes, reglas de operación y montos requeridos, 
y sin detrimento de otros fondos que establezcan las leyes específicas; 

III. Utilizar los beneficios que consagra la presente Ley para los fines con que fueron autorizados; 

IV. Conservar la documentación que demuestre el otorgamiento y uso de apoyos y estímulos públicos 
otorgados con fines de fomento; 

V. Informar al Instituto anualmente o en los casos que les sea requerido, sobre el ejercicio de los apoyos y 
estímulos públicos otorgados con fines de fomento; 

VI. Proporcionar la información que les sea requerida por el Instituto y demás autoridades competentes sobre 
sus fines, estatutos, programas, actividades, beneficiarios, patrimonio, operación administrativa y financiera, 
estados financieros y uso de los apoyos y estímulos públicos que reciban; 

VII. Cumplir en tiempo y forma con las normas de las recuperaciones financieras establecidas por el Instituto; 

VIII. Acatar las disposiciones, recomendaciones y sanciones administrativas que emita o disponga el Instituto 
y demás autoridades competentes; 

IX. Los Organismos del Sector deberán fomentar y difundir los principios, valores y prácticas de la economía 
social, formular y promover la implementación, en coordinación con las autoridades competentes, de 
estrategias, planes y programas que impulsen el desarrollo del Sector, así como ejercer cualquier actividad 
lícita en beneficio de sus Asociados y la comunidad; 

X. Los Organismos del Sector realizarán programas de planeación estratégica para su desarrollo progresivo, 
elaborarán informes sobre servicios y beneficios económicos, educativos y sociales prestados en su ejercicio 
a sus Asociados y a la comunidad. 

XI. Promover la profesionalización y capacitación de sus Asociados; 

XII. Actuar con criterios de imparcialidad y no discriminación en la determinación de beneficiarios; 

XIII. Cumplir con las obligaciones derivadas de los convenios suscritos con el Instituto; 

XIV. Informar a sus Asociados a través de su Asamblea General u Órgano de Dirección sobre los servicios y 
beneficios económicos, educativos y sociales prestados en el respectivo ejercicio, así como de sus estados 
financieros; 

XV. Inscribirse al Registro, así como notificar al mismo de las modificaciones a su acta constitutiva, así como 
los cambios en sus órganos de dirección, administración y vigilancia en un plazo no mayor a cuarenta y cinco 
días hábiles contados a partir de la modificación respectiva; 

XVI. En caso de disolución, transmitir los bienes que haya adquirido con apoyos y estímulos públicos, a otra u 
otros Organismos del Sector que realicen actividades objeto de fomento y que estén inscritas en el Registro. 
El Organismo del Sector que se disuelva tendrá la facultad de elegir a quién transmitirá dichos bienes; 

XVII. Contribuir al desarrollo socioeconómico nacional; 

XVIII. Las demás que señale la presente Ley y leyes aplicables. 
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CAPÍTULO III 

DEL FOMENTO Y FINANCIAMIENTO DE LOS ORGANISMOS DEL SECTOR 

Artículo 46. La Secretaría creará el Fondo de Fomento a la Economía Social, cuyo objeto será atender 
iniciativas productivas del Sector mediante el apoyo a proyectos productivos, la constitución, desarrollo, 
consolidación y expansión de Organismos del Sector y la participación en esquemas de financiamiento social. 

El capital del Fondo se constituirá con recursos públicos asignados en el Presupuesto de Egresos de la 
Federación. 

La naturaleza del Fondo, su organización y funcionamiento se regirá por el Reglamento de la presente Ley y 
las Reglas de Operación del Fondo que al efecto dicte la Secretaría. 

Artículo 47.Los Organismos del Sector no podrán recibir los apoyos y estímulos públicos previstos en esta 
Ley cuando incurran en alguno de los siguientes supuestos: 

I. Exista entre sus administradores o representantes y los servidores públicos encargados de otorgar o 
autorizar los apoyos y estímulos públicos; relaciones de interés o parentesco por consanguinidad o afinidad 
hasta en cuarto grado, o sean cónyuges, y 

II. Contraten con recursos públicos a personas con nexos de parentesco con los directivos de la organización, 
ya sea por consanguinidad o afinidad hasta en cuarto grado. 

Artículo 48. Los Organismos del Sector que con fines de fomento reciban apoyos y estímulos públicos, 
deberán sujetarse a las disposiciones jurídicas y administrativas aplicables en la materia. Además, deberán 
llevar a cabo sus operaciones conforme a las disposiciones fiscales vigentes en el territorio nacional. 

Artículo 49. Cuando las empresas de participación estatal se encuentren en proceso de desincorporación, las 
autoridades competentes deberán tomar en cuenta a los trabajadores, a través de las organizaciones o 
empresas del sector ya existentes o las que sean constituidas para tal efecto, para ser considerados en la 
transferencia de los bienes de estas. 

Tratándose de empresas de participación estatal, se estará a lo dispuesto por la Ley Federal de Entidades 
Paraestatales, la Ley General de Enajenación de Bienes del Sector Público y a las demás disposiciones 
legales que le resulten aplicables. 

Artículo 50. En los casos en los cuales las empresas de carácter privado presenten conflictos obrero-
patronales calificados como irreconciliables, las autoridades competentes deberán tomar en cuenta a los 
trabajadores, a través de las organizaciones o empresas del sector ya existentes o las que sean constituidas 
para tal efecto, para ser considerados en la transferencia de los bienes de la empresa en cuestión, a fin de 
que dichas empresas continúen operando con eficiencia y rentabilidad. 

Lo anterior, de conformidad y con absoluto respeto a lo que dispongan las leyes laborales y mercantiles en la 
materia. 

Artículo 51. A fin de dar cumplimento a las disposiciones previstas por los artículos 49 y 50, el Instituto, 
conforme a sus facultades, brindará asesoría, capacitación y financiamiento de acuerdo a sus posibilidades 
presupuestarias. 

CAPÍTULO IV 

DE LA EVALUACIÓN DE LA POLÍTICA DE ECONOMÍA SOCIAL Y DEL DESEMPEÑO DE SUS 
ORGANISMOS DEL SECTOR 
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Artículo 52. La evaluación periódica del cumplimiento de las políticas públicas de fomento y apoyo a los 
Organismos del Sector estará a cargo del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, 
conforme a la Ley General de Desarrollo Social. 

Artículo 53. Para la evaluación se deberán incluir los indicadores de resultados, de gestión y servicios para 
medir su cobertura e impacto. 

Artículo 54. El proceso de evaluación de la Política de Economía Social, se realizará cada tres años. 

Artículo 55. Los resultados de las evaluaciones, serán entregados a la Secretaría de Economía, al Instituto, al 
Consejo Nacional, a la Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social de la Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión, a la Comisión de Fomento Económico de la Cámara de Senadores y puestos a la 
disposición del público en general a través de las páginas Web de esas instancias. 

Artículo 56. De acuerdo con los resultados de las evaluaciones, el Instituto podrá emitir las sugerencias y 
recomendaciones que considere pertinentes al Ejecutivo Federal y hacerlas del conocimiento público. 

CAPÍTULO V 

SANCIONES 

Artículo 57. Los Organismos del Sector perderán sus beneficios cuando incumplan reiteradamente sus 
principios y prácticas generales y violen sistemáticamente las disposiciones de la presente Ley. 

Artículo 58. El Instituto podrá acordar sanciones administrativas, en los términos previstos por el Reglamento 
que al efecto expida la Secretaria, a los Organismos y sus administradores que simulando estar constituidos 
como Organismos del Sector gocen o pretendan gozar de los beneficios y prerrogativas de esta Ley. 

Transitorios 

Primero.La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo.La convocatoria y asuntos relativos a la celebración de las asambleas regionales de los Organismos 
del Sector, será efectuada por la Secretaría a través de sus delegaciones estatales en un plazo no mayor de 
seis meses después de la publicación de la presente Ley en el Diario Oficial de la Federación. Una vez 
realizadas las asambleas regionales, la Secretaría deberá convocar a la Instalación del Congreso Nacional. 

El Congreso Nacional Constituyente deberá elegir tan pronto como se instituya, a sus Representantes 
permanentes ante la Junta Directiva del Instituto, así como elaborar su plan de trabajo y su reglamento interno 
en un plazo no mayor a seis meses después de haber quedado legalmente constituido. 

El Congreso Nacional Constituyente tendrá treinta y seis meses a partir del momento de su constitución para 
convocar a la constitución y la elección democrática del Consejo Nacional. 

Tercero.El Instituto deberá quedar constituido, instalado y reglamentado en un plazo no mayor a ciento 
ochenta días naturales posteriores a la entrada en vigor de la presente Ley, asumiendo las funciones e 
integrándose con los recursos financieros, materiales y humanos que actualmente están asignados a la 
Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de Solidaridad. 

El personal que, en virtud de esta Ley pase de la Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para 
las Empresas de Solidaridad al Instituto, de ninguna forma resultará afectado en las prerrogativas y derechos 
laborales que hayan adquirido conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley 
en la materia aplicable. 
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Los asuntos que a la entrada en vigor de la presente Ley se encuentren pendientes de trámite por parte de la 
Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de Solidaridad seguirán a cargo 
del Instituto hasta su total conclusión. 

En tanto se modifique el Reglamento Interior de la Secretaria de Economía para la reglamentación del 
Instituto, se continuará aplicando el Reglamento vigente y Acuerdo que regula la organización y 
funcionamiento interno de la Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de 
Solidaridad, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de marzo de 2008, en lo que no se oponga a 
esta Ley; y, en lo no previsto, se estará a lo que resuelva la Junta Directiva. 

Las facultades, funciones y atribuciones que desempeña actualmente la Coordinación General del Programa 
Nacional de Apoyo para las Empresas de Solidaridad, deberán ser concedidas íntegramente al Instituto y 
reconocidas por el Reglamento Interior de la Secretaria de Economía, así como en todas las disposiciones 
legales que al efecto se emitan o modifiquen. 

Cuarto. Las normas que regulen al Registro y al Fondo, respectivamente, deberán ser expedidas por la 
Secretaria en un plazo no mayor a ciento ochenta días naturales, posteriores a la fecha de su instalación. 

Quinto. En tanto no se expidan las disposiciones correspondientes, continuarán aplicándose, en lo que no se 
opongan a esta Ley, las disposiciones reglamentarias y administrativas vigentes a la fecha de entrada en vigor 
de la presente Ley. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, en el mes de octubre de 2011. 

La Comisión de Economía, diputados:Ildefonso Guajardo Villarreal (rúbrica), presidente; Alejandro Cano 
Ricaud, Jorge Alberto Juraidini Rumilla, Narcedalia Ramírez Pineda (rúbrica), Melchor Sánchez de la Fuente, 
José Luis Velasco Lino (rúbrica), Leoncio Alfonso Morán Sánchez (rúbrica), María Antonieta Pérez Reyes 
(rúbrica), Norma Sánchez Romero (rúbrica), Indira Vizcaíno Silva, Rodrigo Pérez-Alonso González (rúbrica), 
Jorge Antonio Kahwagi Macari, secretarios; Manuel Ignacio Acosta Gutiérrez, José Antonio Arámbula López 
(rúbrica), Raúl Gerardo Cuadra García (rúbrica), Pavel Díaz Juárez (rúbrica), Sergio Gama Dufour (rúbrica), 
Jorge Hernández Hernández, Susana Hurtado Vallejo (rúbrica), Ramón Jiménez López (rúbrica), Vidal 
Llerenas Morales, Ifigenia Martha Martínez y Hernández (rúbrica), Luis Enrique Mercado Sánchez (rúbrica), 
María Florentina Ocegueda Silva (rúbrica), David Penchyna Grub, Enrique Salomón Rosas Ramírez, 
Guillermo Raúl Ruiz de Teresa (rúbrica), David Ricardo Sánchez Guevara (rúbrica), Víctor Roberto Silva 
Chacón (rúbrica). 

La Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social, diputados:Luis Felipe Eguía Pérez (rúbrica), 
presidente; José Manuel Agüero Tovar (rúbrica), Margarita Gallegos Soto (rúbrica), Mirna Lucrecia Camacho 
Pedrero (rúbrica), Adolfo Rojo Montoya (rúbrica), Emilio Serrano Jiménez (rúbrica), secretarios; Manuel 
Humberto Cota Jiménez, Jaime Flores Castañeda (rúbrica), Teófilo Manuel García Corpus (rúbrica), Delia 
Guerrero Coronado (rúbrica), Juan Pablo Jiménez Concha (rúbrica), Israel Reyes Ledesma Magaña, Héctor 
Pedroza Jiménez, Sergio Lorenzo Quiroz Cruz (rúbrica), Roberto Rebollo Vivero (rúbrica), Luis Félix 
Rodríguez Sosa, José Gerardo de los Cobos Silva (rúbrica), Leandro Rafael García Bringas, Ruth Esperanza 
Lugo Martínez (rúbrica), Miguel Martínez Peñaloza (rúbrica), Silvia Fernández Martínez (rúbrica), Rodolfo Lara 
Lagunas (rúbrica), Jorge Herrera Martínez (rúbrica), Ricardo Urzúa Rivera, Gloria Romero León (rúbrica).» 

«Opinión de impacto presupuestario que emite la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, a la minuta con 
proyecto de decreto que expide la Ley General de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo 
Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector 
social de la economía, enviada por la Cámara de Senadores 

Comisiones de Economía, Fomento Cooperativo y Economía Social:  

A la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados, le fue 
turnada para su opinión la minuta con proyecto de decreto que expide la Ley General de la Economía Social y 
Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en lo referente al sector social de la Economía. 
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Esta Comisión, con fundamento en los artículos 39, numerales 1 y 2, fracción XXVIII; 45, numeral 6, incisos 
e), f) y g) y 49, numeral 3, de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; así 
como con base en los artículos 18, párrafo tercero de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria; y los artículos 67, fracción II y 69 del Reglamento de la Cámara de Diputados, se abocó al 
estudio y análisis de la iniciativa anteriormente descrita al tenor de los siguientes: 

Antecedentes 

1. El 27 de abril de 2011, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados de la LXI Legislatura, remitió la minuta 
con proyecto de decreto que expide la Ley General de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del 
Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al 
sector social de la Economía. 

II. En esa misma fecha el Presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados turnó dicha iniciativa a 
las Comisiones de Economía, y de Fomento Cooperativo y Economía Social, con opinión de la Comisión de 
Presupuesto y Cuenta Pública, para efectos de su estudio y dictamen correspondientes. 

Contenido de la Iniciativa 

El objetivo de la iniciativa materia de la presente opinión consiste en establecer mecanismos para facilitar la 
organización y la expansión de la actividad económica del sector social de la economía y la responsabilidad 
del fomento e impulso por parte del Estado y definir las reglas de organización, promoción, fomento y 
fortalecimiento del Sector Social de la Economía, como un sistema eficaz que contribuya al desarrollo social y 
económico del país, a la generación de fuentes de trabajo digno, al fortalecimiento de la democracia, a la 
equitativa distribución del ingreso y a la mayor generación de patrimonio social. El Sector Social de la 
Economía estará integrado por los siguientes formas de organización social: ejidos; comunidades; 
organizaciones de trabajadores; sociedades cooperativas; empresas que pertenezcan mayoritaria o 
exclusivamente a los trabajadores; y en general, de todas las formas de organización social para la 
producción, distribución y consumo de bienes y servicios socialmente necesarios. De manera adicional, se 
crea el Instituto Nacional de la Economía Social como un organismo administrativo desconcentrado adscrito a 
la Secretaría de Economía, el cual contará con autonomía técnica, operativa y de gestión en los términos 
establecidos en esta Ley. Tendrá como objeto definir e instrumentar políticas públicas de fomento al sector 
social de la economía, con el fin de fortalecer y consolidar al sector como uno de los pilares de desarrollo 
económico del país, a través de la participación, capacitación, investigación, difusión y apoyo a proyectos 
productivos del sector. 

Consideraciones 

Para la elaboración de la presente opinión, con fundamento en el tercer párrafo del artículo 18 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y en el numeral 3 del artículo 49 de la Ley Orgánica 
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se solicitó al Centro de Estudios de las Finanzas 
Públicas, mediante oficio de fecha 28 de abril de 2011, la valoración del impacto presupuestario de la minuta 
con proyecto de decreto que expide la Ley General de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del 
Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al 
sector social de la economía, misma que esta Comisión recibió el 15 de junio de 2011, por dicho Centro, y que 
sirve de base para este documento. 

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con fundamento en la valoración de impacto presupuestario 
emitida por el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, y derivado del análisis realizado a la iniciativa, 
observa que la citada minuta no tiene impacto presupuestario, ya que la constitución del Instituto y del 
Fondo no implicarían el ejercicio de recursos adicionales a los previstos en el Presupuesto de Egresos de la 
Federación, toda vez que el primero, de conformidad con el artículo Tercero Transitorio del proyecto de ley, 
asumirían las funciones y se integrarían con los recursos financieros, materiales y humanos que actualmente 
están asignados a la Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de 
Solidaridad (Fonaes) de la Secretaría de Economía, incluyendo los recursos del fondo que dicha institución 
maneja. Por lo que la infraestructura institucional actual, así como los recursos del Fondo Nacional de Apoyo 
para las Empresas de Solidaridad, serían suficientes para su instrumentación y no se requiere la creación de 
ninguna otra estructura orgánico administrativa para su operación. 
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Por lo que refiere al Consejo Nacional, éste se financiará con las aportaciones económicas de los Organismos 
de Integración y de las cuotas por los servicios otorgados a los Organismos del Sector, de acuerdo con el 
artículo 30 del proyecto de ley. 

Por lo tanto, la citada minuta no implicaría impacto presupuestario alguno. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública emite la siguiente 

Opinión 

Primero. La minuta con proyecto de decreto que expide la Ley General de la Economía Social y Solidaria, 
Reglamentaria del Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en lo referente al sector social de la economía, no implica impacto presupuestario. 

Segundo. La presente opinión se formula solamente en la materia de la competencia de esta Comisión. 

Tercero. Remítase la presente opinión a las Comisiones de Economía, Fomento Cooperativo y Economía 
Social, para los efectos legales a que haya lugar. 

Cuarto. Por oficio, comuníquese la presente opinión a la Mesa Directiva de esta Cámara de Diputados para 
su conocimiento. 

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, diputados:Jesús Alfonso Navarrete Prida (rúbrica), 
presidente; Baltazar Manuel Hinojosa Ochoa (rúbrica), Felipe Enríquez Hernández (rúbrica), Jesús Alberto 
Cano Vélez (rúbrica), Juan Carlos Lastiri Quirós (rúbrica), Rolando Rodrigo Zapata Bello, Julio Castellanos 
Ramírez, Alfredo Javier Rodríguez Dávila, Sergio Gutiérrez Villanueva, Vidal Llerenas Morales (rúbrica), María 
del Rosario Brindis Álvarez, Pedro Vázquez González (rúbrica), Jorge Antonio Kahwagi Macari, Pedro 
Jiménez León (rúbrica), secretarios; Cruz López Aguilar, David Penchyna Grub, Georgina Trujillo Zentella 
(rúbrica), Héctor Pablo Ramírez Puga Leyva, Silvio Lagos Galindo (rúbrica), Claudia Ruiz Massieu Salinas 
(rúbrica), Manuel Guillermo Márquez Lizalde (rúbrica), María Esther Sherman Leaño (rúbrica), Óscar 
Guillermo Levín Coppel (rúbrica), Óscar Javier Lara Aréchiga, Roberto Albores Gleason, Sebastián Lerdo de 
Tejada Covarrubias (rúbrica), Noé Fernando Garza Flores (rúbrica), Agustín Torres Ibarrola (rúbrica), Gabriela 
Cuevas Barron (rúbrica), Enrique Octavio Trejo Azuara (rúbrica), Felipe de Jesús Rangel Vargas (rúbrica), 
Francisco Javier Orduño Valdez (rúbrica), J. Guadalupe Vera Hernández (rúbrica), Marcos Pérez Esquer 
(rúbrica), Mario Alberto Becerra Pocoroba (rúbrica), Ovidio Cortazar Ramos (rúbrica), Rigoberto Salgado 
Vázquez, Ángel Aguirre Herrera (rúbrica), Claudia Anaya Mota (rúbrica), Emiliano Velázquez Esquivel 
(rúbrica), Juanita Arcelia Cruz Cruz (rúbrica), Rafael Pacchiano Alamán (rúbrica).» 
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10 y 23-11-2011 
Cámara de Diputados. 
DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Economía, y de Fomento Cooperativo y Economía Social, con 
proyecto de decreto que expide la Ley General de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo 
Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector 
social de la economía. 
Aprobado en lo general y en lo particular de los artículos no reservados, por 238 votos en pro, 22 en contra y 
10 abstenciones. 
Se turnó al Ejecutivo Federal para sus efectos constitucionales. 
Diario de los Debates, 10 de noviembre de 2011. 
Discusión y votación, 10 y 23 de noviembre de 2011. 
 
 
 
DISCUSIÓN DEL DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE ECONOMÍA, Y DE FOMENTO 
COOPERATIVO Y ECONOMÍA SOCIAL, CON PROYECTO DE DECRETO QUE EXPIDE LA LEY GENERAL 
DE LA ECONOMÍA SOCIAL Y SOLIDARIA, REGLAMENTARIA DEL PÁRRAFO SÉPTIMO DEL ARTÍCULO 
25 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN LO REFERENTE AL 
SECTOR SOCIAL DE LA ECONOMÍA 
 
 

Sesión del 10 de noviembre de 2011 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El siguiente punto del orden del día es la discusión del 
dictamen con proyecto de decreto que expide la Ley General de la Economía Social y Solidaria, 
Reglamentaria del párrafo séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado 
Ildefonso Guajardo Villarreal para fundamentar el dictamen, de conformidad con el artículo 104, numeral 1, 
fracción II del Reglamento. 

El diputado Ildefonso Guajardo Villarreal: Con su permiso, señor presidente. Compañeras y compañeros 
diputados. Nuestra Carta Magna consagra en su artículo 25 la rectoría del Estado en el desarrollo nacional y 
el carácter mixto, integrada por tres sectores fundamentales: el sector público, el sector privado y el sector 
social. 

Asimismo, establece expresamente que al desarrollo económico nacional concurrirán con responsabilidad 
social los tres sectores para fomentar el impulso a la economía del país. El mismo dispositivo constitucional 
mandata que la ley establecerá los mecanismos que faciliten la organización y la expansión de la actividad 
económica de dicho sector. 

Debe mencionarse que el sector social se encuentra conformado por diversas formas asociativas, el mismo 
artículo 25 de la Constitución enuncia, entre otras: a los ejidos, a las cooperativas, a las empresas 
conformadas mayoritaria o totalmente por trabajadores, y adicionalmente, tipifica todas las formas de 
organización social para la producción, distribución, consumo de bienes y servicios socialmente necesarios 
como dentro de este sector. 

No obstante lo anterior, no existe una ley marco que permita conjuntar las políticas públicas orientadas a 
fomentar al sector social, lo que se ha traducido en que muchos de los esfuerzos en este sentido no logran el 
éxito esperado o no logran maximizar los resultados, anclando a parte importante de este sector de la 
economía a un funcionamiento ineficiente y no adecuado. 

La minuta que hoy votaremos significa un avance histórico; por primera vez se establecen mecanismos e 
instituciones para facilitar la organización y la expansión de la actividad económica del sector social con la 
creación del Instituto Nacional de Economía Social, organismo desconcentrado de la Secretaría de Economía, 
que tendrá como objeto definir e instrumentar políticas públicas de fomento al sector y concentrar todas las 
acciones de la administración pública, de apoyo al mismo, con el fin de fortalecerlo y consolidarlo como uno 
de los pilares del desarrollo económico del país; a través de la participación, la capacitación, la investigación, 
la difusión y el apoyo a proyectos productivos. 
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Asimismo se definen las reglas de organización, fomento y fortalecimiento de este sector, se precisa cuáles 
son las organizaciones que lo integran y se establecen sus fines, principios y valores. 

Compañeras y compañeros diputados, nos encontramos ante la oportunidad de refrendarle al pueblo de 
México y específicamente a quienes integran el sector social de la economía, nuestro compromiso de hacerlos 
partícipes del desarrollo nacional, de hacerlos protagonistas de la expansión económica y hacerlos pilar 
fundamental para el desarrollo y el crecimiento de nuestro país. 

El Congreso mexicano tiene una deuda con el sector social y por ello, con su voto el día de hoy, estaremos 
abonando al compromiso que asumimos cuando fuimos electos representantes de los ciudadanos. 

Gracias, compañeros y compañeras diputados, por el apoyo a esta minuta del Senado de la República; 
gracias, señor presidente. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gracias, señor diputado. 

El diputado Luis Enrique Mercado Sánchez (desde la curul): Presidente. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tiene el uso de la palabra, hasta por cinco minutos para 
fijar la posición del Partido del Trabajo, el diputado Jaime Cárdenas Gracia. Dígame, señor diputado, ¿para 
qué objeto? 

El diputado Luis Enrique Mercado Sánchez (desde la curul): Señor presidente, las diferentes fracciones 
parlamentarias hemos estado platicando sobre esta ley y tenemos algunas dudas que nos gustaría discutir. 

Quisiera solicitarle que nos permitiera diferir la votación y discusión de este dictamen, con el objeto de 
ponernos de acuerdo, tanto con la fracción parlamentaria del PRI, como la del PRD y otras fracciones, para 
aclarar esas dudas sobre este dictamen, señor presidente. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El señor diputado Salazar, vicepresidente de esta Mesa, 
solicitó postergar por tres turnos este dictamen, con el objetivo que usted señala; habiendo transcurrido los 
tres turnos, no puedo obsequiar su petición. Ésta es una ley que habiendo sido suscrita en su dictamen desde 
hace tiempo y por unanimidad, se ha diferido varias veces. 

El diputado Luis Enrique Mercado Sánchez (desde la curul): Presidente. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Adelante, diputado Mercado. 

El diputado Juan José Guerra Abud (desde la curul): Presidente. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Sí, ya lo escuché, diputado Guerra. 

El diputado Luis Enrique Mercado Sánchez (desde la curul): Hemos platicado, tanto con el diputado Martel 
como el diputado Ilich, pero no hemos terminado de aclarar las dudas que tenemos, señor presidente; le pido 
que acceda a la petición para que transite mejor este dictamen, presidente. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El diputado Martel subió a hablar con nosotros; el 
vicepresidente Salazar, con su servidor, para pedir que se votara este dictamen. Se va a votar, diputado. 
Diputado Guerra. 

El diputado Juan José Guerra Abud (desde la curul): Presidente, nosotros no estaríamos de acuerdo con la 
propuesta que hace Acción Nacional, ésta es una minuta que se ha discutido desde hace varios meses, ha 
estado en comisiones; viene unánimemente aprobada por el Senado y por esa razón, esta propuesta que sale 
del Partido Verde, nosotros no estaríamos de acuerdo en diferir su votación. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tiene el uso de la palabra el diputado Cárdenas Gracia. 
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El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gracias, señor presidente. Estoy registrado para presentar 
la posición del grupo; quiero decir que el Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, mayoritariamente 
votará a favor de esta propuesta. 

Ahora voy a exponer mi opinión en torno a esta propuesta; no voy con la mayoría del Grupo Parlamentario del 
Partido del Trabajo, votaré en contra de la misma, con cuatro argumentos; primer argumento, no estoy de 
acuerdo con esta propuesta, porque el artículo 25 de la Constitución establece —en la letra y en su espíritu— 
el equilibrio, la obligación de un equilibrio entre el sector privado, el sector social y el sector público, y a todas 
luces, en México el sector social está totalmente subordinado, limitado, reducido, menoscabado, en relación 
con el sector privado. 

El sector privado domina a la economía de este país, sobre todo a partir de la instauración de los gobiernos 
neoliberales en México; entonces, no puedo acompañar —en lo personal—esta propuesta, por ése 
desequilibrio entre el sector privado y el sector social, en donde la legislación, el marco jurídico, el sistema 
económico y el sistema político están de lado del sector privado, siendo el sector social un remedo, un 
elemento subordinado a esa importancia tan grande del sector privado. 

En tercer lugar, no estoy de acuerdo con la propuesta, porque no hay una construcción en la propuesta de ley 
de un sector social de abajo hacia arriba; toda la propuesta descansa en un esquema centralista, en donde la 
Secretaría de Economía y el Instituto Nacional de Economía Social, órgano desconcentrado que se crea, 
órgano desconcentrado de la Secretaría de Economía, tendrán el control, la vigilancia, la supervisión del 
sector social del país. 

Finalmente, hay un cuarto argumento que me parece muy atendible, tal como está el sector social en México, 
su organización interna, me refiero a los ejidos, me refiero a los sindicatos; me refiero a la organización social 
en México, encontramos que el esquema que se está planteando aquí, no solamente no favorece sino que no 
propone ningún esquema de democracia interna ni en sindicatos ni democracia interna en ejidos ni 
democracia interna en cooperativas. 

Para que este esquema que se propone en la Ley de Economía Solidaria y Economía Social funcionara, es 
imprescindible, es un requisito sine qua non, es un presupuesto necesario la democratización plena del sector 
social; sin democracia social en los sindicatos, sin democracia interna en las cooperativas, sin democracia 
interna en los ejidos, este esquema que propone la ley que estamos discutiendo va a favorecer el 
corporativismo, el fortalecimiento de las estructuras antidemocráticas y corporativas de este país. 

Aquí va a salir beneficiado no el sector social, aquí se va a beneficiar a la CNC, a la CTM y a esos grandes 
sectores corporativos del país; por eso es fundamental dar un impulso en una Ley de Economía Solidaria, a 
los ejidos y a los sindicatos y a las cooperativas, sí, pero con previa democracia interna, con obligaciones 
estrictas de democracia interna en la organización sindical y en la organización ejidal del país, y como no veo 
aquí en este proyecto de ley ningún planteamiento serio respecto a la democracia interna del sector social, no 
lo puedo acompañar. 

Entiendo que hay un paso adelante, que se trata de organizar al sector social del país que hoy está 
desorganizado y eso me parece bien, no tengo inconveniente al respecto, pero es un proyecto centralista y es 
un proyecto que no ve por la democracia interna en sindicatos y en ejidos; por eso votaré en contra. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gracias, señor diputado. Tiene la palabra el diputado 
Víctor Hugo Círigo Vasquez, del Partido Verde Ecologista de México. 

El diputado Víctor Hugo Círigo Vasquez: Con su venia, diputado presidente. Compañeras y compañeros 
diputados, la Ley General de la Economía Social y Solidaria, cuyo dictamen hoy se pone a consideración de 
este pleno, establece mecanismos para facilitar la organización y la expansión de las actividades económicas 
del sector social de la economía y la responsabilidad del fomento e impulso por parte del Estado, definiendo 
las reglas de organización, promoción, fomento y fortalecimiento del sector social como un sistema eficaz que 
contribuya al desarrollo social y económico del país, a la generación de fuentes de trabajo digno, al 
fortalecimiento de la democracia, a la equitativa distribución del ingreso y a la mayor generación de patrimonio 
social. 
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En nuestro país, no obstante que en términos legales hasta hoy, en México, el sector social de la economía 
había estado relegado, en la práctica tiene hondas raíces históricas e incluso culturales que es necesario 
rescatar para complementarlas con las experiencias internacionales y facilitarle los medios que le permitan 
convertirse en un motor adicional al desarrollo económico, que acompañando a los sectores público y privado 
consigan cumplir con la responsabilidad y objetivos planteados en el artículo 25 de nuestra ley fundamental. 

Con la Ley General de la Economía Social y Solidaria, se crea un entramado institucional de fomento al sector 
al constituirse el Instituto Nacional de Economía Social, el cual orientará su objetivo hacia el impulso de 
patrimonio social y nuevos organismos del sector, buscando mantener una amplia calidad en sus procesos, 
así como seguir con su actual funcionamiento basado en la eficiencia, eficacia y economía en el manejo de los 
recursos. 

Es importante también la participación de los organismos del sector en la construcción de su agenda de 
desarrollo, mediante la creación de un consejo que esté presente en la toma de decisiones de las políticas 
públicas correspondientes, con el fin de retroalimentar el proceso de gestión pública y obtener mejores 
resultados debido a la intervención de los beneficiarios de la política de fomento. 

Vale la pena destacar el proceso de evaluación y control, donde se procura que exista una eficaz vigilancia en 
la aplicación del presupuesto público y el seguimiento constante a la consecución de las metas físicas y 
programáticas establecidas, tanto por los organismos internos como por otros ya existentes en la actual 
configuración institucional gubernamental. 

En la configuración de la ley —que hoy está a consideración de esta asamblea— han participado actores de 
primer orden dentro del sector de la economía social y solidaria, académicos, especialistas, integrantes de la 
administración pública federal y desde luego, la diversidad de propuestas y opiniones de legisladores, tanto en 
la Cámara de Senadores como en esta Cámara. 

Concluyo, diputado presidente. 

Compañeras y compañeros diputados, desde mi perspectiva esta Ley General de la Economía Social y 
Solidaria, reviste una trascendencia histórica como elemento coadyuvante para el crecimiento, empleo y 
desarrollo de la sociedad y desde la sociedad. 

Por último quiero agradecer, sinceramente, al senador Jorge Andrés Ocejo Moreno, presidente de la Comisión 
de Fomento Económico y al diputado Luis Felipe Eguía Pérez, presidente de la Fomento Cooperativo, así 
como al diputado Guajardo, presidente de la Comisión de Economía, por el trabajo y el apoyo invaluable para 
que este marco jurídico llegara a esta instancia, en donde por consenso de todas las bancadas fue aprobado 
y por ello, en congruencia, pido su voto, diputados y diputadas, a favor de este dictamen. Es cuanto, diputado 
presidente. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Para presentar la posición del Grupo Parlamentario del 
Partido de la Revolución Democrática, se concede el uso de la palabra al diputado Rodolfo Lara Lagunas. 

El diputado Rodolfo Lara Lagunas: Con su permiso, señor presidente. Compañeras y compañeros 
diputados, el día de hoy estamos ante una ley que puede marcar la diferencia en el desarrollo económico de 
nuestro país para las próximas generaciones. 

La ley que hoy discutimos busca establecer mecanismos para facilitar la organización y expansión de las 
actividades económicas del sector social y también hacer más responsable en el fomento y el impulso de la 
economía para lograr la rectoría económica, al Estado mexicano. 

Como todos sabemos, la crisis que hoy vive el mundo y que afecta a nuestro país, nos ha demostrado que el 
modelo económico que desde hace 30 años tiene hegemonía en todo el mundo ha sido un fracaso y en el 
caso de nuestro país, prácticamente no ha habido un crecimiento económico en estas tres décadas; por eso 
importa impulsar alternativas que promuevan el desarrollo económico, que creen nuevos empleos y de ahí la 
importancia del sector social. 
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Hoy día este sector está formado por millones de mexicanos que participan en un género de empresas, 
fondos, cooperativas, ejidos, uniones, cajas de ahorro, asociaciones de usuarios y tenedores de acciones; hay 
un 15 por ciento de la población económicamente activa de nuestro país, que se moviliza en 26 mil ejidos, 
más de 2 mil comunidades, 11 mil cooperativas, 600 empresas de trabajadores y muchas figuras asociativas 
de segundo nivel. 

Todo lo anterior hay que aprovecharlo si queremos ver a nuestro país con un crecimiento económico 
sostenido en las actuales condiciones de crisis mundial y crisis nacional, a fin de que los tres sectores que 
integran la economía, tanto la empresa privada como la empresa pública y el sector social, contribuyan al 
desarrollo de nuestro país. 

Por ello, al contenido de la minuta, que ponemos y que se ha puesto a consideración, el partido de la 
Revolución Democrática ha sumado su voto e invita a todos los demás partidos a que, en esta emisión de la 
totalidad de diputados y diputadas, convierta al sector social en la punta de lanza del cambio económico en 
nuestro país. 

Existen dos puntos, además, que considero de suma importancia para la aprobación de esta minuta; el 
primero, es el entramado institucional de fomento que se crea mediante la transformación y fortalecimiento del 
Fondo Nacional de Empresas en Solidaridad, que pasará a convertirse en el Instituto Nacional de la Economía 
Social, el cual ampliará su aspecto y orientará su objetivo hacia el impulso del patrimonio social de los nuevos 
organismos de este sector, buscando, sobre todo, ampliar la calidad de sus procesos, así como seguir con el 
actual funcionamiento basado en la eficiencia, eficacia, economía en el manejo de los recursos. 

El segundo, es la participación de los organismos del sector en la construcción de su agenda de desarrollo, 
mediante la creación de un consejo que esté presente en la toma de decisiones de la política que lo incuben, 
con el fin de retroalimentar el proceso de gestión pública y con el objetivo de obtener mejores resultados 
debido a la intervención de los beneficiarios en la política de fomento. 

Compañeras y compañeros, todos, por lo antes expuesto, el Partido de la Revolución Democrática, al discutir 
y analizar este sector, estamos convencidos de que se trata de una iniciativa con trascendencia histórica, que 
va a permitir el crecimiento del empleo, del desarrollo económico, lo que puede finalmente hacer que esta 
sociedad tenga mayor cohesión social y hasta cierto punto frenar la delincuencia y la inseguridad que priva el 
país; por eso mi Partido de la Revolución Democrática invita a todas y a todos a votar a favor de este 
dictamen. Muchas gracias. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tiene el uso de la palabra, a nombre del Partido Acción 
Nacional, la diputada Mirna Lucrecia Camacho Pedrero. 

La diputada Mirna Lucrecia Camacho Pedrero: Con su permiso, señor presidente. Compañeras 
legisladoras y compañeros legisladores, quiero iniciar mi intervención con mi reconocimiento a las comisiones 
dictaminadoras de este importante dictamen, que seguramente vendrá a reactivar y fortalecer las actividades 
económicas del sector social de la economía en nuestro país. 

En el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional tenemos la firme convicción de que las actividades de 
la sociedad civil son muy importantes y contribuyen al desarrollo de la nación; en los principios de doctrina de 
nuestro partido se destaca que en donde la iniciativa privada sea imposible o insuficiente, el Estado ha de 
urgir la organización de actividades sociales, sin matar, estorbar ni desplazar esa iniciativa, pues es en estos 
casos la acción administrativa oficial resulta agotante y destructora. 

El sector social de la economía, además de contribuir a satisfacer necesidades de interés colectivo, fomenta la 
cohesión social y ayuda a la reactivación de redes y relaciones de confianza en la sociedad, a través de 
actividades socioeconómicas que no tienen como fin último el lucro. 

En este sector, en donde amplios grupos de la población encuentran de manera solidaria y subsidiaria, 
organizados para encontrar solución a problemas tales como el desempleo, la baja productividad y la 
imposibilidad del acceso al crédito; por medio de estos servicios, tales como la producción agrícola artesanal, 
la distribución de bienes y servicios, además de servicios bancarios que ayudan a fomentar el ahorro en 
sectores, en donde tradicionalmente no se hacía, entre otros. 
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Con el fortalecimiento de las actividades económicas de la economía social se tiene una alternativa a los 
problemas que el sector privado y público enfrentan para satisfacer las necesidades de la población, sobre 
todo de aquellas que tienen un acceso limitado al mercado. 

La colaboración entre las personas iguales, en su condición ciudadana, conduce a que las comunidades 
humanas establezcan hacia su interior relaciones dinámicas para la construcción de servicios, espacios más 
favorables de convivencia y desarrollo. 

Por ello, compañeras y compañeros legisladores, el Grupo Parlamentario de Acción Nacional respalda en 
términos generales el dictamen a nuestra consideración, por la importancia que reviste que este sector cuente 
con el marco jurídico y que impulse su crecimiento y desarrollo. 

Esta nueva ley tiene como objeto establecer mecanismos para facilitar la organización y la expansión de la 
actividad económica del sector social de la economía y la responsabilidad por parte del Estado en su fomento 
e impulso; entre otras cosas, crea el Instituto Nacional de la Economía Social como un organismo 
desconcentrado adscrito a la Secretaría de Economía, cuyo objeto es definir e instrumentar políticas públicas 
de fomento al sector social de la economía. 

Precisamente, buscando garantizar que este nuevo instituto cumpla cabalmente con dichas funciones de 
fomento y apoyo al sector social de la economía, presentaremos algunas reservas que buscan contribuir a 
que la ley —que seguramente aprobaremos— se integre de manera armónica y a nuestro sistema jurídico, sin 
contravenir otras disposiciones jurídicas y dotando del diseño institucional pertinente y de la atribución 
consecuente para que cumpla con su función primordial de apoyo y fomento a este sector tan importante de la 
economía nacional. 

En ese sentido, esperamos encontrar la sensatez y voluntad de este pleno para que éstas sean admitidas y 
aprobadas, pues tienen el objetivo de generar las condiciones jurídicas que permitan al instituto —que la ley 
crea— garantizar el que sean funcionarios públicos los principales responsables de las decisiones 
gubernamentales en esta materia que con las responsabilidades como tales deben asumir, de acuerdo con la 
normatividad correspondiente. 

Compañeras y compañeros legisladores, les invitamos a aprobar este dictamen en lo general con las 
modificaciones que se propondrán, asumiendo con gran seriedad nuestra responsabilidad ante la sociedad; 
fortalezcamos la participación de diversos actores del sector social de la economía por el bien de México. 
Muchas gracias. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gracias, diputada. Tiene la palabra, a nombre del Partido 
Revolucionario Institucional, el diputado José Manuel Agüero Tovar. 

El diputado José Manuel Agüero Tovar: Con su permiso, señor presidente. La significación de la economía 
social, con sus formas de trabajo y de organización, va más allá del peso específico que tienen en el producto 
nacional y la generación de valores; mantienen parte de nuestra identidad, muestran mayor capacidad de 
respuesta ante los problemas contemporáneos y se caracterizan por atender las necesidades básicas, antes 
que por un determinado nivel de rentabilidad. 

Este sector social agrupa hoy en día a millones de mexicanos en todo género de empresas, llámense fondos, 
cooperativas, ejidos, comunidades, uniones, cajas de ahorro, asociaciones de usuarios y tenedores paritarios 
de acciones; en este género, el aumento de la nómina o el número de empleados tiene mayor importancia que 
el monto de la utilidad. 

Dentro de las prioridades del Estado están el desarrollar políticas públicas y el marco normativo que aliente la 
generación del empleo, la creación de la riqueza, la ampliación del mercado interno y la elevación de los 
índices de bienestar. 

Por esas razones, la inversión y el gasto deben otorgar mayor importancia a la producción de alimentos y en 
los renglones en los que la generación de empleo y la producción de bienes de consumo básicos sean lo 
central; por lo tanto, esto tiene que asumirse con la misma prioridad con que hoy se cuidan las variables 
macroeconómicas. 
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Todas las organizaciones y empresas del denominado sector social tienen sin duda un potencial importante y 
pueden realizar contribuciones decisivas en el desarrollo inmediato del país, aunque hasta ahora, 
desafortunadamente, no han contado con un marco legal para hacerlo. 

El marco actual no ofrece la motivación para ello, derivado de que los ejidatarios no han participado en 
asambleas de balance y programación; los comuneros sólo se han limitado a conservar sus instituciones 
ancestrales de gobierno o administración y las cooperativas de ahorro no se planteen nada más allá del 
reparto de utilidades; ha sido un sector poco creativo y carente de dinamismo. 

Esta propuesta de ley pretende sacudirlo, sentar las bases para que se ponga de pie, ya que establece los 
mecanismos para facilitar la organización y expansión del sector, obligando al Estado a impulsarlo y a 
fomentarlo; por primera vez se va a crear un registro nacional de los organismos del sector social de la 
economía, además de la creación del fondo de fomento a la economía social que apoyará proyectos 
productivos, la constitución, desarrollo, consolidación y expansión de los organismos del sector. 

La creación del instituto nacional de la economía social, como un organismo desconcentrado de la Secretaría 
de Economía, consolidará al sector como uno de los pilares de desarrollo económico del país. 

Es de resaltar que en la Cámara de Diputados ya existían tres iniciativas muy similares al dictamen, que en el 
Senado se han votado por unanimidad; por lo tanto, los invitamos a los diputados y a las diputadas, a votar a 
favor de esta iniciativa, ya que es necesario de una vez por todas establecer una ley marco de la economía 
social y solidaria que estructure en forma coherente y oriente políticas públicas de fomento al sector de la 
economía social. Nuestro partido —en apoyo total y desinteresado en las causas sociales— emitirá su voto a 
favor y reitero la invitación para que nuestros diputados y diputadas hagan el compromiso con todos los 
sectores de la sociedad en el aspecto social y votemos a favor de esta iniciativa. Es cuanto, diputado. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gracias, señor diputado. Tiene la palabra, en contra del 
dictamen, el diputado Fernández Noroña. 

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña: Compañeros diputados, compañeras diputadas, 
uno debe hablar de los méritos de la iniciativa más que de quien la promueve, pero en tres minutos no hay 
tiempo suficiente para hablar de los méritos de la iniciativa. 

Sólo les diré que sectores sociales, cooperativistas sobre todo, se duelen de no haber sido consultados y se 
duelen que la iniciativa aparezca muy bien elaborada, aparece muy bien intencionada, pero sostienen que va 
encaminada justo a desaparecer el sector social, al ponerlos en igualdad de condiciones de competencia con 
el sector privado. 

Ellos han planteado que un senador de la República, René Arce, hermano de nuestro compañero Círigo, se 
prestó a la presentación de este dictamen contrario al sector social. 

Tengo una mala, muy mala opinión del senador Arce, nunca lo consideré un hombre de izquierda y hoy se va 
acercando más a las posiciones que originalmente ha defendido siempre en realidad y no percibo que tenga 
buenas intenciones su iniciativa. 

Ya aquí Jaime Cárdenas ha sido puntual en los señalamientos jurídicos y en las preocupaciones sociales 
sobre este dictamen; veo la construcción de un acuerdo de todas las fracciones parlamentarias para aprobar 
esta iniciativa; no será ni la primera ni la última iniciativa contraria a los intereses mayoritarios que aquí surja. 

Solamente quise dejar constancia de la petición que esas organizaciones sociales me hicieron de plantear el 
rechazo a esta iniciativa, el engaño que tiene implícito en ella y el futuro de mayor dificultad para el sector 
social, en lugar del fortalecimiento de las cooperativas, que por cierto, se encuentran ya muy ahogadas en 
este momento en este país; muchas otras son simulaciones de sectores privados que se han hecho dueños 
de estas cooperativas. 

Aprovecho para comentar, estuve en Nayarit y se quejaban pescadores de la planta El Novillero, que ahí 
nacen, que ahí crecen, que ahí se reproducen y que ahí mueren literalmente y que no pueden pescar frente a 
sus propios mares, porque las seudocooperativas camaroneras, en manos de políticos como Labastida, en 
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complicidad con la Marina, los hostilizan, los atropellan, los agreden, les decomisan lo poco que pueden 
pescar. 

La verdad es que una vez más esta iniciativa es fiel a ese refrán: que de buenas intenciones está empedrado 
el camino del infierno. Muchas gracias por su atención, diputados y diputadas. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gracias, señor diputado. Tiene la palabra, para hablar en 
pro del dictamen, el diputado Víctor Hugo Círigo Vasquez. ¿No se encuentra en la sala? Ahí viene. 

El diputado Víctor Hugo Círigo Vasquez: Con su venia, diputado presidente. No voy a entrar, por supuesto, 
en consideraciones de carácter personal y en juicios de valor que me parece a mí totalmente erróneo traer a 
esta tribuna; pero sí me interesa desacreditar el tema que tiene que ver con la no consulta a los sectores 
involucrados en esta Ley de la Economía Social y Solidaria. 

Esta iniciativa fue presentada en el Senado de la República y efectivamente, corrió todo un proceso de meses 
de foros de consultas, como lo planteé en el posicionamiento que hice hace un momento, en donde estas 
consultas pasaron por la academia, por las organizaciones cooperativistas del campo y de la ciudad y por 
supuesto, por las comisiones de ambas Cámaras; de tal manera, que viene con toda la legitimidad y legalidad 
parlamentaria. 

Este dictamen —compañeros diputados y diputadas— que hoy estamos discutiendo, trae el consenso tanto 
de las comisiones como del pleno del Senado de la República y también trae el consenso de las dos 
Comisiones Unidas de esta Cámara de Diputados; no es gratuito entonces que el día de hoy estemos aquí 
posicionando prácticamente la totalidad de los grupos parlamentarios a favor del dictamen. Por eso me parece 
francamente poco responsable pretender descalificar este dictamen a partir de una valoración muy subjetiva. 
Es cuanto, diputado presidente. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Muchas gracias, señor diputado. Finalmente tiene la 
palabra, para hablar en pro del dictamen, el diputado Acosta Naranjo. 

El diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Nosotros, como ha anunciado el señor presidente, nuestros 
compañeros integrantes de la comisión votaremos a favor este proyecto de ley, pues creemos que es un 
avance importante regular al sector social. 

Efectivamente, durante mucho tiempo este sector no ha estado regulado y debemos de avanzar en propiciar 
que el sector social se convierta en una de las palancas de desarrollo de justicia que tanto se necesita; 
nuestras cooperativas, nuestras cajas de ahorro están abandonadas; los recursos inmensos que se destinan 
al sector social bajan por las instituciones de crédito privada, no por las instituciones de crédito social y eso es 
muy importante, porque una vez que se apruebe esta ley también hay que tomar medidas en el Presupuesto, 
para que garanticemos que los Fideicomisos Instituidos en Relación con la Agricultura (FIRA), por ejemplo, en 
vez de andar financiando a Banorte —para que Banorte le preste a las cajas y las cajas le presten a la gente y 
a ellos no se les cobren tasas de interés y puedan tener un fondo de aseguramiento, que prácticamente hace 
que no tenga ningún riesgo al momento de prestar— le preste directamente a las organizaciones 
cooperativas. 

Nosotros solamente haremos, en su momento, dos observaciones en lo particular; una, es que nos parece 
que en vez de ser desconcentrado debería de ser descentralizado este organismo, para que tenga patrimonio 
propio y personalidad jurídica, que le permita a este instituto incluso firmar convenios con organismos 
internacionales y poder bajar recursos de manera directa al sector social. Creo que es mucho mejor que sea 
descentralizado a que sea desconcentrado este organismo. 

Lo segundo, hay que regular mejor la Junta de Gobierno; me parece que el que sólo haya seis organizaciones 
en la Junta de Gobierno va a meter en un serio conflicto la conformación de esta Junta. 

¿Con qué criterios? ¿Quiénes? ¿Qué organizaciones? ¿De qué manera van a formar esta Junta de 
Gobierno? Y en vez de estar propiciando el desarrollo, van a estar mediando el conflicto que se va a abrir para 
la integración de esta Junta de Gobierno. Creo que eso no es adecuado y que hay mejores formulaciones. 
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Pero, en términos generales, nos congratulamos con que se haga esta ley, con que se apruebe, con que se 
avance y ojalá podamos tener un consenso en estos dos temas que nosotros estamos planteando. Muchas 
gracias. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Habiendo concluido la intervención de los oradores, 
debo informar a ustedes que se acercaron a esta Presidencia coordinadores y vicecoordinadores que integran 
la Junta de Coordinación Política, solicitaron que se difiera para la semana entrante la votación de este punto 
y ésta Mesa respondió que se hará en los siguientes términos: se entrará directamente a la votación en lo 
general, porque ya no habrá discusión posible ni intervención posible de los diputados, dado que ese 
procedimiento ya se agotó. 

Después de la votación general, la diputada Mirna Lucrecia Camacho Pedrero presentará dos reservas, al 
artículo 16, fracción I y al artículo 25, fracción VIII; en el primer caso, con el orador a favor de la propuesta, 
diputado Adolfo Rojo Montoya y en el segundo, con el orador, diputado José Gerardo de los Cobos Silva, 
también a favor de la reserva y después se tomará la votación de ambas reservas para dar por concluido el 
asunto. 

Antes de pasar al siguiente punto del orden del día, damos la más cordial bienvenida a la escuela primaria 
Estado de Puebla, de la delegación Venustiano Carranza, del Distrito Federal, 6o. grado, invitados por la 
diputada Beatriz Paredes Rangel. 

A alumnos de la carrera de Administración Pública y de Gobierno de la Universidad Anáhuac, invitados por el 
diputado Armando Jesús Báez Pinal. Sean todos ustedes muy bienvenidos. 
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10 y 23-11-2011 
Cámara de Diputados. 
DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Economía, y de Fomento Cooperativo y Economía Social, con 
proyecto de decreto que expide la Ley General de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo 
Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector 
social de la economía. 
Aprobado en lo general y en lo particular de los artículos no reservados, por 238 votos en pro, 22 en contra y 
10 abstenciones. 
Se turnó al Ejecutivo Federal para sus efectos constitucionales. 
Diario de los Debates, 10 de noviembre de 2011. 
Discusión y votación, 10 y 23 de noviembre de 2011. 
 
 
 
DISCUSIÓN DEL DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE ECONOMÍA, Y DE FOMENTO 
COOPERATIVO Y ECONOMÍA SOCIAL, CON PROYECTO DE DECRETO QUE EXPIDE LA LEY GENERAL 
DE LA ECONOMÍA SOCIAL Y SOLIDARIA, REGLAMENTARIA DEL PÁRRAFO SÉPTIMO DEL ARTÍCULO 
25 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN LO REFERENTE AL 
SECTOR SOCIAL DE LA ECONOMÍA 
 
 

Sesión del 23 de noviembre de 2011 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El siguiente punto del orden del día es la discusión del 
dictamen con proyecto de decreto que expide la Ley General de la Economía Social y Solidaria, 
Reglamentaria del Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Les recuerdo a las señoras diputadas y a los señores 
diputados, que la etapa procesal de discusión en lo general de este dictamen ya se cubrió y se consideró 
suficientemente discutido, por lo que ahora vamos a votarlo en lo general. 

Pero hay dos reservas que presenta la diputada Mirna Lucrecia Camacho Pedrero, cuyo trámite seguiremos 
puntualmente en términos del Reglamento, una vez que se proceda a la votación en lo general de los artículos 
no impugnados, para lo cual pido a la Secretaría que abra el sistema electrónico, hasta por tres minutos, para 
votar el dictamen en sus términos en aquellos artículos no impugnados. 

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral 2 
del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sistema electrónico, por tres minutos, para proceder a 
la votación en lo general y en lo particular de los artículos no impugnados. 

(Votación) 

Diputado presidente, la votación es la siguiente: 238 votos a favor, incluyendo el voto de la diputada Lily 
Fabiola de la Rosa Cortés; abstención, 10 votos; en contra, 22 votos. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Aprobado en lo general y en lo particular los 
artículos no reservados por 238 votos.  

De conformidad con el artículo 110 del Reglamento de la Cámara de Diputados, tiene la palabra, hasta por 
tres minutos, la diputada Mirna Lucrecia Camacho Pedrero, del Grupo Parlamentario del Partido Acción 
Nacional, para presentar su propuesta de modificación al artículo 16, fracción I. 

La diputada Mirna Lucrecia Camacho Pedrero: Compañeras legisladoras y compañeros legisladores, 
habíamos venido posponiendo la aprobación de este dictamen, por lo que en el Grupo Parlamentario del 
Partido Acción Nacional esperábamos encontrar la voluntad y el apoyo de otros grupos parlamentarios para 
que las reservas que se presentan pudieran modificar el dictamen, con el objetivo de perfeccionarlo y de que 
la nueva ley sea un instrumento jurídico eficaz en el fomento a las actividades económicas de este sector tan 
importante para el desarrollo del país.  
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Desafortunadamente, en las reuniones sostenidas no se lograron acuerdos para aceptar estas reservas, no 
obstante no se reconoció la pertinencia e importancia de las mismas, toda vez que prevalece el interés porque 
el dictamen de esa minuta se apruebe en sus términos para que sea enviada al Ejecutivo federal y que éste lo 
publique lo más pronto posible. 
 
Por supuesto que ello es importante; sin embargo, no creemos que la rapidez pretendida vaya a generar por 
ese simple hecho la transformación del sector de manera inmediata, se tendrá que avanzar en la medida en 
que la instrumentación de la misma sea posible, máxime que en el pasado proceso presupuestario no 
previmos los recursos públicos para ello. 

En este sentido, aceptar las reservas que se presentan implicaría tomar sólo unos días más en su proceso 
legislativo, pero a cambio garantizaría que el diseño institucional que se pretende sea el pertinente y que la 
nueva ley se integra de manera armónica a nuestro sistema jurídico; por ello, hemos señalado la necesidad de 
perfeccionar el dictamen para que se convierta en un instrumento jurídico eficaz para el fomento y apoyo que 
este sector requiere. 

Compañeras y compañeros legisladores, el dictamen crea el Instituto Nacional de la Economía Social como 
un ente híbrido entre órgano desconcentrado y órgano descentralizado, que contraviene la naturaleza de los 
órganos desconcentrados prevista en el artículo 17 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 
según el cual este tipo de órganos estarán jerárquicamente subordinados a la respectiva Secretaría de 
Estado, cabeza de sector. 

Pero más allá de estas contradicciones, se establece para este instituto una junta directiva, la cual aprobaría 
diversos aspectos que legalmente le corresponde aprobar a la Secretaría; por la naturaleza de las funciones 
administrativas y de toma de decisiones que tendría dicha junta, se debe garantizar que en su integración se 
refleje una mayoría de servidores públicos a los cuales, en su caso, se pueda fincar responsabilidades 
administrativas y de otra índole en los términos legales que correspondan en su actuar político, mientras que 
los consejeros del sector o los particulares, no son sujetos de responsabilidad alguna. 

Por ello, proponemos incrementar a nueve el número de consejeros designados por la Secretaría de 
Economía; esto nos permite mantener la naturaleza del órgano público para el instituto y la aplicación estricta 
de disposiciones legales y reglamentarias para sus funcionarios públicos, en el desempeño de sus funciones y 
actividades. 

Termino con esto, señor presidente. Compañeras y compañeros, estos son, entre otros, los motivos por los 
cuales solicitamos perfeccionar el dictamen a discusión con el objetivo de crear una ley verdaderamente que 
sirva al sector de la economía que tanto lo necesita; por lo tanto, proponemos que el artículo debe decir que: 
para la consecución de su objeto y para el ejercicio de sus atribuciones, el instituto se integrará de los órganos 
siguientes: una junta directiva, integrada por el director general; seis consejeros electos, con carácter 
honorífico por el Congreso Nacional, y nueve consejeros designados por el secretario de Economía. Es 
cuanto, muchas gracias. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gracias, diputada. Se ha registrado para la discusión de 
la propuesta de modificación una sola oradora, en pro del dictamen, la diputada Gloria Romero León. 

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la curul): Presidente, en contra. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: No lo hizo usted en tiempo. 

La diputada Gloria Romero León: Compañeras y compañeros legisladores, el Grupo Parlamentario de 
Acción Nacional reconoce la importancia del dictamen a nuestra consideración, pero precisamente en 
consideración de dicha importancia es que buscamos que el dictamen se modifique, para que el sector social 
de la economía cuente con el marco jurídico necesario e impulse su crecimiento y desarrollo. De ahí la 
importancia de que dotemos a este sector de un instrumento jurídico eficaz para su atención.  
 
Sin embargo, no queremos dejar de mencionar que este dictamen es perfectible, pues desde un análisis 
jurídico más estricto se advierten varias inconsistencias; no obstante el acuerdo político alcanzado para 
aprobar en sus términos el proyecto enviado por el Senado a esta Cámara de Diputados, dichas 
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inconsistencias tendrán que ser subsanadas en algún momento, para que —como hemos señalado— la 
nueva ley sea un instrumento que alcance los objetivos planteados. 

Aquí se ha presentado una reserva que muestra una de las muchas inconsistencias de la ley, pero que en un 
escenario donde reconocemos la importancia de aprobarla con el mínimo de modificaciones, estas reservas 
se redujeron; sin embargo, vale la pena señalar algunas de las otras inconsistencias, que en algún momento 
tendrán que ser atendidas por este Congreso de la Unión. 

Primero —como se ha dicho—, se crea un ente híbrido entre órgano desconcentrado y órgano 
descentralizado no reconocido en ninguna ley administrativa, al que se le denomina Instituto Nacional de 
Economía Social y le da la figura de desconcentrado, con una junta directiva que contraviene la naturaleza de 
dichos órganos, prevista en el artículo 17 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

A dicha junta directiva otorga una indebida paridad entre los consejeros de la Secretaría de Economía y los 
electos por el sector social, lo cual eventualmente puede convertirse en mayoría de estos últimos, al no 
garantizar que para forjar quórum los consejeros públicos deban estar presentes ni reconocer el voto de 
calidad del director general. 

Dota de responsabilidades al instituto, que constituye una injerencia poco conveniente, pues lo involucra en 
aspectos que sólo corresponden a las organizaciones del sector; no sólo coadyuva para realizar el congreso 
trianual de éstas, sino convoca y desarrolla permanentemente su elección, además de efectuar la celebración 
inicial del Congreso Constituyente. Lo anterior, en detrimento de sus facultades de fomento, que convendría 
privilegiar. 

El título o nombre refiere a una ley general, donde en el cuerpo de la misma no se encuentra referencia 
alguna sobre la concurrencia de competencia. 

Finalmente, habrá que revisar con detalle los alcances de la misma, pues se pretende regular en un solo 
cuerpo normativo una diversidad de organizaciones que integran el sector social de la economía. 

Compañeros y compañeras legisladores, la aprobación de este dictamen, en sus términos, seguramente 
evidenciará sus límites y generará complicaciones; las reservas que se presentan a su consideración buscan, 
al menos en parte, que ofrezcamos un mejor instrumento jurídico; los invitamos a aprobar esta reserva, con la 
convicción de que al perfeccionar el dictamen contribuiremos a dotar de mejor diseño institucional que este 
sector requiere para que desarrolle todo su potencial a favor del país. Muchísimas gracias. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Muchas gracias. Ha solicitado el uso de la palabra el 
diputado Ildefonso Guajardo, para promover una moción para rectificar hechos. 

El diputado Ildefonso Guajardo Villarreal:Con permiso de la Presidencia. Compañeras y compañeros 
diputados, en lo referente a la reserva realizada en materia del artículo 16 y la argumentación específica, 
habría que dejar claramente establecido que exactamente como viene en el dictamen, en la minuta del 
Senado, actualmente la junta directiva del instituto, la que se propone de economía social y solidaria, está 
propuesta para ser integrada por seis integrantes del sector social y seis representantes del Ejecutivo, pero 
hay que recordar que quien dirige este organismo tendrá el voto de calidad.  
 
Por lo tanto, el elemento de mayoría del Ejecutivo en la conducción de los trabajos de esta junta directiva se 
mantiene bajo la responsabilidad del Ejecutivo, dejando en total congruencia el diseño en materia de 
administración de este organismo. 

Dejar también claramente establecido que hubo voluntad por parte de las comisiones de Economía y de 
Fomento Cooperativo, dado que el día de ayer se sostuvo una reunión en la sede de la Comisión de 
Economía, donde participaron diputadas y diputados de diversos partidos políticos interesados en el tema y 
ahí se tomó un acuerdo; lamentablemente ese acuerdo, donde participaron compañeras de Acción Nacional, 
no fue respaldado por su coordinador parlamentario. 
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Así es que realmente nos preocupa mucho que algunos coordinadores designen a compañeros a participar en 
reuniones, sin darles la autoridad plena para poder llegar a acuerdos. Gracias, compañeras y compañeros 
diputados. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Muchas gracias. Consulte la Secretaría a la asamblea, 
en votación económica, si se considera suficientemente discutida la propuesta de modificación al artículo 16, 
fracción I. 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán: En votación económica se pregunta a la asamblea si 
se encuentra suficientemente discutida la modificación al artículo 16, fracción I. Las diputadas y los diputados 
que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo, gracias. Las diputadas y los diputados que estén por la 
negativa sírvanse manifestarlo. Mayoría por la afirmativa, diputado presidente. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Suficientemente discutida. Proceda la Secretaría a dar 
lectura a la propuesta de modificación. 

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez:Debe decir: Artículo 16. Para la consecución de su objeto y 
para el ejercicio de sus atribuciones el instituto se integrará de los órganos siguientes: 

I. Una Junta Directiva integrada por el director general, seis consejeros electos con carácter de honorífico por 
el Congreso nacional y nueve consejeros designados por el secretario de Economía. 

II y III, quedan igual. 

Dada en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 19 de octubre. Es cuanto, diputado presidente. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Consulte la Secretaría a la asamblea si se acepta la 
modificación al artículo 16, fracción I, presentada por la diputada Mirna Lucrecia Camacho Pedrero. 

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: En votación económica se consulta a la asamblea si se acepta 
la modificación al artículo 16, fracción I. Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse 
manifestarlo, gracias diputados. Las diputadas y los diputados que estén por la negativa sírvanse 
manifestarlo. Mayoría por la negativa, diputado presidente. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se desecha. 

De conformidad con el artículo 110 del Reglamento de la Cámara de Diputados, tiene la palabra, por tres 
minutos, la diputada Mirna Lucrecia Camacho Pedrero, del Grupo Parlamentario del PAN, para presentar su 
propuesta que adiciona una fracción VIII al artículo 25. 

La diputada Mirna Lucrecia Camacho Pedrero: Con su permiso, señor presidente. Compañeras y 
compañeros legisladores, es importante señalar que para evitar la injerencia indebida de un órgano de 
gobierno en las relaciones que se dan entre los organismos del sector, se propone establecer como función 
del Consejo Nacional el constituir la Comisión de Conciliación y Arbitraje, con el objetivo de que los conflictos 
entre los organismos del sector se resuelvan en el mismo; por supuesto, los recursos necesarios, su creación 
y funcionamiento serían aportados por el instituto.  
 
Se propone poner en manos del propio sector la conciliación y el arbitraje para que sea el Consejo Nacional 
quien tenga a su cargo esta tarea y que el instituto se concentre en sus actividades básicas y sustantivas de 
fomento y apoyo a los organismos del sector de la economía social. 

La propuesta dice: 

Artículo 25. Son funciones y atribuciones del Consejo Nacional: 

VIII. Los demás que establezca su reglamento interno que no contravengan las posiciones de esta ley. 
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Debe decir: 

Artículo 25. Son funciones y atribuciones del Consejo Nacional: 

VIII. Constituir la Comisión Nacional de Conciliación y Arbitraje propia del sector, a fin de promover y procurar 
la conciliación de intereses al interior y entre los organismos del sector como vía preferente para la solución 
de conflictos derivados de la aplicación de esta ley, actuando como árbitro en los casos en que las partes así 
lo convengan. 

IX. Las demás que establezca su reglamento interno y que no contravengan las disposiciones de esta ley. Es 
cuanto, muchas gracias. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Muchas gracias, diputada. Tiene la palabra, en pro de la 
propuesta, el diputado Adolfo Rojo Montoya. 

El diputado Adolfo Rojo Montoya: Con su permiso, señor presidente. Compañeras y compañeros 
legisladores, al reconocer la importancia de la ley que discutimos es que nos preocupa que el dictamen 
establezca atribuciones para el Instituto que crea la ley, para que asuma en materia de comisión y de 
conciliación y arbitraje para dirimir los conflictos que se presenten entre los organismos de este sector social 
de la economía.  
 
Más allá de otros cuestionamientos, que algunos de los propios organismos del sector han señalado en 
diversos medios de comunicación, respecto de temas tales como que mediante esta ley el gobierno federal 
pretende asumir el control total de los mismos, que se pretende cooptar y controlar las actividades del sector 
para orientarlas a fines, que no necesariamente son las de las organizaciones del sector social de la 
economía; por supuesto que no es el objetivo de esta nueva ley, por el contrario, se busca que este sector 
pueda desarrollarse con plena autonomía, pero con un mayor apoyo por parte del gobierno para que pueda 
contribuir de mejor manera al desarrollo del país. 

Pero estas interpretaciones se derivan de que el dictamen que aprobamos plantea una indebida injerencia del 
gobierno en asuntos que solamente corresponde resolver a este sector. 

Consideramos que para evitar estas acciones indebidas del órgano público, la conciliación y el arbitraje deben 
estar en manos de las propias organizaciones del sector, para que sean ellas mismas las que coadyuven a la 
solución de los asuntos o conflictos que se generen entre ellas. 

Compañeras y compañeros, los invitamos a aprobar esta reserva para evitar cualquier viso en la ley que 
pudiera servir para que un órgano público se inmiscuya en la vida y relaciones de los organismos del sector 
social de la economía, pero más allá de ésta, reconozcamos la falta de voluntad para perfeccionar una ley que 
es necesaria para el fomento y el apoyo de este sector de la economía social. 

Reconozcamos que nos faltó voluntad para revisar temas, tales como la creación de un Instituto Nacional de 
la Economía Social, como órgano desconcentrado en la Secretaría de Economía, que es incompatible con lo 
dispuesto por el artículo 17 de la Ley Orgánica de la Administración Pública federal, según el cual los órganos 
desconcentrados, por su naturaleza de entes auxiliares de la administración pública federal, no pueden tener 
autonomía técnica, operativa y de gestión, ya que dependen de manera centralizada de la Secretaría a la que 
están adscritos. 

Además, como órgano desconcentrado no cuentan con patrimonio propio y por tanto, con la capacidad 
jurídica para adquirir bienes muebles e inmuebles ni para recibir directamente subsidios de naciones y 
legados. 

Dos, que la Secretaría de Economía no cuenta con las atribuciones a que se refiere el artículo 14 de la minuta 
y por tanto, no podrá ser la instancia competente para que el Instituto dependa de ésta, ya que las funciones 
que se asignan al mismo como órgano desconcentrado corresponden a otras dependencias cuyas 
atribuciones se prevén en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
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Que el artículo 16 de la Ley de Planeación señala que la definición e instrumentación de políticas corresponde 
a las dependencias y no a una entidad de la administración pública federal, como sería el Instituto; los 
organismos desconcentrados no pueden definir la política pública, únicamente operan, ejecutan y dan 
seguimiento a la política pública definida por la dependencia a la que se adscribe. 

Que la aprobación en sus términos provocará la duplicidad de atribuciones, de funciones y de facultades de 
regulación de apoyos y de registro, entre el nuevo instituto y la dependencia de la administración pública 
federal centralizada y descentralizada, tales como Sagarpa, Sedesol, Reforma Agraria y el Coneval, entre 
otras. Gracias, compañeros. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Señor diputado, quiere formularle una pregunta el 
diputado Luis Felipe Eguía, ¿la acepta? Gracias. Adelante, diputado Eguía. 

El diputado Luis Felipe Eguía Pérez(desde la curul): Gracias, diputado presidente. Es muy sencillo, más que 
pregunta es como una ilustración, en virtud de que no es una reserva lo que está planteando el Grupo 
Parlamentario de Acción Nacional, sino más bien es una adhesión, ya que la fracción VIII la volvería IX e 
incrusta una fracción VIII nueva, que además de incrustarse esa fracción, tendría que desaparecer la fracción 
VIII del artículo 14; entonces, creemos que esta reserva no es procedente desde su origen. Gracias, señor 
presidente. Gracias, diputado.  
 
El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gracias. No hubo pregunta en realidad. 

El diputado Adolfo Rojo Montoya:Gracias, presidente. Gracias, Luis Felipe. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tiene la palabra, para rectificación de hechos, el 
diputado Víctor Hugo Círigo Vásquez. 

El diputado Víctor Hugo Círigo Vásquez: Con su venia, diputado presidente. Voy a hacer simplemente 
algunas consideraciones o argumentos en contra de la reserva presentada por el compañero diputado, porque 
quisiera primero precisar que si bien es cierto se plantea la instalación de una Comisión de Conciliación y 
Arbitraje en el dictamen, lo cierto es también que ahí mismo, en el dictamen, se dice que ésta sólo será 
funcional a petición de parte.  
 
Es decir, si se presentara un conflicto entre actores del sector social de la economía, sólo a petición de parte 
funcionaría esta Comisión de Conciliación y Arbitraje, y ¿cuál es la razón de ser de esta Comisión de 
Conciliación y Arbitraje del instituto? Una razón muy sencilla, en nuestro país, en la medida en que no se ha 
desarrollado el sector social de la economía, tampoco se ha desarrollado el derecho social; es decir, no existe 
una instancia a dónde recurrir en caso de conflicto de intereses de los actores del sector social de la 
economía, pero por lo demás, es totalmente erróneo afirmar aquí que no es función de esta institución el 
poder tener esta Comisión, porque no existe antecedente, lo cual no es así. 

Solamente voy a recordar tres casos; existe la Comisión Nacional de Arbitraje Médico, la Comisión de 
Apelación y Arbitraje del Deporte, la Procuraduría Federal de la Defensa del Trabajo, sólo como tres ejemplos 
de que esto así funciona y por lo demás, la experiencia internacional de instituciones de la economía social y 
solidaria también así se instrumentan; son medios auxiliares de justicia que buscan justamente conciliar los 
intereses de los actores del sector social de la economía. Llamo pues, a votar en contra de la reserva. Muchas 
gracias. Es cuanto, diputado presidente. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Consulte la Secretaría a la asamblea, en votación 
económica, si se considera suficientemente discutida la propuesta de adición de una fracción VIII al artículo 
25. 

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: En votación económica se pregunta a la asamblea si se 
considera suficientemente discutida la adición de una fracción VIII al artículo 25. Las diputadas y diputados 
que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo, gracias. Diputados y diputadas por la negativa. Mayoría por 
la afirmativa, diputado presidente. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Suficientemente discutida. Proceda la Secretaría a dar 
lectura a la propuesta de modificación. 



7 
 

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Debe decir: Artículo 25. Son funciones y atribuciones del 
Consejo Nacional: 

La I a la VII queda igual. 

VIII. Constituir la Comisión de Conciliación y Arbitraje propia del sector, a fin de promover y procurar la 
conciliación de intereses al interior y entre los organismos del sector como vía preferente, para la solución de 
conflictos derivados de la aplicación de esta ley, cuando como árbitro en los casos en que las partes así lo 
convengan. 

IX. Las demás que establezca su reglamento interno, que no contravengan a las disposiciones de esta ley. 

Es cuanto, diputado presidente. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Consulte la Secretaría a la asamblea si se acepta la 
adición de una fracción VIII al artículo 25, presentada por la diputada Mirna Lucrecia Camacho Pedrero. 

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez:En votación económica se consulta a la asamblea si se acepta 
la adición de una fracción VIII al artículo 25. Las diputadas y diputados que estén por la afirmativa sírvanse 
manifestarlo. Diputadas y diputados por la negativa. Mayoría por la negativa, diputado presidente. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se desecha. 

Se pide a la Secretaría abra el sistema electrónico, por tres minutos, para proceder a la votación de los 
artículos 16, fracción I, y 25, fracción VIII, en los términos del dictamen. 

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez:Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral 2 
del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sistema electrónico, por tres minutos, para proceder a 
la votación de los artículos 16, fracción I, y 25, fracción VIII, en términos del dictamen. 

(Votación) 

Diputado presidente, el resultado es el siguiente: 177 votos a favor, 5 abstenciones, 75 en contra. Se incluye 
el voto de la diputada Fabiola de la Rosa Cortés. 

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Aprobados los artículos 16, fracción I, y 25, fracción 
VIII, en términos del dictamen por 177 votos. Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de 
decreto que expide la Ley General de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo 
Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Pasa al 
Ejecutivo, para sus efectos constitucionales.  



 
 
Compañeras y compañeros legisladores, informo a ustedes que durante el receso que recién 

terminó, se recibieron observaciones del Ejecutivo Federal al Decreto que expide la Ley General de 
la Economía Social y Solidaria, reglamentaria del párrafo séptimo del artículo 25 constitucional, en 
lo referente al sector social de la economía.  

 
“PODER LEGISLATIVO FEDERAL 

COMISION PERMANENTE 
 

MESA DIRECTIVA 
LXI LEGISLATURA 

OFICIO NO. D.G.P.L 61-11-8-1975 
EXP. NO. 431 

 
CC. SECRETARIOS DE LA MESA DIRECTIVA 
DE LA H. CAMARA DE SENADORES,  
PRESENTE. 

 
En sesión celebrada en esta fecha por la Comisión Permanente del Honorable Congreso de la Unión, 

se dio cuenta con el oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que remiten las observaciones que 
el C. Felipe de Jesús Calderón Hinojosa, Presidente de la República, de conformidad con lo que 
establece el artículo 72, apartados B y C de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
hace al Decreto que expide la Ley General de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo 
Séptimo del Articulo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos, en lo referente al Sector Social 
de la Economía. 
 

La Presidencia dicto el siguiente trámite; “Remítase a la Cámara de Senadores”. 
 

México, D.F., a 4 de enero de 2012 
 

Sen. Luis Alberto Villarreal García 
Secretario”. 

 



SUBSECRETARÍA DE ENLACE LEGISLATIVO 

Oficio No. SEU300/1316/11 
México, D.F., 22 de diciembre de 2011 

Secretarios de la Comisión Permanente 
del H. Congreso de la Unión 
Presentes 

-: ... ,- - SEGOB 

Por este conducto y en ejercicio de la facultad que le confiere el artículo 72, 
apartados By C, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con 
fundamento en lo dispuesto por la fracción XIV del artículo 27 de la Ley Orgánica 
de la Administración Pública Federal, me permito remitir para los fines 
procedentes, las observaciones que el C. Presidente de la República hace al 
DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY GENERAL DE LA ECONOMÍA 
SOCIAL Y SOLIDARIA, REGLAMENTARIA DEL PÁRRAFO SÉPTIMO DEL 
ARTÍCULO 25 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, EN LO REFERENTE AL SECTOR SOCIAL DE LA ECONOMÍA. 

Por lo anterior, devuelvo al Honorable Congreso de la Unión el original del Decreto 
de referencia, con firmas autógrafas de los legisladores Sen. Jase Gonzalez 
Morfin, Dip. Emilio Chuayffet Chemor, Sen. Arturo Herviz Reyes y Dip. Guadalupe 
Pérez Domínguez, Presidentes y Secretarios, de las Cámaras de Senadores y de 
Diputados, respectivamente. 

Sin otro particular, reciban un cordial saludo. 

Atentamente 
El Subsecretario 

Lic. Rubén Alfonso Fernández Aceves 

C.c.p.- Dr. Alejandro Poiré Romero, Secretario de Gobernación.- Presente. 

Lic. Miguel Alessio Robles, Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal.- Presente.- Ref. Oficio Número 

1.2197/2011 
Unidad de Enlace Legislativo.- Presente. 
Minutario 
UEU311 

VVOP/AFL 
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C. PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE SENADORES 
DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 
PRESENTE 

Una de las características de la consolidación democrática es la colaboración 
respetuosa entre los órdenes de gobierno y entre los poderes federales. Así es 
como la Federación, las entidades federativas y los municipios, con pleno respeto 
al principio constitucional de distribución de competencias, armonizan su actuación 
a efecto de hacer frente a las problemáticas que comparten, generando espacios 
de solución coordinada y escenarios permanentes de colaboración. 

En el ámbito federal, es de advertirse la existencia de una colaboración 
permanente entre los tres poderes que ha permitido un diálogo respetuoso y 
constructivo entre los órganos Legislativo, Ejecutivo y el Judicial. Es el caso, por 
ejemplo, del proceso de formación de leyes, en el cual, con pleno respeto en los 
principios y las normas constitucionales, Legislativo y Ejecutivo colaboran en la 
formación de un marco jurídico que aspira a constituirse en una genuina 
herramienta de desarrollo y en el motor de la transformación de nuestro país. 

En razón de ello y de manera comprometida con la construcción de marco jurídico 
de nuestro país, el Ejecutivo Federal a mi cargo ha asumido desde el inicio de esta 
Administración una actitud responsable en las etapas del proceso legislativo en las 
que constitucionalmente le corresponde intervenir. Así, en la gran mayoría de los 
casos, recibidos los proyectos de Decretos Legislativos, la tarea jurídica que 
implica la promulgación y la publicación de dichos proyectos se ha caracterizado 
por ser un espacio de reflexión y análisis que generalmente encuentra plena 
coincidencia de criterios con el Poder Legislativo. No obstante, en otras ocasiones, 
con profundo respeto al principio de división de poderes, pero actualizando el 
temperamento que de tal principio consigna el artículo 72, apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y sin otro objetivo que el 
de coadyuvar a una mejor integración del marco jurídico, se han emitido 
observaciones principalmente por haber advertido problemas de constitucionalidad 
de las normas jurídicas aprobadas, o bien, debido a que se visualizan problemas 
de sistematicidad de las mismas en relación con el orden jurídico nacional. 
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Es este el caso del Proyecto de De~~!()p()r _ _ei31J€l.se e.>.<e~~-e¡l¡¡_t.,e.y__(3e._n(3ral de _la 
Economía Social y Solidaria, reglamentªria del párrªfo séptimo deLactíc_u)g-·25 de 
la-Constitución Política de los Estª.c:l2. Uni.~os J'v1exicanos, _que deriva de una 
iniciativa presentada por el Senador René Arce, de fecha 14 de septiembre de 
2010, mismo que el Ejecutivo Federal a mi cargo ha decidido devolver a la 
Cámara de Senadores con las observaciones que en adelante se explicarán. 

Dicha iniciativa tuvo como propósito la emisión de un ordenamiento que facilitara 
la organización y la expansión de la actividad económica del sector social de la 
economía, así como el fomento e impulso por parte del Estado, la definición de las 
reglas de organización, promoción, fomento y fortalecimiento del sector social de 
la economía, a través de la implementación de un sistema que contribuyera a 
desarrollo social económico del país, a la generación de empleos y a la equitativa 
distribución de ingreso, logrando con ello una mayor generación de patrimonio 
sociaL La iniciativa de mérito planteaba, entre otros temas, lo siguiente: 

a) La creación del Instituto Nacional de la Economía Social (Instituto) 
como un órgano administrativo desconcentrado pero con 
características que, a consideración del Ejecutivo a mi cargo, sobrepasan 
los principios constitucionales y legales de organización administrativa que 
contempla nuestro orden jurídico, a saber: (i) la posibilidad de definir la 
política pública en el sector social de la economía; (ii) la posibilidad de 
adquirir bienes con base en cualquier título legal, lo que implica dotarlo de 
personalidad jurídica propia; (iii) la integración de una Junta Directiva, 
compuesta por un Director General, seis consejeros electos con carácter 
honorífico por el Congreso Nacional y seis consejeros designados por el 
Secretario de Economía, lo cual es contradictorio del esquema de 
conformación de los organismos descentralizados (iv) que las facultades de 
los titulares de las delegaciones regionales se determinen en el Estatuto 
Orgánico, lo cual es otra característica atípica de los órganos 
administrativos desconcentrados. En suma, tales características y 
elementos son más acordes con la naturaleza jurídica de los órganos 
descentralizados, cuya regulación se encuentra prevista, más bien, en la 
Ley Federal de Entidades Paraestatales para los organismos 
descentralizados. 
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b) La creación de un Registro Nacional de Organismos del Sector Social, 
como instrumento público encargado de la sistematización de la 
información y registro de los organismos del sector. Este registro nacional 
pudiera llegar a generar duplicidad de funciones y multiplicidad de 
información en relación a otros registros que actualmente existen en la 
Administración Pública Federal, los cuales también se encuentran dirigidos 
a brindar un apoyo a las entidades que constituyen el Sector Social. 

e) La creación de un Fondo de Fomento a la Economía Social, compuesto 
por los recursos públicos asignados en el Presupuesto de Egresos, a pesar 
de que en otro artículo del mismo proyecto se establezca la posibilidad de 
que a través de convenios, dicho Fondo también se integre con recursos de 
las entidades federativas y de los municipios, señalando además que su 
naturaleza será definida por el Reglamento de la Ley, lo cual, tan sólo en 
abstracto, genera un esquema muy complejo, y resulta inconstitucional, en 
razón de que el ejercicio de la facultad reglamentaria solamente es 
vinculante para la Administración Pública Federal y no así para las 
entidades federativas y los municipios. 

d) La creación de un Congreso Nacional de Organismos del Sector 
Social de la Economía, constituido por dos Congresistas de cada uno de 
los organismos del sector de segundo, tercer y cuarto grado que estén 
inscritos en el Registro Nacional, señalando además que se compondrá de 
cien congresistas electos en Asambleas Regionales, convocadas y 
desarrolladas por el Instituto. Cabe hacer notar que el Proyecto no 
establece una definición de cada uno de estos sectores. 

e) La creación de un Consejo Nacional del Congreso Nacional de 
Organismos del Sector Social de la Economía, conformado por 15 
consejeros electos por el pleno de Congreso Nacional por un periodo de 
tres años. Este órgano cuenta entre sus funciones con las de convocar a 
las sesiones del Congreso Nacional, servir como organismo de 
coordinación de los asuntos de interés para el sector, participar en la 
elaboración del Plan Nacional de Desarrollo y promover la creación de 
organismos del sector, considerando los lineamientos que señalan las leyes 
respectivas. 
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f) Se prevé que los organismos del sector perderán sus beneficios cuando 
incumplan reiteradamente los principios establecidos por el Instituto, así 
como en aquellos casos en que se violenten sistemáticamente las 
disposiciones de la Ley, lo cual genera incertidumbre jurídica, ya que los 
principios serían conceptos indeterminados no establecidos en Ley, a lo 
que habría que adicionar la falta de previsión de la forma en la que deberá 
acreditarse la violación reiterada de contenidos del propio ordenamiento. 

El proponente de la iniciativa destaca en la exposición de motivos del proyecto la 
importancia de la economía social en México particularmente en el sentido de 
ofrecer apoyo institucionalizado a través de la Ley a los ejidos, las comunidades 
agrarias, las organizaciones de trabajadores, incluyendo los sindicatos, las 
sociedades cooperativas, las empresas que pertenezcan mayoritaria o 
exclusivamente a los trabajadores y, en general, a todas las formas de 
organización social para la producción, distribución y consumo de bienes 
socialmente necesarios. 

Al respecto, resulta indispensable enfatizar, que el Ejecutivo Federal a mi cargo 
comparte la aspiración de fortalecer continuamente a las organizaciones que 
conforman el sector social de la economía; no obstante, no se considera que lo 
anterior se lograría con el contexto normativo propuesto. Es más, hoy por hoy se 
cuenta con un diseño institucional y normativo que nos provee de los instrumentos 
de planeación, como lo son por ejemplo, tanto el Plan Nacional de Desarrollo 
como los Programas necesarios que derivan de éste, los cuales tienen como 
finalidad el cumplimiento de una política pública integral. Aunado a ello, tal y como 
ya se mencionó, existen ordenamientos específicos que regulan la intervención 
estatal en la promoción de la actividad económica de los sujetos a los que se 
refiere el Proyecto de Decreto. 

En este sentido, el Ejecutivo Federal a mi cargo considera que es innecesaria la 
creación de un Instituto Nacional de la Economía Social, debido a que ya se 
cuenta con una estructura administrativa para el cumplimiento de los objetivos de 
los programas, lo que se puede advertir, por ejemplo, del hecho de que las 
funciones que se pretende otorgar al Instituto son llevadas a cabo, entre otros, por 
el Fondo Nacional de Apoyo a las Empresas de Solidaridad (FONAES), el cual 
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tiene como misión fomentar e integrar circuitos locales de financiamiento, 
inversión, producción, comercialización y ahorro, a través del apoyo a proyectos 
productivos, el desarrollo de capacidades empresariales en beneficio de las 
personas que se constituyan en empresas sociales, se constituyan figuras 
asociativas de segundo y tercer nivel y el financiamiento para lograr un impacto en 
el desarrollo local y regional. 

Por tales motivos, se considera pertinente que, en ejerc1c1o de la facultad 
constitucional concedida en la fracción B del artículo 72 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, el Ejecutivo Federal a mi cargo formule 
observaciones respecto del Proyecto de Decreto por el que se expide la Ley 
General de la Economía Social y Solidaria, reglamentaria del párrafo séptimo del 
articulo 25 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, aprobado 
por el H. Congreso de la Unión el pasado 23 de noviembre conforme a los 
siguientes: 

l. ANTECEDENTES. 

a) Se deriva de una iniciativa presentada el 14 de septiembre de 201 O por el 
Senador René Arce. 

b) Dicha iniciativa fue turnada por la Mesa Directiva del Senado de la República 
a las Comisiones Unidas de Fomento Económico y de Estudios Legislativos, 
Segunda. 

e) Con fecha 26 de abril, el proyecto de dictamen correspondiente fue aprobado 
por el pleno del Senado con 83 votos a favor, ordenándose su remisión a la 
Cámara de Diputados para sus efectos constitucionales. 

d) La Mesa Directiva de la Cámara de Diputados turnó la minuta a las 
Comisiones Unidas de Economía y de Fomento Cooperativo y Economía 
Social con opinión de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública. 

e) En sesión del pleno de la Cámara de Diputados de fecha 23 de noviembre de 
2011, fue aprobada la minuta en sus términos por 238 votos en pro, 22 en 
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contra y 1 O abstenciones, ordenándose su remisión al Ejecutivo Federal para 
sus efectos constitucionales. 

f) El Proyecto fue recibido por la Secretaría de Gobernación el pasado 1' de 
diciembre, por lo que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 de la 
Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos, el plazo para la 
emisión de observaciones fenece el 31 de diciembre de año en curso. 

11. OBSERVACIONES 

El párrafo séptimo del artículo 25 de Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos es del tenor siguiente: 

"La ley establecerá los mecanismos que faciliten la organización y la 
expansión de la actividad económica del sector social: de los ejidos, 
organizaciones de trabajadores, cooperativas, comunidades, empresas 
que pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores y, en 
general, de todas las fonnas de organización social para la producción, 
distribución y consumo de bienes y servicios socialmente necesan·os." 

Luego, la exposición de motivos de la iniciativa establece que el Decreto de mérito 
y la expedición de la nueva Ley tienen como finalidad " ... trazar una estrategia de 
desarrollo del sector social, proporcionándole su marco legal para abrirle 
perspectivas, armándolo con un conjunto de tareas claras y coherentes, que 
hagan de este sector un actor fundamental en las políticas de crecimiento, 
desarrollo y empleo en este país ( .. .) El sector social sin duda tiene un potencial 
importan y puede realizar contnbuciones decisivas en el desarrollo inmediato del 
país, aunque hasta ahora no ha contando con el marco legal para hacerlo. Por 
ello, el esplritu de la Ley que se presenta se funda en el mismo artículo 25 de la 
Constitución, el cual dicta que se establecerán los mecanismos que faciliten la 
organización y expansión de la actividad económica del sector social ... " 

De esta forma, es evidente que tanto la iniciativa como el Proyecto de Decreto 
parten de la premisa consistente en que hay una falta de regulación del sector de 
mérito. 
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Sobre este particular, el Ejecutivo Federal a mi cargo no comparte la premisa 
señalada por el legislador, ya que resulta inadmisible que se aduzca una falta de 
regulación dirigida al impulso del sector de la economía social, cuando 
actualmente existen diversas Leyes Generales y Federales que, de conformidad 
con la naturaleza de los propios actores que regulan, establecen diversos 
programas de apoyo. 

En razón de ello, resulta conveniente hacer referencia mínima a algunos de los 
ordenamientos jurídicos que regulan esta promoción del sector social de la 
economía, con el objeto de advertir las posibles cuestiones de inconstitucionalidad 
y de contradicción normativa, así como la duplicidad o multiplicidad de funciones 
que la promulgación, publicación y entrada en vigor del Proyecto de Decreto 
pudiesen llega a generar. 

A) ORDENAMIENTOS VIGENTES QUE REGULAN A LOS SUJETOS DEL 
SECTOR SOCIAL DE LA ECONOMÍA. 

Como se ha mencionado anteriormente, el Proyecto de Decreto por el que se 
expide la Ley General de la Economía Social y Solidaria, pretende regular en un 
solo cuerpo normativo una diversidad de organizaciones que integran el sector 
social de la economía que ya se encuentran reguladas actualmente por otros 
ordenamientos. Tal es el caso de ejidos, comunidades, cooperativas, 
organizaciones de trabajadores y en general, formas de organización social para 
la producción, distribución y consumo de bienes y servicios socialmente 
necesarios, sin importar las diferencias sustanciales en cuanto a su naturaleza, 
objetos y características. 

Entre los ordenamientos que regulan al sector, destacan los siguientes: (i) la Ley 
General de Desarrollo Social; (ii) la Ley Agraria; (iii) la Ley de Desarrollo Rural 
Sustentable, (iv) la Ley de Asociaciones Agrícolas; (v) la Ley General de 
Sociedades Cooperativas; (vi) la Ley de Ahorro y Crédito Popular; (vii) la Ley de 
Sociedades de Solidaridad Social; (viii) la Ley para el Desarrollo de la 
Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa; (ix) la Ley Federal para 
el Fomento de la Microindustria y la Actividad Artesanal; (x) la Ley Federal de 
Fomento a las Actividades realizadas por Organizaciones de la Sociedad Civil; (xi) 
la Ley General de Pesca Acuacultura Sustentables; (xii) la Ley para regular las 
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Actividades de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo; (xiii) la Ley de 
Aguas Nacionales; (xiv) la Ley Orgánica de Financiera Rural, y (xv) la Ley Federal 
de Entidades Paraestatales. 

Todos estos ordenamientos encuentran en su objeto la regulación de sujetos que 
pertenecen al sector de la economía social. Es por lo anterior que el Proyecto de 
Decreto que por este medio se observa propone la expedición de una Ley sin 
analizar su vinculación o impacto con ninguna de las Leyes antes mencionadas, 
por lo que en vez de propiciar un alineamiento de la normas en el sector que 
pretende normarse, crea antinomias, impidiendo la aplicación de unos principios 
mínimos en beneficio de dicho sector. 

Sólo por mencionar algunas inconsistencias se citan los siguientes ejemplos. 

1. LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL: La Ley General de Desarrollo 
Social, que tiene su fundamento en los artículos 2, 26 y 73, fracción XXIX-O de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece en su 
artículo primero que es de orden público e interés social y de observancia 
genera en toda la República y que tiene por objeto, entre otros, el de "fomentar 
el sector social de la economía". Por su parte, el Proyecto de Decreto señala 
que la Ley General de la Economía Social y Solidaria tiene por objeto "definir 
las reglas de organización y el fortalecimiento del sector social de la 
economía". Nótese que de inicio, ambas leyes pretenden regular el mismo 
sector. 

Luego, es lógico que, por ejemplo, se generen antinomias e inconsistencias 
como las siguientes: 

a) Mientras que la Ley General de Desarrollo Social obliga a los municipios, a 
los gobiernos de las entidades federativas y al Gobierno Federal a 
fomentar las actividades productivas para promover la generación de 
empleos e ingresos de personas, familias, grupos y organizaciones 
productivas, el Proyecto de Decreto no contiene imperativo alguno relativo 
a los órdenes de gobierno estatal o municipal, por lo que existirían normas 
diferentes con consecuencias jurídicas diversas, ante lo cual, bien cabría 
preguntarse, ¿cuál de ellas deberá prevalecer? 
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b) Mientras que la Ley General de Desarrollo Social prevé que los 
municipios, los gobiernos de las entidades federativas y el Gobierno 
Federal estimularán la organización de personas, familias y grupos 
sociales, destinando recursos públicos para promover proyectos 
productivos, el Proyecto Decreto prevé la conformación de un Fondo de 
Fomento a la Economía Social, que tiene por objeto atender las iniciativas 
productivas del Sector mediante el apoyo de proyectos productivos, la 
constitución, el desarrollo, consolidación y expansión de los organismos 
del sector y de la participación en esquemas de financiamiento social, pero 
estableciendo que su capital se constituirá con recursos públicos 
asignados en el Presupuesto de Egresos de la Federación, pudiendo -de 
acuerdo al artículo 14 del Proyecto- incrementarse con los recursos 
derivados de los convenios que se establezcan con las entidades 
federativas y municipios. Luego, bien cabría preguntarse lo siguiente: ¿los 
municipios y los gobiernos de las entidades federativas están obligados, o 
simplemente facultados a destinar recursos públicos en apoyo al sector?, 
¿no se genera una inconsistencia debido a que la Ley General de 
Desarrollo Social sí contiene una obligación de destino de recursos 
públicos y el Proyecto de Decreto sólo una facultad? 

2. LEY AGRARIA: La Ley Agraria vigente encuentra su más importante referente 
histórico en la reforma al artículo 27 constitucional de 1992, que a su vez tuvo 
por objetivo el cambio de régimen de derechos del ejidatario sobre sus tierras, 
pasando de un derecho de naturaleza indefinida sobre tierras colectivas que 
impedían su comercialización y vinculaban al ejidatario a intereses de terceros, 
al régimen de propiedad privada, el cual, sin desvincular al ejidatario de la 
colectividad a la que pertenece, le confería la seguridad jurídica que se 
requiere para realizar cualquier acto jurídico que le permitiera obtener de sus 
tierras el mayor provecho posible. Así, la Ley Agraria prevé que la política 
nacional en la materia debe tomar en consideración otras formas de 
organización, como lo son, por ejemplo, las sociedades de producción rural, las 
uniones de sociedades de producción rural, así como a las Asociaciones 
Rurales de Interés Colectivo. Todas ellas, de acuerdo con el artículo 108 de la 
Ley de mérito, tienen como objeto la coordinación de actividades productivas, 
asistencia mutua, comercialización u otras no prohibidas por la misma. 
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De igual forma, el artículo 11 O de dicho ordenamiento señala que el objeto de 
las Asociaciones Rurales de Interés Colectivo será la integración de los 
recursos humanos, naturales, técnicos y financieros para el establecimiento de 
industrias, aprovechamientos, sistemas de comercialización y cualesquiera 
otras actividades económicas; tendrán personalidad jurídica propia a partir de 
su inscripción en el Registro Agrario Nacional, y cuando se integren con 
Sociedades de Producción Rural o con uniones de éstas, se inscribirán 
además en los Registros Públicos de Crédito Rural o de Comercio. En 
contrapartida, el Proyecto de Decreto reconoce, como únicos integrantes de la 
organización de la economía social, a los ejidos y a las comunidades, sin 
considerar expresamente otras formas de organización que sí reconoce el 
Derecho Agrario. 

3. LEY DE PLANEACIÓN: El artículo 14 de la Ley de Planeación señala que es 
una atribución de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público elaborar el Plan 
Nacional de Desarrollo, tomando en cuenta las propuestas de las dependencias 
y entidades de la Administración Pública Federal y de los gobiernos de los 
Estados, así como los planteamientos que se formulen por los grupos sociales y 
por los pueblos y comunidades indígenas interesados. 

Asimismo, el artículo 20 de este ordenamiento señala que en el ámbito del 
Sistema Nacional de Planeación Democrática tendrá lugar la participación y 
consulta de los diversos grupos sociales, con el propósito de que la población 
exprese sus opiniones para la elaboración, actualización y ejecución del Plan y 
los programas a que se refiere la Ley. Por otro lado es importante destacar el 
contenido del artículo 16 de la Ley de Planeación prevé que la definición e 
instrumentación de políticas corresponde a las Dependencias, en los siguientes 
términos: 

Artículo 16.- A las dependencias de la administración pública federal/es 
corresponde: 
1.- Intervenir respecto de las materias que les competan, en la elaboración 
del Plan Nacional de Desarrollo, observando sie.mpre las variables 
ambientales, económicas, sociales y culturales que incidan en el 
desarrollo de sus facultades; 
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11.- Coordinar el desempeño de las actividades que en maten·a de 
planeación correspondan a las entidades paraestatales que se agrupen 
en el sector que, conforme a la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, detennine el Presidente de la República. 
111. Elaborar programas sectoriales, tomando en cuenta las propuestas 
que presenten las entidades del sector y los gobiernos de los estados, así 
como las opiniones de los grupos sociales y de los pueblos y 
comunidades indígenas interesados; · 
IV.- Asegurar la congruencia de los programas sectoriales con e/ Plan y 
los programas regionales y especiales que detennine el Presidente de la 
República. 
V.- Elaborar los programas anuales para la ejecución de los programas 
sectoriales correspondientes; 
VI.- Considerar el ámbito territorial de las acciones previstas en su 
programa, procurando su congruencia con los objetivos y prioridades de 
los planes y programas de los gobiernos de los estados; 
V/1.- Vigilar que las entidades del sector que coordinen conduzcan sus 
actividades conforme al Plan Nacional de Desarrollo y al programa 
sectorial correspondiente, y cumplan con lo previsto en el programa 
institucional a que se refiere el Artículo 17, fracción /1; y 
VIIJ.- Verificar periódicamente la relación que guarden los programas y 
presupuestos de las entidades paraestatales del sector que coordinen, 
así como los resultados de su ejecución, con los objetivos y prioridades 
de los programas sectoriales, a fin de adoptar las medidas necesarias 
para corregir las desviaciones detectadas y reformar, en su caso, los 
programas respectivos. 

Por su parte, los artículos 14, fracción IV y 25, fracción V del Proyecto de 
mérito, pretenden que el Instituto Nacional de la Economía Social y el 
Congreso Nacional de los Organismos de Sector Social de la Economía 
participen en la elaboración, consecución y verificación del Plan Nacional de 
Desarrollo. Por tanto, resulta cuestionable que el Proyecto de Decreto incluya 
como una de las facultades del Instituto, la definición e instrumentación de 
políticas públicas, ya que éstas, según la Ley de Planeación, corresponden a 
las dependencias de la Administración Pública Federal, no así a órganos 
administrativos desconcentrados. 
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4. LEY DE SOCIEDADES DE SOLIDARIDAD SOCIAL: La Ley de Sociedades 
de Solidaridad Social tiene por objeto regular a tales sociedades, las cuales se 
constituyen con un patrimonio de carácter colectivo, cuyos socios deben ser 
personas físicas de nacionalidad mexicana, en especial ejidatarios, comuneros, 
campesinos sin tierra, parvifundistas y personas que tengan derecho al trabajo, 
y que destinen una parte del producto de su trabajo a un fondo de solidaridad 
social para realizar actividades mercantiles. Dichas sociedades podrán tener 
por objeto la creación de fuentes de trabajo. Nótese que, de inicio, ambas leyes 
pretenden regular el mismo sector. 

Por ello, si al parecer la Ley de Sociedades de Solidaridad Social se encuentra 
rebasada por los acontecimientos fácticos del sector social de la economía, el 
legislador debió, en un ejercicio de sistémica normativa, abrogar el contenido 
de la misma o, en su caso, reformar, adicionar o derogar algunos contenidos 
de tal ordenamiento a efecto de que se complementaran convenientemente. 

5. LEY FEDERAL DE FOMENTO A LAS ACTIVIDADES REALIZADAS POR 
ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL. Se incorporan al Proyecto de 
Decreto temas regulados por la Ley Federal de Fomento que inciden, en 
concreto, en que las organizaciones legalmente constituidas deberán modificar 
sus estatutos, lo que generaría una erogación adicional a todas las 
organizaciones sociales, toda vez que dichos cambios deberán protocolizarse 
ante fedatario, además de ser inscritos en el Registro que les corresponda de 
conformidad con la figura asociativa conforme a la que estén constituidas. 

6. LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE: La Ley de Desarrollo Rural 
Sustentable es un ordenamiento que considera de interés público el desarrollo 
rural sustentable, incluyendo la planeación y organización de la producción 
agropecuaria, su industrialización y comercialización, y de los demás bienes y 
servicios, y todas aquellas acciones tendientes a la elevación de la calidad de 
vida de la población rural, según lo previsto en el artículo 26 constitucional. 
Son considerados como sujetos de esta Ley los ejidos, comunidades y las 
organizaciones o asociaciones de carácter nacional, estatal, regional, distrital, 
municipal o comunitario de productores del medio rural, que se constituyan o 
estén constituidas de conformidad con las leyes vigentes y, en general, toda 
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persona física o moral que, de manera individual o colectiva, realice 
preponderantemente actividades en el medio rural. 

Este ordenamiento señala que en el marco previsto en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, el Estado, a través del Gobierno Federal y 
en coordinación con los gobiernos de las entidades federativas y municipales, 
impulsará políticas, acciones y programas en el medio rural que serán 
considerados prioritarios para el desarrollo del país y que estarán orientados, 
entre otros, al objetivo de promover y favorecer el bienestar social y económico 
de los productores, de sus comunidades, de los trabajadores del campo y, en 
general, de los agentes de la sociedad rural con la participación de 
organizaciones o asociaciones. Especialmente la de aquellas que estén 
integradas por sujetos que formen parte de los grupos vulnerables referidos en 
el artículo 154 de la Ley, mediante la diversificación y la generación de empleo, 
incluyendo el no agropecuario en el medio rural, así como el incremento del 
ingreso. 

Es así que desde el punto de vista operativo, pueden observarse duplicidades 
de atribuciones, funciones y facultades entre el Instituto Nacional de la 
Economía Social y la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, 
Pesca y Alimentación. 

Dicho lo anterior, cabe señalar que el Ejecutivo Federal a mi cargo, también ha 
detectado algunas inconsistencias jurídicas cuya explicación se expresa a 
continuación. 

B) INCONSISTENCIAS JURIDICAS DEL PROYECTO DE DECRETO POR EL 
QUE SE EXPIDE LA LEY GENERAL DE LA ECONOMÍA SOCIAL Y 
SOLIDARIA. 

1. CREACIÓN DEL INSTITUTO NACIONAL DE LA ECONOMIA SOCIAL. 

El artículo 13 del Proyecto de Decreto prevé la creación del "Instituto Nacional de 
la Economía Social" (Instituto), como un órgano administrativo desconcentrado 
adscrito a la Secretaría de Economía, con autonomía técnica, operativa y de 
gestión, en los términos que señala el propio Proyecto. El Instituto contará con una 
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Junta de Gobierno integrada por doce consejeros, seis de los cuales, serían 
particulares integrantes de otra figura que crea la Ley denominada "Congreso 
Nacional de las organizaciones del Sector Social de la Economía" circunstancia 
que es atípica en tratándose de órganos administrativos desconcentrados y 
contraria a lo dispuesto por el artículo 90 de la Constitución Política Federal, así 
como a la propia Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 
particularmente al artículo 17 de este ordenamiento en el que se señala que tales 
órganos deberán encontrarse subordinados al titular de la Secretaría a la que se 
encuentren adscritos. 

De manera genérica puede afirmarse que existen tres elementos indispensables 
para que se configure un órgano desconcentrado: 

a) Que se encuentre jerárquicamente subordinado a una Secretaría de 
Estado; 

b) Que posea facultades específicas para resolver en determinada materia, y 

e) Que tenga un ámbito espacial de competencia en el que pueda ejercer 
válidamente sus facultades. 

En contraposición, los organismos descentralizados no dependen jerárquicamente 
de manera directa del Ejecutivo Federal, cuentan con un patrimonio propio, 
poseen un órgano colegiado de gobierno y encuentran el fundamento de su 
competencia orgánica en un Estatuto Orgánico expedido por el propio organismo 
descentralizado. 

Al respecto es conveniente señalar que el pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ha determinado la inconstitucionalidad de la inclusión de los 
organismos descentralizados de carácter federal en la Ley Federal de 
Trabajadores al Servicio del Estado, toda vez que los organismos 
descentralizados, aunque forman parte de la administración pública paraestatal, 
no forman parte del Poder Ejecutivo Federal, cuyo ejercicio corresponde, según lo 
establecido por los artículos 80, 89 y 90 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, al Presidente de la República, atribuciones que desempeña 
directamente o por conducto de las dependencias de la administración pública 
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centralizada, como son las Secretarías de Estado y, en su caso, por los órganos 
desconcentrados que se encuentran en el ámbito de éstas en razón de lo 
dispuesto por el artículo 17 de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal. 

Es así que el Instituto se configura como un organismo desconcentrado, pero de 
características sui generis que no pertenecen a la esfera de la centralización 
administrativa. A mayor abundamiento, pareciera que gran parte de las 
características plasmadas en el Proyecto de Decreto pertenecen a un organismo 
descentralizado. Probablemente es así en razón de que el texto original de la 
iniciativa proponía que este Instituto fuera un organismo descentralizado, y fue en 
la discusión llevada a cabo en las Comisiones dictaminadoras del Senado, que se 
decidió constituir al Instituto a través de la figura de un órgano desconcentrado, sin 
realizar los cambios correspondientes a la iniciativa, generándose así, diversas 
inconsistencias jurídicas que por impactar en la naturaleza jurídica de este órgano, 
generarían contradicciones con los principios constitucionales y legales relativos a 
la organización de la Administración Pública Federal. 

Lo anterior se clarifica, por ejemplo, con la pretensión de que el desconcentrado 
posea, a saber: (i) personalidad jurídica; (ii) un patrimonio propio; (iii) una junta de 
gobierno como órgano colegiado de toma de decisiones, y (fv) que el Instituto esté 
facultado para emitir su estatuto orgánico. 

Así las cosas, establecer que el Instituto contará con recursos propios, resulta una 
circunstancia contraria a la desconcentración administrativa, ya que, como se ha 
mencionado, los órganos desconcentrados carecen de personalidad jurídica 
propia y dependen jerárquicamente de las Secretarias de Estado. Nótese, por 
ejemplo, el contenido del articulo 16 del Proyecto señala: 

Artículo 15. El Instituto contará con los siguientes recursos para el 
cumplimiento de su objeto: 

l. Los recursos que se le asignen a través de la Secretaria en el Presupuesto 
de Egresos de la Federación; 
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11. Los bienes muebles, inmuebles y demás recursos que adquiera con base 
en cualquier título legal; y 

11/. Los subsidios, donaciones y legados que reciba de personas flsicas o 
morales, públicas o privadas, nacionales o extranjeras, los cuales de ninguna 
manera podrán implicar condiciones contrarias a su objeto conforme lo 
establece la ley. 

De lo anterior se colige que si el Instituto es capaz de adquirir bienes con base en 
cualquier título legal y además es igualmente capaz de recibir donaciones y 
legados, es porque cuenta con personalidad jurídica propia, circunstancia contraria 
a lo dispuesto por el artículo 17 de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal y a diversos criterios emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación inherentes a las características de los órganos desconcentrados y a su 
diferencia con los organismos descentralizados. 

Por otra parte, se prevé una Junta Directiva del Instituto estará integrada por el 
Director General, seis consejeros del Congreso Nacional1 y seis consejeros 
designados por el Secretario de Economía. La Junta Directiva vigilará la correcta 
aplicación del fondo y aprobará el anteproyecto de presupuesto del Instituto. 
Asimismo, aprobará los programas y acciones de fomento a la actividad 
económica del sector. En tal sentido, los representantes del Congreso 
conformarán prácticamente el 50% de la integración del órgano de gobierno del 
Instituto, teniendo participación efectiva tanto en las decisiones respecto de la 
utilización del gasto, mediante la aprobación del anteproyecto de presupuesto del 
Instituto, como en la fiscalización de los recursos, mediante la vigilancia de la 
correcta administración del fondo. 

Aunado a lo anterior, no debe perderse de vista que conforme al propio articulo 17 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, los órganos 
desconcentrados auxilian a las dependencias en el ejercicio de sus funciones, por 

1 El Congreso Nacional de tos Organismos del Sector Social de la Economla es el máximo órgano de representación del 
Sector y tiene entre sus funciones promover la integración de los componentes del Sector; emitir de manera conjunta y/o 
con la anuencia de los Organismos de Integración que, confonne a! asunto, deban conocer del tema, posicionamientos con 
respecto a las problemáticas que afecten al Sector; aprobar sus propios estatutos y reglamentos internos, y elegir a través 
de su pleno y en apego a su reglamento interno, a los representantes propietarios y suplentes, ante el Instituto, as! como a 
los consejeros del Consejo Nacional. 
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ende, la dirección de éstos que está a cargo de los titulares de las dependencias 
no puede ser dirigido por una Junta de Gobierno, menos aún si ésta se conforma 
por personas ajenas a la Administración, es decir, por particulares. 

En esta lógica, la elaboración de las políticas públicas en la materia estará 
supeditada a la aprobación por parte de particulares, circunstancia que 
corresponde a las dependencias del Ejecutivo en términos de lo dispuesto por el 
artículo 16 de la Ley de Planeación. En tal sentido, tanto la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público como la Secretaría de Economía, cuentan con 
atribuciones derivadas de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal 
para establecer políticas relacionadas con el fomento y desarrollo de la economía, 
que comprenden a todo el sector en su conjunto, incluyendo las necesarias para el 
sector social de la economía, por lo que no es factible jurídicamente establecer 
dichas facultades en un desconcentrado. En suma, la conformación de la Junta 
Directiva del Instituto es jurídicamente inviable, ya que no es congruente con la 
organización administrativa inherente a la desconcentración. Se trata más bien, 
como se ha dicho, de un esquema relativo a un organismo descentralizado. 

No menos importante es la previsión de que el órgano desconcentrado pueda 
contar con delegaciones regionales, lo cual, quizá pueda ajustarse a los principios 
de la centralización administrativa; sin embargo, el artículo 19 del Proyecto cita 
que los titulares de dichas delegaciones serán designados por el Director General 
del Instituto y tendrán las atribuciones que determine el Estatuto Orgánico del 
mismo, lo que es cuestionable atendiendo a lo siguiente: (i) al encontrarse el 
Instituto en el ámbito de la centralización administrativa, los servidores públicos del 
mismo deben de manera genérica ajustar su ingreso, permanencia, capacitación y 
separación a la Ley del Servicio Profesional de Carrera, por lo que resulta 
cuestionable que los nombramientos de los delegados puedan ser efectuados de 
manera lisa y llana por el Director General del Instituto, y (ii) de acuerdo al artículo 
15 de la Ley Federal de Entidades Paraestatales, el órgano de gobierno de tales 
entidades deberá expedir el Estatuto Orgánico en el que se establezcan las bases 
de la organización, así como las facultades y funciones que correspondan a las 
distintas áreas que lo componen, por lo que se reitera que ésta es una 
característica de los organismos públicos descentralizados, no de los órganos 
administrativos desconcentrados. 
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2. FONDO DE FOMENTO A LA ECONOMÍA SOCIAL. 

Como se ha señalado anteriormente, el Proyecto de Decreto considera la 
integración de un Fondo de Fomento a la Economía Social con recursos del 
Presupuesto de Egresos de la Federación. En tal sentido, no se advierte el 
cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 18 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, inherente a la fuente de ingreso distinta al 
financiamiento o aquella en la que se señale como se compensará con 
reducciones en otras previsiones de gasto. Además, existe una contradicción 
normativa en el propio Proyecto de Decreto respecto de la constitución de este 
fondo, ya que en una norma (artículo 46) se prevé que solamente se generará a 
partir de recursos del Presupuesto de Egresos de la Federación y en otra distinta 
(artículo 14) señala que también podrán aportar recursos mediante celebración de 
convenios las entidades federativas y los municipios Lo cierto es que actualmente 
coexisten diversos programas que no solamente implican recursos federales, sino 
que conforme a las Reglas de Operación existe aportación de diversa índole, tanto 
de lo sectores público como del privado en el rubro de la economía social. 

Por último, conviene resaltar que al prever la participación de las entidades 
federativas y de los municipios mediante convenios en la aportación de recursos 
económicos, y no mediante esquemas que obliguen a realizar tales aportaciones a 
los órdenes de gobierno mencionados, se genera un retroceso respecto del 
tratamiento normativo previsto por la Ley General de Desarrollo Social, como se 
ha señalado con anterioridad. 

3. CONGRESO NACIONAL DE ORGANISMOS DEL SECTOR SOCIAL 
DE LA ECONOMÍA. 

El Proyecto de Decreto considera que el Congreso se integrará por dos 
congresistas de cada uno de los Organismos del Sector de segundo, tercer y 
cuarto grado, que estén dentro del Registro Nacional. Sin embargo, a pesar de 
que el concepto doctrinal de división de la economía por sectores es aceptado, 
dicha distinción no se puede encontrar, ni en el texto del Proyecto de Decreto, ni 
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tampoco en ninguna otra disposición legal vigente, lo que genera incertidumbre 
jurídica su utilización. 

Aunado a ello, el considerar la realización trianual de dicho Congreso Nacional, 
como órgano de representación máxima de las organizaciones del sector social de 
la economía, y el proponer que el Instituto coadyuve en su organización, 
supondría una compleja e indebida intervención del Ejecutivo Federal en asuntos 
propios de dichas organizaciones. 

4. INCORRECTA NOMENCLATURA DE LA LEY E INDEFINICIÓN DEL 
ÁMBITO DE APLICACIÓN. 

Desde la doctrina, se han acuñado diversas tipologías respecto de las leyes que 
emanan de Congreso de la Unión. Posiblemente una de las más difundidas es la 
que prevé las siguientes categorías: 

a) Leyes Reglamentarias de un título constitucional. 
b) Leyes Reglamentarias de párrafos constitucionales. 
e) Leyes Reglamentarias de un precepto constitucional 
d) Leyes Generales que distribuyen competencias en materias concurrentes 

por mandato constitucional. 

Al respecto, el proyecto de mérito se ubica en una categoría híbrida, ya que de 
conformidad con lo señalado por el proponente, e inclusive por los dictámenes, se 
trata de una Ley Reglamentaria al párrafo séptimo del artículo 25 constitucional, 
pero a la vez, pareciera tener la naturaleza jurídica de ser una Ley General. 

En esa razón, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado las 
características de las Leyes Generales, como sigue: 

LEYES GENERALES. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 133 
CONSTITUCIONAL.' La lectura del precepto citado permite advertir la 
intención del Constituyente de establecer un conjunto de disposiciones de 

2 Tesis aislada. Materia(s): Constitucional. Novena tpoca. Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judicial de la Federación Y 
su Gaceta. XXV, Abril de 2007. Tesis: P. VIV2007, Pagina: 5 
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observancia general que, en fa medida en que se encuentren apegadas a lo 
dispuesto por fa Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
constituyan fa "Ley Suprema de fa Unión". En este sentido, debe entenderse 
que fas leyes del Congreso de fa Unión a fas que se refiere el artículo 
constitucional no corresponden a las leyes federales, esto es, a aquellas que 
regulan las atnbuciones conferidas a determinados órganos con el objeto de 
trascender únicamente al ámbito federal, sino que se trata de leyes generales 
que son aquellas que pueden incidir válidamente en todos los órdenes 
jurídicos parciales que integran al Estado Mexicano. Es decir, las leyes 
generales corresponden a aquellas respecto a las cuales el Constituyente o el 
Poder Revisor de fa Constitución ha renunciado expresamente a su potestad 
distribuidora de atnbuciones entre las entidades políticas que integran el 
Estado Mexicano, lo cual se traduce en una excepción al principio establecido 
por el artículo 124 constitucional. Además, estas leyes no son emitidas motu 
propn·o por el Congreso de fa Unión, sino que tienen su origen en cláusulas 
constitucionales que obligan a éste a dictarlas, de tal manera que una vez 
promulgadas y publicadas, deberán ser aplicadas por las autoridades 
federales, locales, del Distrito Federal y municipales. 

En el proyecto de Decreto de mérito, no existe precisión respecto del ámbito de 
aplicación de la Ley, ya que si bien es cierto que el articulo 1° del Proyecto de 
Decreto señala que la misma: " ... es de orden público, interés social y de 
observancia general en todo el territorio nacional y se aplicará sin perjuicio de 
otras disposiciones que dicten los Poderes Ejecutivo y Legislativo Federal y de fas 
Entidades Federativas, así como municipales, en el ámbito de sus respectivas 
competencias ... ", y considerando que dicha cláusula no resulta ser otra cosa que 
una cláusula de prevalencia de esta ley respecto de cualquier otra, es evidente 
que pretende atribuirse la naturaleza jurídica de una ley, no de carácter federal, 
sino que, por el contrario, pretende atribuirse la esencia de una ley que se 
desarrolla en el orden jurídico constitucional o total, es decir, aquel orden jurídico 
que puede válidamente incidir en el ámbito de competencia de los órdenes 
jurídicos federal, estatal, municipal y del distrito federal. El problema surge en que, 
tal y como lo sostiene la Suprema Corte, " ... estas leyes no son emitidas motu 
proprio por el Congreso de la Unión, sino que tienen su origen en cláusulas 
constitucionales que obligan a éste a dictarlas ... ". 
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Luego, es claro que el Congreso de la Unión carece de facultades para expedir 
una "Ley General", ya que este tipo de leyes terminan de distribuir las 
competencias que no distribuyó el Constituyente originario o permanente -a 
quienes corresponde originariamente esta función- cuando se está en presencia 
de alguna materia concurrente prevista por la propia Ley fundamental, supuesto 
que no se actualiza en el particular, ya que de ninguna cláusula de nuestra 
Constitución pudiera llegar a inferirse que el desarrollo del sector social de la 
economía resulta ser una materia concurrente. 

Muy por el contrario, la propia Constitución, en su artículo 73, fracción XXIX-D. 
establece como materia federal, y por ello, como facultad del Congreso de la 
Unión como órgano legislativo federal, lo siguiente: 

Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

XXIX-D. Para expedir leyes sobre planeación nacional del desarrollo 
económico y social, así como en materia de información estadística y 
geográfica de interés nacional; 

En razón de lo anterior, la Ley que por esta vía se observa, no puede ser una Ley 
General y por lo tanto, no puede pretender incidir válidamente en las entidades 
federativas, ni en los municipios, sin contravenir el Pacto Federal, que se 
encuentra en el artículo 124 de la Constitución, la fórmula de distribución de 
competencias que permite la coexistencia de diversos órdenes jurídicos. Es por 
ello que, tanto la nomenclatura de la Ley, como algunos de sus contenidos, 
carecen de sustento constitucional, lo cual puede corroborarse con los criterios 
establecidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación respecto de leyes que, 
en efecto, son consideradas generales. 

5. INDETERMINACIÓN DE CONCEPTOS E INAPLICACION DE CONTENIDOS 
POR REFERENCIAS A ORDENAMIENTOS INEXISTENTES. 

Son numerosos los ejemplos de conceptos desfasados en el Proyecto de Decreto. 

Un ejemplo de lo anterior lo constituye la disposición que señala como integrantes 
del sector social a las sociedades cooperativas, (artículo 4) siendo que, de 
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conformidad con la Ley General de Sociedades Cooperativas, éstas adoptan la 
forma jurídica de sociedades mercantiles. Tal incoherencia normativa pudiera 
distorsionar la naturaleza jurídica de tales sociedades. 

Otro ejemplo es el empleo del término "subsectores" en el Proyecto de Decreto. 

El artículo 7 señala que la organización y el funcionamiento de los distintos 
subsectores que conforman el sector social de la economía se regirán conforme a 
las leyes y reglamentos dictados al efecto de conformidad con su naturaleza 
eminentemente social. Cabe señalar que los "subsectores" referidos no se prevén, 
ni por el artículo 25 de la Constitución, ni se infieren del contexto del Proyecto de 
Decreto, lo que genera incertidumbre jurídica al no definirse con claridad cuáles 
son los sub sectores de naturaleza eminentemente social. 

En el mismo vacío de definición se encuentra en el artículo 21 del Proyecto de 
Decreto, cuando al referir que el Congreso Nacional se compondrá por dos 
congresistas, cada uno de los organismos del sector de segundo, tercer y cuarto 
grado, no se establece cuál es el significado legal de esta referencia, es decir, 
nada se dice respecto de qué son y cuáles son los sectores de segundo, tercer y 
cuarto grado. De igual forma, los artículos 31, 32 y 33 del Proyecto de mérito, 
pretenden generar una clasificación de los organismos mediante la integración de 
"grados", pero sin que exista ninguna precisión en el contexto de Proyecto. 

Por otra parte, el Proyecto de Decreto hace referencias a Leyes inexistentes. El 
artículo 49 señala que: 

Artículo 49. Cuando las empresas de participación estatal se 
encuentren en proceso de desincorporación, las autoridades 
competentes deberán tomar en cuenta a los trabajadores, a través de 
las organizaciones o empresas del sector ya existentes o las que sean 
constituidas para tal efecto, para ser considerados en la transferencia 
de los bienes de estas. 

Tratándose de empresas de participación estatal, se estará a lo 
dispuesto por la Ley Federal de Entidades Paraestatales, la Ley 
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General de Enajenación de Bienes del Sector Público y a las demás 
disposiciones legales que le resulten aplicables. 

Cabe señalar que no existe una Ley General de Enajenación de Bienes del Sector 
Público. Probablemente la referencia del legislador debió realizarse a la Ley 
General de Bienes Nacionales. 

7. SISTEMA DE EVALUACIÓN. 

El Proyecto de Decreto prevé que la evaluación periódica del cumplimiento de las 
políticas públicas de fomento y apoyo a los organismos del sector social, estará a 
cargo del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, 
conforme a la Ley General de Desarrollo Social. 

Sin embargo, de conformidad con dicha Ley, el Consejo Nacional de Evaluación 
de la Política de Desarrollo Social es un organismo público descentralizado, con 
personalidad jurídica, patrimonio propio, autonomía técnica y de gestión de 
conformidad con la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, que tiene por 
objeto normar y coordinar la evaluación de las Políticas y Programas de Desarrollo 
Social, que ejecuten las dependencias públicas, estableciendo los lineamientos y 
criterios para la definición, identificación y medición de la pobreza, y garantizando 
la transparencia, objetividad y rigor técnico en dicha actividad. 

De lo anterior, al no encontrarse debidamente especificado el objeto de la 
obligación prevista en el Proyecto de mérito, pareciera que la misma iría más allá 
del objeto mismo del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo 
Social, en razón de que tendría que evaluar políticas relacionadas con ejidos, 
comunidades y sociedades cooperativas, entre otras. 

8. SISTEMA DE SANCIONES. 

El capítulo inherente a las sanciones, conformado por los artículos 57 y 58 del 
Proyecto, resulta inconstitucional, debido a que vulnera los principios de 
certidumbre jurídica y no considera criterio alguno de proporcionalidad respecto de 
la imposición de sanciones. Solamente se limita a señalar que los organismos del 
sector perderán sus beneficios cuando se incumpla reiteradamente con los 
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principios, prácticas generales y se violen sistemáticamente las disposiciones de la 
Ley. 

Asimismo, indica que el Instituto podrá "acordar'' -no imponer- sanciones 
administrativas en los términos del Reglamento que al efecto expida la Secretaría, 
siendo que en términos del artículo 89, fracción 1, la facultad reglamentaria es de 
ejercicio exclusivo de titular del Ejecutivo Federal, y que dichas sanciones estarán 
dirigidas a los organismos (que tampoco se encuentran definidos) cuando simulen 
estar constituidos como organismos del sector para gozar de beneficios. 

9. CREACIÓN DE UNA COMISIÓN DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE EN EL 
INSTITUTO. 

Se crea una Comisión de Conciliación y Arbitraje a cargo del Instituto, para la 
solución de conflictos entre las organizaciones del sector social de la economía, y 
al interior de las mismas, lo que implicaría una tarea sumamente compleja y 
riesgosa. Esta atribución iría en detrimento de sus facultades de fomento que 
convendría privilegiar en la ley, pues desnaturaliza al Instituto al hacerlo un órgano 
encargado de dirimir controversias surgidas del sector social, lo que significa una 
indebida injerencia de un órgano público en la solución de conflictos entre 
organismos privados. 

Señoras y Señores legisladores: 

El decreto de mérito presenta insuficiencias técnicas en sus mecanismos de 
integración. La heterogeneidad y la falta de sistematización de sus contenidos 
dificultan la adopción de medidas, al tiempo que imposibilitan la aplicación de sus 
contenidos normativos. La duplicidad o multiplicidad que se crea respecto de las 
actividades que se pretenden regular en el sector, genera confusión, incertidumbre 
jurídica y provoca regulación innecesaria. 

El Proyecto de Decreto por el que se expide la Ley General de la Economía Social 
y Solidaria no establece un planteamiento idóneo para cumplir con el propósito de 
generar una política integral que sea capaz de constituir el eje transversal que 
atienda las necesidades de los integrantes de este sector de la economía y no 
articula los esfuerzos entre los diferentes órdenes de gobierno. 
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Ademas, tanto la normatividad vigente como el Plan Nacional de Desarrollo y los 
distintos Programas especiales se ocupan desde diversas perspectivas de la 
promoción del desarrollo de la economía social como un factor trascendental para 
el crecimiento de la economía de nuestro país. El objeto del Proyecto de Decreto 
se encuentra colmado por la aplicación de tales normas y de dichos programas. 
Por ello, en consideración del Ejecutivo Federal a mi cargo, no se requiere la 
expedición de una nueva Ley para cumplir con este objeto. 

Por último, la creación de las figuras descritas, tales como el Instituto Nacional del 
Sector de la Economía, el Consejo, el Congreso, el Fondo de Financiamiento y el 
Registro Nacional, presentan ambigüedades de tales características que impiden 
su aplicación e impactan negativamente en la viabilidad del Proyecto de Decreto. 
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La Comisión Permanente la remitió al Senado, fueron turnadas a las Comisiones Unidas de 
Fomento Económico; y de Estudios Legislativos, Segunda, con opinión de las Comisiones de 
Comercio y Fomento Industrial; y de Desarrollo Social para su análisis y dictamen correspondiente.  

 

Pasamos al siguiente asunto.  



PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY DE LA 
ECONOMIA SOCIAL Y SOLIDARIA, REGLAMENTARIA DEL PARRAFO 
SEPTIMO DEL ARTICULO 25 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
 

(Dictamen de primera lectura) 
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27-03-2012 
Cámara de Senadores. 
DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Fomento Económico; y de Estudios Legislativos, Segunda, con 
proyecto de decreto por el que se expide la Ley General de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del 
Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al 
sector social de la economía. 
Aprobado en lo general y en lo particular, por 86 votos en pro, 0 en contra y 0 abstenciones. 
Se turnó a la Cámara de Diputados para sus efectos constitucionales. 
Diario de los Debates, 22 de marzo de 2012. 
Discusión y votación, 27 de marzo de 2012. 
 
 
 
DISCUSIÓN DEL DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE FOMENTO ECONÓMICO; Y DE 
ESTUDIOS LEGISLATIVOS, SEGUNDA, CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA 
LEY GENERAL DE LA ECONOMÍA SOCIAL Y SOLIDARIA, REGLAMENTARIA DEL PÁRRAFO SÉPTIMO 
DEL ARTÍCULO 25 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN LO 
REFERENTE AL SECTOR SOCIAL DE LA ECONOMÍA 

 
(Dictamen de segunda lectura) 

(La primera lectura se encuentra en el Diario No. 16, de fecha 22 de marzo de 2012) 

Este proyecto fue aprobado por el Senado de la República el 26 de abril de 2011, y remitido al Ejecutivo 
Federal el 23 de noviembre del mismo año. El pasado 4 de enero se recibieron las observaciones que aplicó a 
este proyecto. 

Debido a que el dictamen se encuentra publicado en la Gaceta del Senado de este día, consulte la Secretaría 
a la Asamblea, en votación económica, si se omite su lectura. 

- El C. Secretario Zoreda Novelo: Consulto a la Asamblea, en votación económica, si autorizan se omita la 
lectura del dictamen. Quienes estén porque se omita, favor de levantar la mano.  

(La Asamblea asiente) 

Quienes estén porque no se omita, favor de levantar la mano.  

(La Asamblea no asiente) 

Sí se omite la lectura, señor Presidente. 

- El C. Presidente González Morfín: En consecuencia, está a discusión, y para presentar el dictamen por 
parte de las comisiones, tiene la palabra el Senador Jorge Ocejo. 

- El C. Senador Jorge Andrés Ocejo Moreno: Con su venia, señor Presidente; señoras y señores 
Senadores: 

El 14 de septiembre de 2010, el Senador René Arce presentó una iniciativa con proyecto de Decreto por el 
cual se creaba la Ley General de la Economía Social y Solidaria, reglamentaria del párrafo séptimo del 
artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector social de la 
economía. 

Con esa misma fecha, la Mesa Directiva de esta Cámara de Senadores turnó la iniciativa a las Comisiones 
Unidas de Fomento Económico; y de Estudios Legislativos, Segunda para su estudio y dictamen 
correspondiente. 
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El 6 de abril de 2011, los integrantes de las Comisiones Unidas de Fomento Económico; y de Estudios 
Legislativos, Segunda discutieron y aprobaron el respectivo dictamen por unanimidad. 

Seguido el trámite legislativo, el 26 de abril de 2011 la iniciativa de referencia fue aprobada también por 
unanimidad en el Pleno de esta Cámara de Senadores y enviada como minuta a la Cámara de Diputados. 

Acto seguido, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados resolvió turnar dicha minuta a las Comisiones 
Unidas de Economía y Fomento Cooperativo y Economía Social, mismas que discutieron en la comisión, 
aprobando el dictamen por unanimidad 

En sesión del Pleno de la Cámara de Diputados, de fecha 23 de noviembre de 2011, fue aprobado el proyecto 
por una amplia mayoría, ordenándose su remisión al Ejecutivo Federal para sus efectos constitucionales. 
El proyecto fue recibido por el Ejecutivo Federal el día 10 de diciembre de 2011, y de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el propio Ejecutivo 
Federal, por conducto de la Secretaría de Gobernación, remitió a ésta, como Cámara de origen, el proyecto 
con algunas observaciones. 

Con fecha 1° de febrero de 2012, la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Senadores turnó 
nuevamente a las Comisiones Unidas de Fomento Económico; y de Estudios Legislativos, Segunda, las 
observaciones remitidas por el Poder Ejecutivo Federal para su estudio, análisis y dictaminación 
correspondiente. 

Las Comisiones Unidas de Fomento Económico; y de Estudios Legislativos, Segunda, una vez estudiadas y 
analizadas las observaciones del Ejecutivo Federal, realizaron los cambios pertinentes al proyecto y 
aprobaron por unanimidad el dictamen correspondiente el 1° de marzo del presente año. 

Dentro de las principales observaciones recibidas del titular del Ejecutivo Federal, me parece importante 
hacerlas notar para que ustedes tengan conocimiento de ellas, se analizaron y aprobaron las siguientes:  

Se modifica la forma de constitución y operación del Instituto Nacional de la Economía Social que se 
establece en esta ley, en razón de establecer una armonía entre las facultades de la Secretaría de Economía 
y el propio Instituto. 

Se sustituye la Junta Directiva por un Consejo Consultivo. 

Se modifica la personalidad jurídica y el patrimonio del Instituto, en razón de su naturaleza, ya que es un 
órgano de carácter desconcentrado. 

Se cambia la conformación de un Fondo de Fomento, por un Programa de Fomento para la Economía Social. 

Se establecen además en el proyecto los grados de integración de los organismos del sector, puesto que a 
pesar de encontrarse en la doctrina, era necesario por certeza jurídica, su incorporación al marco de la ley, 
quedando como sigue: 

Organismo de segundo grado: a los organismos en los que se integran organismos simples del sector. 

Organismos de tercer grado: a que los organismos en los que se integran, precisamente, los organismos de 
segundo grado y así con los organismos de cuarto grado, en donde se integran organismos del sector. 

Se elimina la participación del Instituto en la realización del Congreso Nacional del Sector Social de la 
Economía, con el objeto de impedir una indebida injerencia del Ejecutivo en los organismos del sector. 

Se cambia la denominación de la ley, al no existir facultades concurrentes en la materia, para denominarla 
como una ley general, quedando solamente su título como Ley de la Economía Social y Solidaria, 
reglamentaria del séptimo párrafo del artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en lo referente al sector social de la economía. 
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Se eliminaron las facultades del Instituto sobre conciliación y arbitraje, con el objeto de conservar, 
principalmente, el fomento del Instituto. 

Se modificó el esquema de sanciones, a fin de establecer un sistema de gradualidad en la imposición de las 
mismas. 
Los integrantes de las comisiones unidas revisoras de la iniciativa en estudio, ratificaron la necesidad de 
establecer en la ley, un marco de la economía social y solidaria que estructure en forma coherente y oriente 
las políticas públicas de fomento del sector social de la economía, al que se refiere el artículo 25 de la 
Constitución. 

Esta ley, sienta las bases para una estrategia de desarrollo del sector social, proporcionándole su marco legal 
para abrirle perspectivas, armándolo con un conjunto de tareas, claras y coherentes, que harán de este sector 
un actor fundamental en las políticas de crecimiento, desarrollo y empleo en este país. 

Finalmente, atendidas, en lo conducente, las observaciones del Ejecutivo Federal, vengo a ustedes a solicitar 
su aprobación, misma que deberá votarse por mayoría calificada de dos tercios, a favor de este importante 
proyecto de ley, de igual forma que se hizo con el primer dictamen, que en su caso fue aprobado por 
unanimidad en esta misma Cámara. 

Es cuanto, señor Presidente.  

(Aplausos) 

- El C. Presidente González Morfín: Gracias, Senador Andrés Ocejo. 

Informo a la Asamblea que el Senador René Arce ha hecho llegar su intervención y esta Presidencia autoriza 
a que se inserte en el Diario de los Debates. 

(Intervención del C. Senador René Arce) 

"Con su permiso, señor Presidente. 

Compañeras y compañeros Senadores: 

El día 26 de abril de 2011, la iniciativa con proyecto de Decreto que crea la Ley General de la Economía social 
y solidaria fue aprobada por unanimidad en este Pleno y enviada como minuta a la Cámara de Diputados, 
posteriormente en dos comisiones de esa cámara fue votada también por unanimidad y aprobada por una 
abrumadora mayoría en su Pleno, solo presentándose seis votos en contra.  

Posteriormente el día 22 de diciembre de 2011 se recibieron observaciones al proyecto de decreto por parte 
del ejecutivo, razón por la cual la comisión de Fomento Económico, de la que soy integrante, trabajó el 
dictamen que el día de hoy presentamos ante ustedes y para el cual esperemos contar con su respaldo. 

Los argumentos expresados en las observaciones del ejecutivo fueron revisados, evaluados y discutidos entre 
los integrantes de la comisión, así como con distintos funcionarios de la administración pública para conocer 
sus puntos de vista, y aunque discrepamos rotundamente de la consideración de que esta ley no es necesaria 
y que sus preceptos ya están incluidos en otras, de lo cual parece que ya los convencimos, se han realizado 
algunos cambios con el fin de que la Iniciativa pueda ser votada por la mayoría en un sentido afirmativo. 

Las observaciones que tuvo a bien enviar el ejecutivo no consideraron los posicionamientos de las diversas 
fracciones parlamentarias, todos ellos celebrando que se cubriera un hueco histórico y evidentemente a favor, 
y carecen precisamente del conocimiento y comprensión de lo que represente hoy en día y puede representar 
para el futuro de este país el Sector Social de la Economía, que transforma una cultura económica fincada en 
el patrimonialismo y paternalismo ha una nueva propuesta basada en el emprendimiento, el empoderamiento, 
la democratización de la economía y la autogestión de las personas y sus comunidades. 
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La velocidad con la que se están presentando los cambios en todas las esferas de la sociedad no exime a la 
economía, ejemplos de ello son la crisis financiera internacional, la baja del crecimiento de las economías 
emergentes y la utilización estratégica de las políticas de importaciones de países como Argentina, Brasil y 
China. Atendiendo a lo anterior es urgente que busquemos nuevas formas de potenciar la participación de las 
personas en la construcción de su propio desarrollo económico, que generemos capacidades de innovación y 
creatividad, así como redes de producción y consumo que en un futuro nos permitan ser solidarios al interior 
del país y competitivos en el entorno internacional, en otras palabras, que diseñemos la ruta para potenciar la 
economía social como motor de desarrollo, con la aprobación de esta iniciativa daremos los primeros pasos y 
mostremos que es posible y necesario impulsar una visión de cambio. 

Reconozco y agradezco a las comisiones dictaminadoras, que se haya conservado el espíritu original y las 
líneas generales que esta soberanía aprobó en abril del año pasado, abriendo la posibilidad para que la 
política de fomento a los organismos de la Economías Social y Solidaria cuente con la participación de sus 
representantes, avanzando con ello en términos de gobernanza y prácticas de buen gobierno; lo que nos 
inscribe en la tendencia internacional. Pero también tengo que decirlo, esto se da y se confirma cuando al 
mismo tiempo se mantiene la resistencia por parte de algunos funcionarios a que exista una participación de 
carácter vinculatoria más que consultiva de los actores beneficiarios en los procesos de elaboración, 
implementación, evaluación y control de las políticas públicas. 

Otro asunto que permitirá la aprobación de esta Ley, es la posibilidad de medir el impacto de las actividades 
económicas del sector, generando indicadores que muestren la relevancia de sus actividades productivas en 
el comportamiento de variables como el empleo, ahorro y producción. Así las instancias gubernamentales de 
diversos órdenes tendrán a la mano información estratégica que permita impulsar el crecimiento y desarrollo 
del sector.  

De igual manera resalta dentro de los avances de esta Ley la creación de un Instituto Nacional de Economía 
Social, como órgano desconcentrado de la Secretaría de Economía, transformando el Fondo Nacional para 
las Empresas en Solidaridad (FONAES) lo que no implicará creación de mayor burocracia, el cual será 
encargado de definir e instrumentar las políticas públicas de fomento al sector social de la economía, y 
aunque la propuesta inicial era que su naturaleza fuera descentralizada, la redacción actual es resultado de 
los términos que permitieron el acuerdo. 

También permitirá superar el hecho de que las instancias gubernamentales existentes no desarrollan acciones 
específicas para los organismos del sector, siendo beneficiarias solamente organizaciones afines o con una 
fuerte capacidad de presión. El Instituto de la Economía Social y Solidaria, aplicando esta ley y haciendo uso 
de sus facultades y atribuciones, estaría blindando los programas públicos, ya que un requisito esencial para 
ser beneficiario de las acciones de fomento es el cumplimiento de los principios y prácticas reconocidas y 
establecidas en la norma.  

Otro punto sobresaliente es la ratificación de la existencia de dos órganos en los que estarán plenamente 
representadas todas las organizaciones del sector social de nuestro país, como son el Congreso Nacional que 
se constituye como el órgano máximo de representación de todo este sector, y también el Consejo Nacional 
que tendrá, entre otras responsabilidades la de dar seguimiento a los programas y actividades tanto del 
Instituto Nacional como de las demás dependencias o entidades de gobierno en lo que se refiere a temas del 
interés del sector social. 

Esta iniciativa también deja abierta la posibilidad de que empresas de otro sector económico, cuando se 
encuentren en problemas financieros y así convinieran las partes, migren a empresas de economía social, 
sentado el camino para que los organismos del sector puedan verse ampliados y enriquecidos con empresas 
de otros sectores que puedan serle transferidas cumpliendo la legislación existente.  

Como lo afirmó el Senador Alfonso Elías Serrano en abril del año pasado: “se trata de darle a las 
organizaciones del sector social de la economía la más amplia protección y reconocimiento de sus derechos y 
prerrogativas, así como otorgar instrumentos para una mejor organización de estas empresas sociales”, la ley 
que estoy seguro ratificaremos con nuestro apoyo el día de hoy, da un paso determinante en la construcción 
de un sector social de la economía próspero, participante y generador de desarrollo humano. 

Como he expresado anteriormente, la ONU al igual que la Unión Europea, diversos Latinoamericanos y del 
sudeste asiático se han dado cuenta de la importancia que tiene la economía social, que no persigue lucro, 
sino fundamentalmente que la gente tenga empleo y una posibilidad de desarrollo sin estar atados a las 
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decisiones que desde el gobierno se tomen o a las de los privados que buscan primordialmente elevar sus 
tasas de ganancia. 

Queremos reiterar, que el presente dictamen reconoce que el sector social de la economías actualmente no 
cuenta con un marco de regulación y fomento aplicable para el sector en su conjunto; En atención a ello, es 
que la nueva Ley de la Economía Social y Solidaria otorgará claridad, orden a las tareas, a las disposiciones, 
derechos, obligaciones, apoyos y prerrogativas que corresponden a este sector y a las organizaciones que la 
integran. 

Las bases de esta ley pretenden retomar capítulos esenciales de nuestra historia, particularmente los que 
refieren a las reformas sociales, que construyeron el sistema de bienestar de esté país, ahora desde el 
empoderamiento económico, la autogestión y los derechos humanos de tercera generación.  

Este dictamen está planteado pensando en el país que deseamos construir para los próximos veinte años y 
los retos en lo económico y social que esto representa, estos retos nos llevaron a plantearnos que si los 
planes no dan algo de temor, tal vez no son lo demasiado grandes. Nuestro trabajo y planes están 
encaminados a la construcción de un México próspero, justo y democrático para las próximas generaciones, 
para ello nos ponemos de acuerdo, para ello siempre trabajamos.  

Muy pocas ocasiones nos encontramos tan claramente con la oportunidad de que nuestro trabajo legislativo 
repercuta de manera clara y contundente en la construcción de alternativas de una mejor vida y desarrollo 
para los mexicanos, hoy nos encontramos ante esa oportunidad y estoy convencido que responderemos de la 
mejor manera.  

Muchas Gracias".  

Y también quisiera informar a la Asamblea, que este dictamen tiene su origen en las observaciones que el 
Ejecutivo Federal aplicó al proyecto de Ley General de la Economía Social y Solidaria, como lo ha hecho 
saber aquí a la Asamblea, el Senador Ocejo Moreno. 

Y en virtud de que hay observaciones que han sido aceptadas, y se modifica el proyecto para superarlas, y 
otras observaciones que no fueron admitidas, es necesario lograr una mayoría calificada, como lo establece el 
artículo 72 constitucional. 

En virtud de que no hay artículos reservados, la votación que estamos por realizar deberá ser aprobada, por lo 
menos, por dos terceras partes de los Senadores presentes, para que se pueda confirmar su propósito. 

Abrase el sistema electrónico de votación por tres minutos para recoger la votación nominal del proyecto de 
Decreto. Háganse los avisos a que se refiere el artículo 58 del Reglamento. 

"VOTACION REGISTRADA EN EL SISTEMA ELECTRONICO  

MOVIMIENTO CIUDADANO 

A FAVOR 
DELGADO DANTE 
GOMEZ NUCAMENDI ERICEL 
GOVEA ARCOS EUGENIO 
WALTON ABURTO LUIS 

PAN 

A FAVOR 
ALVAREZ MATA SERGIO 
BADIA SAN MARTIN JOSE ANTONIO 
BUENO TORIO JUAN 
CAMARILLO ORTEGA RUBEN 
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CARDENAS JIMENEZ ALBERTO 
CASTELO PARADA JAVIER 
COPPOLA JOFFROY LUIS ALBERTO 
CREEL MIRANDA SANTIAGO 
DIAZ DELGADO BLANCA JUDITH 
DUEÑAS LLERENAS JESUS 
ELIZONDO BARRAGAN FERNANDO 
GALINDO NORIEGA RAMON 
GALVAN RIVAS ANDRES 
GARCIA CERVANTES RICARDO 
GONZALEZ ALCOCER ALEJANDRO 
GONZALEZ GONZALEZ FELIPE 
GONZALEZ MORFIN JOSE 
HERNANDEZ RAMOS MINERVA 
LARIOS GAXIOLA EMMA 
LEAL ANGULO AUGUSTO CESAR 
MUÑOZ GUTIERREZ RAMON 
OCEJO MORENO JORGE ANDRES 
PEREZ PLAZOLA HECTOR 
QUIÑONEZ RUIZ JUAN 
RODRIGUEZ Y PACHECO ALFREDO 
RUIZ DEL RINCON GABRIELA 
SACRAMENTO GARZA JOSE JULIAN 
SARO BOARDMAN ERNESTO 
SERRANO SERRANO MARIA 
TORRES ORIGEL RICARDO 
VILLARREAL GARCIA LUIS ALBERTO 
ZAPATA PEROGORDO ALEJANDRO 
ZAVALA PENICHE MARIA BEATRIZ 

PRD 

A FAVOR 
CASTELLON FONSECA FRANCISCO 
COTA COTA JOSEFINA 
GOMEZ ALVAREZ PABLO 
GUTIERREZ ZURITA DOLORES 
GUZMAN SOTO VALENTIN 
HERVIZ REYES ARTURO 
MEJIA HARO ANTONIO 
NAVARRETE RUIZ CARLOS 
ROJO E INCHAUSTEGUI MARIA 
SANCHEZ ANAYA ALFONSO ABRAHAM 
VELAZQUEZ LOPEZ RUBEN FERNANDO 

PRI 

A FAVOR 
ACEVES DEL OLMO CARLOS 
ALVARADO GARCIA ANTELMO 
CANTU SEGOVIA ELOY 
ELIAS SERRANO ALFONSO 
ESPARZA HERRERA NORMA 
GARCIA QUIROZ MARIA DEL SOCORRO 
GRAJALES PALACIOS FRANCISCO 
GULAR SOLORZANO ALBERTO 
MEJIA GONZALEZ RAUL JOSE 
MONTENEGRO IBARRA GERARDO 
MORENO URIEGAS MA. DE LOS ANGELES 
RAMIREZ LOPEZ HELADIO ELIAS 
TOLEDO INFANZON ADOLFO 
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VILLAESCUSA ROJO MARGARITA 
ZOREDA NOVELO RENAN CLEOMINIO 

PT 

A FAVOR 
GONZALEZ YAÑEZ ALEJANDRO 
IBARRA DE LA GARZA ROSARIO 

PVEM 

A FAVOR 
LEGORRETA ORDORICA JORGE 
OROZCO GOMEZ JAVIER 
TORRES MERCADO TOMAS 

SG 

A FAVOR 
BERGANZA ESCORZA FRANCISCO 
JASSO VALENCIA MARIA DEL ROSARIO 
PEREDO AGUILAR ROSALIA 

VOTACION REGISTRADA FUERA DEL SISTEMA ELECTRONICO 

A FAVOR: 
AGUIRRE MENDEZ JULIO CESAR 
PRD 
ALEGRIA MARTINEZ MARIA ELENA 
PAN 
ARROYO VIEYRA FRANCISCO 
PRI 
BAEZA MELENDEZ FERNANDO 
PRI 
BELTRONES RIVERA MANLIO FABIO 
PRI 
CALDERON CENTENO SEBASTIAN  
PAN 
CASTRO TRENTI FERNANDO 
PRI 
DIAZ OCHOA JAIME RAFAEL 
PAN 
FONZ SAENZ CARMEN GUADALUPE 
PRI 
GARCIA ZALVIDEA JOSE LUIS 
PRD 
JIMENEZ OROPEZA MARTHA PATRICIA 
PRD 
MURILLO KARAM JESUS 
PRI 
POLEVNSKY GURWITZ YEIDCKOL 
PRD 
RAMIREZ NUÑEZ ULISES 
PAN 
TREJO REYES JOSE ISABEL 
PAN" 
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- El C. Secretario Herviz Reyes: Señor Presidente, se emitieron 86 votos por el sí, cero por el no y cero 
abstenciones.  

- El C. Presidente González Morfín: Está aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de Decreto por 
el que se expide la Ley de la Economía Social y Solidaria, reglamentaria del párrafo séptimo del artículo 25 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector social de la economía. Se 
remite a la Cámara de Diputados para los efectos del artículo 72 constitucional.  
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28-03-2012 
Cámara de Diputados. 
MINUTA con proyecto de decreto por el que se expide la Ley de la Economía Social y Solidaria, 
Reglamentaria del Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en lo referente al sector social de la economía. 
Se turnó a las Comisiones Unidas de Economía, y de Fomento Cooperativo y Economía Social. 
Diario de los Debates, 28 de marzo de 2012. 
 
 
 
MINUTA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY DE LA ECONOMÍA SOCIAL Y 
SOLIDARIA, REGLAMENTARIA DEL PÁRRAFO SÉPTIMO DEL ARTÍCULO 25 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN LO REFERENTE AL SECTOR SOCIAL DE LA 
ECONOMÍA 
 

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez: «Escudo Nacional de los Estados Unidos 
Mexicanos.— Cámara de Senadores.— México, DF. 

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes. 

Para los efectos constitucionales, me permito remitir a ustedes expediente que contiene proyecto de decreto 
por el que se expide la Ley de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Séptimo del Artículo 
25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector social de la 
economía. 

Atentamente 

México, DF, a 27 de marzo de 2012.— Senador Ricardo Francisco García Cervantes (rúbrica), 
vicepresidente.» 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara de Senadores.— México, DF. 

Proyecto de Decreto 

Por el que se expide la Ley de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Séptimo del 
Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector 
social de la economía  

Ley de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector social de la economía  

Título I 

Disposiciones Generales 

Artículo 1o. La presente ley es reglamentaria del párrafo séptimo del artículo 25 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos en lo concerniente al sector social de la economía. 

La presente ley es de orden público, interés social y de observancia general en todo el territorio nacional y se 
aplicará sin perjuicio de otras disposiciones que dicten los Poderes Ejecutivo y Legislativo federal y de las 
entidades federativas, así como municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias. 

Artículo 2o. La presente ley tiene por objeto: 

I. Establecer mecanismos para facilitar la organización y la expansión de la actividad económica del sector 
social de la economía y la responsabilidad del fomento e impulso por parte del Estado. 
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II. Definir las reglas de organización, promoción, fomento, y fortalecimiento del sector social de la economía, 
como un sistema eficaz que contribuya al desarrollo social y económico del país, a la generación de fuentes 
de trabajo digno, al fortalecimiento de la democracia, a la equitativa distribución del ingreso y a la mayor 
generación de patrimonio social. 

Artículo 3o. El sector social de la economía es el sector de la economía a que hace mención el párrafo 
séptimo del artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual se integra por el 
conjunto de organizaciones sociales en los términos que establece la presente ley. 

Artículo 4o. El sector social de la economía estará integrado por las siguientes formas de organización social: 

I. Ejidos; 

II. Comunidades; 

III. Organizaciones de trabajadores; 

IV. Sociedades cooperativas; 

V. Empresas que pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores; y 

VI. En general, de todas las formas de organización social para la producción, distribución y consumo de 
bienes y servicios socialmente necesarios. 

Artículo 5o. Para los efectos de esta ley, se entiende por: 

I. Sector, al sector social de la economía a que hace mención el párrafo séptimo del artículo 25 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

II. Organismos del Sector, a las organizaciones, empresas y sociedades del sector social de la economía; 

III. Secretaría, a la Secretaría de Economía; 

IV. Instituto, al Instituto Nacional de la Economía Social; 

V. Congreso Nacional, al Congreso Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía; 

VI. Consejo Nacional, al Consejo Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía; 

VII. Asociados, en singular o plural, a las personas que participan en el capital social de los organismos del 
sector; 

VIII. Organismos de Integración, en singular o plural, a organismos de representación de segundo o grados 
superiores del sector; 

IX. Programa, al Programa de Fomento a la Economía Social; 

X. Registro, al Registro Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía; 

XI. Actividad Económica, cualquier proceso mediante el cual se obtienen productos, bienes o servicios 
socialmente necesarios, en cualquiera de sus fases de producción, distribución o consumo, y en cualquier de 
los sectores primario, secundario o terciario. 

XII. Organismo de segundo grado, en singular o plural a los organismos de integración en los que se integren 
los organismos del sector; 
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XIII. Organismo de tercer grado, en singular o plural, a los organismos de integración en los que se integren 
los organismos del sector de segundo grado; y 

XIV. Organismo de cuarto grado, en singular o plural, a los organismos de integración en los que se integren 
los organismos del sector de tercer grado. 

Artículo 6o. El Estado apoyará e impulsará a los Organismos del Sector bajo criterios de equidad social y 
productividad, sujetándolas a las modalidades que dicte el interés público, y conforme al uso, en beneficio 
general, de los recursos productivos que tendrán la obligación de proteger y conservar, preservando el medio 
ambiente. 

Artículo 7o. Los Organismos del Sector legalmente constituidos podrán acogerse y disfrutar de los apoyos y 
estímulos que establece esta ley, en estricta observancia de los valores, principios y prácticas señalados en 
los artículos 9, 10 y 11 de la misma. 

Artículo 8o. Son fines del Sector Social de la Economía: 

I. Promover el desarrollo integral del ser humano; 

II. Contribuir al desarrollo socioeconómico del país, participando en la producción, distribución y consumo de 
bienes y servicios socialmente necesarios; 

III. Fomentar la educación y formación impulsando prácticas que consoliden una cultura solidaria, creativa y 
emprendedora; 

IV. Contribuir al ejercicio y perfeccionamiento de la democracia participativa; 

V. Participar en el diseño de planes, programas y proyectos de desarrollo económico y social, en términos de 
la legislación aplicable; 

VI. Facilitar a los Asociados de los Organismos del Sector la participación y acceso a la formación, el trabajo, 
la propiedad, la información, la gestión y distribución equitativa de beneficios sin discriminación alguna. 

Artículo 9o. Los Organismos del Sector tomarán en cuenta en su organización interna, los siguientes 
principios: 

I. Autonomía e independencia del ámbito político y religioso; 

II. Régimen democrático participativo; 

III. Forma autogestionaria de trabajo; 

IV. Interés por la comunidad; 

Artículo 10. Los Organismos del Sector orientarán su actuación en los siguientes valores: 

I. Ayuda mutua; 

II. Democracia; 

III. Equidad; 

IV. Honestidad; 

V. Igualdad; 



4 
 

VI. Justicia; 

VII. Pluralidad; 

VIII. Responsabilidad compartida; 

IX. Solidaridad; 

X. Subsidiariedad; y 

XI. Transparencia 

Artículo 11. Los Organismos del Sector realizarán sus actividades conforme a las leyes que regulen su 
naturaleza jurídica específica, sus estatutos sociales y de acuerdo con las siguientes prácticas: 

I. Preeminencia del ser humano y su trabajo sobre el capital; 

II. Afiliación y retiro voluntario; 

III. Administración democrática, participativa, autogestionaria y emprendedora; 

IV. Trabajo en beneficio mutuo y de la comunidad; 

V. Propiedad social o paritaria de los medios de producción; 

VI. Participación económica de los Asociados en justicia y equidad; 

VII. Reconocimiento del derecho a afiliarse como Asociado a las personas que presten servicios personales 
en los Organismos del Sector, sobre la base de su capacitación en los principios y valores del Sector, y el 
cumplimiento de los requisitos que establezcan sus bases constitutivas; 

VIII. Destino de excedentes a la prestación de servicios de carácter social, al crecimiento de sus reservas y 
fondos, y a reintegrar a sus Asociados parte de los mismos en proporción al uso de los servicios o a la 
participación en el trabajo del Organismo del Sector; 

IX. Educación, formación y capacitación técnico administrativa permanente y continua para los Asociados; 

X. Promoción de la cultura solidaria y de la protección del medio ambiente entre sus Asociados y la 
comunidad; 

XI. Información periódica de sus estados financieros y de resultados a todos y cada uno de sus Asociados, a 
través de los informes a sus órganos de dirección, administración y vigilancia, así como libre acceso a la 
información respectiva para los mismos; 

XII. Integración y colaboración con otros Organismos del Sector; y 

XIII. Compromiso solidario con las comunidades donde desarrollan su actividad. 

Artículo 12. En lo no previsto por la presente Ley se aplicará supletoriamente: 

I. La legislación específica de las distintas figuras en que se constituyan los Organismos del Sector; 

II. En su caso la legislación civil federal; y 
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III. Los usos y prácticas imperantes entre los Organismos del Sector. 

El Ejecutivo federal, a través de la Secretaría de Economía, interpretará para efectos administrativos los 
preceptos de la presente ley. 

Título II  

De la Estructura de Sector Social de la Economía 

Capítulo I  

Del Instituto 

Artículo 13. Se crea el Instituto Nacional de la Economía Social como un órgano administrativo 
desconcentrado de la Secretaría de Economía, el cual contará con autonomía técnica, operativa y de gestión 
en los términos establecidos en esta ley. 

El Instituto tiene como objeto instrumentar políticas públicas de fomento al sector social de la economía, con el 
fin de fortalecer y consolidar al sector como uno de los pilares de desarrollo económico del país, a través de la 
participación, capacitación, investigación, difusión y apoyo a proyectos productivos del sector. 

Artículo 14. El Instituto tendrá como funciones las siguientes: 

I. Instrumentar la Política Nacional de Fomento y Desarrollo del Sector Social de la Economía; 

II. Propiciar condiciones favorables para el crecimiento y consolidación del Sector, mediante el establecimiento 
del Programa de Fomento a la Economía Social; 

III. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley; 

IV. Formular y ejecutar programas y proyectos de apoyo público a la promoción, fomento y desarrollo del 
Sector; 

V. Participar en la elaboración, consecución y verificación del Plan Nacional de Desarrollo, en términos de lo 
dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a las actividades económicas que 
desarrollen los Organismos del Sector; 

VI. Ser órgano consultivo del Estado en la formulación de políticas relativas al Sector, en términos de lo 
dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a las actividades económicas que 
desarrollen los Organismos del Sector; 

VII. Establecer en colaboración con el Consejo Nacional un modelo de supervisión a los Organismos del 
Sector, salvo aquellos casos en los que las Leyes en sectores específicos dispongan algún tipo de supervisión 
especial a los Organismos del Sector, tomando en cuenta su propio balance social; 

VIII. Llevar a cabo estudios e investigaciones y elaborar estadísticas que permitan el conocimiento de la 
realidad de los Organismos del Sector y de su entorno, para el mejor- cumplimiento de su objeto; 

IX. Promover la consolidación empresarial y el desarrollo organizacional de las diversas formas asociativas 
que integran el Sector, para lo cual establecerá un Sistema Nacional de Capacitación y Asistencia Técnica 
Especializada, mediante la firma de convenios de coordinación con las dependencias de la administración 
pública federal, así como con dependencias de las entidades federativas y municipios; 

X. Promover en el ámbito nacional e internacional los bienes y servicios producidos por los Organismos del 
Sector, siempre la legislación específica en la materia de cada Organismo del Sector se los permita; 
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XI. Promover la creación de Organismos de Integración del Sector de conformidad por lo dispuesto en las 
leyes específicas para cada una de las formas asociativas que los integran; 

XII. Promover y apoyar la creación de Organismos del Sector que se constituyan y operen conforme a las 
Leyes que regulan sus materias específicas, para la prestación de servicios financieros al mismo Sector; 

XIII. Difundir los valores, principios y fines del Sector, así como sus principales logros empresariales y 
asociativos; 

XIV. Elaborar y mantener actualizado el catálogo de los diferentes tipos de Organismos del Sector, teniendo 
en cuenta los principios, valores y fines establecidos en la presente ley; 

XV. Establecer y mantener actualizado el Registro Nacional de los Organismos del Sector Social de la 
Economía; 

XVI. Establecer un Observatorio del Sector Social de la Economía, que sirva como herramienta para la 
sistematización de las experiencias nacionales del Sector; 

XVII. Definir las distintas regiones geoeconómicas necesarias para el cumplimento de las disposiciones 
contenidas en la presente ley; y 

XVIII. Las demás que señale su Reglamento Interno. 

Artículo 15. El Instituto contará con los siguientes recursos para el cumplimiento de su objeto: 

I. Los recursos que se -le asignen a través de la Secretaria en el Presupuesto de Egresos de la Federación; y 

II. Los subsidios, donaciones y legados que reciba a través de la Secretaría de personas físicas o morales, 
públicas o privadas, nacionales o extranjeras, los cuales de ninguna manera podrán implicar condiciones 
contrarias a su objeto conforme lo establece la ley. 

Artículo 16. Para la consecución de su objeto y para el ejercicio de sus atribuciones el Instituto se integrará 
de los órganos siguientes: 

I. Un Consejo Consultivo, integrado por el director general, seis consejeros electos con carácter honorifico por 
el Congreso Nacional y diez consejeros designados por el secretario de Economía; 

II. Un director general, designado y removido libremente por el titular del Ejecutivo federal a propuesta del 
secretario de Economía; y 

III. Las instancias, unidades administrativas y servidores públicos necesarios para la consecución de su 
objeto. 

Artículo 17.El Consejo Consultivo sesionara por lo menos cada tres meses y tomará sus acuerdos, 
recomendaciones y resoluciones por voto de mayoría. Podrá sesionar de manera extraordinaria cuando la 
situación así lo amerite según lo establezca el Reglamento del Instituto. El Consejo Consultivo sesionará 
válidamente con la asistencia de la mayoría de sus miembros. 

Son atribuciones indelegables del Consejo Consultivo: 

I. Opinar sobre el programa anual de actividades del Instituto; 

II. Opinar y recomendar sobre el informe de labores anual que presente el director general del Instituto; 

III. Opinar el anteproyecto de presupuesto que emitirá el Instituto a través de la Secretaría; 
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IV. Opinar y sugerir sobre los programas y acciones de fomento a la actividad económica del Sector que 
realizará el Instituto; y 

V. Las demás que señale el Reglamento del Instituto. 

Artículo 18. El director general tendrá las siguientes facultades: 

I. Ejercer la representación legal del Instituto; 

II. Elaborar el programa anual de actividades del Instituto; 

III. Elaborar, proponer y someter a consideración del secretario de Economía, para su aprobación, los 
programas y acciones de fomento a la actividad económica del Sector; 

IV. Presentar un informe anual de actividades; y 

V. Las demás que señale el Reglamento del Instituto. 

Artículo 19. El Instituto contará con delegaciones regionales en e términos del acuerdo que emita el 
secretario de Economía y, en su caso, atenderán a los Organismos del Sector de las distintas regiones 
geoeconómicas. 

Los titulares de las delegaciones tendrán las atribuciones que determine el Estatuto Orgánico del mismo. 

Artículo 20. Las relaciones laborales entre el Instituto y sus trabajadores, se regirán por la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado, reglamentaria del apartado “8” del artículo 123 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 

Capítulo II  

Del Congreso y Consejo Nacional 

Artículo 21. El Congreso Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía es el máximo órgano 
de representación del Sector, y estará conformado de acuerdo a los siguientes criterios y su propio 
reglamento interno: 

I. Dos congresistas de cada uno de los Organismos del Sector de segundo, tercer y cuarto grado, que estén 
dentro del Registro nacional. 

II. Cien congresistas electos en asambleas regionales, convocadas y desarrolladas por el Instituto, con base a 
las distintas regiones geoeconómicas que establezca el Instituto con base a sus atribuciones; así como los 
respectivos Organismos de Integración registrados. 

Artículo 22. Son funciones del Congreso Nacional: 

I. Fomentar y difundir los principios, valores y fines del Sector; 

II. Promover la integración de los componentes del Sector; 

III. Emitir de manera conjunta y/o con la anuencia de los Organismos de Integración que, conforme al asunto, 
deban conocer del tema, posicionamientos con respecto a las problemáticas que afecten al Sector; 

IV. Aprobar sus propios estatutos y reglamentos internos; 
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V. Elegir a través de su pleno y en apego a su reglamento interno, a los representantes propietarios y 
suplentes, ante el Instituto, así como a los consejeros del Consejo Nacional; y 

VI. Las demás que establezca su reglamento interno, que no contravengan las disposiciones de esta ley. 

Artículo 23. El Congreso Nacional se convocará cada tres años de manera ordinaria, pudiendo realizarse 
convocatoria extraordinaria cuando exista acuerdo de dos terceras partes de los miembros de la Junta 
Directiva del Consejo Nacional. 

Artículo 24. El Consejo Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía es un órgano operativo 
y de coordinación del Congreso Nacional y desarrollará las actividades de apoyo al Sector. 

Artículo 25.Son funciones y atribuciones del Consejo Nacional: 

I. Convocar las sesiones del Congreso Nacional; 

II. Servir como organismo de coordinación, discusión y exposición de todos los asuntos de interés para el 
Sector, debiendo para ello tomar en cuenta la opinión de aquellos Organismos de Integración que, conforme a 
su actividad, les corresponda conocer de dichos asuntos; 

III. Apoyar en la gestoría a favor de los Organismos del Sector en trámites ante cualquier instancia pública o 
privada; 

IV. Brindar en coordinación con el Instituto y las dependencias correspondientes de la administración pública 
federal, de los tres órdenes de gobierno, capacitación y asesoría a los Organismos del Sector en actividades 
agrícolas, ganaderas, silvícola, pecuarias, pesqueras y las demás de explotación y aprovechamiento de 
recursos naturales, así como para la transformación y comercialización de productos; 

V. Participar en la elaboración, consecución y verificación del Plan Nacional de Desarrollo, en términos de lo 
dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a las actividades económicas que desa-
rrollen los Organismos de Sector; 

VI. Promover la creación de Organismos de integración, considerando los lineamientos que señalen las leyes 
respectivas; 

VII. Promover y apoyar la creación de Organismos del Sector que se constituyan y operen conforme a las 
Leyes que regulan sus materias especificas, para la prestación de servicios financieros al mismo Sector; y 

VIII. Las demás que establezca su reglamento interno, que no contravengan las disposiciones de esta ley. 

Artículo 26. El Consejo Nacional será conformado por 15 consejeros electos por un periodo de tres años por 
el pleno del Congreso Nacional, los cuales no podrán ser reelectos para el periodo inmediato y estando 
impedidos para ser representantes ante el Instituto al mismo tiempo de su encargo en el Consejo Nacional. 

Artículo 27. El Consejo Nacional tendrá la estructura organizativa más conveniente para el cumplimiento de 
sus objetivos, pero deberá contar, al menos, con los siguientes órganos: 

I. Junta Directiva; 

II. Órgano de Vigilancia; y 

III. Área especializada en educación y capacitación en economía social de acuerdo a lo que establezca su 
reglamento interno. 

Artículo 28. La Junta Directiva será el órgano responsable de la dirección y coordinación de las actividades 
del Consejo Nacional, así como de su representante legal. 
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Se conformará como lo establezca el reglamento interno del Consejo Nacional y entre sus atribuciones 
estarán: 

I. Designar al secretario ejecutivo; 

II. Nombrar a sus representantes ante el Registro Nacional; 

III. Ejecutar sus acuerdos y decisiones; 

IV. Elaborar el presupuesto y los programas de trabajo; y 

V. Presentar al Congreso Nacional los estados financieros y los informes de su actuación para su aprobación. 

Artículo 29. El Órgano de Vigilancia tendrá las atribuciones de fiscalizar la adecuada administración de los 
recursos patrimoniales del Consejo. 

Artículo 30.El Congreso Nacional y el Consejo Nacional se financiarán con las aportaciones económicas de 
los Organismos de Integración y de las cuotas por los servicios otorgados a los Organismos del Sector. 

Además, estos órganos podrán recibir donaciones, subsidios, herencias, legados y recursos análogos que 
reciban de personas físicas y morales, públicas o privadas, nacionales o internacionales destinados a 
incrementar su patrimonio. 

Capítulo III  

De los Organismos de Integración 

Artículo 31.Los Organismos del Sector podrán asociarse entre sí para el mejor cumplimiento de sus fines, en 
Organismos de Integración de segundo, tercer o cuarto grado. 

Aquellos de índole económica no necesariamente serán especializados en determinado ramo o actividad 
económica. 

Los requisitos y procedimientos para constituir Organismos de Integración de cualquier grado serán los 
establecidos por las leyes específicas que corresponda a cada una de las formas asociativas de los 
Organismos del Sector y en las leyes de materia civil aplicables. 

Artículo 32. Los Organismos de Integración de segundo grado podrán agruparse en Organismos de tercer 
grado y cuarto grado, de índole nacional o sectorial, con el propósito de orientar procesos de desarrollo del 
movimiento y unificar acciones de defensa y representación nacional o internacional. 

Artículo 33. Los Organismos de Integración de tercer grado y cuarto grado deberán precisar claramente en 
sus estatutos su jurisdicción, así como los sectores económicos o las formas asociativas o solidarias que 
representan. 

Artículo 34. Los Organismos de Integración ejercerán de pleno derecho la representación y defensa de los 
derechos e intereses de sus Asociados y de la rama de la actividad económica en que actúan, así como de 
los beneficios y preferencias que concede esta y demás leyes específicas a los Organismos del Sector. 

Podrán prestar u obtener en común servicios profesionales y técnicos de asesoría, apoyo financiero, 
asistencia técnica, educación, capacitación e investigación científica y tecnológica 

Artículo 35.Los Organismos de Integración de segundo, tercer y cuarto grado deberán inscribirse en el 
Registro, a fin de que le sea reconocida su representatividad. 

Capítulo IV  
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Del Registro 

Artículo 36. El Registro Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía, es el instrumento 
público encargado de la sistematización de la información y registro de los Organismos del Sector. 

Artículo 37. Los Organismos del Sector si desean acogerse a los beneficios y prerrogativas de los programas 
a que se refiere la presente ley, además de constituirse y realizar su registro conforme lo establezcan las 
leyes especificas que los regulan según su naturaleza, podrán solicitar su inscripción ante el Registro, 
conforme a las disposiciones marcadas en el Reglamento del mismo. 

Artículo 38. El Registro dependerá del Instituto de conformidad con su reglamento y será el encargado de 
llevar las inscripciones de los Organismos del Sector legalmente constituidos. 

La Secretaría de Economía, a través del Instituto constituirá el Registro Nacional de los Organismos del 
Sector Social de la Economía, conformado por los asientos registrales siguientes: 

I. La denominación social; 

II. El domicilio social; y 

III. Los Estatutos Sociales. 

La información del Registro se integrara de manera económica, electrónica y simplificada; siendo el Instituto 
responsable de su elaboración, resguardado y actualización; pudiendo complementarse para reducir costos, 
con la información que la Secretaría de Relaciones Exteriores; el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e 
Informática, el Registro Público del Comercio, así como las demás dependencias públicas que cuenten con 
información relativa a los organismos del sector, en estricto apego a sus atribuciones conferidas por su 
legislación específica le proporcione, para la integración del mismo. 

Artículo 39. El Registro será público, por lo que cualquier ciudadano podrá solicitar información, en 
cumplimiento con lo establecido en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Artículo 40.El Instituto publicará anualmente un compendio de información básica sobre los Organismos del 
Sector registrados, así como su capacidad y cobertura de servicios. 

Título III  

De los Organismos del Sector 

Capítulo I  

Del Funcionamiento de los Organismos del Sector 

Artículo 41.Se reconocerá el carácter de Organismo del Sector a todas aquellas organizaciones que hayan 
cumplido con los ordenamientos de la ley respectiva según su naturaleza para su constitución y registro, y 
además reúnan los siguientes requisitos: 

I. La aceptación y respeto de los pnnopros, valores y prácticas enunciados en los artículos 9, 10 y 11 de la 
presente ley; 

II. Estar considerado en alguna de las categorías del catalogo de Organismos del Sector, elaborado por el 
Instituto; y 

III. Estar inscrito en el Registro en los términos de la presente ley y del reglamento respectivo. 
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Artículo 42. Los Organismos del Sector, siempre que la legislación específica en la materia de la actividad 
económica que desarrollen, su objeto social y su naturaleza legal se los permita, podrán desarrollar las 
siguientes actividades económicas: 

I. Producción, prestación y comercialización de bienes y servicios; 

II. Explotación de bienes propiedad de la nación, así como prestación de servicios públicos, siempre y cuando 
obtengan los permisos o concesiones respectivos; 

III. De educación, salud, gremiales, deportivas, recreacionales, culturales y sociales en beneficio de los socios 
y la comunidad; 

IV. De servicios financieros de seguros, crédito, ahorro y préstamo; y 

V. Todas las actividades económicas relacionadas con la producción, distribución y consumo de bienes y 
servicios socialmente necesarios. 

En el caso de las actividades de ahorro y préstamo a que se refiriere la fracción IV de este artículo, deberá 
observarse y dar estricto cumplimento a lo establecido en el artículo 103 de la Ley de Instituciones de Crédito. 
En cuanto a los servicios de seguro deberá obtenerse las autorizaciones o registros previstos en la ley de la 
materia. 

Los Organismos del Sector les- estará prohibido realizar actividades de proselitismo partidista y político-
electoral. 

Artículo 43. Los Organismos del Sector adoptarán la estructura interna que señale la legislación específica de 
cada una de las formas asociativas y sus propios estatutos, y que más se adecue a sus necesidades, 
debiendo contar al menos con los siguientes: 

I. Un Órgano de Dirección, Asamblea General, u otra figura similar; 

II. Un Órgano o Consejo de Administración, Comisario, Gerente, Director General, o figura similar; y 

III. Un Órgano o Consejo de Vigilancia y Control Interno; 

Los miembros de los Órganos encargados de la administración, la vigilancia y el control interno serán 
designados y podrán ser removidos por decisión de la mayoría del Órgano de Dirección o Asamblea General, 
de conformidad con sus propios estatutos 

Capítulo II  

De los Derechos y Obligaciones de los Organismos del Sector 

Artículo 44. Sin perjuicio de los derechos y prerrogativas que establecen las leyes relativas a las distintas 
formas asociativas, se reconocen a los Organismos del Sector los siguientes derechos: 

I. Ser sujetos de fomento y apoyo a sus actividades económicas por parte del Estado; 

II. Gozar de autonomía en cuanto a su régimen interno; 

III. Constituir sus órganos representativos; 

IV. Realizar observaciones y propuestas al Instituto en relación con las políticas, programas y acciones de 
fomento y apoyo de sus actividades; 



12 
 

V. Solicitar y recibir información sobre el estado que guarden las gestiones que hubieren realizado ante las 
dependencias del gobierno; 

VI. Recibir asesoría, asistencia técnica y capacitación por parte de las autoridades competentes de acuerdo a 
la presente ley; 

VII. Celebrar contratos, actos, operaciones y acuerdos entre sí o con empresas del sector privado y con el 
sector público, siempre que fueren necesarios o convenientes a sus fines y objeto social, y 

VIII. Los organismos del sector de segundo, tercer y cuarto grado podrán elegir a los congresistas que 
participaran en el Congreso Nacional. 

Artículo 45. Los Organismos del Sector tendrán las siguientes obligaciones: 

I. Cumplir y hacer cumplir los principios, valores y prácticas consagrados en la presente Ley; 

II. Constituir fondos y reservas colectivos e irrepartibles destinados a cubrir pérdidas eventuales y a financiar 
servicios sociales en beneficio de sus Asociados y de la comunidad, con porcentajes de los excedentes o 
beneficios percibidos en sus actividades económicas. 

En todo caso los fondos mínimos obligatorios serán de reserva, de previsión social y de educación en 
economía social. Los reglamentos internos definirán los porcentajes, reglas de operación y montos requeridos, 
y sin detrimento de otros fondos que establezcan las leyes específicas; 

III. Utilizar los beneficios que consagra la presente ley para los fines con que fueron autorizados; 

IV. Conservar la documentación que demuestre el otorgamiento y uso de apoyos y estímulos públicos 
otorgados con fines de para los fines de sus actividades económicas; 

V. Informar al Instituto anualmente o en los casos que les sea requerido, sobre el ejercicio de los apoyos y 
estímulos públicos otorgados con fines de fomento; 

VI. Proporcionar la información que les sea requerida por el Instituto y demás autoridades competentes sobre 
sus fines, estatutos, programas, actividades, beneficiarios, patrimonio, operación administrativa y financiera, 
estados financieros y uso de los apoyos y estímulos públicos que reciban; 

VII. Cumplir en tiempo y forma con las normas de las recuperaciones financieras establecidas por el Instituto; 

VIII. Acatar las disposiciones, recomendaciones y sanciones administrativas que emita o disponga el Instituto 
y demás autoridades competentes; 

IX. Los Organismos del Sector deberán fomentar y difundir los principios, valores y prácticas de la economía 
social, formular y promover la implementación, en coordinación con las autoridades competentes, de 
estrategias, planes y programas que impulsen el desarrollo del Sector, así como ejercer cualquier actividad 
lícita en beneficio de sus Asociados y la comunidad; 

X. Los Organismos del Sector realizarán programas de planeación estratégica para su desarrollo progresivo, 
elaborarán informes sobre servicios y beneficios económicos, educativos y sociales prestados en su ejercicio 
a sus Asociados y a la comunidad. 

XI. Promover la profesionalización y capacitación de sus Asociados; 

XII. Actuar con criterios de imparcialidad y no discriminación en la determinación de beneficiarios; 

XIII. Cumplir con las obligaciones derivadas de los convenios suscritos con el Instituto; 
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XIV. Informar a sus Asociados a través de su Asamblea General u Órgano de Dirección sobre los servicios y 
beneficios económicos, educativos y sociales prestados en el respectivo ejercicio, así como de sus estados 
financieros; 

XV. Inscribirse al Registro, así como notificar al mismo de las modificaciones a su acta constitutiva, así como 
los cambios en sus órganos de dirección, administración y vigilancia en un plazo no mayor a cuarenta y cinco 
días hábiles contados a partir de la modificación respectiva; 

XVI. En caso de disolución, transmitir los bienes que haya adquirido con apoyos y estímulos públicos, a otra u 
otros Organismos del Sector que realicen actividades objeto de fomento y que estén inscritas en el Registro. 
El Organismo del Sector que se disuelva tendrá la facultad de elegir a quién transmitirá dichos bienes; 

XVII. Contribuir al desarrollo socioeconómico nacional; 

XVIII. Las demás que señale la presente ley y leyes aplicables. 

Capítulo III  

Del Fomento y Financiamiento de los Organismos del Sector 

Artículo 46. La Secretaría creará el Programa de Fomento a la Economía Social, cuyo objeto será atender 
iniciativas productivas del Sector mediante el apoyo a proyectos productivos, la constitución, desarrollo, 
consolidación y expansión de Organismos del Sector y la participación en esquemas de financiamiento social. 

El Programa operará con recursos públicos asignados en el Presupuesto de Egresos de la Federación, así 
como los recursos derivados de los convenios que se establezcan con las Entidades Federativas y Municipios. 

La operación del Programa se sujetará a las Reglas de Operación que al efecto emita 5 la Secretaría. 

Artículo 47.Los Organismos del Sector no podrán recibir los apoyos y estímulos públicos previstos en esta ley 
cuando incurran en alguno de los siguientes supuestos: 

I. Exista entre sus administradores o representantes y los servidores públicos encargados de otorgar o 
autorizar los apoyos y estímulos públicos; relaciones de interés o parentesco por consanguinidad o afinidad 
hasta en cuarto grado, o sean cónyuges; y 

II. Contraten con recursos públicos a personas con nexos de parentesco con los directivos de la organización, 
ya sea por consanguineidad o afinidad hasta en cuarto grado. 

Artículo 48. Los Organismos del Sector que con fines de fomento reciban apoyos y estímulos públicos, 
deberán sujetarse a las disposiciones jurídicas y administrativas aplicables en la materia. Además, deberán 
llevar a cabo sus operaciones conforme a las disposiciones fiscales vigentes en el territorio nacional. 

Artículo 49. Tratándose de empresas de participación estatal mayoritaria, se estará a lo dispuesto por la Ley 
Federal de las Entidades Paraestatales, la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del 
Sector Público y a las demás disposiciones legales que le resulten aplicables. 

Cuando dichas empresas se encuentren en proceso de de-sincorporación, las autoridades competentes 
deberán tomar en cuenta a los trabajadores, a través de las organizaciones o empresas del sector ya 
existentes o las que sean constituidas para tal efecto, para ser considerados en la transferencia de los bienes 
de estas. 

Artículo 50. En los casos en los cuales las empresas de carácter privado presenten conflictos obrero-
patronales calificados como irreconciliables, las autoridades competentes deberán tomar en cuenta a los 
trabajadores, a través de las organizaciones o empresas del sector ya existentes o las que sean constituidas 
para tal efecto, para ser considerados en la transferencia de los bienes de la empresa en cuestión, a fin de 
que dichas empresas continúen operando con eficiencia y rentabilidad. 



14 
 

Lo anterior, de conformidad y con absoluto respeto a lo que dispongan las leyes laborales y mercantiles en la 
materia. 

Artículo 51. A fin de dar cumplimento a las disposiciones previstas por los artículos 49 y 50, el Instituto, 
conforme a sus facultades, brindará asesoría, capacitación y financiamiento de acuerdo sus posibilidades 
presupuestarias. 

Capítulo IV 

De la Evaluación de la Política de Economía Social y del Desempeño de sus Organismos del Sector 

Artículo 52. La evaluación periódica del cumplimiento de las políticas públicas de fomento y apoyo a los 
Organismos del Sector estará a cargo del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, 
conforme la Ley General de Desarrollo Social. 

Artículo 53.Para la evaluación se deberán incluir los indicadores de resultados, de gestión y servicios para 
medir su cobertura e impacto. 

Artículo 54. El proceso de evaluación de la Política de Economía Social, se realizará cada tres años. 

Artículo 55. Los resultados de las evaluaciones, serán entregados a la Secretaría de Economía, al Instituto, al 
Consejo Nacional, a la Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social de la Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión, a la Comisión de Fomento Económico de la Cámara de Senadores y puestos a la 
disposición del público en general a través de las páginas Web de esas instancias. 

Artículo 56. De acuerdo con los resultados de las evaluaciones, el Instituto podrá emitir las sugerencias y 
recomendaciones que considere pertinentes al Ejecutivo Federal y hacerlas del conocimiento público. 

Capítulo V  

Sanciones 

Artículo 57. Los Organismos del Sector serán sancionados cuando a juicio del Instituto según disponga su 
reglamento, violen las disposiciones de la presente ley. 

Artículo 58. El Instituto podrá imponer sanciones administrativas, en los términos previstos por el Reglamento 
que al efecto expida el Ejecutivo federal, a los Organismos y sus administradores que simulando estar 
constituidos como Organismos del Sector gocen o pretendan gozar de los beneficios y prerrogativas por esta 
ley.” 

Transitorios 

Primero. La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo. La convocatoria y asuntos relativos a la celebración de las asambleas regionales de los 
Organismos del Sector, será efectuada por la Secretaría a través de sus delegaciones estatales en un plazo 
no mayor de seis meses después de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial de la Federación. 
Una vez realizadas las asambleas regionales, la Secretaría deberá convocar a la Instalación del Congreso 
Nacional. 

El Congreso Nacional Constituyente deberá elegir tan pronto como se instituya, a sus Representantes 
permanentes ante el Consejo Consultivo del Instituto, así como elaborar su plan de trabajo y su reglamento 
interno en un plazo no mayor a seis meses después de haber quedado legalmente constituido. 
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El Congreso Nacional Constituyente tendrá treinta y seis meses a partir del momento de su constitución para 
convocar a la constitución y la elección democrática del Consejo Nacional. 

Tercero. El Instituto deberá quedar constituido, instalado y reglamentado en un plazo no mayor a ciento 
ochenta días naturales posteriores a la entrada en vigor de la presente ley, asumiendo las funciones e 
integrándose con los recursos financieros, materiales y humanos que actualmente están asignados a la 
Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de Solidaridad. 

El personal que, en virtud de esta ley pase de la Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para 
las Empresas de Solidaridad al Instituto, de ninguna forma resultará afectado en las prerrogativas y derechos 
laborales que hayan adquirido conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley 
en la materia aplicable. 

Los asuntos que a la entrada en vigor de la presente Ley se encuentren pendientes de trámite por parte de la 
Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de Solidaridad seguirán a cargo 
del Instituto hasta su total conclusión. 

En tanto se modifique el Reglamento Interior de la Secretaria de Economía para la reglamentación del 
Instituto, se continuará aplicando el Reglamento vigente y Acuerdo que regula la organización y 
funcionamiento interno de la Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de 
Solidaridad, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de octubre de 2009, en lo que no se oponga 
a esta ley; y, en lo no previsto, se estará a lo que resuelva la Secretaría. 

Las facultades, funciones y atribuciones que desempeña actualmente la Coordinación General del Programa 
Nacional de Apoyo para las Empresas de Solidaridad, deberán ser concedidas íntegramente al Instituto y 
reconocidas por el Reglamento Interior de la Secretaria de Economía, así como en todas las disposiciones 
legales que al efecto se emitan o modifiquen. 

Cuarto. Las normas que regulen al Registro y al Programa, respectivamente, deberán ser expedidas por la 
Secretaria en un plazo no mayor a ciento ochenta días naturales, posteriores a la fecha de su instalación. 

Quinto. En tanto no se expidan las disposiciones correspondientes, continuarán aplicándose, en lo que no se 
opongan a esta ley, las disposiciones reglamentarias y administrativas vigentes a la fecha de entrada en vigor 
de la presente ley. 

Sexto. Los apoyos cuyo trámite se haya iniciado conforme a las disposiciones jurídicas y administrativas 
vigentes antes de la entrada en vigor de esta ley, se seguirán rigiendo por las mismas hasta su conclusión. 

Salón de sesiones de la honorable Cámara de Senadores. México, DF, a 27 de marzo de 2012.— Senador 
Ricardo García Cervantes (rúbrica), vicepresidente; senador Arturo Herviz Reyes (rúbrica), secretario.» 

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Túrnense a las Comisiones Unidas de Economía y 
de Fomento Cooperativo y Economía Social, para su dictamen. 
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30-04-2012 
Cámara de Diputados. 
DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Economía, y de Fomento Cooperativo y Economía Social, con 
proyecto de decreto por el que se expide la Ley de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo 
Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector 
social de la economía. 
Aprobado en lo general y en lo particular, por 285 votos en pro, 7 en contra y 3 abstenciones. 
Se turnó al Ejecutivo Federal para sus efectos constitucionales. 
Diario de los Debates, 30 de abril de 2012. 
Discusión y votación, 30 de abril de 2012. 
 
 
 
DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE ECONOMÍA, Y DE FOMENTO COOPERATIVO Y 
ECONOMÍA SOCIAL, CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY DE LA 
ECONOMÍA SOCIAL Y SOLIDARIA, REGLAMENTARIA DEL PÁRRAFO SÉPTIMO DEL ARTÍCULO 25 DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN LO REFERENTE AL 
SECTOR SOCIAL DE LA ECONOMÍA 
 
 
El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: El siguiente punto del orden del día es la discusión del 
dictamen con proyecto de decreto que expide la Ley de Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del 
Párrafo Séptimo del Articulo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo 
concerniente al sector social de la economía. 
 
La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez: «Dictamen de las Comisiones Unidas de Economía, 
y de Fomento Cooperativo y Economía Social, con proyecto de decreto que expide la Ley de la Economía 
Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, por lo que concierne al sector social de la economía 

Honorable Asamblea  

A las Comisiones Unidas de Fomento Cooperativo y Economía Social y de Economía de la H. Cámara de 
Diputados, para su estudio y dictamen; les fue turnada la Minuta que contiene proyecto de decreto por el que 
se expide la Ley de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del séptimo párrafo del artículo 25 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en lo referente al Sector Social de la Economía. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; los artículos 39 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 
y los artículos 68, 67, 69, 80, 81, 82, 84, 85, 157, 176, 177, 180, 182, 215 y 216 del Reglamento de la Cámara 
de Diputados, los miembros de esta Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social someten a la 
consideración de esta Honorable Asamblea, el siguiente Dictamen de la Comisión de Fomento Cooperativo y 
Economía Social; que contiene proyecto de decreto por la que se expide Ley de la Economía Social y 
Solidaria, Reglamentaria del séptimo párrafo del artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos en lo referente al Sector Social de la Economía, a partir del siguiente: 

Procedimiento de Trabajo  

La Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social, encargada del análisis y dictamen de las Minuta en 
comento, desarrollo su trabajo de estudio, discusión y valoración conforme al procedimiento que a 
continuación se describe: 

1. En el apartado de “ Antecedentes del Procedimiento”, se deja constancia de los trámites del proceso 
legislativo, la presentación de las Iniciativas, su proceso dictamen y discusión en la Cámara de Origen, así 
como las acciones realizadas por las comisiones dictaminadoras. 

2. En el apartado “ Contenido de la Minuta” se destacan los elementos más importantes, entre ellos el 
planteamiento del problema y se reproducen en términos generales, los objetivos y la descripción de las 
propuestas en estudio. 



2 
 

3. En el apartado de “ Consideraciones” se expresan los argumentos de orden general y específico que 
motivan el sentido del dictamen, así como las actividades de análisis y valoración realizadas por esta 
Comisión con el fin de tener mayores elementos para la dictaminación. 

4. Finalmente, se presenta el texto normativo y régimen transitorio del Proyecto de Decreto. 

Antecedentes  

1. Con fecha 14 de septiembre de 2010, el Senador René Arce presentó la Iniciativa con proyecto de decreto 
por el cual se crea la Ley General de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Séptimo Párrafo del 
Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al Sector Social de la 
Economía. 

2. Con esa misma fecha, la Mesa Directiva del H. Senado de la República turnó la Iniciativa en comento, a las 
Comisiones Unidas de Fomento Económico; y de Estudios Legislativos, Segunda, para su estudio y dictamen; 
y con opinión de las Comisiones de Comercio y Fomento Industrial; y de Desarrollo Social. 

3. Reunidos los integrantes de las Comisiones Unidas de Fomento Económico; y de Estudios Legislativos, 
Segunda, discutieron y aprobaron el respectivo dictamen. 

4. Seguido su trámite legislativo, en fecha 26 de abril de 2011, la iniciativa en referencia fue aprobada en el 
Pleno de la Cámara de Senadores y enviada como minuta a la Cámara de Diputados. 

5. En fecha 27 de abril de 2011, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados resolvió turnar dicha minuta a 
las Comisiones Unidas de Economía y de Fomento Cooperativo y Economía Social, para dictamen y a la 
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública para opinión. 

6. Reunidos los integrantes de las Comisiones Unidas de Economía y de Fomento Cooperativo y Economía 
Social, discutieron y aprobaron el respectivo dictamen. 

7. En sesión del pleno de la Cámara de Diputados de fecha 23 de noviembre de 2011, fue aprobado el 
proyecto de decreto en sus términos, ordenándose su remisión al Ejecutivo Federal para sus efectos 
constitucionales. 

8. El Proyecto fue recibido por la Secretaría de Gobernación el 10 de diciembre de 2011, y de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta misma 
Secretaría remitió a la Cámara de origen el proyecto con las observaciones realizadas al proyecto. 

9. Con fecha 1º de febrero de 2012 la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Senadores turnó a 
las Comisiones Unidas de Fomento Económico y Estudios Legislativos, Segunda, las observaciones remitidas 
por el Poder Ejecutivo Federal, para que conforme al artículo 72, inciso c) de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos estudie, analice y elabore el dictamen correspondiente. 

10. Reunidos los integrantes de las Comisiones Unidas de Economía y de Fomento Cooperativo y Economía 
Social, discutieron y aprobaron el respectivo dictamen. 

11. Seguido su trámite legislativo, en fecha 27 de marzo de 2011, la iniciativa en referencia fue aprobada en el 
Pleno de la Cámara de Senadores y enviada como minuta a la Cámara de Diputados. 

12. En fecha 29 de marzo de 2011, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados resolvió turnar dicha minuta 
a las Comisiones Unidas de Fomento Cooperativo y Economía Social y de Economía, para dictamen. 

Contenido de la minuta  

• La iniciativa tiene por objeto establecer las reglas de organización, promoción, fomento y fortalecimiento del 
sector social de la economía. 
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• Propone la creación del Instituto Nacional de la Economía Social y Solidaria como organismo público 
desconcentrado de la Secretaría de Economía. 

• Propone crear el Congreso Nacional de Organismos del Sector de la Economía Social y Solidaria como el 
máximo órgano de representación del sector. 

• Propone crear el Consejo Nacional de organismos del sector como órgano operativo y de coordinación 

• Se crea el Programa de Fomento a la Economía Social y Solidaria para otorgar, administrar y fomentar 
créditos para proyectos de fortalecimiento y expansión de los organismos del sector. 

• Propone la creación del Registro Nacional de las entidades del sector encargado de sistematizar la 
información y registro de los organismos del sector; así como sus respectivas integraciones. 

Consideraciones  

Primera. El proyecto de Ley, objeto del presente dictamen, refleja la voluntad de legisladores de distintos 
grupos parlamentarios que comparten la convicción de que nuestro país cuente con un marco jurídico que 
reconozca, fomente e impulse al Sector Social de la Economía como un motor de desarrollo y crecimiento 
económico. 

El presente proyecto de Ley constituye un avance significativo en el impulso al desarrollo del país y busca 
establecer las condiciones para que los propios ciudadanos se organicen en las distintas formas asociativas 
del Sector Social de la Economía a fin de que contribuyan en el mejoramiento de sus condiciones de bienestar 
y calidad de vida, así como para satisfacción en conjunto de sus necesidades económicas. 

Segunda. Desde 1983, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 25, establece 
la rectoría del Estado en el desarrollo nacional y el carácter mixto de la economía, integrada por tres sectores: 
público, privado y social, dejando explícitamente señalado en su párrafo tercero que al “ desarrollo económico 
nacional concurrirán, con responsabilidad social, el sector público, el sector social y el sector privado, sin 
menoscabo de otras formas de actividad económica que contribuyan al desarrollo de la Nación”. 

El mismo artículo constitucional en su párrafo séptimo establece la responsabilidad del Estado para impulsar 
al Sector Social de la Economía al señalar: “ La ley establecerá los mecanismos que faciliten la organización y 
la expansión de la actividad económica del sector social...” 

Tercera. Este sector, como lo señala el mismo artículo 25 de la Constitución, se encuentra conformado por 
una diversidad de formas asociativas: “ ejidos, organizaciones de trabajadores, cooperativas, comunidades, 
empresas que pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores y, en general, de todas las formas 
de organización social para la producción, distribución y consumo de bienes y servicios socialmente 
necesarios”. 

Cada una de estas formas asociativas cuenta con su respectivo estatuto jurídico y con sus propias 
organizaciones representativas, no obstante se advierte una necesidad que es común para todas ellas, la de 
un marco legal que facilite la organización y expansión del sector. 

Así mismo, en las legislaciones locales de cada entidad se han establecido leyes de fomento a las diversas 
formas asociativas del Sector Social de la Economía, sin reconocer explícitamente el término y pertenencia de 
las organizaciones al mismo sector, generando con ello poca o nula claridad de los objetivos de este sector de 
la economía y restándole eficacia a las distintas normas. 

En virtud de lo anterior, los integrantes de las Comisiones Unidas revisoras de la Iniciativa en estudio, 
coinciden en la necesidad de establecer una Ley marco de la economía social y solidaria que estructure en 
forma coherente y oriente las políticas públicas de fomento al Sector Social de la Economía al que se refiere el 
artículo 25 de la Constitución, así como buscar los medios para mejorar la armonización de la legislación 
federal y estatal que regula las distintas formas asociativas que integran el sector. 
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Cuarta. En los últimos años se han generado propuestas legislativas en aras de construir un marco legal del 
Sector Social de la Economía de nuestro país, las cuales concluyeron su proceso legislativo sin llegar 
habitúeselos convertirse en Ley. Sin embargo, tanto el autor de la iniciativa como los integrantes de las 
Comisiones dictaminadoras, las han retomado como un antecedente y base de la presente propuesta, entre 
ellas se encuentras las Iniciativas de los siguientes legisladores: 

• La del diputado Gustavo Arturo Vicencio Acevedo integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción 
Nacional durante la LVII legislatura, cuyo proyecto consistía en crear la Ley Reglamentaria del Artículo 25 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en lo referente al Sector Social de la Economía y 
que en palabras del legislador pretendía “ lograr un marco de organización, fomento y desarrollo para la 
economía social y solidaria”. 

• La del diputado Antonio Sánchez Díaz de Rivera integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción 
Nacional durante la LX Legislatura, en la cual propuso un proyecto de Ley General de la Economía Social y 
Solidaria Reglamentaria del Artículo 25 Constitucional, planteando la “ necesidad de incorporar en nuestro 
sistema normativo una Ley Reglamentaria del Sector Social de la Economía”. 

• La del diputado José Manuel Agüero Tovar, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario 
Institucional quien el pasado 30 de noviembre de 2010, cuyo proyecto consistía en crear la Ley General de la 
Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

• La del diputado Luis Felipe Eguía Pérez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución 
Democrática quien el pasado 24 de marzo de 2011, presento un proyecto el cual consistía en crear la Ley 
Federal de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Artículo 25 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, por lo que se refiere al Sector Social de la Economía y asimismo, reformaba el 
artículo 34 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

• La del diputado Víctor Hugo Círigo Vásquez, quien el pasado 7 de abril de 2011, presento un proyecto el 
cual consistía en crear la Ley General de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Séptimo 
del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo relativo al sector social de la 
economía. 

Quinta. Estas Comisiones estiman procedente el presente proyecto de Decreto toda vez que, responde a las 
necesidades de los grupos sociales de organizarse para satisfacer sus necesidades materiales comunes, sin 
que con ello se reste responsabilidad al Estado para que implemente acciones, programas y estrategias a fin 
de lograr que las personas gocen de las garantías constitucionales de manera efectiva o que el sector privado 
deje de realizar tareas como la inversión y generación de empleo. 

Sexta. Los miembros de estas comisiones dictaminadoras estiman viable y apremiante la aprobación del 
proyecto de decreto por el que se expide la Ley de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del séptimo 
párrafo del artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en lo referente al Sector 
Social de la Economía, toda vez que concuerdan en la necesidad de impulsar un nuevo marco jurídico que 
permita al sector cooperativo consolidarse como una importante palanca de desarrollo económico del país. 

Por lo anteriormente expuesto, los legisladores miembros de esta Comisión de Fomento Cooperativo y 
Economía Social que suscribe; con fundamento en lo previsto por el artículo 72 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, somete a la consideración de esta honorable soberanía el siguiente 

Proyecto de decreto que expide la Ley de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo 
Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al 
sector social de la economía  

Artículo Único. Se expide la Ley de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Séptimo del 
Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector social de la 
economía. 
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Ley de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector social de la economía  

Título I 

Disposiciones Generales 

Artículo 1o. La presente Ley es reglamentaria del párrafo séptimo del artículo 25 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos en lo concerniente al Sector Social de la Economía. 

La presente Ley es de orden público, interés social y de observancia general en todo el territorio nacional y se 
aplicará sin perjuicio de otras disposiciones que dicten los Poderes Ejecutivo y Legislativo Federal y de las 
Entidades Federativas, así como municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias. 

Artículo 2o. La presente Ley tiene por objeto: 

I. Establecer mecanismos para facilitar la organización y la expansión de la Actividad Económica del Sector 
Social de la Economía y la responsabilidad del fomento e impulso por parte del Estado. 

II. Definir las reglas de organización, promoción, fomento y fortalecimiento del Sector Social de la Economía, 
como un sistema eficaz que contribuya al desarrollo social y económico del país, a la generación de fuentes 
de trabajo digno, al fortalecimiento de la democracia, a la equitativa distribución del ingreso y a la mayor 
generación de patrimonio social. 

Artículo 3o. El Sector Social de la Economía es el sector de la economía a que hace mención el párrafo 
séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual se integra por el 
conjunto de organizaciones sociales en los términos que establece la presente Ley. 

Artículo 4o. El Sector Social de la Economía estará integrado por las siguientes formas de organización 
social: 

I. Ejidos; 

II. Comunidades; 

III. Organizaciones de trabajadores; 

IV. Sociedades Cooperativas; 

V. Empresas que pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores; y 

VI. En general, de todas las formas de organización social para la producción, distribución y consumo de 
bienes y servicios socialmente necesarios. 

Artículo 5o. Para los efectos de esta Ley, se entiende por: 

I. Sector, al Sector Social de la Economía a que hace mención el párrafo séptimo del Artículo 25 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

II. Organismos del Sector, a las organizaciones, empresas y sociedades del Sector Social de la Economía; 

III. Secretaría, a la Secretaría de Economía; 

IV. Instituto, al Instituto Nacional de la Economía Social; 
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V. Congreso Nacional, al Congreso Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía; 

VI. Consejo Nacional, al Consejo Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía; 

VII. Asociados, en singular o plural, a las personas que participan en el capital social de los Organismos del 
Sector; 

VIII. Organismos de Integración, en singular o plural, a organismos de representación de segundo o grados 
superiores del Sector; 

IX. Programa, al Programa de Fomento a la Economía Social; 

X. Registro, al Registro Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía; 

XI. Actividad Económica, cualquier proceso mediante el cual se obtienen productos, bienes o servicios 
socialmente necesarios, en cualquiera de sus fases de producción, distribución o consumo, y en cualquier de 
los sectores primario, secundario o terciario. 

XII. Organismo de segundo grado, en singular o plural a los organismos de integración en los que se integren 
los organismos del sector; 

XIII. Organismo de tercer grado, en singular o plural a los organismos de integración en los que se integren los 
organismos del sector de segundo grado, y 

XIV. Organismo de cuarto grado, en singular o plural a los organismos de integración en los que se integren 
los organismos del sector de tercer grado; 

Artículo 6o. El Estado apoyará e impulsará a los Organismos del Sector bajo criterios de equidad social y 
productividad, sujetándolas a las modalidades que dicte el interés público, y conforme al uso, en beneficio 
general, de los recursos productivos que tendrán la obligación de proteger y conservar, preservando el medio 
ambiente. 

Artículo 7o. Los Organismos del Sector legalmente constituidos podrán acogerse y disfrutar de los apoyos y 
estímulos que establece esta Ley, en estricta observancia de los valores, principios y prácticas señalados en 
los artículos 9, 10 y 11 de la misma. 

Artículo 8o. Son fines del Sector Social de la Economía: 

I. Promover el desarrollo integral del ser humano; 

II. Contribuir al desarrollo socioeconómico del país, participando en la producción, distribución y consumo de 
bienes y servicios socialmente necesarios; 

III. Fomentar la educación y formación impulsando prácticas que consoliden una cultura solidaria, creativa y 
emprendedora; 

IV. Contribuir al ejercicio y perfeccionamiento de la democracia participativa; 

V. Participar en el diseño de planes, programas y proyectos de desarrollo económico y social, en términos de 
la legislación aplicable; 

VI. Facilitar a los Asociados de los Organismos del Sector la participación y acceso a la formación, el trabajo, 
la propiedad, la información, la gestión y distribución equitativa de beneficios sin discriminación alguna. 

Artículo 9o. Los Organismos del Sector tomarán en cuenta en su organización interna, los siguientes 
principios: 
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I. Autonomía e independencia del ámbito político y religioso; 

II. Régimen democrático participativo; 

III. Forma autogestionaria de trabajo; 

IV Interés por la comunidad; 

Artículo 10. Los Organismos del Sector orientarán su actuación en los siguientes valores: 

I. Ayuda mutua; 

II. Democracia; 

III. Equidad; 

IV. Honestidad; 

V. Igualdad; 

VI. Justicia; 

VII. Pluralidad; 

VIII. Responsabilidad compartida; 

IX. Solidaridad; 

X. Subsidiariedad, y 

XI. Transparencia 

Artículo 11. Los Organismos del Sector realizarán sus actividades conforme a las leyes que regulen su 
naturaleza jurídica específica, sus estatutos sociales y de acuerdo con las siguientes prácticas: 

I. Preeminencia del ser humano y su trabajo sobre el capital; 

II. Afiliación y retiro voluntario; 

III. Administración democrática, participativa, autogestionaria y emprendedora; 

IV. Trabajo en beneficio mutuo y de la comunidad; 

V. Propiedad social o paritaria de los medios de producción; 

VI. Participación económica de los Asociados en justicia y equidad; 

VII. Reconocimiento del derecho a afiliarse como Asociado a las personas que presten servicios personales 
en los Organismos del Sector, sobre la base de su capacitación en los principios y valores del Sector, y el 
cumplimiento de los requisitos que establezcan sus bases constitutivas; 

VIII. Destino de excedentes a la prestación de servicios de carácter social, al crecimiento de sus reservas y 
fondos, y a reintegrar a sus Asociados parte de los mismos en proporción al uso de los servicios o a la 
participación en el trabajo del Organismo del Sector; 
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IX. Educación, formación y capacitación técnico administrativa permanente y continua para los Asociados; 

X. Promoción de la cultura solidaria y de la protección del medio ambiente entre sus Asociados y la 
comunidad; 

XI. Información periódica de sus estados financieros y de resultados a todos y cada uno de sus Asociados, a 
través de los informes a sus órganos de dirección, administración y vigilancia, así como libre acceso a la 
información respectiva para los mismos; 

XII. Integración y colaboración con otros Organismos del Sector, y 

XIII. Compromiso solidario con las comunidades donde desarrollan su actividad. 

Artículo 12. En lo no previsto por la presente Ley se aplicará supletoriamente: 

I. La legislación específica de las distintas figuras en que se constituyan los Organismos del Sector; 

II. En su caso la Legislación Civil Federal, y 

III. Los usos y prácticas imperantes entre los Organismos del Sector. 

El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Economía, interpretará para efectos administrativos los 
preceptos de la presente Ley. 

Título II  

De la Estructura del Sector Social de la Economía 

Capítulo I  

Del Instituto 

Artículo 13. Se crea el Instituto Nacional de la Economía Social como un órgano administrativo 
desconcentrado de la Secretaría de Economía, el cual contará con autonomía técnica, operativa y de gestión 
en los términos establecidos en esta Ley. 

El Instituto tiene como objeto instrumentar políticas públicas de fomento al sector social de la economía, con el 
fin de fortalecer y consolidar al sector como uno de los pilares de desarrollo económico del país, a través de la 
participación, capacitación, investigación, difusión y apoyo a proyectos productivos del sector. 

Artículo 14. El Instituto tendrá como funciones las siguientes: 

I. Instrumentar la Política Nacional de Fomento y Desarrollo del Sector Social de la Economía; 

II. Propiciar condiciones favorables para el crecimiento y consolidación del Sector, mediante el establecimiento 
del Programa de Fomento a la Economía Social; 

III. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones de la presente Ley; 

IV. Formular y ejecutar programas y proyectos de apoyo público a la promoción, fomento y desarrollo del 
Sector; 

V. Participar en la elaboración, consecución y verificación del Plan Nacional de Desarrollo, en términos de lo 
dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a las actividades económicas que 
desarrollen los Organismos del Sector; 
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VI. Ser órgano consultivo del Estado en la formulación de políticas relativas al Sector, en términos de lo 
dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a las actividades económicas que 
desarrollen los Organismos del Sector; 

VII. Establecer en colaboración con el Consejo Nacional un modelo de supervisión a los Organismos del 
Sector, salvo aquellos casos en los que las Leyes en sectores específicos dispongan algún tipo de supervisión 
especial a los Organismos del Sector, tomando en cuenta su propio balance social; 

VIII. Llevar a cabo estudios e investigaciones y elaborar estadísticas que permitan el conocimiento de la 
realidad de los Organismos del Sector y de su entorno, para el mejor cumplimiento de su objeto; 

IX. Promover la consolidación empresarial y el desarrollo organizacional de las diversas formas asociativas 
que integran el Sector, para lo cual establecerá un Sistema Nacional de Capacitación y Asistencia Técnica 
Especializada, mediante la firma de convenios de coordinación con las dependencias de la Administración 
Pública Federal, así como con dependencias de las Entidades Federativas y Municipios; 

X. Promover en el ámbito nacional e internacional los bienes y servicios producidos por los Organismos del 
Sector, siempre la legislación específica en la materia de cada Organismo del Sector se los permita; 

XI. Promover la creación de Organismos de Integración del Sector de conformidad por lo dispuesto en las 
leyes específicas para cada una de las formas asociativas que los integran; 

XII. Promover y apoyar la creación de Organismos del Sector que se constituyan y operen conforme a las 
Leyes que regulan sus materias específicas, para la prestación de servicios financieros al mismo Sector; 

XIII. Difundir los valores, principios y fines del Sector, así como sus principales logros empresariales y 
asociativos; 

XIV. Elaborar y mantener actualizado el catálogo de los diferentes tipos de Organismos del Sector, teniendo 
en cuenta los principios, valores y fines establecidos en la presente Ley; 

XV. Establecer y mantener actualizado el Registro Nacional de los Organismos del Sector Social de la 
Economía; 

XVI. Establecer un Observatorio del Sector Social de la Economía, que sirva como herramienta para la 
sistematización de las experiencias nacionales del Sector; 

XVII. Definir las distintas regiones geoeconómicas necesarias para el cumplimento de las disposiciones 
contenidas en la presente Ley, y 

XVIII. Las demás que señale su Reglamento Interno. 

Artículo 15. El Instituto contará con los siguientes recursos para el cumplimiento de su objeto: 

I. Los recursos que se le asignen a través de la Secretaria en el Presupuesto de Egresos de la Federación, y 

II. Los subsidios, donaciones y legados que reciba a través de la Secretaría de personas físicas o morales, 
públicas o privadas, nacionales o extranjeras, los cuales de ninguna manera podrán implicar condiciones 
contrarias a su objeto conforme lo establece la Ley. 

Artículo 16.Para la consecución de su objeto y para el ejercicio de sus atribuciones el Instituto se integrará de 
los órganos siguientes: 

I. Un Consejo Consultivo, integrado por el Director General, seis consejeros electos con carácter honorifico 
por el Congreso Nacional y diez consejeros designados por el Secretario de Economía; 
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II. Un Director General, designado y removido libremente por el Titular del Ejecutivo Federal a propuesta del 
Secretario de Economía, y 

III. Las instancias, unidades administrativas y servidores públicos necesarios para la consecución de su 
objeto. 

Artículo 17. El Consejo Consultivo sesionara por lo menos cada tres meses y tomará sus acuerdos, 
recomendaciones y resoluciones por voto de mayoría. Podrá sesionar de manera extraordinaria cuando la 
situación así lo amerite según lo establezca el Reglamento del Instituto. El Consejo Consultivo sesionará 
válidamente con la asistencia de la mayoría de sus miembros. 

Son atribuciones indelegables del Consejo Consultivo: 

I. Opinar sobre el programa anual de actividades del Instituto; 

II. Opinar y recomendar sobre el Informe de Labores Anual que presente el Director General del Instituto; 

III. Opinar el Anteproyecto de Presupuesto que emitirá el Instituto a través de la Secretaria; 

IV. Opinar y sugerir sobre los programas y acciones de fomento a la actividad económica del Sector que 
realizará el Instituto, y 

V. Las demás que señale el Reglamento del Instituto. 

Artículo 18. El Director General, tendrá las siguientes facultades: 

I. Ejercer la representación legal del Instituto; 

II. Elaborar el programa anual de actividades del Instituto; 

III. Elaborar, proponer y someter a consideración del Secretario de Economía, para su aprobación, los 
programas y acciones de fomento a la actividad económica del Sector; 

IV. Presentar un informe anual de actividades, y 

V. Las demás que señale el Reglamento del Instituto. 

Artículo 19. El Instituto contará con delegaciones regionales en términos del Acuerdo que emita el Secretario 
de Economía, y en su caso atenderán a los Organismos del Sector de las distintas regiones geoeconómicas. 

Los titulares de las delegaciones tendrán las atribuciones que determine el Estatuto Orgánico del mismo. 

Artículo 20. Las relaciones laborales entre el Instituto y sus trabajadores, se regirán por la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado, reglamentaria del apartado “B” del artículo 123 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 

Capítulo II 

Del Congreso y Consejo Nacional 

Artículo 21. El Congreso Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía es el máximo órgano 
de representación del Sector, y estará conformado de acuerdo a los siguientes criterios y su propio 
reglamento interno: 
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I. Dos congresistas de cada uno de los Organismos del Sector de segundo, tercer y cuarto grado, que estén 
dentro del Registro nacional. 

II. Cien congresistas electos en asambleas regionales, convocadas y desarrolladas por el Instituto, con base a 
las distintas regiones geoeconómicas que establezca el Instituto con base a sus atribuciones; así como los 
respectivos Organismos de Integración registrados.. 

Artículo 22. Son funciones del Congreso Nacional: 

I. Fomentar y difundir los principios, valores y fines del Sector; 

II. Promover la integración de los componentes del Sector; 

III. Emitir de manera conjunta y/o con la anuencia de los Organismos de Integración que, conforme al asunto, 
deban conocer del tema, posicionamientos con respecto a las problemáticas que afecten al Sector; 

IV. Aprobar sus propios estatutos y reglamentos internos; 

V. Elegir a través de su pleno y en apego a su reglamento interno, a los representantes propietarios y 
suplentes, ante el Instituto, así como a los consejeros del Consejo Nacional, y 

VI. Las demás que establezca su reglamento interno, que no contravengan las disposiciones de esta Ley. 

Artículo 23. El Congreso Nacional se convocará cada tres años de manera ordinaria, pudiendo realizarse 
convocatoria extraordinaria cuando exista acuerdo de dos terceras partes de los miembros de la Junta 
Directiva del Consejo Nacional. 

Artículo 24. El Consejo Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía es un órgano operativo 
y de coordinación del Congreso Nacional y desarrollará las actividades de apoyo al Sector. 

Artículo 25. Son funciones y atribuciones del Consejo Nacional: 

I. Convocar las sesiones del Congreso Nacional; 

II. Servir como Organismo de coordinación, discusión y exposición de todos los asuntos de interés para el 
Sector, debiendo para ello tomar en cuenta la opinión de aquellos Organismos de Integración que, conforme a 
su actividad, les corresponda conocer de dichos asuntos; 

III. Apoyar en la gestoría a favor de los Organismos del Sector en trámites ante cualquier instancia pública o 
privada; 

IV. Brindar en coordinación con el Instituto y las dependencias correspondientes de la Administración Pública 
Federal, de los tres órdenes de gobierno, capacitación y asesoría a los Organismos del Sector en actividades 
agrícolas, ganaderas, silvícola, pecuarias, pesqueras y las demás de explotación y aprovechamiento de 
recursos naturales, así como para la transformación y comercialización de productos; 

V. Participar en la elaboración, consecución y verificación del Plan Nacional de Desarrollo, en términos de lo 
dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a las actividades económicas que desa-
rrollen los Organismos de Sector; 

VI. Promover la creación de Organismos de integración, considerando los lineamientos que señalen las leyes 
respectivas; 

VII. Promover y apoyar la creación de Organismos del Sector que se constituyan y operen conforme a las 
Leyes que regulan sus materias especificas, para la prestación de servicios financieros al mismo Sector; y 
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VIII. Las demás que establezca su reglamento interno, que no contravengan las disposiciones de esta Ley. 

Artículo 26. El Consejo Nacional será conformado por 15 Consejeros electos por un periodo de tres años por 
el pleno del Congreso Nacional, los cuales no podrán ser reelectos para el periodo inmediato y estando 
impedidos para ser representantes ante el Instituto al mismo tiempo de su encargo en el Consejo Nacional. 

Artículo 27. El Consejo Nacional tendrá la estructura organizativa más conveniente para el cumplimiento de 
sus objetivos, pero deberá contar, al menos, con los siguientes órganos: 

I. Junta Directiva; 

II. Órgano de Vigilancia, y 

III. Área especializada en educación y capacitación en economía social de acuerdo a lo que establezca su 
reglamento interno. 

Artículo 28. La Junta Directiva será el órgano responsable de la dirección y coordinación de las actividades 
del Consejo Nacional, así como de su representante legal. 

Se conformará como lo establezca el reglamento interno del Consejo Nacional y entre sus atribuciones 
estarán: 

I. Designar al Secretario Ejecutivo; 

II. Nombrar a sus representantes ante el Registro Nacional; 

III. Ejecutar sus acuerdos y decisiones; 

IV. Elaborar el presupuesto y los programas de trabajo; y 

V. Presentar al Congreso Nacional los estados financieros y los informes de su actuación para su aprobación. 

Artículo 29. El Órgano de Vigilancia tendrá las atribuciones de fiscalizar la adecuada administración de los 
recursos patrimoniales del Consejo. 

Artículo 30. El Congreso Nacional y el Consejo Nacional se financiarán con las aportaciones económicas de 
los Organismos de Integración y de las cuotas por los servicios otorgados a los Organismos del Sector. 

Además, estos órganos podrán recibir donaciones, subsidios, herencias, legados y recursos análogos que 
reciban de personas físicas y morales, públicas o privadas, nacionales o internacionales destinados a 
incrementar su patrimonio. 

Capítulo III  

De los Organismos de Integración 

Artículo 31. Los Organismos del Sector podrán asociarse entre sí para el mejor cumplimiento de sus fines, en 
Organismos de Integración de segundo, tercer o cuarto grado. 

Aquellos de índole económica no necesariamente serán especializados en determinado ramo o actividad 
económica. 

Los requisitos y procedimientos para constituir Organismos de Integración de cualquier grado serán los 
establecidos por las leyes específicas que corresponda a cada una de las formas asociativas de los 
Organismos del Sector y en las leyes de materia civil aplicables. 
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Artículo 32. Los Organismos de Integración de segundo grado podrán agruparse en Organismos de tercer 
grado y cuarto grado, de índole nacional o sectorial, con el propósito de orientar procesos de desarrollo del 
movimiento y unificar acciones de defensa y representación nacional o internacional. 

Artículo 33. Los Organismos de Integración de tercer grado y cuarto grado deberán precisar claramente en 
sus estatutos su jurisdicción, así como los sectores económicos o las formas asociativas o solidarias que 
representan. 

Artículo 34. Los Organismos de Integración ejercerán de pleno derecho la representación y defensa de los 
derechos e intereses de sus Asociados y de la rama de la actividad económica en que actúan, así como de 
los beneficios y preferencias que concede esta y demás leyes específicas a los Organismos del Sector. 

Podrán prestar u obtener en común servicios profesionales y técnicos de asesoría, apoyo financiero, 
asistencia técnica, educación, capacitación e investigación científica y tecnológica 

Artículo 35. Los Organismos de Integración de segundo, tercer y cuarto grado deberán inscribirse en el 
Registro, a fin de que le sea reconocida su representatividad. 

Capítulo IV  

Del Registro 

Artículo 36. El Registro Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía, es el instrumento 
público encargado de la sistematización de la información y registro de los Organismos del Sector. 

Artículo 37. Los Organismos del Sector si desean acogerse a los beneficios y prerrogativas de los programas 
a que se refiere la presente Ley, además de constituirse y realizar su registro conforme lo establezcan las 
leyes especificas que los regulan según su naturaleza, podrán solicitar su inscripción ante el Registro, 
conforme a las disposiciones marcadas en el Reglamento del mismo. 

Artículo 38.El Registro dependerá del Instituto de conformidad con su reglamento y será el encargado de 
llevar las inscripciones de los Organismos del Sector legalmente constituidos. 

La Secretaría de Economía, a través del Instituto constituirá el Registro Nacional de los Organismos del 
Sector Social de la Economía, conformado por los asientos registrales siguientes: 

I. La denominación social; 

II. El domicilio social, y 

III. Los Estatutos Sociales. 

La información del Registro se integrara de manera económica, electrónica y simplificada; siendo el Instituto 
responsable de su elaboración, resguardado y actualización; pudiendo complementarse para reducir costos, 
con la información que la Secretaría de Relaciones Exteriores; el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e 
Informática, el Registro Público del Comercio, así como las demás dependencias públicas que cuenten con 
información relativa a los organismos del sector, en estricto apego a sus atribuciones conferidas por su 
legislación específica le proporcione, para la integración del mismo. 

Artículo 39. El Registro será público, por lo que cualquier ciudadano podrá solicitar información, en 
cumplimiento con lo establecido en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Artículo 40. El Instituto publicará anualmente un compendio de información básica sobre los Organismos del 
Sector registrados, así como su capacidad y cobertura de servicios. 

Título III 
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De los Organismos del Sector 

Capítulo I 

Del Funcionamiento de los Organismos del Sector 

Artículo 41. Se reconocerá el carácter de Organismo del Sector a todas aquellas organizaciones que hayan 
cumplido con los ordenamientos de la ley respectiva según su naturaleza para su constitución y registro, y 
además reúnan los siguientes requisitos: 

I. La aceptación y respeto de los principios, valores y prácticas enunciados en los artículos 9, 10 y 11 de la 
presente Ley; 

II. Estar considerado en alguna de las categorías del catalogo de Organismos del Sector, elaborado por el 
Instituto; y 

III. Estar inscrito en el Registro en los términos de la presente Ley y del reglamento respectivo. 

Artículo 42. Los Organismos del Sector; siempre que la legislación específica en la materia de la actividad 
económica que desarrollen, su objeto social y su naturaleza legal se los permita, podrán desarrollar las 
siguientes actividades económicas: 

I. Producción, prestación y comercialización de bienes y servicios; 

II. Explotación de bienes propiedad de la nación, así como prestación de servicios públicos, siempre y cuando 
obtengan los permisos o concesiones respectivos; 

III. De educación, salud, gremiales, deportivas, recreacionales, culturales y sociales en beneficio de los socios 
y la comunidad; 

IV. De servicios financieros de seguros, crédito, ahorro y préstamo; y 

V. Todas las actividades económicas relacionadas con la producción, distribución y consumo de bienes y 
servicios socialmente necesarios. 

En el caso de las actividades de ahorro y préstamo a que se refiriere la fracción IV de este artículo, deberá 
observarse y dar estricto cumplimento a lo establecido en el artículo 103 de la Ley de Instituciones de Crédito. 
En cuanto a los servicios de seguro deberá obtenerse las autorizaciones o registros previstos en la ley de la 
materia. 

Los Organismos del Sector les estará prohibido realizar actividades de proselitismo partidista y político-
electoral. 

Artículo 43. Los Organismos del Sector adoptarán la estructura interna que señale la legislación específica de 
cada una de las formas asociativas y sus propios estatutos, y que más se adecue a sus necesidades, 
debiendo contar al menos con los siguientes: 

I. Un Órgano de Dirección, Asamblea General, u otra figura similar; 

II. Un Órgano o Consejo de Administración, Comisario, Gerente, Director General, o figura similar, y 

III. Un Órgano o Consejo de Vigilancia y Control Interno; 

Los miembros de los Órganos encargados de la administración, la vigilancia y el control interno serán 
designados y podrán ser removidos por decisión de la mayoría del Órgano de Dirección o Asamblea General, 
de conformidad con sus propios estatutos 
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Capítulo II 

De los Derechos y Obligaciones de los Organismos del Sector 

Artículo 44. Sin perjuicio de los derechos y prerrogativas que establecen las leyes relativas a las distintas 
formas asociativas, se reconocen a los Organismos del Sector los siguientes derechos: 

I. Ser sujetos de fomento y apoyo a sus actividades económicas por parte del Estado; 

II. Gozar de autonomía en cuanto a su régimen interno; 

III. Constituir sus órganos representativos; 

IV. Realizar observaciones y propuestas al Instituto en relación con las políticas, programas y acciones de 
fomento y apoyo de sus actividades; 

V. Solicitar y recibir información sobre el estado que guarden las gestiones que hubieren realizado ante las 
dependencias del gobierno; 

VI. Recibir asesoría, asistencia técnica y capacitación por parte de las autoridades competentes de acuerdo a 
la presente Ley; 

VII. Celebrar contratos, actos, operaciones y acuerdos entre sí o con empresas del sector privado y con el 
sector público, siempre que fueren necesarios o convenientes a sus fines y objeto social, y 

VIII. Los organismos del sector de segundo, tercer y cuarto grado podrán elegir a los congresistas que 
participaran en el Congreso Nacional. 

Artículo 45. Los Organismos del Sector tendrán las siguientes obligaciones: 

I. Cumplir y hacer cumplir los principios, valores y prácticas consagrados en la presente Ley; 

II. Constituir fondos y reservas colectivos e irrepartibles destinados a cubrir pérdidas eventuales y a financiar 
servicios sociales en beneficio de sus Asociados y de la comunidad, con porcentajes de los excedentes o 
beneficios percibidos en sus actividades económicas. 

En todo caso los fondos mínimos obligatorios serán de reserva, de previsión social y de educación en 
economía social. Los reglamentos internos definirán los porcentajes, reglas de operación y montos requeridos, 
y sin detrimento de otros fondos que establezcan las leyes específicas; 

III. Utilizar los beneficios que consagra la presente Ley para los fines con que fueron autorizados; 

IV. Conservar la documentación que demuestre el otorgamiento y uso de apoyos y estímulos públicos 
otorgados con fines de para los fines de sus actividades económicas; 

V. Informar al Instituto anualmente o en los casos que les sea requerido, sobre el ejercicio de los apoyos y 
estímulos públicos otorgados con fines de fomento; 

VI. Proporcionar la información que les sea requerida por el Instituto y demás autoridades competentes sobre 
sus fines, estatutos, programas, actividades, beneficiarios, patrimonio, operación administrativa y financiera, 
estados financieros y uso de los apoyos y estímulos públicos que reciban; 

VII. Cumplir en tiempo y forma con las normas de las recuperaciones financieras establecidas por el Instituto; 
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VIII. Acatar las disposiciones, recomendaciones y sanciones administrativas que emita o disponga el Instituto 
y demás autoridades competentes; 

IX. Los Organismos del Sector deberán fomentar y difundir los principios, valores y prácticas de la economía 
social, formular y promover la implementación, en coordinación con las autoridades competentes, de 
estrategias, planes y programas que impulsen el desarrollo del Sector, así como ejercer cualquier actividad 
lícita en beneficio de sus Asociados y la comunidad; 

X. Los Organismos del Sector realizarán programas de planeación estratégica para su desarrollo progresivo, 
elaborarán informes sobre servicios y beneficios económicos, educativos y sociales prestados en su ejercicio 
a sus Asociados y a la comunidad. 

XI. Promover la profesionalización y capacitación de sus Asociados; 

XII. Actuar con criterios de imparcialidad y no discriminación en la determinación de beneficiarios; 

XIII. Cumplir con las obligaciones derivadas de los convenios suscritos con el Instituto; 

XIV. Informar a sus Asociados a través de su Asamblea General u Órgano de Dirección sobre los servicios y 
beneficios económicos, educativos y sociales prestados en el respectivo ejercicio, así como de sus estados 
financieros; 

XV. Inscribirse al Registro, así como notificar al mismo de las modificaciones a su acta constitutiva, así como 
los cambios en sus órganos de dirección, administración y vigilancia en un plazo no mayor a cuarenta y cinco 
días hábiles contados a partir de la modificación respectiva; 

XVI. En caso de disolución, transmitir los bienes que haya adquirido con apoyos y estímulos públicos, a otra u 
otros Organismos del Sector que realicen actividades objeto de fomento y que estén inscritas en el Registro. 
El Organismo del Sector que se disuelva tendrá la facultad de elegir a quién transmitirá dichos bienes; 

XVII. Contribuir al desarrollo socioeconómico nacional; 

XVIII. Las demás que señale la presente Ley y leyes aplicables. 

Capítulo III 

Del Fomento y Financiamiento de los Organismos del Sector 

Artículo 46. La Secretaría creará el Programa de Fomento a la Economía Social, cuyo objeto será atender 
iniciativas productivas del Sector mediante el apoyo a proyectos productivos, la constitución, desarrollo, 
consolidación y expansión de Organismos del Sector y la participación en esquemas de financiamiento social. 

El Programa operará con recursos públicos asignados en el Presupuesto de Egresos de la Federación, así 
como los recursos derivados de los convenios que se establezcan con las Entidades Federativas y Municipios. 

La operación del Programa se sujetará a las Reglas de Operación que al efecto emitas la Secretaría. 

Artículo 47. Los Organismos del Sector no podrán recibir los apoyos y estímulos públicos previstos en esta 
Ley cuando incurran en alguno de los siguientes supuestos: 

I. Exista entre sus administradores o representantes y los servidores públicos encargados de otorgar o 
autorizar los apoyos y estímulos públicos; relaciones de interés o parentesco por consanguinidad o afinidad 
hasta en cuarto grado, o sean cónyuges, y 

II. Contraten con recursos públicos a personas con nexos de parentesco con los directivos de la organización, 
ya sea por consanguineidad o afinidad hasta en cuarto grado. 
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Artículo 48. Los Organismos del Sector que con fines de fomento reciban apoyos y estímulos públicos, 
deberán sujetarse a las disposiciones jurídicas y administrativas aplicables en la materia. Además, deberán 
llevar a cabo sus operaciones conforme a las disposiciones fiscales vigentes en el territorio nacional. 

Artículo 49. Tratándose de empresas de participación estatal mayoritaria, se estará a lo dispuesto por la Ley 
Federal de las Entidades Paraestatales, la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del 
Sector Público y a las demás disposiciones legales que le resulten aplicables. 

Cuando dichas empresas se encuentren en proceso de desincorporación, las autoridades competentes 
deberán tomar en cuenta a los trabajadores, a través de las organizaciones o empresas del sector ya 
existentes o las que sean constituidas para tal efecto, para ser considerados en la transferencia de los bienes 
de estas. 

Artículo 50. En los casos en los cuales las empresas de carácter privado presenten conflictos obrero-
patronales calificados como irreconciliables, las autoridades competentes deberán tomar en cuenta a los 
trabajadores, a través de las organizaciones o empresas del sector ya existentes o las que sean constituidas 
para tal efecto, para ser considerados en la transferencia de los bienes de la empresa en cuestión, a fin de 
que dichas empresas continúen operando con eficiencia y rentabilidad. 

Lo anterior, de conformidad y con absoluto respeto a lo que dispongan las leyes laborales y mercantiles en la 
materia. 

Artículo 51. A fin de dar cumplimento a las disposiciones previstas por los artículos 49 y 50, el Instituto, 
conforme a sus facultades, brindará asesoría, capacitación y financiamiento de acuerdo sus posibilidades 
presupuestarias. 

Capítulo IV 

De la Evaluación de la Política de Economía Social y del Desempeño de sus Organismos del Sector 

Artículo 52. La evaluación periódica del cumplimiento de las políticas públicas de fomento y apoyo a los 
Organismos del Sector estará a cargo del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, 
conforme la Ley General de Desarrollo Social. 

Artículo 53. Para la evaluación se deberán incluir los indicadores de resultados, de gestión y servicios para 
medir su cobertura e impacto. 

Artículo 54. El proceso de evaluación de la Política de Economía Social, se realizará cada tres años. 

Artículo 55. Los resultados de las evaluaciones, serán entregados a la Secretaría de Economía, al Instituto, al 
Consejo Nacional, a la Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social de la Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión, a la Comisión de Fomento Económico de la Cámara de Senadores y puestos a la 
disposición del público en general a través de las páginas Web de esas instancias. 

Artículo 56. De acuerdo con los resultados de las evaluaciones, el Instituto podrá emitir las sugerencias y 
recomendaciones que considere pertinentes al Ejecutivo Federal y hacerlas del conocimiento público. 

Capítulo V 

Sanciones 

Artículo 57. Los Organismos del Sector serán sancionados cuando a juicio del Instituto según disponga su 
reglamento, violen las disposiciones de la presente Ley. 

Artículo 58. El Instituto podrá imponer sanciones administrativas, en los términos previstos por el Reglamento 
que al efecto expida el Ejecutivo Federal, a los Organismos y sus administradores que simulando estar 
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constituidos como Organismos del Sector gocen o pretendan gozar de los beneficios y prerrogativas por esta 
Ley.” 

Transitorios 

Primero. La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo. La convocatoria y asuntos relativos a la celebración de las asambleas regionales de los 
Organismos del Sector, será efectuada por la Secretaría a través de sus delegaciones estatales en un plazo 
no mayor de seis meses después de la publicación de la presente Ley en el Diario Oficial de la Federación. 
Una vez realizadas las asambleas regionales, la Secretaría deberá convocar a la Instalación del Congreso 
Nacional. 

El Congreso Nacional Constituyente deberá elegir tan pronto como se instituya, a sus Representantes 
permanentes ante el Consejo Consultivo del Instituto, así como elaborar su plan de trabajo y su reglamento 
interno en un plazo no mayor a seis meses después de haber quedado legalmente constituido. 

El Congreso Nacional Constituyente tendrá treinta y seis meses a partir del momento de su constitución para 
convocar a la constitución y la elección democrática del Consejo Nacional. 

Tercero. El Instituto deberá quedar constituido, instalado y reglamentado en un plazo no mayor a ciento 
ochenta días naturales posteriores a la entrada en vigor de la presente Ley, asumiendo las funciones e 
integrándose con los recursos financieros, materiales y humanos que actualmente están asignados a la 
Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de Solidaridad. 

El personal que, en virtud de esta Ley pase de la Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para 
las Empresas de Solidaridad al Instituto, de ninguna forma resultará afectado en las prerrogativas y derechos 
laborales que hayan adquirido conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley 
en la materia aplicable. 

Los asuntos que a la entrada en vigor de la presente Ley se encuentren pendientes de trámite por parte de la 
Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de Solidaridad seguirán a cargo 
del Instituto hasta su total conclusión. 

En tanto se modifique el Reglamento Interior de la Secretaria de Economía para la reglamentación del 
Instituto, se continuará aplicando el Reglamento vigente y Acuerdo que regula la organización y 
funcionamiento interno de la Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de 
Solidaridad, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de octubre de 2009, en lo que no se oponga 
a esta Ley; y, en lo no previsto, se estará a lo que resuelva la Secretaría. 

Las facultades, funciones y atribuciones que desempeña actualmente la Coordinación General del Programa 
Nacional de Apoyo para las Empresas de Solidaridad, deberán ser concedidas íntegramente al Instituto y 
reconocidas por el Reglamento Interior de la Secretaria de Economía, así como en todas las disposiciones 
legales que al efecto se emitan o modifiquen. 

Cuarto. Las normas que regulen al Registro y al Programa, respectivamente, deberán ser expedidas por la 
Secretaria en un plazo no mayor a ciento ochenta días naturales, posteriores a la fecha de su instalación. 

Quinto. En tanto no se expidan las disposiciones correspondientes, continuarán aplicándose, en lo que no se 
opongan a esta Ley, las disposiciones reglamentarias y administrativas vigentes a la fecha de entrada en vigor 
de la presente Ley. 

Sexto. Los apoyos cuyo trámite se haya iniciado conforme a las disposiciones jurídicas y administrativas 
vigentes antes de la entrada en vigor de esta Ley, se seguirán rigiendo por las mismas hasta su conclusión. 
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La Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social, diputados: Luis Felipe Eguía Pérez (rúbrica), 
presidente; José Manuel Agüero Tovar (rúbrica), Margarita Gallegos Soto (rúbrica), Adolfo Rojo Montoya 
(rúbrica), Emilio Serrano Jiménez (baja: 11 de abril de 2012), María Florentina Ocegueda Silva (rúbrica; alta: 
11 de abril de 2012), secretarios; Jaime Flores Castañeda (rúbrica), Teófilo Manuel García Corpus (rúbrica), 
Delia Guerrero Coronado (rúbrica), Juan Pablo Jiménez Concha, Sergio Lorenzo Quiroz Cruz (rúbrica), José 
Gerardo de los Cobos Silva (rúbrica), Ruth Esperanza Lugo Martínez (rúbrica), Miguel Martínez Peñaloza 
(rúbrica), Silvia Fernández Martínez (rúbrica), Rodolfo Lara Lagunas (rúbrica), Jorge Herrera Martínez 
(rúbrica), Ricardo Urzúa Rivera, Roberto Rebollo Vivero (rúbrica). 

La Comisión de Economía, diputados: Ildefonso Guajardo Villarreal (rúbrica), presidente; Alejandro Cano 
Ricaud (rúbrica), Jorge Alberto Juraidini Rumilla (rúbrica), Narcedalia Ramírez Pineda (rúbrica), José Luis 
Velasco Lino (rúbrica), Leoncio Alfonso Morán Sánchez, María Antonieta Pérez Reyes (rúbrica), Norma 
Sánchez Romero (rúbrica), Indira Vizcaíno Silva, Rodrigo Pérez-Alonso González (rúbrica), Jorge Antonio 
Kahwagi Macari, secretarios; José Antonio Arámbula López, Raúl Gerardo Cuadra García, Pavel Díaz Juárez 
(rúbrica), Luz Mireya Franco Hernández, Sergio Gama Dufour (rúbrica), Jorge Hernández Hernández 
(rúbrica), Susana Hurtado Vallejo (rúbrica), Ramón Jiménez López, Vidal Llerenas Morales (rúbrica), Ifigenia 
Martha Martínez y Hernández, Luis Enrique Mercado Sánchez, Enrique Salomón Rosas Ramírez, Guillermo 
Raúl Ruiz de Teresa (rúbrica), Valerio González Schcolnik (rúbrica), David Ricardo Sánchez Guevara, 
Margarita Beatriz de Candelaria Curmina Cervera (rúbrica), María Dolores Patricia Cabrera Muñoz, Lilia Isabel 
Gutiérrez Burciaga (rúbrica), Yolanda Eugenia González Hernández.» 
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30-04-2012 
Cámara de Diputados. 
DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Economía, y de Fomento Cooperativo y Economía Social, con 
proyecto de decreto por el que se expide la Ley de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo 
Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector 
social de la economía. 
Aprobado en lo general y en lo particular, por 285 votos en pro, 7 en contra y 3 abstenciones. 
Se turnó al Ejecutivo Federal para sus efectos constitucionales. 
Diario de los Debates, 30 de abril de 2012. 
Discusión y votación, 30 de abril de 2012. 
 
 
 
DISCUSIÓN DEL DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE ECONOMÍA, Y DE FOMENTO 
COOPERATIVO Y ECONOMÍA SOCIAL, CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA 
LEY DE LA ECONOMÍA SOCIAL Y SOLIDARIA, REGLAMENTARIA DEL PÁRRAFO SÉPTIMO DEL 
ARTÍCULO 25 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN LO 
REFERENTE AL SECTOR SOCIAL DE LA ECONOMÍA 
 
 
El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: El presidente de la comisión de igual manera se ha 
acercado a esta Mesa para decir que no va a fundamentar el dictamen y que solicitan al pleno, ojalá, pudiera 
votarse por haber una plena unanimidad, de manera directa al tema. 

Evidentemente, no podemos evitar que algún diputado haga uso de la palabra, salvo la recomendación, pero 
como no hay fundamentación de parte de la economía, está a discusión en lo general. 

Se ha registrado el diputado Jaime Cárdenas, en contra. No hay nadie registrado a favor; entonces, le damos 
la palabra al diputado Jaime Cárdenas Gracia, hasta por tres minutos. 

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia:No, no, ya se quieren ir. No, no. Es un órgano deliberativo, 
compañeros y hay que continuar con el debate.  
 
Miren, este dictamen aparentemente es muy importante, y en general, con el sentido, con la finalidad del 
mismo estoy de acuerdo, pero se trata de fortalecer al sector social de la economía, patrocinándolo a través 
de la propia Secretaría de Economía del gobierno federal. 

Creo que el sector social de la economía, cooperativas, por ejemplo y otro tipo de organizaciones sociales 
debieran promoverse por sí mismas, sin que el sector gubernamental intervenga en la independencia, en la 
autonomía, en el desarrollo de este sector económico. 

Voto en contra de este dictamen, por el papel que tiene en él o que se le concede en él a la Secretaría de 
Economía, a la creación de un instituto que será un órgano desconcentrado de la Secretaría de Economía, 
que se encargaría de la coordinación de todo este sector social; este instituto tiene características 
corporativas, características cupulares, características que no son propias de un esquema democratizador. 

Por eso, porque este esquema es poco democratizador, porque hay un tutelaje del Estado al sector social de 
la economía, porque el propio instituto que se propone crear se constituye como un órgano desconcentrado 
de la Secretaría de Economía y no como un organismo descentralizado, es que votaré en contra del dictamen. 

Estoy de acuerdo en el sentido del dictamen para fortalecer al sector social de la economía, pero un sector de 
la economía en donde debe garantizarse de manera plena el pluralismo, la democratización de todo el sector 
social de la economía, la transparencia y que no se constituya este instituto que se propone en el dictamen, 
como un organismo cupular en donde hay representación cupular de las organizaciones sociales, de las 
cooperativas y de otras manifestaciones del sector social. 

Creo que se pudo haber hecho un esfuerzo mayor para democratizar a este sector, para transparentarlo y 
sobre todo, repito, para que no hubiese un tutelaje por parte del Estado; por eso me opongo a este dictamen 
que está a discusión. 
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Muchas gracias, compañeras diputadas y compañeros diputados. No sé si haya preguntas. 

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: No hay Jaime, tampoco las puede forzar. Agotada la 
lista de oradores, consulte la Secretaría a la asamblea, en votación económica, si se encuentra 
suficientemente discutido. 

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez: Por instrucciones de la Presidencia, en votación 
económica se consulta a la asamblea si el dictamen se encuentra suficientemente discutido en lo general. Las 
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo, gracias. Las diputadas y los 
diputados por la negativa. Mayoría por la afirmativa, señor presidente. 

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Suficientemente discutido. En virtud de que de 
conformidad con el artículo 109 del Reglamento de la Cámara de Diputados no se ha reservado artículo 
alguno para discutirlo en lo particular, se pide a la Secretaría abra el sistema electrónico, hasta por cinco 
minutos, para proceder a la votación en lo general y en lo particular en un solo acto. 

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, 
numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sistema electrónico, por cinco minutos, para 
proceder a la votación en lo general y en lo particular en un solo acto. 

(Votación) 

La diputada Tomasa Vives Preciado (desde la curul): Presiente.  

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Sí, diputada Tomasa Vives. 

La diputada Tomasa Vives Preciado(desde la curul): Diputado, solamente para decirle que me quiero 
adherir a la petición del diputado Porfirio Muñoz Ledo, ya que soy integrante de la Comisión Vitivinícola y 
tenemos más de dos años de estar trabajando en esta iniciativa de Ley Federal de Fomento a la Industria 
Vitivinícola.  
 
No hemos podido llegar a la tribuna y tenemos cinco sesiones de estar en el quinto lugar; les pediría a mis 
compañeros que la pudiéramos aprobar el día de hoy. Muchas gracias. 

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez: Ciérrese el sistema electrónico de votación. De viva 
voz. 

El diputado Antonino Cayetano Díaz (desde la curul): A favor.  

El diputado Martín Palacios Calderón (desde la curul): A favor.  

El diputado Óscar Ignacio Rangel Miravete (desde la curul): A favor.  

La diputada María Zamudio Guzmán (desde la curul): A favor.  

La diputada María Teresa Álvarez Vázquez (desde la curul): A favor.  

El diputado Jorge Alberto Muro Ortíz (desde la curul): A favor.  

La diputada Martha Patricia Bernal Díaz (desde la curul): A favor.  

La diputada María del Pilar Báez Padilla (desde la curul): A favor.  

La diputada Guadalupe Mondragón Cobos (desde la curul): A favor.  

La diputada Ruth Esperanza Lugo Martínez (desde la curul): A favor.  
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La diputada Adriana Fuentes Cortés (desde la curul): A favor.  

La diputada Yolanda de la Torre Valdez (desde la curul): A favor.  

El diputado Agustín Torres Ibarrola (desde la curul): A favor.  

La diputada Yulenny Guylaine Cortés León (desde la curul): A favor.  

La diputada Margarita Liborio Arrazola (desde la curul): A favor.  

El diputado Carlos Martínez Martínez (desde la curul): A favor.  

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez: ¿Falta algún diputado o diputada por emitir su voto? 

El diputado José Luis Jaime Correa (desde la curul): A favor.  

El diputado Jesús María Rodríguez Hernández (desde la curul): A favor.  

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez: ¿Falta algún diputado o diputada por emitir su voto? 
Señor presidente, se han emitido un total de 285 votos en pro, 7 en contra, 3 abstenciones. 

El Presidente diputado Guadalupe Acosta Naranjo: Aprobado en lo general y en lo particular por 285 
votos el proyecto de decreto que expide la Ley de Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del 
Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo 
concerniente al sector social de la economía. Tiene la mayoría constitucional. Pasa al Ejecutivo, para 
sus efectos constitucionales.  
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SECRETARIA DE ECONOMIA 
DECRETO por el que se expide la Ley de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Séptimo del 
Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector social de la 
economía. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

FELIPE DE JESÚS CALDERÓN HINOJOSA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus 
habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE EXPIDE LA LEY DE LA ECONOMÍA SOCIAL Y SOLIDARIA, REGLAMENTARIA DEL PÁRRAFO SÉPTIMO DEL 
ARTÍCULO 25 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN LO REFERENTE AL 
SECTOR SOCIAL DE LA ECONOMÍA 

Artículo Único. Se expide la Ley de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Séptimo 
del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector social de 
la economía. 

LEY DE LA ECONOMÍA SOCIAL Y SOLIDARIA, REGLAMENTARIA DEL PÁRRAFO SÉPTIMO DEL 
ARTÍCULO 25 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 

EN LO REFERENTE AL SECTOR SOCIAL DE LA ECONOMÍA. 

TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1o. La presente Ley es reglamentaria del párrafo séptimo del artículo 25 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos en lo concerniente al Sector Social de la Economía. 

La presente Ley es de orden público, interés social y de observancia general en todo el territorio nacional y 
se aplicará sin perjuicio de otras disposiciones que dicten los Poderes Ejecutivo y Legislativo Federal y de las 
Entidades Federativas, así como municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias. 

Artículo 2o. La presente Ley tiene por objeto: 

I. Establecer mecanismos para facilitar la organización y la expansión de la Actividad Económica del 
Sector Social de la Economía y la responsabilidad del fomento e impulso por parte del Estado. 

II. Definir las reglas de organización, promoción, fomento y fortalecimiento del Sector Social de la 
Economía, como un sistema eficaz que contribuya al desarrollo social y económico del país, a la 
generación de fuentes de trabajo digno, al fortalecimiento de la democracia, a la equitativa 
distribución del ingreso y a la mayor generación de patrimonio social. 

Artículo 3o. El Sector Social de la Economía es el sector de la economía a que hace mención el párrafo 
séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual se integra por el 
conjunto de organizaciones sociales en los términos que establece la presente Ley. 

Artículo 4o. El Sector Social de la Economía estará integrado por las siguientes formas de organización 
social: 

I. Ejidos; 

II. Comunidades; 

III. Organizaciones de trabajadores; 

IV. Sociedades Cooperativas; 

V. Empresas que pertenezcan mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores; y 

VI. En general, de todas las formas de organización social para la producción, distribución y consumo 
de bienes y servicios socialmente necesarios. 
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Artículo 5o. Para los efectos de esta Ley, se entiende por: 

I. Sector, al Sector Social de la Economía a que hace mención el párrafo séptimo del Artículo 25 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

II. Organismos del Sector, a las organizaciones, empresas y sociedades del Sector Social de la 
Economía; 

III. Secretaría, a la Secretaría de Economía; 

IV. Instituto, al Instituto Nacional de la Economía Social; 

V. Congreso Nacional, al Congreso Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía; 

VI. Consejo Nacional, al Consejo Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía; 

VII. Asociados, en singular o plural, a las personas que participan en el capital social de los Organismos 
del Sector; 

VIII. Organismos de Integración, en singular o plural, a organismos de representación de segundo o 
grados superiores del Sector; 

IX. Programa, al Programa de Fomento a la Economía Social; 

X. Registro, al Registro Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía; 

XI. Actividad Económica, cualquier proceso mediante el cual se obtienen productos, bienes o servicios 
socialmente necesarios, en cualquiera de sus fases de producción, distribución o consumo, y en 
cualquier de los sectores primario, secundario o terciario; 

XII. Organismo de segundo grado, en singular o plural a los organismos de integración en los que se 
integren los organismos del sector; 

XIII. Organismo de tercer grado, en singular o plural a los organismos de integración en los que 
se integren los organismos del sector de segundo grado, y 

XIV. Organismo de cuarto grado, en singular o plural a los organismos de integración en los que se 
integren los organismos del sector de tercer grado. 

Artículo 6o. El Estado apoyará e impulsará a los Organismos del Sector bajo criterios de equidad social y 
productividad, sujetándolas a las modalidades que dicte el interés público, y conforme al uso, en beneficio 
general, de los recursos productivos que tendrán la obligación de proteger y conservar, preservando el medio 
ambiente. 

Artículo 7o. Los Organismos del Sector legalmente constituidos podrán acogerse y disfrutar de los apoyos 
y estímulos que establece esta Ley, en estricta observancia de los valores, principios y prácticas señalados en 
los artículos 9, 10 y 11 de la misma. 

Artículo 8o. Son fines del Sector Social de la Economía: 

I. Promover el desarrollo integral del ser humano; 

II. Contribuir al desarrollo socioeconómico del país, participando en la producción, distribución y 
consumo de bienes y servicios socialmente necesarios; 

III. Fomentar la educación y formación impulsando prácticas que consoliden una cultura solidaria, 
creativa y emprendedora; 

IV. Contribuir al ejercicio y perfeccionamiento de la democracia participativa; 

V. Participar en el diseño de planes, programas y proyectos de desarrollo económico y social, en 
términos de la legislación aplicable; 

VI. Facilitar a los Asociados de los Organismos del Sector la participación y acceso a la formación, el 
trabajo, la propiedad, la información, la gestión y distribución equitativa de beneficios sin 
discriminación alguna. 

Artículo 9o. Los Organismos del Sector tomarán en cuenta en su organización interna, los siguientes 
principios: 

I. Autonomía e independencia del ámbito político y religioso; 

II. Régimen democrático participativo; 

III. Forma autogestionaria de trabajo; 

IV. Interés por la comunidad. 
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Artículo 10. Los Organismos del Sector orientarán su actuación en los siguientes valores: 
I. Ayuda mutua; 
II. Democracia; 
III. Equidad; 
IV. Honestidad; 
V. Igualdad; 
VI. Justicia; 
VII. Pluralidad; 
VIII. Responsabilidad compartida; 
IX. Solidaridad; 
X. Subsidiariedad, y 
XI. Transparencia. 
Artículo 11. Los Organismos del Sector realizarán sus actividades conforme a las leyes que regulen su 

naturaleza jurídica específica, sus estatutos sociales y de acuerdo con las siguientes prácticas: 
I. Preeminencia del ser humano y su trabajo sobre el capital; 
II. Afiliación y retiro voluntario; 
III. Administración democrática, participativa, autogestionaria y emprendedora; 
IV. Trabajo en beneficio mutuo y de la comunidad; 
V. Propiedad social o paritaria de los medios de producción; 
VI. Participación económica de los Asociados en justicia y equidad; 
VII. Reconocimiento del derecho a afiliarse como Asociado a las personas que presten servicios 

personales en los Organismos del Sector, sobre la base de su capacitación en los principios y 
valores del Sector, y el cumplimiento de los requisitos que establezcan sus bases constitutivas; 

VIII. Destino de excedentes a la prestación de servicios de carácter social, al crecimiento de sus 
reservas y fondos, y a reintegrar a sus Asociados parte de los mismos en proporción al uso de los 
servicios o a la participación en el trabajo del Organismo del Sector; 

IX. Educación, formación y capacitación técnico administrativa permanente y continua para los 
Asociados; 

X. Promoción de la cultura solidaria y de la protección del medio ambiente entre sus Asociados y la 
comunidad; 

XI. Información periódica de sus estados financieros y de resultados a todos y cada uno de sus 
Asociados, a través de los informes a sus órganos de dirección, administración y vigilancia, así 
como libre acceso a la información respectiva para los mismos; 

XII. Integración y colaboración con otros Organismos del Sector, y 
XIII. Compromiso solidario con las comunidades donde desarrollan su actividad. 
Artículo 12. En lo no previsto por la presente Ley se aplicará supletoriamente: 
I. La legislación específica de las distintas figuras en que se constituyan los Organismos del Sector; 
II. En su caso la Legislación Civil Federal, y 
III. Los usos y prácticas imperantes entre los Organismos del Sector. 
El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Economía, interpretará para efectos administrativos los 

preceptos de la presente Ley. 
TÍTULO II 

DE LA ESTRUCTURA DEL SECTOR SOCIAL DE LA ECONOMÍA 
CAPÍTULO I 

DEL INSTITUTO 
Artículo 13. Se crea el Instituto Nacional de la Economía Social como un órgano administrativo 

desconcentrado de la Secretaría de Economía, el cual contará con autonomía técnica, operativa y de gestión 
en los términos establecidos en esta Ley. 

El Instituto tiene como objeto instrumentar políticas públicas de fomento al sector social de la economía, 
con el fin de fortalecer y consolidar al sector como uno de los pilares de desarrollo económico del país, a 
través de la participación, capacitación, investigación, difusión y apoyo a proyectos productivos del sector. 
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Artículo 14. El Instituto tendrá como funciones las siguientes: 

I. Instrumentar la Política Nacional de Fomento y Desarrollo del Sector Social de la Economía; 

II. Propiciar condiciones favorables para el crecimiento y consolidación del Sector, mediante el 
establecimiento del Programa de Fomento a la Economía Social; 

III. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones de la presente Ley; 

IV. Formular y ejecutar programas y proyectos de apoyo público a la promoción, fomento y desarrollo 
del Sector; 

V. Participar en la elaboración, consecución y verificación del Plan Nacional de Desarrollo, en 
términos de lo dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a las 
actividades económicas que desarrollen los Organismos del Sector; 

VI. Ser órgano consultivo del Estado en la formulación de políticas relativas al Sector, en términos de 
lo dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a las actividades 
económicas que desarrollen los Organismos del Sector; 

VII. Establecer en colaboración con el Consejo Nacional un modelo de supervisión a los Organismos 
del Sector, salvo aquellos casos en los que las Leyes en sectores específicos dispongan algún tipo 
de supervisión especial a los Organismos del Sector, tomando en cuenta su propio balance social; 

VIII. Llevar a cabo estudios e investigaciones y elaborar estadísticas que permitan el conocimiento de la 
realidad de los Organismos del Sector y de su entorno, para el mejor cumplimiento de su objeto; 

IX. Promover la consolidación empresarial y el desarrollo organizacional de las diversas formas 
asociativas que integran el Sector, para lo cual establecerá un Sistema Nacional de Capacitación y 
Asistencia Técnica Especializada, mediante la firma de convenios de coordinación con las 
dependencias de la Administración Pública Federal, así como con dependencias de las Entidades 
Federativas y Municipios; 

X. Promover en el ámbito nacional e internacional los bienes y servicios producidos por los 
Organismos del Sector, siempre la legislación específica en la materia de cada Organismo del 
Sector se los permita; 

XI. Promover la creación de Organismos de Integración del Sector de conformidad por lo dispuesto en 
las leyes específicas para cada una de las formas asociativas que los integran; 

XII. Promover y apoyar la creación de Organismos del Sector que se constituyan y operen conforme a 
las Leyes que regulan sus materias específicas, para la prestación de servicios financieros al 
mismo Sector; 

XIII. Difundir los valores, principios y fines del Sector, así como sus principales logros empresariales y 
asociativos; 

XIV. Elaborar y mantener actualizado el catálogo de los diferentes tipos de Organismos del Sector, 
teniendo en cuenta los principios, valores y fines establecidos en la presente Ley; 

XV. Establecer y mantener actualizado el Registro Nacional de los Organismos del Sector Social de la 
Economía; 

XVI. Establecer un Observatorio del Sector Social de la Economía, que sirva como herramienta para la 
sistematización de las experiencias nacionales del Sector; 

XVII. Definir las distintas regiones geoeconómicas necesarias para el cumplimento de las disposiciones 
contenidas en la presente Ley, y 

XVIII. Las demás que señale su Reglamento Interno. 

Artículo 15. El Instituto contará con los siguientes recursos para el cumplimiento de su objeto: 

I. Los recursos que se le asignen a través de la Secretaria en el Presupuesto de Egresos de la 
Federación, y 

II. Los subsidios, donaciones y legados que reciba a través de la Secretaría de personas físicas o 
morales, públicas o privadas, nacionales o extranjeras, los cuales de ninguna manera podrán 
implicar condiciones contrarias a su objeto conforme lo establece la Ley. 



Miércoles 23 de mayo de 2012 DIARIO OFICIAL (Primera Sección)     43 

Artículo 16. Para la consecución de su objeto y para el ejercicio de sus atribuciones el Instituto se 
integrará de los órganos siguientes: 

I. Un Consejo Consultivo, integrado por el Director General, seis consejeros electos con carácter 
honorifico por el Congreso Nacional y diez consejeros designados por el Secretario de Economía; 

II. Un Director General, designado y removido libremente por el Titular del Ejecutivo Federal a 
propuesta del Secretario de Economía, y 

III. Las instancias, unidades administrativas y servidores públicos necesarios para la consecución de 
su objeto. 

Artículo 17. El Consejo Consultivo sesionara por lo menos cada tres meses y tomará sus acuerdos, 
recomendaciones y resoluciones por voto de mayoría. Podrá sesionar de manera extraordinaria cuando la 
situación así lo amerite según lo establezca el Reglamento del Instituto. El Consejo Consultivo sesionará 
válidamente con la asistencia de la mayoría de sus miembros. 

Son atribuciones indelegables del Consejo Consultivo: 

I. Opinar sobre el programa anual de actividades del Instituto; 

II. Opinar y recomendar sobre el Informe de Labores Anual que presente el Director General del 
Instituto; 

III. Opinar el Anteproyecto de Presupuesto que emitirá el Instituto a través de la Secretaría; 

IV. Opinar y sugerir sobre los programas y acciones de fomento a la actividad económica del Sector 
que realizará el Instituto, y 

V. Las demás que señale el Reglamento del Instituto. 

Artículo 18. El Director General, tendrá las siguientes facultades: 

I. Ejercer la representación legal del Instituto; 

II. Elaborar el programa anual de actividades del Instituto; 

III. Elaborar, proponer y someter a consideración del Secretario de Economía, para su aprobación, los 
programas y acciones de fomento a la actividad económica del Sector; 

IV. Presentar un informe anual de actividades, y 

V. Las demás que señale el Reglamento del Instituto. 

Artículo 19. El Instituto contará con delegaciones regionales en términos del Acuerdo que emita el 
Secretario de Economía, y en su caso atenderán a los Organismos del Sector de las distintas regiones 
geoeconómicas. 

Los titulares de las delegaciones tendrán las atribuciones que determine el Estatuto Orgánico del mismo. 

Artículo 20. Las relaciones laborales entre el Instituto y sus trabajadores, se regirán por la Ley Federal de 
los Trabajadores al Servicio del Estado, reglamentaria del Apartado “B” del artículo 123 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

CAPÍTULO II 
DEL CONGRESO Y CONSEJO NACIONAL 

Artículo 21. El Congreso Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía es el máximo 
órgano de representación del Sector, y estará conformado de acuerdo a los siguientes criterios y su propio 
reglamento interno: 

I. Dos congresistas de cada uno de los Organismos del Sector de segundo, tercer y cuarto grado, 
que estén dentro del Registro nacional. 

II. Cien congresistas electos en asambleas regionales, convocadas y desarrolladas por el Instituto, 
con base a las distintas regiones geoeconómicas que establezca el Instituto con base a sus 
atribuciones; así como los respectivos Organismos de Integración registrados. 

Artículo 22. Son funciones del Congreso Nacional: 

I. Fomentar y difundir los principios, valores y fines del Sector; 

II. Promover la integración de los componentes del Sector; 

III. Emitir de manera conjunta y/o con la anuencia de los Organismos de Integración que, conforme al 
asunto, deban conocer del tema, posicionamientos con respecto a las problemáticas que afecten 
al Sector; 
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IV. Aprobar sus propios estatutos y reglamentos internos; 

V. Elegir a través de su pleno y en apego a su reglamento interno, a los representantes propietarios y 
suplentes, ante el Instituto, así como a los consejeros del Consejo Nacional, y 

VI. Las demás que establezca su reglamento interno, que no contravengan las disposiciones de esta 
Ley. 

Artículo 23. El Congreso Nacional se convocará cada tres años de manera ordinaria, pudiendo realizarse 
convocatoria extraordinaria cuando exista acuerdo de dos terceras partes de los miembros de la Junta 
Directiva del Consejo Nacional. 

Artículo 24. El Consejo Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía es un órgano 
operativo y de coordinación del Congreso Nacional y desarrollará las actividades de apoyo al Sector. 

Artículo 25. Son funciones y atribuciones del Consejo Nacional: 

I. Convocar las sesiones del Congreso Nacional; 

II. Servir como Organismo de coordinación, discusión y exposición de todos los asuntos de interés 
para el Sector, debiendo para ello tomar en cuenta la opinión de aquellos Organismos de 
Integración que, conforme a su actividad, les corresponda conocer de dichos asuntos; 

III. Apoyar en la gestoría a favor de los Organismos del Sector en trámites ante cualquier instancia 
pública o privada; 

IV. Brindar en coordinación con el Instituto y las dependencias correspondientes de la Administración 
Pública Federal, de los tres órdenes de gobierno, capacitación y asesoría a los Organismos del 
Sector en actividades agrícolas, ganaderas, silvícola, pecuarias, pesqueras y las demás de 
explotación y aprovechamiento de recursos naturales, así como para la transformación y 
comercialización de productos; 

V. Participar en la elaboración, consecución y verificación del Plan Nacional de Desarrollo, en 
términos de lo dispuesto por la Ley de Planeación y demás disposiciones aplicables a las 
actividades económicas que desarrollen los Organismos de Sector; 

VI. Promover la creación de Organismos de integración, considerando los lineamientos que señalen 
las leyes respectivas; 

VII. Promover y apoyar la creación de Organismos del Sector que se constituyan y operen conforme a 
las Leyes que regulan sus materias especificas, para la prestación de servicios financieros 
al mismo Sector, y 

VIII. Las demás que establezca su reglamento interno, que no contravengan las disposiciones 
de esta Ley. 

Artículo 26. El Consejo Nacional será conformado por 15 Consejeros electos por un periodo de tres años 
por el pleno del Congreso Nacional, los cuales no podrán ser reelectos para el periodo inmediato y estando 
impedidos para ser representantes ante el Instituto al mismo tiempo de su encargo en el Consejo Nacional. 

Artículo 27. El Consejo Nacional tendrá la estructura organizativa más conveniente para el cumplimiento 
de sus objetivos, pero deberá contar, al menos, con los siguientes órganos: 

I. Junta Directiva; 

II. Órgano de Vigilancia, y 

III. Área especializada en educación y capacitación en economía social de acuerdo a lo que 
establezca su reglamento interno. 

Artículo 28. La Junta Directiva será el órgano responsable de la dirección y coordinación de las 
actividades del Consejo Nacional, así como de su representante legal. 

Se conformará como lo establezca el reglamento interno del Consejo Nacional y entre sus atribuciones 
estarán: 

I. Designar al Secretario Ejecutivo; 

II. Nombrar a sus representantes ante el Registro Nacional; 

III. Ejecutar sus acuerdos y decisiones; 

IV. Elaborar el presupuesto y los programas de trabajo, y 

V. Presentar al Congreso Nacional los estados financieros y los informes de su actuación para su 
aprobación. 
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Artículo 29. El Órgano de Vigilancia tendrá las atribuciones de fiscalizar la adecuada administración de los 
recursos patrimoniales del Consejo. 

Artículo 30. El Congreso Nacional y el Consejo Nacional se financiarán con las aportaciones económicas 
de los Organismos de Integración y de las cuotas por los servicios otorgados a los Organismos del Sector. 

Además, estos órganos podrán recibir donaciones, subsidios, herencias, legados y recursos análogos que 
reciban de personas físicas y morales, públicas o privadas, nacionales o internacionales destinados a 
incrementar su patrimonio. 

CAPÍTULO III 
DE LOS ORGANISMOS DE INTEGRACIÓN 

Artículo 31. Los Organismos del Sector podrán asociarse entre sí para el mejor cumplimiento de sus fines, 
en Organismos de Integración de segundo, tercer o cuarto grado. 

Aquellos de índole económico no necesariamente serán especializados en determinado ramo o actividad 
económica. 

Los requisitos y procedimientos para constituir Organismos de Integración de cualquier grado serán 
los establecidos por las leyes específicas que corresponda a cada una de las formas asociativas de los 
Organismos del Sector y en las leyes de materia civil aplicables. 

Artículo 32. Los Organismos de Integración de segundo grado podrán agruparse en Organismos de tercer 
grado y cuarto grado, de índole nacional o sectorial, con el propósito de orientar procesos de desarrollo del 
movimiento y unificar acciones de defensa y representación nacional o internacional. 

Artículo 33. Los Organismos de Integración de tercer grado y cuarto grado deberán precisar claramente 
en sus estatutos su jurisdicción, así como los sectores económicos o las formas asociativas o solidarias que 
representan. 

Artículo 34. Los Organismos de Integración ejercerán de pleno derecho la representación y defensa de 
los derechos e intereses de sus Asociados y de la rama de la actividad económica en que actúan, así como 
de los beneficios y preferencias que concede esta y demás leyes específicas a los Organismos del Sector. 

Podrán prestar u obtener en común servicios profesionales y técnicos de asesoría, apoyo financiero, 
asistencia técnica, educación, capacitación e investigación científica y tecnológica. 

Artículo 35. Los Organismos de Integración de segundo, tercer y cuarto grado deberán inscribirse en el 
Registro, a fin de que le sea reconocida su representatividad. 

CAPÍTULO IV 
DEL REGISTRO 

Artículo 36. El Registro Nacional de los Organismos del Sector Social de la Economía, es el instrumento 
público encargado de la sistematización de la información y registro de los Organismos del Sector. 

Artículo 37. Los Organismos del Sector si desean acogerse a los beneficios y prerrogativas de los 
programas a que se refiere la presente Ley, además de constituirse y realizar su registro conforme lo 
establezcan las leyes especificas que los regulan según su naturaleza, podrán solicitar su inscripción ante el 
Registro, conforme a las disposiciones marcadas en el Reglamento del mismo. 

Artículo 38. El Registro dependerá del Instituto de conformidad con su reglamento y será el encargado de 
llevar las inscripciones de los Organismos del Sector legalmente constituidos. 

La Secretaría de Economía, a través del Instituto constituirá el Registro Nacional de los Organismos del 
Sector Social de la Economía, conformado por los asientos registrales siguientes: 

I. La denominación social; 
II. El domicilio social, y 
III. Los Estatutos Sociales. 
La información del Registro se integrara de manera económica, electrónica y simplificada; siendo el 

Instituto responsable de su elaboración, resguardado y actualización; pudiendo complementarse para reducir 
costos, con la información que la Secretaría de Relaciones Exteriores; el Instituto Nacional de Estadística, 
Geografía e Informática, el Registro Público del Comercio, así como las demás dependencias públicas que 
cuenten con información relativa a los organismos del sector, en estricto apego a sus atribuciones conferidas 
por su legislación específica le proporcione, para la integración del mismo. 

Artículo 39. El Registro será público, por lo que cualquier ciudadano podrá solicitar información, en 
cumplimiento con lo establecido en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Artículo 40. El Instituto publicará anualmente un compendio de información básica sobre los Organismos 
del Sector registrados, así como su capacidad y cobertura de servicios. 
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TÍTULO III 
DE LOS ORGANISMOS DEL SECTOR 

CAPÍTULO I 
DEL FUNCIONAMIENTO DE LOS ORGANISMOS DEL SECTOR 

Artículo 41. Se reconocerá el carácter de Organismo del Sector a todas aquellas organizaciones que 
hayan cumplido con los ordenamientos de la ley respectiva según su naturaleza para su constitución y 
registro, y además reúnan los siguientes requisitos: 

I. La aceptación y respeto de los principios, valores y prácticas enunciados en los artículos 9, 10 y 11 
de la presente Ley; 

II. Estar considerado en alguna de las categorías del catalogo de Organismos del Sector, elaborado 
por el Instituto, y 

III. Estar inscrito en el Registro en los términos de la presente Ley y del reglamento respectivo. 

Artículo 42. Los Organismos del Sector; siempre que la legislación específica en la materia de la actividad 
económica que desarrollen, su objeto social y su naturaleza legal se los permita, podrán desarrollar las 
siguientes actividades económicas: 

I. Producción, prestación y comercialización de bienes y servicios; 

II. Explotación de bienes propiedad de la nación, así como prestación de servicios públicos, siempre y 
cuando obtengan los permisos o concesiones respectivos; 

III. De educación, salud, gremiales, deportivas, recreacionales, culturales y sociales en beneficio de los 
socios y la comunidad; 

IV. De servicios financieros de seguros, crédito, ahorro y préstamo, y 

V. Todas las actividades económicas relacionadas con la producción, distribución y consumo de 
bienes y servicios socialmente necesarios. 

En el caso de las actividades de ahorro y préstamo a que se refiriere la fracción IV de este artículo, deberá 
observarse y dar estricto cumplimento a lo establecido en el artículo 103 de la Ley de Instituciones de Crédito. 
En cuanto a los servicios de seguro deberá obtenerse las autorizaciones o registros previstos en la ley de la 
materia. 

Los Organismos del Sector les estará prohibido realizar actividades de proselitismo partidista y político-
electoral. 

Artículo 43. Los Organismos del Sector adoptarán la estructura interna que señale la legislación 
específica de cada una de las formas asociativas y sus propios estatutos, y que más se adecue a sus 
necesidades, debiendo contar al menos con los siguientes: 

I. Un Órgano de Dirección, Asamblea General, u otra figura similar; 

II. Un Órgano o Consejo de Administración, Comisario, Gerente, Director General, o figura similar, y 

III. Un Órgano o Consejo de Vigilancia y Control Interno; 

Los miembros de los Órganos encargados de la administración, la vigilancia y el control interno serán 
designados y podrán ser removidos por decisión de la mayoría del Órgano de Dirección o Asamblea General, 
de conformidad con sus propios estatutos 

CAPÍTULO II 
DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS ORGANISMOS DEL SECTOR 

Artículo 44. Sin perjuicio de los derechos y prerrogativas que establecen las leyes relativas a las distintas 
formas asociativas, se reconocen a los Organismos del Sector los siguientes derechos: 

I. Ser sujetos de fomento y apoyo a sus actividades económicas por parte del Estado; 

II. Gozar de autonomía en cuanto a su régimen interno; 

III. Constituir sus órganos representativos; 

IV. Realizar observaciones y propuestas al Instituto en relación con las políticas, programas y acciones 
de fomento y apoyo de sus actividades; 

V. Solicitar y recibir información sobre el estado que guarden las gestiones que hubieren realizado 
ante las dependencias del gobierno; 
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VI. Recibir asesoría, asistencia técnica y capacitación por parte de las autoridades competentes de 
acuerdo a la presente Ley; 

VII. Celebrar contratos, actos, operaciones y acuerdos entre sí o con empresas del sector privado y con 
el sector público, siempre que fueren necesarios o convenientes a sus fines y objeto social, y 

VIII. Los organismos del sector de segundo, tercer y cuarto grado podrán elegir a los congresistas que 
participaran en el Congreso Nacional. 

Artículo 45. Los Organismos del Sector tendrán las siguientes obligaciones: 

I. Cumplir y hacer cumplir los principios, valores y prácticas consagrados en la presente Ley; 

II. Constituir fondos y reservas colectivos e irrepartibles destinados a cubrir pérdidas eventuales y a 
financiar servicios sociales en beneficio de sus Asociados y de la comunidad, con porcentajes de 
los excedentes o beneficios percibidos en sus actividades económicas. 

 En todo caso los fondos mínimos obligatorios serán de reserva, de previsión social y de educación 
en economía social. Los reglamentos internos definirán los porcentajes, reglas de operación y 
montos requeridos, y sin detrimento de otros fondos que establezcan las leyes específicas; 

III. Utilizar los beneficios que consagra la presente Ley para los fines con que fueron autorizados; 

IV. Conservar la documentación que demuestre el otorgamiento y uso de apoyos y estímulos públicos 
otorgados para los fines de sus actividades económicas; 

V. Informar al Instituto anualmente o en los casos que les sea requerido, sobre el ejercicio de los 
apoyos y estímulos públicos otorgados con fines de fomento; 

VI. Proporcionar la información que les sea requerida por el Instituto y demás autoridades competentes 
sobre sus fines, estatutos, programas, actividades, beneficiarios, patrimonio, operación 
administrativa y financiera, estados financieros y uso de los apoyos y estímulos públicos que 
reciban; 

VII. Cumplir en tiempo y forma con las normas de las recuperaciones financieras establecidas por el 
Instituto; 

VIII. Acatar las disposiciones, recomendaciones y sanciones administrativas que emita o disponga el 
Instituto y demás autoridades competentes; 

IX. Los Organismos del Sector deberán fomentar y difundir los principios, valores y prácticas de la 
economía social, formular y promover la implementación, en coordinación con las autoridades 
competentes, de estrategias, planes y programas que impulsen el desarrollo del Sector, así como 
ejercer cualquier actividad lícita en beneficio de sus Asociados y la comunidad; 

X. Los Organismos del Sector realizarán programas de planeación estratégica para su desarrollo 
progresivo, elaborarán informes sobre servicios y beneficios económicos, educativos y sociales 
prestados en su ejercicio a sus Asociados y a la comunidad; 

XI. Promover la profesionalización y capacitación de sus Asociados; 

XII. Actuar con criterios de imparcialidad y no discriminación en la determinación de beneficiarios; 

XIII. Cumplir con las obligaciones derivadas de los convenios suscritos con el Instituto; 

XIV. Informar a sus Asociados a través de su Asamblea General u Órgano de Dirección sobre los 
servicios y beneficios económicos, educativos y sociales prestados en el respectivo ejercicio, así 
como de sus estados financieros; 

XV. Inscribirse al Registro, así como notificar al mismo de las modificaciones a su acta constitutiva, así 
como los cambios en sus órganos de dirección, administración y vigilancia en un plazo no mayor a 
cuarenta y cinco días hábiles contados a partir de la modificación respectiva; 

XVI. En caso de disolución, transmitir los bienes que haya adquirido con apoyos y estímulos públicos, a 
otra u otros Organismos del Sector que realicen actividades objeto de fomento y que estén inscritas 
en el Registro. El Organismo del Sector que se disuelva tendrá la facultad de elegir a quién 
transmitirá dichos bienes; 

XVII. Contribuir al desarrollo socioeconómico nacional; 

XVIII. Las demás que señale la presente Ley y leyes aplicables. 
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CAPÍTULO III 

DEL FOMENTO Y FINANCIAMIENTO DE LOS ORGANISMOS DEL SECTOR 

Artículo 46. La Secretaría creará el Programa de Fomento a la Economía Social, cuyo objeto será atender 
iniciativas productivas del Sector mediante el apoyo a proyectos productivos, la constitución, desarrollo, 
consolidación y expansión de Organismos del Sector y la participación en esquemas de financiamiento social. 

El Programa operará con recursos públicos asignados en el Presupuesto de Egresos de la Federación, así 
como los recursos derivados de los convenios que se establezcan con las Entidades Federativas y Municipios. 

La operación del Programa se sujetará a las Reglas de Operación que al efecto emita la Secretaría. 

Artículo 47. Los Organismos del Sector no podrán recibir los apoyos y estímulos públicos previstos en 
esta Ley cuando incurran en alguno de los siguientes supuestos: 

I. Exista entre sus administradores o representantes y los servidores públicos encargados de otorgar 
o autorizar los apoyos y estímulos públicos; relaciones de interés o parentesco por consanguinidad 
o afinidad hasta en cuarto grado, o sean cónyuges, y 

II. Contraten con recursos públicos a personas con nexos de parentesco con los directivos de la 
organización, ya sea por consanguineidad o afinidad hasta en cuarto grado. 

Artículo 48. Los Organismos del Sector que con fines de fomento reciban apoyos y estímulos públicos, 
deberán sujetarse a las disposiciones jurídicas y administrativas aplicables en la materia. Además, deberán 
llevar a cabo sus operaciones conforme a las disposiciones fiscales vigentes en el territorio nacional. 

Artículo 49. Tratándose de empresas de participación estatal mayoritaria, se estará a lo dispuesto por la 
Ley Federal de las Entidades Paraestatales, la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes 
del Sector Público y a las demás disposiciones legales que le resulten aplicables. 

Cuando dichas empresas se encuentren en proceso de desincorporación, las autoridades competentes 
deberán tomar en cuenta a los trabajadores, a través de las organizaciones o empresas del sector ya 
existentes o las que sean constituidas para tal efecto, para ser considerados en la transferencia de los bienes 
de estas. 

Artículo 50. En los casos en los cuales las empresas de carácter privado presenten conflictos obrero-
patronales calificados como irreconciliables, las autoridades competentes deberán tomar en cuenta a los 
trabajadores, a través de las organizaciones o empresas del sector ya existentes o las que sean constituidas 
para tal efecto, para ser considerados en la transferencia de los bienes de la empresa en cuestión, a fin de 
que dichas empresas continúen operando con eficiencia y rentabilidad. 

Lo anterior, de conformidad y con absoluto respeto a lo que dispongan las leyes laborales y mercantiles en 
la materia. 

Artículo 51. A fin de dar cumplimento a las disposiciones previstas por los artículos 49 y 50, el Instituto, 
conforme a sus facultades, brindará asesoría, capacitación y financiamiento de acuerdo sus posibilidades 
presupuestarias. 

CAPÍTULO IV 

DE LA EVALUACIÓN DE LA POLÍTICA DE ECONOMÍA SOCIAL Y DEL DESEMPEÑO DE SUS 
ORGANISMOS DEL SECTOR 

Artículo 52. La evaluación periódica del cumplimiento de las políticas públicas de fomento y apoyo a los 
Organismos del Sector estará a cargo del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, 
conforme la Ley General de Desarrollo Social. 

Artículo 53. Para la evaluación se deberán incluir los indicadores de resultados, de gestión y servicios 
para medir su cobertura e impacto. 

Artículo 54. El proceso de evaluación de la Política de Economía Social, se realizará cada tres años. 

Artículo 55. Los resultados de las evaluaciones, serán entregados a la Secretaría de Economía, al 
Instituto, al Consejo Nacional, a la Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social de la Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión, a la Comisión de Fomento Económico de la Cámara de Senadores y 
puestos a la disposición del público en general a través de las páginas Web de esas instancias. 

Artículo 56. De acuerdo con los resultados de las evaluaciones, el Instituto podrá emitir las sugerencias 
y recomendaciones que considere pertinentes al Ejecutivo Federal y hacerlas del conocimiento público. 
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CAPÍTULO V 
SANCIONES 

Artículo 57. Los Organismos del Sector serán sancionadas cuando a juicio del Instituto según disponga su 
reglamento, violen las disposiciones de la presente Ley. 

Artículo 58. El Instituto podrá imponer sanciones administrativas, en los términos previstos por el 
Reglamento que al efecto expida el Ejecutivo Federal, a los Organismos y sus administradores que simulando 
estar constituidos como Organismos del Sector gocen o pretendan gozar de los beneficios y prerrogativas por 
esta Ley. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO. La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

SEGUNDO. La convocatoria y asuntos relativos a la celebración de las asambleas regionales de los 
Organismos del Sector, será efectuada por la Secretaría a través de sus delegaciones estatales en un plazo 
no mayor de seis meses después de la publicación de la presente Ley en el Diario Oficial de la Federación. 
Una vez realizadas las asambleas regionales, la Secretaría deberá convocar a la Instalación del Congreso 
Nacional. 

El Congreso Nacional Constituyente deberá elegir tan pronto como se instituya, a sus Representantes 
permanentes ante el Consejo Consultivo del Instituto, así como elaborar su plan de trabajo y su reglamento 
interno en un plazo no mayor a seis meses después de haber quedado legalmente constituido. 

El Congreso Nacional Constituyente tendrá treinta y seis meses a partir del momento de su constitución 
para convocar a la constitución y la elección democrática del Consejo Nacional. 

TERCERO. El Instituto deberá quedar constituido, instalado y reglamentado en un plazo no mayor a ciento 
ochenta días naturales posteriores a la entrada en vigor de la presente Ley, asumiendo las funciones e 
integrándose con los recursos financieros, materiales y humanos que actualmente están asignados a la 
Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de Solidaridad. 

El personal que, en virtud de esta Ley pase de la Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo 
para las Empresas de Solidaridad al Instituto, de ninguna forma resultará afectado en las prerrogativas y 
derechos laborales que hayan adquirido conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y la Ley en la materia aplicable. 

Los asuntos que a la entrada en vigor de la presente Ley se encuentren pendientes de trámite por parte de 
la Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de Solidaridad seguirán a cargo 
del Instituto hasta su total conclusión. 

En tanto se modifique el Reglamento Interior de la Secretaria de Economía para la reglamentación del 
Instituto, se continuará aplicando el Reglamento vigente y Acuerdo que regula la organización y 
funcionamiento interno de la Coordinación General del Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de 
Solidaridad, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de octubre de 2009, en lo que no se oponga 
a esta Ley; y, en lo no previsto, se estará a lo que resuelva la Secretaría. 

Las facultades, funciones y atribuciones que desempeña actualmente la Coordinación General del 
Programa Nacional de Apoyo para las Empresas de Solidaridad, deberán ser concedidas íntegramente al 
Instituto y reconocidas por el Reglamento Interior de la Secretaría de Economía, así como en todas las 
disposiciones legales que al efecto se emitan o modifiquen. 

CUARTO. Las normas que regulen al Registro y al Programa, respectivamente, deberán ser expedidas 
por la Secretaría en un plazo no mayor a ciento ochenta días naturales, posteriores a la fecha de su 
instalación. 

QUINTO. En tanto no se expidan las disposiciones correspondientes, continuarán aplicándose, en lo que 
no se opongan a esta Ley, las disposiciones reglamentarias y administrativas vigentes a la fecha de entrada 
en vigor de la presente Ley. 

SEXTO. Los apoyos cuyo trámite se haya iniciado conforme a las disposiciones jurídicas y administrativas 
vigentes antes de la entrada en vigor de esta Ley, se seguirán rigiendo por las mismas hasta su conclusión. 

México, D.F., a 30 de abril de 2012.- Sen. Jose Gonzalez Morfin, Presidente.- Dip. Guadalupe Acosta 
Naranjo, Presidente.- Sen. Renan Cleominio Zoreda Novelo, Secretario.- Dip. Martín García Avilés, 
Secretario.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a veintidós de mayo de dos mil doce.- 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Alejandro Alfonso Poiré 
Romero.- Rúbrica. 
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